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“Montevideo, 20 de junio de 2008. encuentra la solicitud de la Cámara de Senadores a efectos 


de que, conforme lo dispuesto en el artículo 135 de la 
La ASAMBLEA GENERAL se reunirá en sesión extraor- Constitución de la República, la Asamblea General resuelva 


44-A.G. 


las divergencias surgidas en la sanción del proyecto de ley 
por el que se crea el marco normativo para el procedimiento 
policial. 


Marti Dalgalarrondo Añón 
Secretario 


Hugo Rodríguez Filippini 
Secretario.” 


2) ASISTENCIA 


Asisten: los señores Senadores Sergio Abreu, Isaac 
Alfie, Juan Justo Amaro, Enrique Antía, Mariano Arana, 
Carlos Baráibar, Alberto Cid, Alberto Couriel, Eber Da 
Rosa, Susana Dalmás, Eleuterio Fernández Huidobro, Fran- 
cisco Gallinal, Reinaldo Gargano, Luis Alberto Heber, 
Gustavo Lapaz, Julio Lara Gilene, Jorge Larrañaga, Ruperto 
Long, Sara López, Rafael Michelini, Carlos Moreira, José 
Mujica, Luis Oliver, Gustavo Penadés, Margarita Percovich, 
Luis Rosadilla, Julio María Sanguinetti, Jorge Saravia, 
Lucía Topolansky y Víctor Vaillant y los señores Repre- 
sentantes Pablo Abdala, Washington Abdala, Alvaro Alonso, 
Pablo Alvarez López, José Amorín Batlle, Hugo Arambillete, 
Beatriz Argimón, Roque Arregui, Miguel Asqueta Sóñora, 
Alfredo Asti, Ariel Barrios, Gloria Benítez, Juan José 
Bentancor, Bertil R. Bentos, Gustavo Bernini, Daniel 
Bianchi, Eleonora Bianchi, Gustavo Borsari Brenna, Juan 
José Bruno, Diego Cánepa, Rodolfo Caram, Germán 
Cardoso, José Carlos Cardoso, Julio Cardozo Ferreira, 
Federico Casaretto, Alberto Casas, Nora Castro, Heber 
Clavijo, Alba M. Cocco Soto, Roberto Conde, Carlos Corujo, 
Beatriz Costa, Mauricio Cusano, Richard Charamelo, 
Silvana Charlone, Luis Da Roza, Alvaro Delgado, Juan 
José Domínguez, Carlos Enciso Christiansen, Gustavo A. 
Espinosa, Julio César Fernández, Luis José Gallo Imperiale, 
Carlos Gamou, Jorge Gandini, Javier García, Daniel García 
Pintos, Nora Gauthier, Carlos González Alvarez, Gustavo 
Guarino, Tabaré Hackenbruch Legnani, Uberfil Hernández, 
Doreen Javier Ibarra, Luis Alberto Lacalle Pou, Fernando 
Longo Fonsalías, Alvaro F. Lorenzo, Guido Machado, José 
Carlos Mahía, Daniel Mañana, Ruben Martínez Huelmo, 
Carlos Maseda, Artigas Melgarejo, Gonzalo Mujica, Pablo 
Naya, Jorge Orrico, Edgardo Ortuño, Ivonne Passada, Jor- 
ge Patrone, Daniela Payssé, Daniel Peña Fernández, 
Adriana Peña Hernández, Alberto Perdomo Gamarra, 
Aníbal Pereyra, Esteban Pérez, Pablo Pérez González, 
Enrique Pintado, Iván Posada, Jorge Pozzi, Juan A. Roballo, 
Edgardo Rodríguez, Nelson Rodríguez Servetto, Jorge 
Romero Cabrera, Dardo Sánchez Cal, Jorge 
Schiappapietra, Víctor Semproni, Pedro Soust, Arthur 
Souza, Héctor Tajam, Hermes Toledo Antuñez, Mónica 
Travieso, Jaime Mario Trobo, Carlos Varela Nestier, Alva- 
ro Vega Llanes y Homero Viera. 


Falta por encontrarse desempeñando la Presidencia de la 
República el señor Presidente don Rodolfo Nin Novoa. 


Con licencia: los señores Senadores Eduardo Ríos y 
Mónica Xavier y los señores Representantes José Luis 
Blasina, Sergio Botana, Eduardo Brenta, David Doti Genta, 
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Sandra Etcheverry, Darío Pérez Brito, Javier Salsamendi, 
Juan C. Souza y Horacio Yanes. 


Faltan: con aviso, el señor Senador Eduardo Lorier, y 
los señores Representantes Manuel María Barreiro, 
Rodrigo Goñi Romero, Pablo Iturralde Viñas, Carlos 
Mazzulo, Gonzalo Novales y Carlos Signorelli. 


3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE (Mujica).- Habiendo número, está 
abierta la sesión. 


(Es la hora 9 y 46) 
- Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 


“La Cámara de Senadores de conformidad con lo dispues- 
toenel artículo 135 de la Constitución de la República, solicita 
se convoque a la Asamblea General a fin de resolver las diver- 
gencias surgidas en la sanción del proyecto de ley por el que 
se crea el marco normativo para el procedimiento policial. 

- ALA COMISIÓN DE CONSTITUCION Y LEGISLA- 
CION. 


El Ministerio de Industria, Energía y Minería remite 
notas comunicando contrataciones de trabajo a término en 
la Dirección Nacional de Energía y Tecnología Nuclear. 


El Ministerio de Transporte y Obras Públicas remite 
copia de resoluciones por las que aprobó una trasposición 
de créditos presupuestales y varias contrataciones en ré- 
gimen de arrendamiento de obra pública. 


El Ministerio de Defensa Nacional remite copia de la 
Resolución N* 55423 por la que se aprueban varias 
trasposiciones de créditos presupuestales, en el presente 
Ejercicio. 


El Ministerio de Economía y Finanzas remite Nota N? 
3797 adjuntando copias de Decretos aprobados en distin- 
tas fechas. 

- TENGANSE PRESENTES. 


El Ministerio de Educación y Cultura remite: 


- Copia de la resolución adoptada por el Consejo Di- 
rectivo Central de la Administración Nacional de 
Educación Pública, mediante la cual se dispuso una 
trasposición de crédito de la Financiación 1.1 “Ren- 
tas Generales” entre los Programas de la Unidad 
Ejecutora 01 para el presente ejercicio. 


- Copia de la resolución mediante la cual se dispuso 
homologar el Balance de Ejecución Presupuestal 
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correspondiente al ejercicio 2007 del Consejo de 
Educación Técnico Profesional. 


El Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca remite 
copias de resoluciones por las que se autorizó a ser titular 
del derecho de propiedad sobre determinados bienes 
inmuebles rurales a las firmas: Cinco Vientos Agro S.R.L.; 
Weyerhauser Uruguay S.A. y Forestal Cono Sur S.A. 


La Suprema Corte de Justicia remite: 


Mensajes Nos. 24/2008 y 26/2008, adjuntando copias 
de resoluciones relacionadas con las observaciones 
formuladas por el Tribunal de Cuentas a la liquida- 
ción de haberes de los funcionarios del Poder Judi- 
cial correspondiente al presupuesto de mayo de 2008 
y al aguinaldo del primer semestre de 2008, respecti- 
vamente. 


Oficio N* 218 al que adjunta la sentencia N* 78 de 
fecha 7 de abril de 2008, en autos caratulados “SU- 
PREMA CORTE DE JUSTICIA C/POMBO DICAMI- 
LO, OSVALDO Y OTROS - ACCION DEINSCONSTI- 
TUCIONALIDAD ART. 462 DE LA LEY N? 17.296 
DEL 21 DEFEBRERO DE 2001”. 


- TENGANSE PRESENTES. 


El Tribunal de Cuentas remite: 


Oficios por los que comunica haber dictado resolu- 
ciones con relación a diversos órganos y organismos 
del Estado, cuya nómina se publica en el Diario de 
Sesiones de la Asamblea General y están disponibles 
en la página WEB del Parlamento: 


Oficios cuya resolución es mantener las observacio- 
nes oportunamente formuladas a: BHU, Instituto Na- 
cional de Colonización, BSE, ANCAP, Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambien- 
te, Ministerio de Defensa Nacional, Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social, MIDES, Poder Judicial, 
PLUNA, Intendencia Municipal de Montevideo, Jun- 
ta Departamental de Colonia, ANTEL, Ministerio de 
Educación y Cultura, INAU, Presidencia de la Repú- 
blica, Ministerio de Economía y Finanzas, Dirección 
Nacional de Identificación Civil, Ministerio de Trans- 
porte y Obras Públicas, Banco Central del Uruguay, 
ANEP, Ministerio de Salud Pública, Comisión Hono- 
raria Fondo Solidario, BPS, Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca, Hospital Maciel, Junta Departa- 
mental de Treinta y Tres, Dirección General de Casi- 
nos, Comisión Administradora del Fondo de Fomen- 
to a la Prensa del Interior y OSE. 


Oficios cuya resolución es ratificar las observacio- 
nes formuladas a: BHU, Instituto Nacional de Colo- 
nización, BSE, ANCAP, Facultad de Odontología, 
UTE, Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territo- 
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rial y Medio Ambiente, Ministerio de Defensa Nacio- 
nal, Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, OSE, 
ASSE, AFE, Tribunal de lo Contencioso Administra- 
tivo, Poder Judicial, ANP, PLUNA, Facultad Ciencias 
Sociales, ANTEL, Ministerio de Educación y Cultu- 
ra, INAU, ANC, Presidencia de la República; Facul- 
tad de Arquitectura, Ministerio de Turismo y Depor- 
te, Ministerio de Economía y Finanzas, Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas, Cámara de Senadores, 
Cámara de Representantes, BCU, Comisión Adminis- 
trativa, ANEP, Ministerio de Salud Pública, Ministe- 
rio de Relaciones Exteriores, Instituto del Niño y del 
Adolescente del Uruguay, Suprema Corte de Justi- 
cla. 


Resoluciones relacionadas con Informes de Audito- 
ría referidos a: Intendencia Municipal de Florida, 
BHU, Instituto Nacional de Colonización, BSE, 
ANCAP, UTE, Junta Departamental de Treinta y Tres, 
Ministerio de Defensa Nacional, Ministerio de Tra- 
bajo y Seguridad Social, OSE, ASSE, Banco Nacional 
de Organos y Tejidos, Intendencia Municipal de 
Salto, AFE, MIDES, ANP, PLUNA, Intendencia Mu- 
nicipal de Maldonado, Comisión Apoyo Servicio 
Nacional de Sangre, Intendencia Municipal de Ro- 
cha, Intendencia Municipal de Colonia, Intendencia 
Municipal de Montevideo, Junta Departamental de 
Canelones, Junta Departamental de Colonia, ANTEL, 
Movimiento Nacional Gustavo Volpe, Ministerio de 
Turismo y Deporte, Ministerio de Economía y Finan- 
zas, Comisión Honoraria Patronato Psicópata, Mi- 
nisterio de Transporte y Obras Públicas, Comisión 
Honoraria Adm. Fondo Seguros de OSE, Dirección 
Nacional de Loterías, Comisión Honoraria Ejecución 
RAP-ASSE, BCU, Intendencia Municipal de Río Ne- 
gro, FUNDASOL, ANEP, Bancos en Liquidación, 
Dirección General de Casinos, DGI, OPP, SCJ, 
DIPRODE, Ministerio de Ganadería, Agricultura y 
Pesca, Proyecto PNUD, Caja de Jubilaciones, Institu- 
to Escuela Nacional de Bellas Artes, Dirección Na- 
cional de Empleo, Tesorería General de la Nación. 


Resoluciones adoptadas emitiendo observaciones 
formuladas a: Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente, Ministerio de Defensa 
Nacional, Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, 
OSE, MIDES, Ministerio de Educación y Cultura, 
Escuela Nacional de Policía, Intendencia Municipal 
de Rivera, ANEP, Ministerio de Salud Pública, UTU, 
Contaduría General de la Nación, Tesorería General 
de la Nación, ANC y Ministerio de Economía y Finan- 
zas. 


Resoluciones adoptadas referentes a Dictamen 
Constitucional de la Comisión Protección Ahorro 
Bancario, BROU. 


- ALA COMISIÓN DE HACIENDA Y PRESUPUESTO. 


Oficio N” 3848/08 referido a las obligaciones rendi- 
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das por el Poder Judicial al 31 de marzo del corriente 
año. 


- Oficio N* 4514/08 por el que se aprueba el informe de 
Auditoría respecto de la Rendición de Cuentas y 
Balance de Ejecución Presupuestal del Ejercicio 
2007. 


El Consejo de Educación Técnico-Profesional de la Uni- 
versidad del Trabajo del Uruguay remite fotocopia de Re- 
solución de fecha 22 de mayo de 2008 autorizando 
trasposición de rubros para el mejor funcionamiento de sus 
servicios. 


El Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay remite 
notas adjuntando resoluciones referidas a trasposiciones 
de fondos. 

- TENGANSE PRESENTES. 


La Junta Departamental de Colonia, de conformidad con 
lo dispuesto en el artículo 225 de la Constitución de la 
República, comunica que resolvió no aceptar la observa- 
ción formulada por el Tribunal de Cuentas a su modificación 
Presupuestal para el Ejercicio 2008-2010. 


La Junta Departamental de Canelones, de conformidad 
con lo dispuesto en el artículo 225 de la Constitución de la 
República, comunica que resolvió no aceptar la observa- 
ción formulada por el Tribunal de Cuentas a su modificación 
Presupuestal para el Ejercicio 2008-2010. 


La Junta Departamental de Rivera, de conformidad con 
lo dispuesto en el artículo 225 de la Constitución de la 
República, comunica que resolvió no aceptar la observa- 
ción formulada por el Tribunal de Cuentas a su modificación 
Presupuestal para el Ejercicio 2008-2010. 


La Junta Departamental de Soriano, de conformidad con 
lo dispuesto en el artículo 225 de la Constitución de la 
República, comunica que resolvió no aceptar la observa- 
ción formulada por el Tribunal de Cuentas a su modificación 
presupuestal para el Ejercicio 2008-2010. 


La Junta Departamental de Montevideo, de conformidad 
con lo dispuesto en el artículo 225 de la Constitución de la 
República, comunica que resolvió no aceptar la observa- 
ción formulada por el Tribunal de Cuentas a la modificación 
presupuestal para el Ejercicio 2009. 


La Junta Departamental de San José, de conformidad con 
lo dispuesto en el artículo 225 de la Constitución de la 
República, comunica que resolvió no aceptar la observa- 
ción formulada por el Tribunal de Cuentas a la modificación 
presupuestal para el período 2008-2010. 


La Junta Departamental de Florida, de conformidad con 
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lo dispuesto en el artículo 225 de la Constitución de la 
República, comunica que resolvió no aceptar la observa- 
ción formulada por el Tribunal de Cuentas a la modificación 
presupuestal para el período 2008-2010. 


La Junta Departamental de Paysandú, de conformidad 
con lo dispuesto en el artículo 225 de la Constitución de la 
República, comunica que resolvió no aceptar la observa- 
ción formulada por el Tribunal de Cuentas a la modificación 
presupuestal para el período 2008-2010. 

- ALA COMISIÓN DE CONSTITUCION Y LEGISLA- 
CION.” 


4) INASISTENCIAS ANTERIORES 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dando cumplimiento alo esta- 
blecido en el artículo 29 del Reglamento de la Asamblea 
General, dese cuenta de las inasistencias a las anteriores 
convocatorias, en el caso de que hubieran existido. 


(Se da de las siguientes:) 


“En la sesión extraordinaria del día 21 de mayo, faltaron 
con aviso los señores Legisladores Abreu, Alonso, 
Argimón, Arregui, Asti, Gloria Benítez, Bentancor, Blasina, 
Botana, Brenta, Bruno, Cánepa, Germán Gardoso, Castro, 
Clavijo, Cocco, Conde, Corujo, Costa, Charlone, Elola, Es- 
pinosa, Etcheverry, Julio C. Fernández, Galo, Gamou, 
García Pintos, Gauthier, Goñi, Guadalupe, Guarino, U. 
Hernández, Ibarra, Long, Longo, Lorenzo, Mahía, Martínez 
Huelmo, Martins, Mazzulo, Melgarejo, G. Mujica, Orrico, 
Ortuño, Passada, Patrone, Payssé, A. Pereyra, Esteban 
Pérez, Pablo Pérez, Pintado, Pozzi, Roballo, Edgardo 
Rodríguez, Rombys, Rosadilla, Salsamendi, Dardo Sánchez, 
Semproni, Soust, Souza, Tajam, Toledo, Travieso, Carlos 
Varela, Vega Llanes, Viera y Yanes. 


Faltan sin aviso los señores Legisladores: Arana, Breccia, 
Cid, Couriel, Dalmás, Gallup, Fernando Gar- 
cía, Michelini, Mujica, Percovich, Topolansky y Xa- 
vier.” 


5) PROCEDIMIENTO POLICIAL. (MARCO NORMA- 
TIVO) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Asamblea General ha sido 
convocada en el día hoy a solicitud de la Cámara de Sena- 
dores, conforme con lo dispuesto en el artículo 135 de la 
Constitución de la República, a efectos de resolver sobre 
las divergencias surgidas en la sanción del proyecto de ley 
por el que se crea el marco normativo del Código de Proce- 
dimiento Policial. 


(ANTECEDENTES:) 


24 de junio de 2008 
Rep. N? 868 

"PODER EJECUTIVO 
Montevideo, 9 de octubre de 2006. 


Señor Presidente de la 
Asamblea General 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de someter a la consi- 
deración de ese Alto Cuerpo Legislativo el presente pro- 
yecto de ley, por el que se dictan normas que tienen por 
objeto fortalecer las garantías a los derechos fundamenta- 
les vinculados a la seguridad ciudadana. En este caso, se 
trata de aportar una nueva herramienta que contribuya a 
dicho objetivo mediante la generación de un marco norma- 
tivo adecuado para el desempeño de la labor policial. 


Desde una perspectiva histórica, la Policía Nacional ha 
oficiado como auxiliar de la Justicia, circunscribiéndose a 
las disposiciones que la Constitución de la República y la 
legislación vigente presentan como necesarias para la con- 
vivencia democrática y para garantizar el ejercicio de los 
derechos y deberes del conjunto de los habitantes. 


Sin embargo, más allá de las prerrogativas establecidas 
en la normativa nacional y de los instrumentos internacio- 
nales ratificados por nuestro país, no existe un marco nor- 
mativo consolidado que brinde herramientas jurídicas cla- 
ras y precisas para el cumplimiento del servicio policial a la 
comunidad. Esto favorece la toma de decisiones en forma 
subjetiva, lo que redunda en la aplicación de diferentes 
soluciones a situaciones similares, comprometiendo, por lo 
tanto las necesarias seguridades que deben otorgarse, en 
general, a todas las personas que habitan en la República y, 
en particular, alos integrantes del Poder Judicial, el Minis- 
terio Público y la Policía Nacional. 


De esta manera, la población, en definitiva beneficiaria 
del servicio policial, en ocasiones siente vulnerados sus 
derechos por el mal funcionamiento de éste, lo que genera 
sus legítimos reclamos ante la demora o inexistencia de 
respuesta; el trato inadecuado en dependencias policiales; 
casos de abuso policial o de intromisión indebida en la 
esfera privada (que pueden verificarse en casos de identi- 
ficación o registro personal, privación de libertad, ingreso, 
registro o allanamiento de morada), entre otras situaciones. 
Aunque existen actualmente normas que regulan las atribu- 
ciones de los representantes de la fuerza pública, éstas se 
encuentran esparcidas en diferentes instrumentos jurídi- 
cos, a la vez que la modalidad en que se ejerce su autoridad 
no está totalmente regulada. La ausencia de reglas claras 
fomenta prácticas de dudosa legalidad aplicadas 
discrecionalmente por la autoridad o de querellas y deman- 
das de difícil dilucidación en la órbita penal. Con esta nueva 
normativa se pretende contar con un mecanismo generador 
de transparencia en el proceder de la fuerza pública, confor- 
me a las exigencias de un estado de derecho y de una 
sociedad democrática. 
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Por su parte, la ausencia de un cuerpo normativo conso- 
lidado lleva, en muchas ocasiones, a que la necesaria 
complementariedad y coordinación entre el trabajo del Po- 
der Judicial y de la Policía Nacional se vean afectadas. Esta 
situación puede originarse tanto en la existencia de vacíos 
legales, como en los diferentes conocimientos adquiridos 
profesionalmente por el magistrado y el funcionario poli- 
cial. Desde este punto de vista, además de las ventajas 
claras para la institución policial de contar con una norma- 
tiva precisa y jerarquía de ley, se aporta también un respal- 
do jurídico más eficiente para las resoluciones judiciales. 


Finalmente, teniendo a su cargo una misión primordial 
en la política pública de seguridad ciudadana, la Policía 
Nacional se erige como responsable del acatamiento y 
respeto general de las disposiciones en vigencia, dando 
cuenta a los magistrados de las violaciones a las normas 
constatadas. La inmediatez del accionar policial está deter- 
minada por el grado de urgencia de los hechos, pero son los 
jueces, en definitiva, quienes disponen de las medidas 
pertinentes a tomar. No obstante, sea por la gravedad de los 
hechos sobre los que se debe intervenir, como por la varie- 
dad de alternativas en el modo que la fuerza pública puede 
llevar adelante sus procedimientos, el personal policial 
generalmente es guiado por su sentido común, el que no 
siempre se ajusta al rigor jurídico o a la posterior evaluación 
judicial. Por lo tanto, la falta de normas específicas tiene, 
para la policía, dos efectos claramente negativos: sobre el 
personal policial actuante, a quien no se le otorgan las 
seguridades suficientes sobre la corrección o no de su 
proceder y de las posibles sanciones que una actuación 
errónea le puede generar; y sobre el personal superior a 
cargo del servicio, que debe supervisar al personal a su 
cargo y rendir cuentas ante la autoridad correspondiente 
por las acciones u omisiones de los mismos. 


El análisis del material utilizado en las clases de práctica 
policial que se imparten en la formación de oficiales en la 
Escuela Nacional de Policía, en las escuelas departamenta- 
les y en los cursos de pasaje de grado, y su lectura a la luz 
de la legislación vigente y de los conocimientos adquiridos 
empíricamente por funcionarios policiales en el ejercicio de 
su carrera profesional, confirma el reiterado planteo de la 
Policía Nacional en cuanto a la necesidad de contar con un 
marco normativo, con estatus legal, que especifique y regla- 
mente su actuación. 


Dando cumplimiento a lo establecido en su Programa de 
Gobierno, el Poder Ejecutivo conformó un grupo de trabajo 
integrado por policías de distinto grado y profesionales de 
diferentes especializaciones, que se dedicó, a partir del mes 
de marzo de 2005, a la elaboración de un primer borrador 
sobre la nueva normativa. El mismo fue consultado con la 
totalidad de las Unidades Ejecutoras que integran la Policía 
Nacional. Posteriormente, se elaboró un anteproyecto que 
recibió invalorables aportes de prestigiosos juristas espe- 
cializados en derecho constitucional, derecho penal y dere- 
cho procesal penal, así como de organizaciones de defensa 
de los derechos humanos. Una vez consolidado este mate- 
rial por las Autoridades del Ministerio del Interior, se 
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constituye en el proyecto de ley que hoy se presenta a 
consideración del Parlamento. 


1) El Título 1 del Proyecto de Ley (Parte General) incor- 
pora, en su Capítulo 1, los Principios Generales: se estable- 
ce el alcance de la norma; se precisan las atribuciones de la 
policía; se definen las diferentes fases de la actuación de la 
Fuerza Pública; y, específicamente en el artículo 4, sereco- 
gen los principios que rigen la actuación policial, destacán- 
dose el primer numeral de dicho artículo: “En el cumplimien- 
to de su deber, y como encargados de hacer cumplir la ley, 
el personal policial respetará y protegerá los derechos 
humanos de todas las personas”. 


2) En el artículo 6 se define el concepto de “comunica- 
ción inmediata al juez competente”, esencial para la aplica- 
ción de la totalidad de la estructura de este cuerpo norma- 
tivo, en cuanto a que las intervenciones policiales que se 
señalan expresamente en el articulado del proyecto deben 
ser puestas en conocimiento del juez competente en el plazo 
máximo de dos horas. Este plazo se cuenta a partir del 
momento en que se produce la intervención, y la comunica- 
ción debe contener los elementos primarios necesarios para 
que el juez pueda tomar la decisión que corresponda. Este 
criterio es un instrumento esencial para la comprensión del 
espíritu del proyecto que se presenta a la consideración de 
ese Alto Cuerpo Legislativo: el permanente equilibrio entre 
las potestades que necesariamente deben otorgarse a la 
fuerza pública para el cumplimiento de su función y las 
necesarias garantías que deben otorgarse a los derechos 
fundamentales de todas las personas que se encuentren 
involucradas en una actuación policial. 


3) En el Capítulo II se explicita con claridad la doctrina 
respecto al mando policial. En este sentido, se hace especial 
mención al artículo 8 (Manifestación de la disciplina y 
límites a la obediencia debida), donde, en cumplimiento a 
los compromisos asumidos internacionalmente por nuestro 
país en la materia, se establece que “el personal policial 
tiene especialmente prohibido cumplir órdenes manifiesta- 
mente ilegales, o que atenten contra los derechos humanos 
o el sistema Republicano Democrático de Gobierno. En 
estos casos, la obediencia a una orden superior nunca será 
considerada como eximente o atenuante de responsabili- 
dad”. 


4) En el Título II (Parte Especial), el Capítulo 1 hace 
referencia a uno de los temas más complejos del accionar 
policial: el uso de la fuerza física, las armas u otros medios 
de coacción. En el artículo 17 se incorporan los principios 
que rigen el uso de la fuerza: “El uso de la fuerza, incluyendo 
los distintos tipos de armas, debe ser moderado, racional, 
progresivo y proporcional, considerando el riesgo a enfren- 
tar y el objetivo legítimo que se persiga”. Por su parte, en 
el artículo 18 se consagra la obligación policial de utilizar 
“medios no violentos antes de recurrir al empleo de la fuerza 
física, medios de coacción o armas de fuego”. Estos últimos 
son definidos como el último recurso de la intervención 
policial. 
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Se hace especial mención a la inclusión de una norma 
prohibitiva (artículo 15), a partir de la cual se incorpora en 
el ordenamiento jurídico nacional una referencia clara res- 
pecto a la tortura y otros tratos crueles inhumanos o degra- 
dantes; y a la atención que debe prestar la policía a las 
personas bajo su custodia (artículo 16), también en conso- 
nancia con las normas y principios del Derecho Internacio- 
nal de los Derechos Humanos. 


5) Los artículos 20 y siguientes definen taxativamente 
las hipótesis en las cuales la policía puede utilizar la fuerza, 
así como se especifican las oportunidades, límites y contro- 
les respecto al uso de armas de fuego. Se destaca especial- 
mente que en los artículos mencionados se plasma con 
absoluta claridad el principio de que el uso de las armas de 
fuego es excepcional, y se constituye en el último recurso 
de la intervención policial, exclusivamente aplicable en las 
situaciones y bajo las circunstancias taxativamente estipu- 
ladas en la misma ley. 


En este sentido, se recoge la doctrina universalmente 
aceptada, recogida en la declaración AG/34/69 del 17 de 
diciembre de 1969 de la Asamblea General de las Naciones 
Unidas que ya integra nuestro derecho positivo (a partir de 
la remisión expresa del inciso 4” del artículo 5 de la actual 
Ley Orgánica Policial, de acuerdo a las modificaciones 
incorporadas por la Ley N* 16.707). Esta declaración sostie- 
ne en su artículo 2 que “los oficiales encargados de hacer 
cumplir la ley deben respetar y proteger la dignidad humana 
y mantener y apoyar los derechos humanos de todas las 
personas. El artículo 3 dictamina que los oficiales encarga- 
dos de hacer cumplir la ley pueden emplear la fuerza sólo 
cuando fuere estrictamente necesario. Y, por último, el 
artículo 5 dice que “ningún oficial encargado de hacer 
cumplir la ley puede infligir, instigar o tolerar cualquier acto 
de tortura u otro tratamiento o pena cruel, inhumano o 
degradante, ni puede invocar órdenes superiores o excep- 
cionales circunstancias, tales como el estado de guerra, 
atentado contra la seguridad del país, inestabilidad política 
o cualquier otra emergencia pública, como justificación de 
la tortura o cualquier otro trato cruel, inhumano o degradan- 
te. Estos principios son de recepción constitucional en 
Uruguay, conforme alos artículos 7, 26,72 Y 332 de la Carta. 


Por su parte, en el Capítulo II se establecen los procedi- 
mientos de comunicación a la Justicia de las circunstancias 
en que se hizo uso de la fuerza física, las armas de fuego u 
otros medios de coacción. 


6) El Título IlI se refiere a la labor de la Policía Nacional 
como auxiliar de la Justicia, incorporándose la doctrina de 
procedimiento en el Capítulo 1. Se hace especial referencia 
al artículo 29, que impone al personal policial la obligación 
de ponderar los efectos de su intervención: “En toda cir- 
cunstancia, el personal policial debe actuar de forma tal 
que, racionalmente, evite generar un daño mayor al que 
pretende impedir”. En el artículo 30 se hace referencia ex- 
presa a los artículos del Código Penal que consagran la 
exención de responsabilidad del personal policial estric- 
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tamente en casos de legítima defensa, estado de necesidad 
o cumplimiento de la ley. 


7) El Capítulo II del mismo Título III contiene precisas 
indicaciones respecto a un relevante aspecto de la actua- 
ción policial: la debida protección de los derechos de las 
víctimas, testigos y otras personas que brinden informa- 
ción calificada. Expresamente, el artículo 31 consagra el 
derecho de “toda víctima, testigo, o persona que brinde 
información calificada a la policía... a recibir la adecuada 
protección por parte de las instituciones competentes del 
Estado”. 


El Capítulo III siguiente se refiere al procedimiento de 
detención de personas, incluyéndose su definición y los 
diferentes procedimientos y medidas de seguridad que 
debe cumplir el personal policial en esta materia, en el marco 
de lo dispuesto por el artículo 15 de la Constitución de la 
República. 


8) En los artículos 42 y 43 se regula la solicitud de 
identificación personal estrictamente “en el marco de pro- 
cedimientos que tienen por objeto la detención de personas 
requeridas por la justicia competente; fugadas estando ya 
procesadas o condenadas; o presuntamente vinculadas a 
hechos delictivos recientemente acaecidos”. Se establece 
la forma como puede realizarse tal identificación y las facul- 
tades de la policía en tal situación. Así, se señalan con 
claridad dos hipótesis: (a) la negativa de identificarse, que 
constituye una falta de acuerdo al artículo 360 numeral 6to. 
del Código Penal; y (b) la presentación de un documento 
sobre el cuál la policía tenga motivos suficientes o funda- 
dos para dudar de su validez, lo que habilita la conducción 
de la persona a dependencia policial a los efectos de su 
identificación, con noticia al juez competente en el plazo 
máximo de dos horas. 


A los efectos de la redacción de estos artículos se tuvo 
presente la normativa que surge del derecho comparado 
sobre identificación, atendiendo a algunos países mencio- 
nados por ALONSO PÉREZ donde se ha consolidado un 
marco normativo que asegura la plena vigencia del estado 
de derecho y las garantías a los derechos fundamentales 
(Alonso Pérez, Francisco: Seguridad Ciudadana, página 370 
y stes. Ed. Marcial Pons Ediciones Jurídicas S.A., Madrid 
1994). 


En este sentido, el autor mencionado recuerda que en 
Francia, el artículo 78.3 del Código de Procedimiento Penal 
de 1983 establece que “el ciudadano que se niega a iden- 
tificarse o se encuentra en la imposibilidad de hacerlo, 
puede ser retenido en el lugar o local policial donde sea 
conducido a fin de verificar su identidad”. La policía debe 
informar a la persona conducida sobre su derecho a avisar 
de inmediato a su familia o a la persona que desee, y la 
retención no puede durar más de cuatro horas. La 
constitucionalidad de esta norma fue avalada por el Conse- 
jo Constitucional francés. 
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Por su parte, en Italia, la policía puede identificar a 
cualquier persona que está siendo investigada por la comi- 
sión de un hecho delictivo, así como a cualquier tercero que 
pueda proporcionar información relevante sobre la recons- 
trucción de los hechos. Si estas personas se niegan a 
identificarse o proporcionan datos falsos, el Código Penal 
habilita a conducirlos a sede policial donde se les retendrá 
para identificarles, no pudiendo permanecer en dicha de- 
pendencia por más de doce horas. 


Similar situación se aprecia en Alemania, donde la Fis- 
calía y la Policía pueden tomar medidas para la identifica- 
ción de alguien sospechoso de un hecho punible, pudiendo 
retenerle por un máximo de doce horas si no puede compro- 
barse la identidad de inmediato. 


En el Reino Unido, la Ley de Policía de 1984 permite al 
personal policial retener a una persona si cuenta con ele- 
mentos razonables para sospechar que ésta ha participado 
en un hecho delictivo, en caso que se niegue a identificarse 
o que oculta o falsea su domicilio. 


Finalmente, en España, de acuerdo a las resoluciones del 
Tribunal Constitucional en relación al artículo 20 de la Ley 
Orgánica 1/1992, la persona a quien se le solicita identifica- 
ción no se halla detenido, sino en una específica situación 
administrativa de sujeción al poder público amparada y 
prevista por el legislador específicamente. La verificación 
de identidad, por tanto, supone un sometimiento no ilegíti- 
mo, desde la perspectiva constitucional, a la norma legal 
que establece la misma. No se trata de una medida privativa 
de la libertad, sino restrictiva de la libertad (Sentencia del 
Tribunal Constitucional 107/1985). El derecho a la libre 
circulación queda intacto tras la práctica de tales medidas 
policiales, siempre que éstas se realicen por funcionarios 
legalmente autorizados y durante el tiempo mínimo impres- 
cindible para cumplir con el fin que persiguen, y que la 
acción policial se desarrolle exclusivamente en el marco de 
sus funciones de prevención e indagación de hechos 
delictivos. 


9) En los artículos siguientes se definen los procedi- 
mientos de registro personal, detención cuando no media 
orden judicial y conducción policial, todos ellos esenciales 
para el adecuado cumplimiento de las responsabilidades 
que la legislación vigente asigna a la fuerza pública, en 
armonía con las garantías que debe prestar el Estado a los 
derechos humanos de todas las personas. En este sentido, 
se destaca el concepto incorporado en el artículo 44, que 
impregna la totalidad del texto de la ley, en cuanto a la 
necesidad de que se configuren “motivos suficientes o 
fundados” para justificar una intervención policial. Al res- 
pecto, se recoge la opinión de BERMUDEZ, en cuanto a que 
el concepto de “motivo fundado” implica, naturalmente, 
una apreciación discrecional del funcionario que ejecuta la 
medida, pero, si ese motivo resulta manifiestamente infun- 
dado con referencia al momento en que se decidió, quien la 
llevó a cabo abusivamente responde por ella en vía penal o, 
por lo menos, disciplinaria (Bermúdez, Víctor H.: “El regis- 
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tro domiciliario y la requisa personal”, en “Curso sobre el 
Código del Proceso Penal, página 296). 


10) Respecto al concepto de conducción policial, en el 
numeral primero del artículo 48 se sigue la posición de 
VÉLEZ MARICONDE, en el sentido de que: “la simple 
aprehensión no es realmente un estado jurídico de priva- 
ción de libertad, sino un momento fugaz que, en definitiva, 
depende de la decisión judicial” (citado por Abal Oliú, 
Alejandro: Medidas Cautelares sobre la libertad del impu- 
tado, página 80 Y 81). En la misma dirección puede citarse 
la definición de FENECH, en cuanto a que estamos frente a 
"un acto por el que se produce una limitación de la libertad 
individual, de carácter provisional, y que tiene por fin poner 
ala persona detenida a disposición mediata o inmediata del 
instructor del proceso penal, para los fines de éste, en 
expectativa de su posible prisión provisional o preventiva” 
(“El proceso penal”, Madrid 1978, página 145). 


A la garantía que se consagra mediante la inmediata 
comunicación a la Justicia, se agrega la consagrada en el 
artículo 49: “Toda persona conducida o detenida deberá ser 
informada de inmediato del motivo de su detención o con- 
ducción”, información que, posteriormente, deberá forma- 
lizarse por escrito en la dependencia policial correspon- 
diente. 


El texto que se somete a la consideración de ese Alto 
Cuerpo Legislativo se inspira, también en esta delicada 
materia, en la más prestigiosa doctrina elaborada por Nacio- 
nes Unidas respecto a los límites al ejercicio de determina- 
dos derechos fundamentales. “Toda limitación o restric- 
ción lícitas (de la libertad del individuo) a favor de toda la 
comunidad y, por consiguiente, la protección del interés 
público, debería estar por encima del interés individual; la 
medida del interés público debería determinar el alcance de 
la restricción de la libertad, de forma que la legalidad de la 
restricción estuviera limitada por la importancia del interés 
de la comunidad. Las limitaciones o restricciones sobre la 
base de promover el "bienestar general en una sociedad 
democrática” se encuentran contempladas en el Artícu- 
lo 29, párrafo 2, de la Declaración Universal de los Dere- 
chos Humanos, y Artículo 4 del Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales, y la de prote- 
gerel “interés público” enel Artículo 17 de la Declaración 
Universal de los Derechos Humanos: toda limitación o 
restricción de los derechos o libertades individuales debe 
regirse estrictamente por los principios de legalidad; respe- 
to del estado de derecho; dignidad de la persona humana; 
excepcionalidad e igualdad y no discriminación. (Informe 
de la Relatora Especial de la Subcomisión de Prevención de 
Discriminaciones y Protección a las Minorías, Erica-Irene 
A. DAES: “La libertad del individuo ante la ley: análisis del 
artículo 29 de la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos”. Serie Estudios, N* 3, página 138, Centro de 
Derechos Humanos de las Naciones Unidas, Ginebra 1990) 


11) En el Capítulo IV, Sección 1, se consagran expresa- 
mente las garantías para las personas detenidas en depen- 
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dencias policiales, y en la Sección II los procedimientos de 
averiguación policial, que incorporan asimismo las salva- 
guardas para impedir cualquier tipo de acción ilegal o 
abusiva. En especial, se hace especial mención al artícu- 
lo 50, que incorpora el mandato policial en cuanto a que “en 
caso que una persona que registre ingreso como detenida 
o conducida en dependencias policiales se encuentre heri- 
da o en presunto estado de intoxicación por alcohol u otro 
tipo de sustancia, la policía deberá solicitar apoyo médico 
para brindarle inmediata atención”. Del mismo modo, se 
establecen requisitos estrictos para la realización de regis- 
tros personales ante situaciones excepcionales, cuando 
debe garantizarse la integridad física o la vida de la persona 
que se encuentra bajo responsabilidad policial. 


12) En la Sección Il se define el mecanismo de incomu- 
nicación en casos de urgencia, fundamental para un ade- 
cuado procedimiento de investigación policial, también con 
las garantías necesarias para las personas involucradas, y 
siempre con la inmediata comunicación al juez competente 
en el plazo máximo de dos horas. En la Sección IV se 
establecen normas para la custodia de personas detenidas 
en centros asistenciales, regulando con claridad las dife- 
rentes responsabilidades del personal policial y el personal 
del centro asistencial correspondiente. Por su parte, la 
Sección V dispone acerca del traslado de las personas 
detenidas. 


13) El Capítulo V regula el procedimiento de averigua- 
ción de delitos. En la Sección I se introducen normas para 
darle las mayores garantías a la persona del denunciante y 
para asegurar la eficacia de los procedimientos policiales. 
En especial, se subraya la disposición contenida en el 
artículo 96, respecto a que las formalidades que debe cum- 
plir el personal policial desde el punto de vista administra- 
tivo “nunca será un requisito imprescindible para la inme- 
diata actuación policial”. El artículo continúa especifican- 
do que “la policía debe actuar en forma inmediata y con la 
mayor diligencia para impedir o reprimir cualquier hecho 
ilícito, y luego proceder a la documentación de la denuncia. 
La información necesaria e imprescindible para fundamen- 
tar la actuación primaria no debe impedir, bajo ninguna 
circunstancia, la actuación policial”. 


Por su parte, en la Sección II se definen los procedimien- 
tos policiales en la escena del hecho, cuyas medidas de 
seguridad son imprescindibles para un correcto sistema de 
investigación criminal que provea a la justicia competente 
los elementos probatorios necesarios para la determinación 
de las eventuales responsabilidades. 


14) En la Sección III se regula otro de los procedimientos 
complejos que debe cumplir la policía: el allanamiento de 
morada y el registro domiciliario dentro del estricto cumpli- 
miento de la normativa constitucional vigente. 


15) La Sección IV regula el ingreso a una morada en caso 
de extrema necesidad en el artículo 136, estableciéndose 
con total claridad que, en ningún caso, el ingreso a una 
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morada en las referidas circunstancias habilita al personal 
policial, bajo su más seria responsabilidad, a realizar proce- 
dimientos de allanamiento o registro domiciliario. 


Este artículo recoge las posiciones más prestigiosas en 
la materia. Ya MORETTI admitía que se podía efectivizar 
una inspección domiciliaria a cualquier hora de la noche en 
casos muy excepcionales, y señalaba al respecto “...en caso 
de incendio, estrago o calamidad pública.. .así cuando se 
trata de prevenir o impedir la comisión de un delito, por 
ejemplo cuando se piden auxilios o socorros desde dentro 
del domicilio” (Moretti, Raúl, Derecho Procesal 2, página 
422). 


En la misma dirección, se señala la disposición conteni- 
da en el artículo 205 del Código del Proceso Penal vigente, 
que habilita el ingreso a una morada sin cumplir otros 
requisitos, siempre que la policía esté en presencia de un 
delito flagrante. 


En derecho comparado, la solución proyectada se inscri- 
be en la línea conceptual recogida, entre otros textos cons- 
titucionales, por la Ley Fundamental de la República Fede- 
ral de Alemania, específicamente en su artículo 12. 


En el marco de la más moderna doctrina nacional 
garantista, se establecen con precisión las facultades y 
límites del accionar policial para el ingreso a una morada, en 
especial cuando se presentan casos de extrema necesidad. 
Así, y siguiendo a PERCIBALLE “se parte del presupuesto 
elemental que cualquier injerencia en los derechos funda- 
mentales requiere el correspondiente sustrato legal. La 
exigencia de norma infra constitucional dimana del artícu- 
lo 7 de la propia Carta cuando exige, y a su vez habilita, la 
limitación de aquellos en casos que 'razones de interés 
general' así ameriten”. 


Continúa el autor citado sosteniendo que “A mayor 
abundamiento, y como forma de zanjar la cuestión, habre- 
mos de partir (.. .) de algunos presupuestos fundamentales. 
En primer lugar, aquel según el cual los derechos fundamen- 
tales no son absolutos y, por tanto, pueden ceder ante 
bienes o valores constitucionalmente protegidos. En se- 
gundo lugar, que al partir de que todo ordenamiento jurídico 
es un sistema extremadamente concatenado, se debe abor- 
dar su interpretación desde una perspectiva sistemática de 
la Carta. Finalmente, al tamiz de la teoría de los límites 
inmanentes de los derechos fundamentales, es dable acep- 
tar que, en situaciones excepcionales, algunos derechos 
pueden ceder, ora para proteger o preservar no solo otros 
derechos constitucionales, sino también otros bienes cons- 
titucionalmente protegidos. A nadie escapa que existen 
situaciones especiales que conllevan razones de carácter 
humanitario, donde está en juego la vida o la integridad de 
las personas, incendios, accidentes domésticos, etcétera, 
que habilitan o, es más, obligan a las autoridades a ingresar 
para brindarles socorro. A estas circunstancias 
excepcionalísimas, empero cotidianas, se agregan aquellas 
sustentadas en razones de necesidad y urgencia insitas en 
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los casos de flagrancia. Véase el caso más claro de que se 
esté en presencia de un delito que se está cometiendo en la 
propia vivienda, violencia doméstica, delitos sexuales, et- 
cétera, o de quien, perseguido con los efectos del delito se 
introduce en su vivienda, de la cual es posible evadirse si 
no se actúa en forma inmediata. Sin duda en estos casos 
entran en colisión los derechos del imputado, pero también 
los de la víctima, que igualmente son objeto de protección 
constitucional. De más está resaltar que un sin número de 
estas situaciones tiene a su vez un marco legal desde la ley 
sustantiva, habida cuenta que son pasibles de ser encua- 
dradas en los tipos permisivos en los artículos 26 del 
Código Penal, legítima defensa, y 27 del Código Penal, 
estado de necesidad, y en el artículo 28, cumplimiento de la 
ley, del mismo cuerpo legal que en última instancia suponen 
verdaderas cláusulas penales de autorización. Cabe con- 
signar por último, que el texto constitucional, al utilizar el 
verbo “entrar” parece conglobar en la simple entrada y el 
registro, siendo claro que ambas son situaciones 
emparentadas pero no confundidas. Parecería desprender- 
se por tanto, que estos casos de extrema excepcionalidad, 
sujetos a eminentes razones de urgencia, sólo dan pábulo 
ala entrada alos únicos efectos de salvar la situación límite. 
El ir más allá de ello será pasible, desde lo sustancial, de la 
responsabilidad jurídico penal dimanante, y desde lo adje- 
tivo, la invalorabilidad de los elementos probatorios obte- 
nidos en la violación del derecho fundamental” (Perciballe, 
Ricardo: “Sistema de garantías constitucionales”, páginas 
202 a205, Montevideo 2006.) 


16) A continuación, en la Sección V se disponen normas 
sobre la prestación de garantías policiales en sus diferentes 
modalidades. 


17) En el Capítulo VI se establecen directivas para los 
procedimientos de prevención y control, específicamente 
en materia de vehículos, con lo que el Poder Ejecutivo 
pretende contribuir a revertir la actual situación en materia 
de accidentes de tránsito a nivel nacional, generadora de 
altos costos desde el punto de vista humano especialmente 
en la población más joven. 


18) El Capítulo IX hace referencia al armamento y equipo 
reglamentario policial, estableciendo normas claras sobre 
su uso y respecto a las prohibiciones que afectan al mismo. 


19) Se destacan, finalmente, las disposiciones incluidas 
en el Capítulo X del presente proyecto de ley. En primer 
lugar, la gravedad de las consecuencias que establece el 
artículo 172 en caso de incumplimiento: “Elincumplimiento 
de las normas establecidas en la presente ley tendrá como 
consecuencia la aplicación de las sanciones administrati- 
vas que correspondan, sin perjuicio de las responsabilida- 
des penales y/o civiles que puedan determinarse por la 
justicia. Específicamente, el incumplimiento de las normas 
de naturaleza prohibitiva constituye falta grave a los efec- 
tos disciplinarios”. 


En segundo lugar, el artículo 173 impone al Ministerio 
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del Interior “la obligación de capacitar e informar adecuada- 
mente al personal policial para el cumplimiento de las respon- 
sabilidades que le impone la presente ley”. Esta obligación se 
constituye en una garantía para todas las personas benefi- 
clarias del servicio policial, así como para el mismo personal 
policial, que tiene derecho a contar con todos los elementos 
para el adecuado cumplimiento de su trabajo. 


20) Por último en el artículo 174 se hace referencia al 
mecanismo que la población tiene a su disposición para 
denunciar cualquier tipo de falla en el servicio policial, de 
forma que el mismo sea, realmente, una de las principales 
herramientas con las que cuenta el Estado para cumplir con 
su deber de garantía de los derechos humanos de todas las 
personas que habitan en su territorio. 


De esta forma, el Poder Ejecutivo pretende consagrar el 
principio básico que anima esta iniciativa normativa: el 
necesario equilibrio que, en un Estado de Derecho y en una 
sociedad democrática, debe existir entre las facultades que 
deben otorgarse a la policía para el adecuado cumplimiento 
de su función de servicio a la sociedad, y los controles que 
deben actuar con eficacia y rigurosidad para evitar cual- 
quier forma de abuso o actuación ilegal por parte de la 
Fuerza Pública. El proyecto que se eleva pretende así seguir 
la línea de la doctrina más prestigiosa en la materia, en 
cuanto comparte, con ZÚNÑIGA RODRÍGUEZ que “como 
primera forma de intervención directa del control en la 
relación ciudadano-control social, el funcionamiento for- 
mal y real de la policía marcará la relación autoridad y 
libertad. Ello porque la institución policial encarna los dos 
ámbitos contrapuestos del poder: por un lado, tiene como 
función garantizar la seguridad de los ciudadanos; pero, 
por otro, constituye el principal modo de expresión de la 
autoridad estatal. De ahí que un Estado democrático se 
caracterice, como dice Barbero Santos, por instrumentar los 
mecanismos necesarios para un equilibrio armonioso entre 
el ejercicio de los poderes indispensables para el cumpli- 
miento de las misiones de la policía y el derecho del ciuda- 
dano a ser protegido contra los eventuales abusos cometi- 
dos en el ejercicio de estos poderes”. (Zúñiga Rodríguez, 
Laura: Libertad personal y seguridad ciudadana, Ed. PPU, 
Madrid 1993). 


Como conclusión, es menester destacar que esta inicia- 
tiva de Ley de Procedimientos Policiales se encuentra 
inmersa dentro de una estrategia del Poder Ejecutivo orien- 
tada a la modernización y profesionalización de la Policía 
Nacional. Una policía que no se adapta a las transformacio- 
nes sociales y a los nuevos desafíos que presenta la acti- 
vidad delictiva, está destinada a la ineficiencia y a la pérdida 
constante de su capacidad institucional. Por ello, el esfuer- 
zo por mejorar los estándares de gestión debe ser perma- 
nente, incorporando las herramientas jurídicas precisas 
para el cumplimiento de sus cometidos, y consolidando su 
doctrina para mejorar, día a día, el servicio que brinda a la 
sociedad uruguaya. 


Con la plena convicción de que este instrumento contri- 
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buye a enaltecer a la institución policial y a generar condi- 
ciones de seguridad jurídica y de transparencia en la fun- 
ción pública, se eleva el mismo a consideración del Poder 
Legislativo con la certeza de que el debate parlamentario lo 
enriquecerá y lo dotará de un fuerte consenso que asegure 
su eficacia y eficiencia. 


Saluda al señor Presidente con su mayor consideración. 


TABARE VÁZQUEZ, (Presidente de la 
República; JUAN  FAROPPA, 
REINALDO GARGANO, DANILO 
ASTORI, AZUCENA BERRUTTI, JOR- 
GE BROVETTO, VÍCTOR ROSSI, 
JORGE LEPRA, EDUARDO BONOMI, 
MARÍA JULIA MUÑOZ, JOSÉ 
MUJICA, HÉCTOR LESCANO, 
MARIANO ARANA, MARINA 
ARISMENDP”. 


PROYECTO DELEY 


LEYDEPROCEDIMIENTOS POLICIALES 


TITULOI 
PARTE GENERAL CAPITULO I 
PRINCIPIOS GENERALES 


Artículo 1. (Del alcance de la presente ley).- Las dispo- 
siciones incorporadas a la presente ley se aplicarán al 
personal policial que cumple funciones ejecutivas, confor- 
me al marco establecido por la Constitución de la República; 
los Tratados Internacionales sobre la materia ratificados 
por la República; la Ley Orgánica Policial y demás normas 
cuya vigencia efectiva está encomendada al contralor de la 
Policía Nacional. 


Artículo 2. (Atribuciones).- El servicio policial ejerce- 
rá, en forma permanente e indivisible, las actividades de 
observación, información, prevención, disuasión y repre- 
sión. 


El objetivo de las actividades referidas es impedir, y, en 
su caso, reprimir, la comisión de delitos, faltas o infraccio- 
nes, procediendo a la detención de los autores de las 
mismas para someterlos a la justicia competente en los 
plazos y condiciones legalmente establecidos, acompañan- 
do las pruebas correspondientes. 


El servicio policial también cumplirá las órdenes de 
libertad emitidas por la justicia competente, y remitirá a los 
establecimientos de detención a las personas que ésta 
disponga, con las condiciones de seguridad que, previo 
estudio técnico, determine la Autoridad Penitenciaria. 
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Artículo 3. (Fases de la actuación policial).- Las fases 
del accionar de la policía son la observación; la prevención; 
la disuasión y, excepcionalmente, la represión cuando sea 
necesario para garantizar los derechos individuales de to- 
dos los habitantes de la República consagrados en el marco 
jurídico constitucional y legal vigente. 


A los efectos de esta ley: 


a) Observación es la acción policial de vigilancia pasiva 
que tiene por finalidad detectar, analizar, procesar y 
utilizar información sobre situaciones que, eventual- 
mente, puedan constituir actividades presuntamente 
ilícitas; incidir en la iniciación del proceso delictivo; 
O alterar la seguridad ciudadana. 


b) Prevención policial es el conjunto de medidas técni- 
co-operativas para incidir en forma temprana sobre 
los factores que favorecen la violencia interpersonal 
y social y constituyen delitos, infracciones o faltas, 
disminuyendo los riesgos y posibilidades de ocu- 
rrencia de los mismos. 


c) Disuasión es la acción policial de vigilancia activa 
que ejerce la policía cuando ya se ha instalado una 
situación que afecta la seguridad ciudadana que 
puede derivar en acciones ilícitas que generen daños 
mayores. Previo al uso de la fuerza legítima, la policía 
deberá agotar los medios disuasivos adecuados que 
estén a su alcance, como el diálogo y la negociación 
con las personas involucradas. 


d) Represión es la acción policial que implica el uso de 
la fuerza física y las armas de fuego o cualquier otro 
medio material de coacción, en forma racional, pro- 
gresiva y proporcional, a los efectos de restablecer 
el estado de cosas anterior a la conducta ilícita que 
lo ha alterado. 


e) Consumada la fase represiva, el uso de la fuerza debe 
cesar de inmediato, una vez que el orden haya sido 
restablecido y los presuntos infractores del derecho 
protegido dejen de ofrecer resistencia. Á partir de 
ese momento, se aplicarán las medidas de seguridad 
necesarias, sin perjuicio de brindar atención médica 
o de otro tipo, a quien la necesite. 


Artículo 4. (Principios de actuación policial).- 


1. Enel cumplimiento de su deber, y como encargados 
de hacer cumplir la ley, el personal policial respetará 
y protegerá los derechos humanos de todas las per- 
sonas. 


2. El personal policial tratará a todas las personas que 
requieran sus servicios de manera diligente, correcta 
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y respetuosa, sin ningún tipo de discriminación por 
razones de edad, género, etnia, religión, posición 
económica o social, o de cualquier otra índole. 


3. En todo momento, el personal policial debe cumplir 
las obligaciones que le impone el Código de Conduc- 
ta para Funcionarios Encargados de Hacer Cumplir la 
Ley aprobado por la Asamblea General de las Nacio- 
nes Unidas (Resolución 34/1609, del 17 de diciembre 
de 1979). 


Artículo 5. (Procedimientos con niños y/o adolescen- 
tes).- 


a) En procedimientos con adolescentes infractores o 
niños que vulneren derechos de terceros, la policía 
aplicará en su totalidad las normas de actuación 
contenidas en la presente ley, con excepción de los 
plazos especiales que disponga el Código de la Niñez 
y la Adolescencia (Ley N* 17.823, del 7 de setiembre 
del 2004) y de lo que expresamente se establezca 
sobre la materia en la presente ley. 


b) En procedimientos con niños o adolescentes con 
derechos vulnerados se actuará conforme a lo dis- 
puesto por el referido Código, en estrecha coordina- 
ción con el Instituto del Niño y Adolescente del 
Uruguay (INAU). 


c) El Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay 
(INAU) dará cuenta de inmediato a la policía de las 
fugas de adolescentes infractores de la ley penal de 
los establecimientos a su cargo. 


Artículo 6. (Comunicación inmediata al juez competen- 
te).- En los casos señalados expresamente en esta ley, se 
entiende por comunicación inmediata aquella que contiene 
la información imprescindible para que el juez pueda obte- 
ner una clara representación de lo actuado, contando con 
los elementos primarios necesarios para tomar la decisión 
que a su juicio corresponda. 


El plazo para la comunicación inmediata al juez compe- 
tente en estos casos, no podrá ser superior a las dos horas, 
contadas a partir del momento en que se produce la actua- 
ción policial. 


CAPITULO II 


ELMANDOPOLICIAL 


Artículo 7. (Concepto de disciplina).- La disciplina es la 
relación jurídica que vincula el derecho de mandar y el deber 
de obedecer. Es la base imprescindible para el cumplimiento 
orgánico-profesional de las atribuciones de la Policía Na- 
cional. 
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Artículo 8. (Manifestación de la disciplina y límites a 
la obediencia debida).- La disciplina policial se manifies- 
ta en la subordinación de grado a grado y por el respeto y 
la obediencia sin dilaciones a la orden legítima del supe- 
rior. 


El personal policial tiene especialmente prohibido cum- 
plir órdenes manifiestamente ilegales, o que atenten contra 
los derechos humanos o el sistema Republicano Democrá- 
tico de Gobierno. En estos casos, la obediencia a una orden 
superior nunca será considerada como eximente o atenuan- 
te de responsabilidad. 


Artículo 9. (Concepto de mando).- El mando es la facul- 
tad reglamentaria que tiene el superior sobre sus subordi- 
nados, e implica la capacidad de tomar las decisiones ade- 
cuadas, desde el punto de vista técnico-profesional, frente 
a cada circunstancia, con rapidez y seguridad. 


Artículo 10. (La autoridad del superior).- La autoridad 
del superior emana de la aceptación del deber y de su propio 
valor como profesional que aplica su autoridad en el marco 
y para el cumplimiento de la Constitución y la ley. 


Artículo 11. (Concepto de subordinación).- La subordi- 
nación es la sujeción jurídica marcada por la dependencia 
orgánica funcional. Por ser la esencia de la disciplina, es la 
primera obligación y cualidad del personal policial. 


Artículo12. (Obediencia al superior en grado).- Todo 
integrante del personal policial debe obediencia al supe- 
rior en el marco del artículo 8 de esta ley. A igualdad de 
grado, existe subordinación del policía de menor antigile- 
dad hacia el funcionario más antiguo en lo que concierne al 
servicio. 


Artículo13. (Relaciones de superioridad y dependen- 
cia).- 


a) Jerarquía ordinaria o de grado: Será determinada por 
la autoridad competente, de acuerdo a lo establecido 
en la Escala Jerárquica Policial que se detalla en la 
Ley Orgánica Policial. 


b) Jerarquía accidental o de destino: se constituye por 
la superioridad que, en ciertos casos, corresponde a 
un integrante del personal policial sobre sus iguales 
en grado ordinario. La misma se ejerce por razón del 
lugar en que se encuentre y de las funciones que 
desempeñe. 


c) Jerarquía extraordinaria o de servicio: Se confiere al 
integrante del personal policial que ejerce la direc- 
ción de lo concerniente al desempeño de una diligen- 
ciao al servicio que la motiva, invistiéndolo al efecto, 
de autoridad sobre sus iguales en grado ordinario o 
accidental. 


ASAMBLEA GENERAL 


24 de junio de 2008 


TITULO HU 
PARTE ESPECIAL 
CAPITULOI 


DEL USO DE LA FUERZA FISICA, LAS ARMAS U 
OTROS MEDIOS DE COACCION 


Artículo 14. (Seguridad estrictamente necesaria).- El 
personal policial tendrá presente en todo momento que 
solamente se adoptarán las medidas de seguridad defensi- 
vas u ofensivas estrictamente necesarias para el cumpli- 
miento de su función, de acuerdo a la normativa vigente. 


Artículo 15. (Torturas o tratos crueles, inhumanos o 
degradantes).- El personal policial tiene especialmente pro- 
hibido infringir, instigar o tolerar torturas o tratos crueles, 
inhumanos o degradantes sobre cualquier persona. En el 
marco del artículo 8 de la presente ley, en ningún caso podrá 
invocar la orden de un superior o circunstancias especiales, 
como amenazas ala seguridad interna o inestabilidad polí- 
tica o social para justificar tales conductas, propias o de 
terceros. 


Artículo 16. (Atención a personas bajo custodia poli- 
cial).- El personal policial asegurará la plena protección de 
la salud e integridad física de quienes estén eventualmente 
bajo su custodia. En particular, tomará medidas inmediatas 
para proporcionar atención médica y/o psicológica cuando 
sea necesario. 


Artículo 17. (Uso de la fuerza).- El personal policial 
solamente podrá usar la fuerza legítima cuándo sea estric- 
tamente necesario y en la medida que lo requiera el desem- 
peño de sus tareas, conforme a lo preceptuado en esta ley. 


Artículo 18. (Principios que rigen el uso de la fuerza).- 
El uso de la fuerza, incluyendo los distintos tipos de armas, 
debe ser moderado, racional, progresivo y proporcional, 
considerando el riesgo a enfrentar y el objetivo legítimo que 
se persiga. 


Artículo 19. (Uso de medios no violentos.).- La policía en 
el desempeño de sus funciones utilizará medios no violen- 
tos antes de recurrir al empleo de la fuerza física, medios de 
coacción o armas de fuego, los que se utilizarán solamente 
cuando los primeros resulten ineficaces o no garanticen el 
logro del resultado previsto mediante la acción policial. 


Artículo 20. (Oportunidad para el uso de la fuerza).- La 
policía hará uso de la fuerza legítima para cumplir con sus 
cometidos cuando: 


a) No sea posible proteger por otros medios los dere- 
chos de los habitantes establecidos en la Constitu- 
ción de la República. 
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b) Se ejerza contra el personal policial o terceras perso- 
nas violencia por la vía de los hechos o amenazas por 
persona armada, poniéndose en peligro su integri- 
dad física. 


c) Se oponga resistencia al accionar policial en 
allanamientos, lanzamientos y otras diligencias dis- 
puestas por las autoridades competentes. 


d) No puedan inmovilizarse o detenerse de otra forma 
los vehículos u otros medios de transporte, cuyos 
conductores no obedecieren la orden de detenerse 
dada por un policía uniformado o de particular de- 
bidamente identificado, o cuando se violare una ba- 
rrera o valla previamente establecida por la poli- 
cía. 


e) No se pueda defender de otro modo la posición que 
ocupa, las instalaciones que proteja o las personas 
a las que deba detener o conducir, o que hayan sido 
confiadas a su custodia. 


f) Deba disolver reuniones o manifestaciones públi- 
cas que no sean pacíficas y cuando en las mis- 
mas participen personas armadas o que esgriman 
objetos de forma tal que puedan ser utilizados para 
agredir. 


En toda circunstancia, el empleo de armas de fuego se 
regirá estrictamente por lo dispuesto en los artículos 22 y 
23 de la presente ley. 


Artículo 21. (Identificación y advertencia policial).- En 
las circunstancias establecidas en los artículos preceden- 
tes, el personal policial se identificará cómo tal, y dará una 
clara advertencia de su intención de emplear la fuerza, con 
tiempo suficiente para que los involucrados depongan su 
actitud, salvo que exista inminente peligro para su vida o 
integridad física, o para la de terceras personas. 


Artículo 22. (Límites para el empleo de las armas de 
fuego).- En el marco establecido por el artículo 20 de la 
presente ley, el uso de armas de fuego es una medida 
extrema. No deberán emplearse las mismas excepto cuando 
una persona ofrezca resistencia armada al accionar policial, 
oponga en peligro la integridad física o la vida del personal 
policial actuante o de terceros, y no se la pueda reducir o 
detener utilizando medios no letales. 


Artículo 23. (Empleo de armas de fuego).- Cuando el 
empleo de armas de fuego sea inevitable, conforme a lo 
dispuesto en el artículo anterior, el personal policial, bajo 
su más seria responsabilidad: 


a) Actuará con moderación y en proporción a la grave- 
dad de la agresión o la conducta ilícita que se trate de 
reprimir. 
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b) Reducirá al mínimo los daños y lesiones que pudieran 
causar al agresor. 


Cc) Garantizará que se preste de inmediato asistencia y 
servicio médico a las personas heridas o afecta- 
das. 


d) Procurará que los familiares de las personas heridas 
o afectadas tomen conocimiento de lo sucedido en 
el plazo más breve posible. 


Artículo 24. (Deber de informar).- Toda vez que un 
policía dispare su arma de fuego deberá informar de in- 
mediato y por escrito a su superior, quien adoptará las 
medidas correspondientes de acuerdo a las circunstancias 
del caso. 


Se exceptúan de la presente disposición los disparos 
que serealicen con fines de instrucción en establecimientos 
policiales autorizados y equipados a esos efectos. 


CAPITULO II 


DEL RESULTADO DEL USO DE LA FUERZA FISICA, 
LAS ARMAS, UOTROS MEDIOS DE COACCION 


Artículo 25. (Comunicación a la Justicia).- En todos 
los casos, del resultado de la labor desarrollada por la 
policía según lo dispuesto en el capítulo anterior, el supe- 
rior responsable del servicio deberá enterar en forma inme- 
diata al juez competente (artículo 6 de la presente ley), 
estándose a lo que éste disponga. 


Artículo 26. (Comunicación judicial. Procedimiento.).- 
La comunicación con el juez competente se hará através del 
superior responsable del servicio, en principio en forma 
telefónica. Eventualmente, la comunicación se hará en for- 
ma personal, ya sea por la relevancia de la noticia, por que 
así lo ordene el juez, o por cualquier otra circunstancia que 
razonablemente así lo amerite 


Artículo 27. (Forma de documentar la comunicación 
judicial).- En todas las dependencias policiales que tengan 
contacto con la Justicia, habrá un libro de Comunicaciones 
Judiciales debidamente foliado. Una vez completado el 
mismo, se dispondrá su archivo para eventuales consultas 
futuras. 


Artículo 28. (Contenido de la comunicación).- Cada 
comunicación deberá contar con la siguiente informa- 
ción: fecha y hora de la misma; nombre y turno del magis- 
trado receptor; breve y específica reseña del hecho que se 
comunica; resolución judicial con el correspondiente nú- 
mero si éste es proporcionado. Similar procedimiento se 
realizará cuando la comunicación proceda de la Sede Judi- 
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cial, la que será consignada a los registros que a esos 
efectos se lleven. 


TITULO HI 
LA POLICIA AUXILIAR DE LA JUSTICIA 
CAPITULOI 


DOCTRINA DE PROCEDIMIENTO 


Artículo 29. (Ponderación de los efectos de lainterven- 
ción policial).- En toda circunstancia, el personal policial 
debe actuar de forma tal que, racionalmente, evite generar 
un daño mayor al que pretende impedir. 


Artículo 30. (Alcances del concepto).- A los efectos de 
dar cumplimiento a lo estipulado en el artículo anterior, el 
personal policial está exento de responsabilidad cuando 
actúa en legítima defensa; estado de necesidad o en cum- 
plimiento de la ley (artículos 26, 27 y 28 del Código Penal). 


CAPITULO II 


DE LA PROTECCION DELOS DERECHOS DELAS 
ViCTIMAS, TESTIGOS, Y PERSONAS QUE BRINDEN 
INFORMACION CALIFICADA 


Artículo 31. (Derecho a recibir la adecuada protec- 
ción).- Toda víctima, testigo, o persona que brinde informa- 
ción calificada a la policía, tiene derecho a recibir la adecua- 
da protección por parte de las instituciones competentes 
del Estado. 


Artículo 32. (Registro y archivo de información).- La 
policía deberá llevar un registro y archivo sobre la informa- 
ción a que se refiere el artículo anterior, procesándola y 
utilizándola para la prevención e investigación de hechos 
ilícitos. 


Artículo 33. (Información anónima.).- La policía regis- 
trará también la información que tenga el carácter de anóni- 
ma, lo que se deberá consignar como tal. 


Artículo 34. (Carácter confidencial).- Toda informa- 
ción o denuncia de víctima, testigo o persona que brinde 
información calificada cuya identidad esté comprobada, se 
asentará en el archivo y tendrá carácter de confidencial y 
secreta, sólo pudiéndose revelar la misma por orden de la 
justicia competente. 


Artículo 35. (Derecho a la información).- La víctima 
tiene derecho a ser informada por la policía de todo lo 
actuado en el caso que la afecta, en la medida que ello no 
afecte u obstruya la investigación, salvo orden expresa de 
la justicia competente. 
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Artículo 36. (Responsabilidad del personal policial).- 
El personal policial será responsable de las medidas que se 
le ordenen para la protección de víctimas, testigos y perso- 
nas que brinden información calificada. 


CAPITULO HI 
DETENCIONES 


Artículo 37. (Concepto de detención).- Por detención se 
entiende privar de la libertad ambulatoria a una persona, 
haciéndose responsable de ella, conforme a lo establecido 
en el artículo 15 de la Constitución de la República y las 
leyes vigentes. 


Artículo 38. (Justificación de las medidas de seguridad 
policiales).- Las medidas de seguridad policiales son aque- 
llas que impiden o limitan la libertad de movimientos de una 
persona detenida. En ningún caso estas medidas afectarán 
la integridad física o la dignidad de la persona detenida. 


Las medidas de seguridad se impondrán a una persona 
detenida exclusivamente por su propia seguridad, la del 
personal policial actuante o la de terceras personas, en 
forma racional, progresiva y proporcional. 


Artículo 39. (Seguridad del personal policial).- El per- 
sonal policial debe llevar a cabo cualquier detención en 
forma eficiente y con el menor riesgo posible para su vida 
o integridad física o la de los efectivos que participen en el 
procedimiento, sin aplicar la fuerza en forma innecesaria u 
ostentosa. 


Artículo 40. (Seguridad de terceros).- En todas las 
detenciones se debe tener en cuenta la seguridad de perso- 
nas ajenas al hecho que se encuentren presentes. 


Artículo 41. (Seguridad de las personas detenidas).- La 
fuerza física, medios de coacción o armas de fuego deben 
utilizarse por la policía tras agotar todos los medios 
disuasivos posibles, y debe cesar en forma inmediata una 
vez que la o las personas objeto del procedimiento de 
detención dejen de ofrecer resistencia, conforme a lo dis- 
puesto en el Título II, Capítulo I de la presente ley. 


SECCION I 
IDENTIFICACIONE IDENTIDAD 


Artículo 42. (Solicitud de identificación).- En el marco 
de procedimientos que tienen por objeto la detención de 
personas requeridas por la justicia competente; fugadas 
estando ya procesadas o condenadas; o presuntamente 
vinculadas a hechos delictivos recientemente acaecidos, la 
policía puede solicitar a cualquier persona que se identifi- 
que. 
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A los efectos de confirmar la identidad manifestada por 
una persona, la policía podrá requerirle la exhibición de su 
cédula de identidad, credencial cívica, libreta de conducir 
o cualquier otro tipo de documento idóneo para tal fin. 


Artículo 43. (Procedimiento en casos de omisión de 
indicaciones sobre la identidad personal).- Cuando una 
persona se niegue a identificarse (artículo 360, numeral 6to. 
del Código Penal), deberá ser conducida a la dependencia 
policial, y se dará cuenta de inmediato al juez competente en 
los términos establecidos en el artículo 6 de la presente ley. 


En caso que la persona presente un documento 
identificatorio sobre el cual la policía tenga motivos sufi- 
cientes o fundados para dudar de su validez, podrá ser 
conducida a la dependencia policial correspondiente con la 
finalidad de confirmar su identidad, enterándose de ello de 
inmediato al juez competente, en los mismos términos del 
inciso anterior. 


SECCION II 
REGISTRO PERSONAL 


Artículo 44. (Alcance de la medida).- La policía podrá 
realizar registros personales estrictamente cuando existen 
motivos suficientes o fundados para dar cumplimiento a 
medidas de resguardo imprescindibles para garantizar la 
seguridad de cualquier persona involucrada en un procedi- 
miento, incluida la del personal policial interviniente, o de 
terceros. Del mismo modo y con el mismo objetivo, podrá 
registrar bultos, bolsos, valijas, portafolios o similares que 
la persona transporte. 


Artículo 45. (Registros de vehículos).- La policía podrá 
registrar cualquier tipo de vehículo de transporte de perso- 
nas o de carga en procura de elementos que puedan poner 
en riesgo la seguridad propia o de terceros, o de objetos 
relacionados con la comisión de hechos ilícitos. 


Artículo 46. (Incautación de efectos).- Cuando en los 
procedimientos referidos en los artículos anteriores se in- 
caute cualquier tipo de objeto, se labrará acta, que será 
firmada por el personal policial actuante y las personas 
involucradas en el procedimiento, extendiéndose a estas 
últimas copia de la actuación correspondiente y enterando 
de inmediato al juez competente, estándose a lo que éste 
resuelva. 


SECCION Ill 


DETENCIONSIN ORDEN JUDICIAL Y CONDUCCION 
POLICIAL 


Artículo 47. (Detención sin orden judicial).- 


La policía deberá detener, aún sin orden judicial: 
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1) A toda persona sorprendida in fraganti delito (artícu- 
lo 111 del Código del Proceso Penal). Se entiende que 
hay delito flagrante: 


a) cuando se sorprende a una persona en el mismo 
acto de cometerlo; 


b) cuando, inmediatamente después de la comisión 
de un delito, se sorprendiere a una persona hu- 
yendo, ocultándose, o en cualquier otra situación 
o estado que haga presumir su participación y, al 
mismo tiempo, fuere designada por la persona 
ofendida o damnificada o testigos presenciales 
hábiles, como partícipe en el hecho delictivo; 


c) cuando, en tiempo inmediato a la comisión del 
delito, se encuentre una persona con efectos u 
objetos procedentes del mismo, con las armas o 
instrumentos utilizados para cometerlo, o presen- 
tando rastros o señales que hagan presumir firme- 
mente que acaba de participar en un delito. 


2) A toda persona que fugare estando legalmente dete- 
nida. 


Artículo 48. (Conducción policial de personas even- 
tualmente implicadas en un hecho delictivo).- 


1) La policía deberá conducir a dependencias policial es 
a cualquier persona si cuenta con motivos suficien- 
tes o fundados sobre su participación en un hecho 
con apariencia delictiva recientemente acaecido y 
exista riesgo de que pueda fugarse del lugar donde el 
mismo se ha cometido, o incidir sobre eventuales 
elementos probatorios. En todo caso, se dará cuenta 
de inmediato al juez competente, conforme a lo dis- 
puesto en el artículo 6 de la presente ley. 


2) Fuera de la hipótesis de conducción incorporada al 
inciso anterior, en procedimientos de averiguación 
de hechos ilícitos, la policía no podrá detener a 
ninguna persona eventualmente implicada en los 
mismos ni conducir a testigos que se nieguen a 
concurrir voluntariamente a dependencias policiales, 
sin la correspondiente orden del juez competente. 


Artículo 49. (Derecho de la persona detenida o condu- 
cida a serinformada).- Toda persona conducida o detenida 
deberá ser informada de inmediato del motivo de su deten- 
ción o conducción. 


En la dependencia policial se documentará por escrito de 
dicha información, labrando el acta correspondiente que 
será firmada por la persona detenida o conducida. En caso 
que la persona detenida o conducida no quiera o no pueda 
hacerlo, el acta mencionada será firmada por dos testigos. 


Toda persona detenida o conducida tiene derecho a 
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comunicar su situación a sus familiares, allegados o a un 
abogado, fuera de la hipótesis contenida en el artículo 78 de 
la presente ley. 


CAPITULOIV 


PROCEDIMIENTOS CON PERSONAS DETENIDAS O 
CONDUCIDAS EN DEPENDENCIA POLICIAL 


SECCION I 


REGISTRO DE PERSONAS DETENIDAS Y 
CONDUCIDAS 


Artículo 50. (Constatación del estado de salud de la 
persona detenida o conducida).- En caso que una persona 
que registre ingreso como detenida o conducida en depen- 
dencias policiales se encuentre herida o en presunto estado 
de intoxicación por alcohol u otro tipo de sustancia, la 
policía deberá solicitar apoyo médico para brindarle inme- 
diata atención (artículo 16 de la presente ley). 


Artículo 51. (Libreta de personas detenidas y conduci- 
das).- En las dependencias policiales se llevará una Libreta 
de Personas Detenidas y Conducidas, empastada y foliada, 
donde se harán constar todos los datos filiatorios de las 
mismas; hora de entrada; motivo de la detención o conduc- 
ción; antecedentes; requisitorias y señas físicas particula- 
res que puedan ser útiles para su identificación. Posterior- 
mente, si así correspondiere, se incluirán las resoluciones 
judiciales referentes a la situación de la persona detenida o 
conducida; hora de su puesta en libertad y autoridad judi- 
cial que la ordena, o motivo de su procesamiento por dicha 
autoridad, o cualquier otra derivación ordenada. 


Artículo 52. (Registro de valores).- A toda persona que 
registra entrada como conducida o detenida en una depen- 
dencia policial, se le debe solicitar que entregue sus perte- 
nencias personales y todo aquello con lo cuál se puede 
causar daño físico o causarlo a terceros, como cintos, 
cordones de zapato, alhajas, corbata, entre otros objetos 
similares. 


Artículo 53. (Registro personal).- Una vez cumplida 
con la actividad reseñada en el artículo anterior, la policía 
puede realizarle un registro personal a la persona detenida 
o conducida para contribuir a preservar la medida de segu- 
ridad establecida en dicho artículo. El procedimiento deberá 
realizarse exclusivamente en la dependencia policial. 


Artículo 54. (Limitaciones al registro de personas de- 
tenidas o conducidas).- La policía no puede desnudar a una 
persona detenida o conducida ni revisar sus partes íntimas, 
salvo cuándo se trate de una situación excepcional en que 
esté en riesgo la vida o la integridad física de la misma, 
enterando de inmediato al juez competente, de acuerdo al 
artículo 6 de la presente ley. 
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Fuera de dichas hipótesis, el procedimiento deberá rea- 
lizarse exclusivamente previa orden judicial y con interven- 
ción de personal médico. 


En todos los casos el registro deberá practicarse con el 
mayor cuidado y respeto hacia la dignidad de la persona 
conducida o detenida. El registro deberá realizarse exclusi- 
vamente por personal policial del mismo sexo de la persona 
conducida o detenida. 


Artículo 55. (Documentación de los valores y orden de 
entrada y registro).- Cada dependencia policial llevará una 
libreta como registro de valores, empastada y foliada. Se le 
extenderá copia de la constancia de los valores entregados 
a la persona detenida o conducida, donde constará: sus 
nombres y apellidos completos; relación de valores y efec- 
tos personales; y su firma junto a la del personal policial 
actuante. 


Artículo 56. (Alojamiento de personas detenidas o con- 
ducidas).- El superior a cargo del servicio dispondrá del 
alojamiento adecuado para cada persona detenida o condu- 
cida, valorando su decisión según criterios técnico-profe- 
sionales fundados. 


Artículo 57. (Contacto entre detenidos).- El personal 
policial no debe permitir el contacto de personas detenidas 
o conducidas mayores con niños y/o adolescentes, como 
tampoco entre personas detenidas o conducidas de diferen- 
tes sexos. 


Artículo 58. (Dependencias policiales especializadas 
en familia, mujer, niñez y adolescencia).- Las dependencias 
policiales especializadas adoptarán similares medidas de 
seguridad a las mencionadas en los artículos anteriores, sin 
perjuicio de lo que pueda disponer la justicia competente. 


Artículo 59. (Limitaciones en el manejo de personas 
detenidas o conducidas).- El superior a cargo del servicio no 
permitirá el contacto de ningún tipo con personas deteni- 
das o conducidas por parte de personal policial que no esté 
debidamente autorizado o supervisado. 


Artículo 60. (Trato con la persona detenida o conduci- 
da).- Está prohibido al personal policial utilizar palabras 
agraviantes, humillantes o que provoquen la reacción de la 
persona detenida o conducida. 


Artículo 61. (Actitudes prohibidas con personas dete- 
nidas o conducidas).- Está prohibido al personal policial 
utilizar forma alguna de coacción física ilegítima o maltrato 
psicológico con las personas detenidas o conducidas. 


Artículo 62. (Orden de libertad).- Ninguna persona de- 
tenida podrá ser puesta en libertad sin mediar orden judicial, 
la que deberá constar en la libreta de entrada, en la que 
figurará la fecha, hora de salida y el magistrado de turno que 
la ordena. 
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En caso de personas conducidas a dependencias 
policiales, se estará a lo que disponga el juez competente, 
conforme al procedimiento establecido en el artículo 6* de 
la presente ley. 


SECCION II 


PROCEDIMIENTOS DE AVERIGUACION EN 
DEPENDENCIAS POLICIALES 


Artículo 63. (Interrogatorio en dependencia policial).- 
Se puede interrogar en dependencia policial a personas 
detenidas y conducidas; testigos; víctimas y denuncian- 
tes, para consignar el resultado en el parte policial que se 
eleva a la justicia competente. 


El resultado del interrogatorio policial no tiene valor 
probatorio, sino que es indicativo de la actividad probato- 
ria. 


Artículo 64. (Intervención de la defensa en dependencia 
policial).- La intervención de la defensa en dependencia 
policial se regirá por lo dispuesto en el Código del Proceso 
Penal. 


En todo caso, la defensa deberá ser informada sobre la 
hora y motivo de la detención y sobre la hora de comunica- 
ción de la misma al juez competente. 


Cuando se trate de procedimientos que involucren a 
adolescentes presuntamente infractores de la ley penal, se 
estará a lo dispuesto por el artículo 74, lit. F del Código de 
la Niñez y la Adolescencia (Ley N* 17.823 del 7 de setiembre 
de 2004). 


Artículo 65. (Labrado de actas).- En toda circunstancia, 
el interrogatorio policial deberá ser recogido bajo acta 
firmada. 


Artículo 66. (Delos reconocimientos).- El juez compe- 
tente puede ordenar la realización de reconocimientos en 
dependencia policial. En ese caso, se seguirán las siguien- 
tes reglas: 


1) Cada testigo o víctima, por separado, describirá pre- 
viamente a la persona presuntamente involucrada en 
el hecho que se investiga, debiendo reconocerla 
desde un lugar donde no pueda ser visto por ésta. 


2) La persona sometida a reconocimiento elegirá lugar 
en una fila de varias personas de aspecto semejante. 


3) El testigo o la víctima, dirá sien la fila está la persona 
presuntamente involucrada en el hecho que se inves- 
tiga y la señalará, manifestando las diferencias que 
encuentre con su percepción anterior. 
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4) El personal policial actuante consignará en el parte el 
procedimiento seguido en el reconocimiento, ente- 
rando a la justicia del resultado del mismo. 


5) En todos los casos, el personal policial deberá evitar 
cualquier tipo de contacto físico y/o visual entre la 
persona sometida a reconocimiento y el testigo o 
víctima. 


Artículo 67. (Limitaciones al reconocimiento).- No se 
podrán efectuar reconocimientos en la vía pública o fuera de 
la dependencia policial. 


Artículo 68. (Otras formas de reconocimiento).- Si no 
fuera posible efectuar el reconocimiento en forma personal, 
podrá solicitarse la colaboración de personal de Policía 
Técnica. 


Artículo 69. (Otros objetos de reconocimiento).- Para 
reconocer objetos vinculados al hecho ilícito investigado, 
como armas o ropa, entre otros, se procederá de la misma 
forma que la establecida en los artículos anteriores. 


Artículo 70. (Galería de fotos).- La policía podrá exhibir 
a los testigos, víctimas y/o denunciantes, una galería de 
fotos a los efectos de favorecer el reconocimiento de la 
persona presuntamente involucrada en el hecho que se 
investiga. 


Artículo 71. (Solicitud de información por los medios 
de comunicación).- La policía podrá solicitar información al 
público, a través de los medios de comunicación, referente 
a personas extraviadas, fugadas o requeridas por la justicia 
competente. Asimismo, podrá también solicitar por los mis- 
mos medios cualquier otro tipo de información que pueda 
ser útil para esclarecer hechos que se investigan. 


El uso de la imagen de niños, niñas y adolescentes o 
víctimas de delitos deberá ser autorizada por el juez compe- 
tente. 


Artículo 72. (Solicitud de cierre de fronteras, 
requisitorias y capturas).- Previa orden judicial, la policía 
podrá implementar el cierre de fronteras y las requisitorias 
y Órdenes de capturas, departamentales y nacionales, de 
aquellas personas presuntamente autoras de delitos o fuga- 
das. 


Artículo 73. (Información e inteligencia policial).- La 
policía podrá realizar actividades de información e inteli- 
gencia para la prevención y represión de hechos ilícitos, 
actuando estrictamente en el marco de lo dispuesto por los 
artículos 1* al 4” de la presente ley. 


Artículo 74. (Archivo de antecedentes).- Exclusivamen- 
te a los efectos del cumplimiento de sus funciones de 
información e inteligencia, la policía podrá llevar un archivo 
de antecedentes de las personas que se encuentren vincu- 
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ladas a actividades ilícitas, o que las practiquen o las hayan 
practicado en nuestro país o en el exterior, contando para 
ello con los mecanismos correspondientes de cooperación 
policial internacional. 


SECCION III 
LA INCOMUNICACION 


Artículo 75. (Disponibilidad de la incomunicación).- 
Estrictamente como medida de urgencia la policía podrá 
disponer la incomunicación de la persona presuntamente 
involucrada en el hecho investigado y de testigos del 
mismo, como forma de evitar que se afecte la indagatoria o 
se incida sobre los elementos probatorios, enterando de 
inmediato al juez competente (artículo 6” de la presente ley). 


Cuando se trate de procedimientos que involucren a 
adolescentes presuntamente infractores de la ley penal, se 
estará alo dispuesto por el artículo 74, lit. D y G del Código 
de la Niñez y la Adolescencia (Ley N* 17.823 del 7 de 
setiembre de 2004). 


Artículo 76. (Concepto de la incomunicación).- Lainco- 
municación de la persona presuntamente involucrada en el 
hecho investigado o de testigos del mismo, implica una 
medida de coerción personal por la que se les impide man- 
tener contacto de cualquier tipo con terceros (incluidos sus 
familiares, otros testigos, abogados defensores, víctimas o 
allegados, entre otros), con la finalidad establecida en el 
artículo anterior. 


Artículo 77. (Alcance de la incomunicación).- Previa 
orden del juez competente, laincomunicación alcanza inclu- 
so a la víctima del delito, si su testimonio fuera importante 
para el resultado de la investigación. 


Artículo 78. (Familiares del detenido).- Los familiares 
del detenido incomunicado deberán ser informados por la 
policía respecto al lugar y la hora de detención, y el juzgado 
que interviene en el caso. Otro tipo de información reque- 
rida podrá proporcionarse, siempre y cuando lo autorice la 
justicia competente. 


SECCION IV 
DETENIDOS EN CENTROS ASISTENCIALES 


Artículo 79. (Desempeño de la custodia).- El personal 
policial encargado de la custodia procurará armonizar su 
accionar con la actividad del centro asistencial, sin desme- 
dro del estricto cumplimiento de las medidas de seguridad 
que le sean ordenadas respecto a la persona detenida que 
se encuentra custodiando. 


El personal policial asignado a la tarea no podrá abando- 
nar la custodia bajo ninguna circunstancia, debiendo man- 
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tener contacto visual permanente con la persona detenida, 
sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 85 de la presente 
ley. 


Artículo 80. (Equipo de custodia).- En caso que partici- 
pen dos policías en la custodia, uno deberá permanecer 
constantemente en contacto con la persona detenida, y otro se 
colocará fuera del recinto dónde éste se encuentre. Los inte- 
grantes del equipo de custodia se mantendrán en permanen- 
te contacto radial, y, eventualmente, lo harán con sus supe- 
riores. El relevo se hará en presencia de ambos, controlando 
debidamente los aspectos del servicio y su seguridad. 


Artículo 81. (Medidas de seguridad policiales).- Las 
medidas de seguridad respecto a una persona detenida en 
centro asistencial deberán disponerse por el superior a 
cargo del operativo de conformidad con la autoridad del 
centro asistencial, sin perjuicio de lo establecido en el 
artículo 85 de la presente ley. 


El personal policial está obligado a brindar a la persona 
detenida un trato adecuado y respetuoso de su dignidad. 


En ningún caso se mantendrán esposadas a mujeres 
detenidas en el trabajo de parto ni en el momento del mismo. 


Artículo 82. (Precauciones del personal asignado a la 
custodia).- En ninguna circunstancia el personal policial 
asignado a la custodia deberá desarmarse ni dejar abando- 
nado el correaje, a los efectos de evitar que su armamento 
quede al alcance del custodiado. 


Artículo 83. (Obligación de respetar la consigna).- El 
personal policial de servicio no deberá cumplir ninguna otra 
tarea que no sea la de custodia. No brindará a la persona 
detenida ninguna información, tratando al máximo de limitar 
la conversación con ésta. 


Artículo 84. (Discreción y reserva en el servicio).- El 
personal policial no deberá confraternizar con terceros ni 
brindar ningún tipo de información a médicos, visitas o perso- 
nal del centro de asistencia sobre forma de traslado, horario, 
itinerario, operativo, etc. respecto a la persona detenida. 


Artículo 85. (Excepciones a las medidas de seguridad).- 
A pedido y bajo la responsabilidad de la autoridad del 
centro asistencial, y con la finalidad de cumplir con un acto 
médico, el personal policial asignado a la custodia podrá 
liberar al detenido de las medidas de seguridad, previa 
autorización del superior a cargo del servicio. En ese mo- 
mento deberá extremar su vigilancia, advirtiendo, además, 
al personal médico sobre el posible grado de peligrosidad 
de la persona custodiada. 


Artículo 86. (Coordinación de las medidas de seguri- 
dad).- En el caso de que el acto médico sea coordinado con 
antelación, el personal policial asignado a la custodia en- 
terará a sus superiores de inmediato, alos efectos de que se 
implementen las medidas de seguridad que correspondan. 
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Artículo 87. (Relación con personal técnico o médico).- 
El personal policial asignado a la custodia no aceptará órde- 
nes del personal técnico o médico en la medida que éstas 
comprometan el cumplimiento de su misión, excepto en lo 
dispuesto en el artículo 85 de esta ley. En todo caso, se 
relacionará con dicho personal en forma respetuosa, ente- 
rando de inmediato al superior a cargo del servicio de produ- 
cirse algún conflicto o duda en cumplimiento de la tarea. 


Ante cualquier incidente que se plantee en estos casos, 
el superior a cargo del servicio dará cuenta de inmediato al 
juez competente, quien resolverá en definitiva y bajo su más 
seria responsabilidad. 


SECCION V 
TRASLADO DE PERSONAS DETENIDAS 


Artículo 88. (Medidas de seguridad).- Toda persona 
detenida deberá ser trasladada con las medidas de seguri- 
dad ordenadas por el superior a cargo del servicio. 


Artículo $9. (Incomunicación).- Cuando se trate del 
traslado de dos o más personas detenidas, las mismas serán 
mantenidas en régimen de incomunicación. A estos efectos 
se requerirá previa orden judicial, excepto en la hipótesis 
definida en el artículo 75 de la presente ley. 


Artículo 90. (Otras medidas de seguridad).- Cuando el 
traslado se realice en cualquier tipo de vehículo, deberá 
previamente procederse al exhaustivo registro del mismo 
para verificar que no se encuentren objetos que puedan 
facilitar la fuga de la persona detenida. 


Artículo 91. (Limitaciones a las medidas de seguri- 
dad).- En los traslados en vehículos las personas detenidas 
nunca serán esposadas a partes fijas de los mismos, a los 
efectos de preservar su integridad física en caso de que se 
produzca un accidente de tránsito. 


Artículo 92. (Traslado específico).- El vehículo para el 
traslado debe estar debidamente identificado como móvil 
policial, con excepción del utilizado para el traslado de perso- 
nas detenidas que, por orden superior, requieran medidas 
excepcionales de seguridad. En todo caso, se deberá coordi- 
nar con la Justicia el procedimiento correspondiente. 


CAPITULO V 


PROCEDIMIENTOS DE AVERIGUACION DE DELITOS 


SECCION I 


DENUNCIA 


Artículo 93. (Concepto de denuncia).- A los efectos de 
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la presente ley, se entenderá por denuncia la mera toma de 
conocimiento por parte de la autoridad policial de un hecho 
que determine su intervención, através de cualquier medio, 
incluso en forma anónima. 


La denuncia es una expresión de voluntad sobre un 
hecho con apariencia delictiva que, en todo caso, implica la 
inmediata intervención de la policía, sin perjuicio de la 
intervención policial de oficio, en caso de infraganti delito 
o toda vez que lo requieran las circunstancias del caso. 


Artículo 94. (Carácter de denunciante).- Cualquier per- 
sona puede realizar una denuncia, incluso si es menor de 
dieciocho años de edad o no es la persona damnificada. 


Artículo 95. (Puesta en conocimiento).- Basta la simple 
mera puesta en conocimiento del hecho denunciado para 
que la policía deba actuar. 


Artículo 96. (Formalidad administrativa).- La formali- 
dad administrativa de la denuncia puede ser previa, simul- 
tánea O posterior a la misma, pero nunca será un requisito 
imprescindible para la inmediata actuación policial. 


La policía debe actuar en forma inmediata y con la mayor 
diligencia para impedir o reprimir cualquier hecho ilícito, y 
luego proceder a la documentación de la denuncia. La 
información necesaria e imprescindible para fundamentar la 
actuación primaria no debe impedir, bajo ninguna circuns- 
tancia, la actuación policial. 


Artículo 97. (Atención a la persona denunciante).- El 
personal policial no desestimará ninguna denuncia, aunque 
el hecho denunciado no pertenezca a su jurisdicción. En 
todo caso deberá atender correcta y respetuosamente al 
denunciante, tomando conocimiento del hecho y enterando 
a su superior, alos efectos que éste disponga el trámite que 
corresponda. 


Artículo 98. (Denuncia escrita).- Si el compareciente 
presenta denuncia escrita, la policía debe recibirla con las 
formalidades del caso y, oportunamente, enterar al juez 
competente. 


Artículo 99. (No exigencia de denuncia escrita).- El 
personal policial no puede exigir en ningún caso una denun- 
cia escrita como requisito previo a su actuación. Ante 
alguna duda al respecto, el personal policial actuante ente- 
rará al superior a cargo del servicio, quien, en sucaso, podrá 
enterar y/o consultar al juez competente. 


Artículo 100. (Resolución de situaciones).- De plan- 
tearse algún conflicto o cuestionamiento con o por parte del 
denunciante, el personal policial actuante enterará de inme- 
diato al superior a cargo del servicio, quien adoptará las 
decisiones pertinentes, previa comunicación al juez compe- 
tente, estándose a lo que éste resuelva en definitiva. 
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Artículo 101. (Abstención de comentarios).- El perso- 
nal policial se abstendrá de hacer comentarios sobre aspec- 
tos de la denuncia, presuntos autores, u otro tipo de infor- 
mación relativa a la misma. 


Artículo 102. (Prioridades de actuación).- El personal 
policial no dispensará ningún tipo de tratamiento 
discriminatorio ni dará prioridad alos procedimientos sobre 
la base de la condición social, económica o de cualquier otra 
índole de la persona denunciante. 


El personal policial atenderá en forma inmediata los 
hechos denunciados que, por su gravedad, impliquen tomar 
medidas urgentes para asistir ala víctima, impedir la conti- 
nuación de la actividad delictiva, preservar elementos pro- 
batorios o perseguir a los presuntos autores del ilícito. 


Artículo 103. (Identificación del personal policial ac- 
tuante).- El personal policial actuante, a requerimiento de la 
persona denunciante, debe proceder a identificarse, pro- 
porcionando su grado, nombre y apellido y número de 
funcionario, así como exhibiendo la identificación que lo 
acredita como tal cuando le sea solicitada. 


Artículo 104. (Constancia).- La policía debe extender a 
toda persona que realiza una denuncia una constancia 
escrita de la misma. 


Artículo 105. (De la reserva de la denuncia).- La policía 
mantendrá absoluta reserva del desarrollo de la investiga- 
ción a que diere lugar la denuncia y de la identidad de la 
persona denunciante, víctimas, testigos, y Otras personas 
presuntamente involucradas en los hechos denunciados. 


En especial, la policía no debe concurrir al domicilio de 
la persona denunciante para realizar cualquier diligencia 
referida a los hechos denunciados. En caso que sea nece- 
sario convocar a la misma a la dependencia policial para 
ampliar o aclarar cualquier aspecto de la denuncia, la cita- 
ción deberá realizarse por personal policial de particular o 
através de comunicación telefónica si ello fuera posible, de 
forma tal que se garantice la máxima reserva para la seguri- 
dad de la persona denunciante y de su familia. 


Artículo 106. (Denuncias que no determinen interven- 
ción policial).- En caso de denuncias que, prima facie, por 
su naturaleza no determinen la intervención policial, el 
policía actuante informará al superior a cargo del servicio. 
En caso de duda, se dará cuenta de inmediato al juez 
competente, estándose a lo que éste disponga. 


Sin perjuicio de lo anterior, en todo caso, se brindará a 
la persona denunciante la información necesaria respecto al 
organismo público o institución privada donde puede diri- 
gir la denuncia referida. 


Artículo 107. (Falta de documento de identidad).- La 
falta de documento que permita identificar a la persona 
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denunciante no impedirá el accionar de la policía respecto 
al hecho denunciado. 


Artículo 108. (Responsabilidad de la policía).- Por los 
dichos y testimonios del denunciante, incluso indocumen- 
tado, se realizará el procedimiento correspondiente. En 
caso que los hechos denunciados sean falsos, no se con- 
figurará ningún tipo de responsabilidad respecto del perso- 
nal policial actuante. 


Artículo 109. (Identificación de la persona denuncian- 
te indocumentada).- Cuando la persona denunciante esté 
indocumentada y no exista ningún otro medio de comprobar 
su identidad, deberá requerírsele, junto a su firma, laimpre- 
sión dígito-pulgar. 


Artículo 110. (Falta de documentación de los efectos 
involucrados en hechos denunciados).- No será impedimen- 
to para el accionar policial el hecho de que la persona 
denunciante carezca de la documentación de los bienes 
involucrados en los hechos denunciados. 


En estos casos, de producirse la recuperación de bienes 
involucrados en la denuncia, si la persona denunciante 
reconoce los mismos como de su propiedad, se enterará a la 
justicia competente. 


De igual forma se procederá cuando exista toda la docu- 
mentación necesaria de los bienes mencionados. 


Artículo 111. (Entrega bajo recibo).- Todas las devo- 
luciones de bienes involucrados en los hechos denuncia- 
dos que sean recuperados por la policía, se harán a su 
propietario bajo recibo. 


Artículo 112. (Formalidades administrativas del reci- 
bo).- En los recibos deberá hacerse constar el detalle de los 
bienes que se devuelven; la autoridad judicial que dispuso 
la devolución; la firma del superior responsable del servicio 
y de la persona denunciante. 


Los recibos se confeccionarán en cuatro copias: original 
para el denunciante, copia para la justicia competente y las 
restantes para archivo en la dependencia policial. 


SECCION II 
LA ESCENA DEL HECHO 


Artículo 113. (Concepto de escena del hecho).- Se en- 
tiende por escena del hecho a los efectos de esta ley, el lugar 
físico donde ha ocurrido un hecho que determine la inter- 
vención policial. 


Artículo 114. (Preservación de la escena del hecho.).- 
La policía debe disponer las medidas necesarias para la 
preservación de la escena del hecho, enterando de inmedia- 
to al juez competente. 
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Artículo 115. (Intervención de la defensa en la escena 
del hecho y en las pericias realizadas por la Policía Téc- 
nica).- La intervención de abogados defensores en la es- 
cena del hecho y en las pericias a cargo de la Policía Técni- 
ca puede ser ordenada exclusivamente por el juez compe- 
tente. 


Artículo 116. (Personal policial responsable de la pre- 
servación de la escena del hecho).- El personal policial que 
llegue primero a la escena del hecho será responsable de su 
preservación. De inmediato enterará a sus superiores y 
solicitará el apoyo necesario, debiendo tomar nota de sus 
primeras observaciones. 


Una vez constituido el juez competente en la escena del 
hecho, éste dirigirá el cumplimiento de las diligencias res- 
pectivas. 


Artículo 117. (Primeras diligencias).- El personal po- 
licial deberá, antes que cualquier otra diligencia, prestar 
atención a la víctima en la escena del hecho. Si la misma se 
encuentra presumiblemente con vida, deberá procurarle los 
primeros auxilios. De tener que movilizar el cuerpo, anotará 
la posición en que se encontraba el mismo y otros detalles 
que ayudarán a reconstruir la escena posteriormente. 


Artículo 118. (Asistencia a la víctima y responsabili- 
dad dela policía).- La policía no será responsable por la fuga 
del presunto autor del hecho que determine su intervención 
si debe asistir a la víctima en el caso de que no haya quien 
le preste auxilio o colaboración. 


Artículo 119. (Persecución del autor).- En caso de que 
la víctima cuente con auxilio de terceros ono lo necesite, sin 
descuidar la escena del hecho, la policía procederá a la 
detención del presunto autor del ilícito o a su persecución. 


Artículo 120. (Protección de los indicios).- El personal 
policial tomará los recaudos para impedir el deterioro de la 
escena del hecho, protegiendo los indicios de posibles 
alteraciones por factores climáticos o de otra naturaleza. 
Para ello, deberá aislar la escena en un radio mayor al de la 
misma, mientras se produce la llegada al lugar de sus su- 
periores, Policía Técnica y demás autoridades competen- 
tes. 


Artículo 121. (Facultades para detener o conducir).- 
Los procedimientos de detención y/o conducción de perso- 
nas en la escena del hecho se regirán por lo dispuesto en los 
artículos 47, 48 y 49 de la presente ley. 


Artículo 122. (Incomunicación en la escena del he- 
cho.).- De ser necesario, el personal policial procederá a la 
incomunicación, como medida de urgencia (artículo 75 de la 
presente ley), sobre la víctima, el presunto autor y los 
testigos, a quienes identificará debidamente, procurando, 
en lo posible, que no se alejen del lugar hasta la llegada del 
superior a cargo del servicio y/o del juez competente. 
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Artículo 123. (Intervención de peritos criminalísticos 
policiales).- Los peritos criminalísticos de la Policía Nacio- 
nal podrán estar presentes en las pericias que se ordenen 
por la justicia competente para el esclarecimiento de los 
hechos investigados. 


SECCION HI 
ALLANAMIENTO Y REGISTRO DOMICILIARIO 


Artículo 124. (Principio general).- Entre la salida y la 
puesta del sol, solamente se podría ingresar a una morada 
con orden escrita del juez competente. En horas de la noche, 
además de la orden judicial, se requiere el consentimiento 
de la persona adulta jefe o jefa de hogar (Artículo 11 de la 
Constitución de la República). 


Artículo 125. (Facultades de la orden de allanamien- 
to).- La policía deberá conducir a dependencias policiales a 
las personas presuntamente involucradas en hechos 
delictivos que se encuentren en la morada allanada, aunque 
la orden de allanamiento no incluya la orden de detención, 
dando cuenta de inmediato al juez competente, conforme al 
Artículo 6” de la presente ley. 


Artículo 126. (Allanamiento sin presencia de personas 
mayores de edad o en ausencia de moradores).- Si el juez 
ordena el allanamiento en una vivienda y no se encuentran 
personas mayores de edad en la misma, o en caso de 
ausencia total de sus moradores, la diligencia se realizará 
por el personal superior a cargo del servicio. En todo caso 
se dejará constancia en acta de lo actuado con la firma de 
dos testigos, disponiéndose de un cerrajero para las dili- 
gencias del caso cuya actuación quedará documentada en 
el acta. En todo caso se elevará informe circunstanciado al 
juez competente. 


Artículo 127. (Limitaciones y medidas de seguridad).- 
En todos los casos, se velará por la seguridad de las 
personas involucradas y se procurará ocasionar el menor 
daño posible a bienes u objetos que se encuentren en la 
morada allanada. Del resultado de lo actuado se enterará al 
juez competente. 


Artículo 128. (Incautación en un allanamiento).- La 
orden de allanamiento debe autorizar la incautación de 
cualquier objeto o artículo vinculado a los hechos investi- 
gados que se encuentre en la morada o como resultado del 
registro personal de quienes se encuentren en el lugar, o 
sobre los cuales la policía cuente con motivos suficientes 
o fundados respecto a su origen ilícito. 


Artículo 129. (Acta de actuación eincautación).- En oca- 
sión del procedimiento policial al que se refiere el artículo 
anterior se deberá labrar acta de lo actuado e incautado. 


Artículo 130. (Formas de documentar el procedimien- 
to).- La policía puede utilizar equipos de grabación, video 
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tape, cámaras fotográficas, etc.; sin obviar, de ser necesaria 
la intervención de Policía Técnica y solicitar el apoyo de 
grupos especiales de ser necesario. 


Artículo 131. (Responsabilidad del superior).- Sin per- 
juicio de lo ya expuesto, será responsabilidad del superior 
a cargo del servicio: 


a) Planificar y comandar los allanamientos. 


b) Dar órdenes precisas a sus subalternos, asignándo- 
les cometidos específicos y señalándole claramente 
los límites de su accionar. 


c) Sin descuidar la seguridad, no involucrar más perso- 
nal que el necesario. 


d) Prever el armamento y otros medios de intervención 
convenientes. 


e) Asegurar los medios de comunicación. 


f) Velar por la seguridad de las personas involucradas, 
el personal policial y los terceros circundantes. 


Artículo 132. (Limitaciones al uso de la fuerza).- El 
superior a cargo del servicio también deberá actuar de 
acuerdo a las siguientes disposiciones: 


a) No permitirá que se esgriman armas sin causa justi- 
ficada, ni que se exagere el uso de la fuerza o que el 
personal subalterno tenga actitudes violentas o 
inconvenientes. 


b) Extremará su control cuando hayan menores de edad 
en el lugar. 


c) En todo momento el personal subalterno actuará 
mediante sus órdenes. 


Artículo 133. (Límites de tiempo. Vigencia).- Las limi- 
taciones establecidas en el artículo 202 del Código del 
Proceso Penal no regirán cuándo el registro o inspección se 
efectúa en lugares no destinados a una morada (artículo 203 
Código del Proceso Penal). 


Artículo 134. (Control y prevención).- Los lugares co- 
merciales, de reunión o recreo con acceso público, podrán 
serinspeccionados sin orden judicial. Cumplida la diligen- 
cia, se informará de inmediato al juez competente. 


Artículo 135. (Inspecciones oculares).- La policía está 
facultada a efectuar inspecciones oculares en los locales 
destinados a hospedaje, como pensiones, hoteles y afines, 
con el fin de comprobar los movimientos de población 
flotante y verificar la identidad de los pasajeros. El ingreso 
a las habitaciones de los huéspedes se regirá por lo dis- 
puesto en la presente Sección III de esta ley. 
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SECCIONIV 


INGRESO A MORADA EN CASOS DEEXTREMA 
NECESIDAD 


Artículo 136. (Límites a la intervención policial).- En 
circunstancias límites, por razones de interés general (Ar- 
tículo 7 de la Constitución de la República), configurada la 
hipótesis de extrema necesidad y como última ratio, se 
prescindirá del consentimiento del jefe o jefa de hogar o de 
la orden judicial para el ingreso a una morada, siempre que 
ocurran los siguientes extremos: 


a) La existencia de un peligro cierto, grave einminente 
respecto de los ocupantes. 


b) La imposibilidad de evitarlo por otros medios. 


c) Que el ingreso tenga como única finalidad evitar o 
detener la producción del daño. 


d) La comunicación inmediata, relativa al ingreso y sus 
resultados, a la justicia competente, en los térmi- 
nos del Artículo 6* de la presente ley. 


En estos casos, configurada la hipótesis de extrema 
necesidad y otorgadas las garantías del caso, se presumirá, 
salvo prueba en contrario, el pleno cumplimiento de la ley 
(Artículo 28 del Código Penal). 


Bajo su más seria responsabilidad, el personal policial 
actuante tendrá en cuenta que, conforme a lo dispuesto en 
literal c) del inciso segundo de este artículo, en ningún caso 
el ingreso a una morada en las referidas circunstancias lo 
habilita a realizar procedimientos de allanamiento o registro 
domiciliario. 


SECCION V 
PRESTACION DE GARANTIAS 


Artículo 137. (Concepto).- Por prestación de garantías 
se entiende el apoyo que presta la policía a requerimiento 
de autoridades públicas nacionales o departamentales para 
el cumplimiento de diligencias específicas. 


Del mismo modo, integra el concepto de prestación de 
garantías el apoyo que presta la policía a solicitud de 
cualquier persona física o jurídica con la anuencia del juez 
competente. 


Artículo 138. (Orden del superior a cargo del servi- 
cio).- Si la prestación de garantías la realiza el personal 
subalterno, la cumplirá siempre a partir de la orden del 
superior a cargo del servicio, el que deberá proporcionarle 
directivas precisas y concretas para su cumplimiento, asig- 
nándole el apoyo que fuere necesario. 
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Artículo 139. (Tipos de prestación de garantías).- 


El superior a cargo del servicio ordenará una prestación 
de garantías: 


a) De oficio, para evitar un daño superior al que se 
pretende evitar. 


b) A requerimiento de autoridades públicas nacionales 
o departamentales. 


c) Por orden de la justicia competente. 


d) A iniciativa de la policía y con autorización de la 
justicia competente. 


e) A requerimiento de una o más personas físicas o 
jurídicas, siempre que medie autorización judicial. 


Artículo 140. (Responsabilidad de las operaciones).- 
En los casos que la prestación de garantías obedezca a las 
causales identificadas en los literales (b), (c), (d) y (e), una 
vez solicitada la misma el personal policial solamente cum- 
plirá las ordenes operativas emitidas por el superior a cargo 
del servicio. 


El superior a cargo del servicio asumirá la responsabili- 
dad exclusiva de la planificación y operación de las accio- 
nes que estime adecuadas disponer de acuerdo a las cir- 
cunstancias del caso. 


Artículo 141. (Actuación de la policía).- El superior a 
cargo del servicio advertirá al personal actuante que no 
debe tomar posición a favor de una de las partes en conflic- 
to, indicándole con claridad los límites de su accionar. 


Conforme al inciso anterior, el personal actuante debe 
serimparcial. Ello implica actuar en forma objetiva, ajustado 
alas directivas que le fueran impartidas, no involucrándose 
en la problemática del procedimiento. 


Artículo 142. (Control del superior a cargo del servi- 
cio).- El superior a cargo del servicio controlará lo actuado 
dejando debida constancia en el parte policial y enterando 
a la justicia competente. 


CAPITULO VI 


PROCEDIMIENTOS DE PREVENCION Y CONTROL 
EN VEHICULOS Y CONDUCTORES 


SECCION I 
CONTROL DE VEHICULOS Y CONDUCTORES 


Artículo 143. (Facultades de la policía).- La policía 
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puede realizar los controles, registros y detención de vehí- 
culos, en cumplimiento de sus funciones de prevención, 
como encargada de hacer cumplir la ley y auxiliar de la 
Justicia. 


Artículo 144. (Espirometría).- Se puede investigar a 
cualquier persona que conduzca un vehículo ante la even- 
tual presencia y concentración de alcohol u otras drogas en 
su organismo através del procedimiento de espirometría. Al 
conductor que se rehusare a los exámenes antes referidos 
se le retendrá la libreta de conducir y se le advertirá que la 
negativa supone presunción de responsabilidad en la vio- 
lación de las normas de reglamentación de tránsito. 


Artículo 145. (Casos de accidentes graves o fatales).- 
Cuando ocurran accidentes de tránsito con víctimas o falle- 
cidos, se someterá preceptivamente a los conductores de 
los vehículos involucrados alos exámenes mencionados en 
el artículo anterior. 


Artículo 146. (Delas pruebas corporales).- De ser ne- 
cesarias pruebas corporales (sangre, orina, semen, cabello, 
piel, ADN, etc.), las mismas deben ser ordenadas por el juez 
competente y practicadas por los peritos que éste designe. 


Artículo 147. (Aliento alcohólico).- Constatada la exis- 
tencia de aliento alcohólico en el conductor de un vehículo, 
la policía puede impedirle reanudar la marcha y conducirlo 
a la dependencia policial para someterlo a la prueba de 
espirometría, enterando al juez competente del resultado de 
la misma y estándose a lo que éste disponga. 


Artículo 148. (Controles de rutina).- La policía podrá 
llevar a cabo la prueba de espirometría en el lugar de la 
detención del conductor. En caso que el mismo no supere 
los límites permitidos según las normas vigentes, se auto- 
rizará al conductor intervenido a reanudar la marcha, de- 
biéndose dejar constancia de lo actuado. 


Artículo 149. (Casos de presunta ebriedad del conduc- 
tor).- En los casos que se presuma la ebriedad de un 
conductor, la policía podrá detenerlo y someterlo al proce- 
dimiento antes reseñado, enterando de inmediato al juez 
competente, y estándose a lo que éste disponga. 


SECCION Il 


PERSECUCION Y DETENCION DE VEHICULOS 
SOSPECHOSOS 


Artículo 150. (Responsabilidad del superior responsa- 
ble del servicio).- El superior responsable del servicio 
deberá instruir adecuadamente al personal subalterno res- 
pecto a que las acciones a que se refiere la presente sección 
se desarrollarán en el marco de lo dispuesto por el artícu- 
lo 39 de la presente ley. 
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Artículo 151. (Actitudes prohibidas del personal poli- 
cial).- Conforme a lo dispuesto en el artículo anterior, el 
personal policial no debe asumir este tipo de procedimiento 
a partir de impulsos personales, fuera del marco de cumpli- 
miento de las órdenes recibidas. En todo caso debe asumir 
su obligación de evitar daños mayores a los que pretende 
evitar, y tener presente que siempre deberá rendir cuenta 
del resultado de su accionar. 


Artículo 152. (Uso del arma de fuego y otros medios).- 
Solo se podrá usar el arma de fuego, la fuerza física u otros 
medios de coacción, estrictamente de acuerdo con lo dis- 
puesto en el Título Il, Capítulo I de la presente ley. 


Artículo 153. (Responsabilidad del superior a cargo 
del procedimiento).- El superior a cargo del procedimiento 
deberá ordenar, dirigir y controlar el operativo, disponien- 
do del apoyo armado pertinente al personal que tomará 
contacto directo con los presuntos infractores. Será res- 
ponsable por las consecuencias de lo actuado, por los 
excesos o errores. 


Artículo 154. (Advertencia policial).- La policía procu- 
rará, en todos los casos, advertir al conductor del vehículo 
que se pretende detener para que el mismo pueda tener 
adecuado conocimiento de la condición de policías del 
personal actuante. 


Artículo 155. (Precaución).- En el momento de dispo- 
nerse ala persecución de un vehículo, es indispensable que 
la policía se asegure que el mismo está requerido, o que 
existen datos fidedignos de que el mismo ha participado en 
un hecho delictivo. 


Artículo 156. (Mesa Central de Operaciones).- En to- 
dos los casos de persecución se informará inmediatamente 
ala Mesa Central de Operaciones, proporcionando la mayor 
cantidad de datos posibles. Al mismo tiempo, se procurará 
no perder de vista el vehículo involucrado para, con el 
apoyo de otras unidades y efectivos, lograr la detención de 
la manera menos riesgosa posible. 


Artículo 157. (Límites de velocidad).- El personal poli- 
cial que participa en el procedimiento no debe exceder los 
límites razonables de velocidad en la persecución de un 
vehículo, si ello puede comprometer el dominio del vehículo 
policial. 


Artículo 158. (Responsabilidad en el procedimiento).- 
Si se pierde de vista el vehículo perseguido se informará de 
ello a la Mesa Central de Operaciones. El personal policial 
actuante no será responsable si dicho resultado es la con- 
secuencia de un accionar que haya priorizado evitar un 
daño mayor al que se pretende evitar. 


Artículo 159. (Uso del sistema de emergencias).- Pre- 
via comunicación y autorización de la Mesa Central de 
Operaciones, se hará uso discrecional de los sistemas de 
emergencias, recordando siempre que ello no exime al per- 
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sonal policial actuante de responsabilidad en caso de acci- 
dentes o daños, conforme a la normativa de tránsito vigen- 
te. 


CAPITULO IX 


ARMAMENTO REGLAMENTARIO, EQUIPOS U 
OTROS MEDIOS 


Artículo 160. (Concepto de equipo reglamentario).- Por 
equipo reglamentario, a los efectos de esta ley, se entiende 
todo aquel que está expresamente establecido y ordenado 
en un Reglamento Orgánico. 


Artículo 161. (Armas de fuego de uso reglamentario en 
la policía).- Las armas de fuego de uso reglamentario son 
exclusivamente aquellas que las autoridades competentes 
del Estado proveen al personal policial según su jerarquía 
y especialidad operativa. Pueden distinguirse en armas 
cortas O largas, automáticas o no. 


Artículo 162. (Armas de fuego prohibidas).- Es expre- 
samente prohibido el uso de armas de fuego que no sean las 
que proveen las autoridades competentes del Estado, ni 
aquellas cuyo calibre y munición no esté debidamente 
reglamentado para el servicio, salvo expresa y fundada 
autorización por escrito del Comando Policial respectivo. 


Artículo 163. (Otras armas de uso reglamentario).- 
Está autorizado el uso del bastón policial o “tonfa”, confor- 
me a los reglamentos e instructivos que rigen su forma y 
uso. 


Artículo 164. (Otras armas prohibidas).- Queda prohi- 
bido terminantemente el uso de cualquier otro tipo de arma 
contundente, como ser: cachiporras de metal (de las llama- 
das extensibles), con bola de metal en su extremo, etc. 
Tampoco se permite el uso de cualquier otra arma que no 
esté reglamentada o autorizada por el Comando Policial 
respectivo, aún en los casos que su venta sea libre al 
público. 


Queda prohibido asimismo el uso de cualquier otro tipo 
de arma para el servicio, como cuchillos, hachas o similares, 
salvo en aquellas unidades policiales especiales (bombe- 
ros, grupos tácticos) que, debido a su operativa, puedan ser 
autorizados a ello por el Comando Policial respectivo. 


Artículo 165. (Uso de gas químico u orgánico).- Se 
autoriza el uso de gas químico u orgánico en la medida que 
sea provisto al personal por las autoridades competentes 
del Estado, y esté autorizado su uso por el Comando Policial 
respectivo. 


Artículo 166. (Uso racional y responsable).- Del uso 
racional, necesario y proporcional del gas químico u orgá- 
nico será responsable el personal policial actuante, el que 
deberá recibir instrucción previa al respecto. 
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Artículo 167. (Uso de equipamiento neutralizante no 
letal).- El personal policial está autorizado para la utiliza- 
ción del equipamiento neutralizante no letal denominado 
“stun guns” y “stun baton“, con función de disuasión, 
defensa y protección. 


Dichos dispositivos podrán ser utilizados por el perso- 
nal policial previa capacitación, y en aquellos casos o 
situaciones en los que se requiera proceder a neutralizar a 
un individuo, ya sea por su peligrosidad o resistencia, a fin 
de evitar un daño propio o ajeno. 


Los distintos servicios, en particular los Establecimien- 
tos Carcelarios y Centros del Reclusión del país y las 
correspondientes Unidades Ejecutoras, instruirán al perso- 
nal sobre la forma y condiciones de la utilización de los 
mismos, así como también dispondrán quienes están auto- 
rizados aemplearlos. 


Artículo 168. (Uso de esposas como medio de conten- 
ción y defensa).- Está autorizado el uso de esposas. Las 
mismas no se consideran un arma sino un medio de conten- 
ción. 


En caso de ser necesario para evitar daños al personal 
policial o terceros, podrán utilizarse esposas en adolescen- 
tes detenidos por su participación en hechos tipificados 
como infracciones a la ley penal. 


Artículo 169. (Otros medios de protección).- Está auto- 
rizado el uso de cascos, escudos, chalecos y todo otro tipo 
de protección no agresiva para la seguridad de los policías 
actuantes. 


Artículo 170. (Uniformes, insignias, distintivos jerár- 
quicos, etc.).- Suuso se regirá por el reglamento de unifor- 
mes, de acuerdo a las jerarquías y especialidades policiales. 


Artículo 171. (Uso de otros uniformes).- Se autoriza el 
uso de uniformes “orgánicos”, “de tareas” o “internos” 
para unidades especiales o Centros Docentes policiales. 


CAPITULO X 


APLICACION Y OBSERVANCIA DE LA PRESENTE 
LEY 


Artículo 172. (Responsabilidades por incumplimien- 
to).- El incumplimiento de las normas establecidas en la 
presente ley tendrá como consecuencia la aplicación de las 
sanciones administrativas que correspondan, sin perjuicio 
de las responsabilidades penales y/o civiles que puedan 
determinarse por la justicia. 


Específicamente, el incumplimiento de las normas de 
naturaleza prohibitiva constituye falta grave a los efectos 
disciplinarios. 
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Artículo 173. (Capacitación e información).- El Minis- 
terio del Interior tiene la obligación de capacitar e informar 
adecuadamente al personal policial para el cumplimiento de 
las responsabilidades que le impone la presente ley. 


Artículo 174. (Denuncias por mal funcionamiento del 
servicio policial).- El Poder Ejecutivo reglamentará el pro- 
cedimiento de presentación, recepción e investigación de 
denuncias ante la Fiscalía Letrada de Policía del Ministerio 
del Interior, en cualquier caso de mal funcionamiento del 
servicio policial por acción u omisión del personal actuante. 


CAPITULOXI 
DISPOSICIONES FINALES Y TRANSITORIAS 


Artículo 175. (Derogaciones).- Se derogan todas las 
disposiciones legales y reglamentarias que se opongan alo 
dispuesto en la presente ley. 


Montevideo, 9 de octubre de 2006. 


JUANFAROPPA, REINALDO GAR- 
GANO, DANILO ASTORI, AZUCENA 
BERRUTTI, JORGE BROVETTO, 
VÍCTOR ROSSI, JORGE LEPRA, 
EDUARDO BONOMI, MARÍA J. 
MUÑOZ, JOSÉ MUJICA, HECTOR 
LESCANO, MARIANO ARANA, MA- 
RINA ARISMENDI. 


CAMARA DESENADORES 


La Cámara de Senadores en sesión de hoy ha aprobado 
el siguiente 


PROYECTO DELEY 
TITULOI 
PARTEGENERAL 
CAPITULOI 
PRINCIPIOS GENERALES 


Artículo 1”. (Del alcance de la presente ley).- Las dis- 
posiciones incorporadas a la presente ley se aplicarán al 
personal policial que cumple funciones ejecutivas, confor- 
me al marco establecido por la Constitución de la República; 
los Tratados Internacionales sobre la materia ratificados 
por la República; la Ley Orgánica Policial, y demás normas 
cuya vigencia efectiva está encomendada al contralor de la 
Policía Nacional. 
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Artículo 2”. (Atribuciones).- El servicio policial ejerce- 
rá, en forma permanente e indivisible, las actividades de 
observación, información, prevención, disuasión y repre- 
sión. 


El objetivo de las actividades referidas es impedir, y, en 
su caso, reprimir, la comisión de delitos, faltas o infraccio- 
nes, procediendo a la detención de los autores de las 
mismas para someterlos a la Justicia competente en los 
plazos y condiciones legalmente establecidos, acompañan- 
do las pruebas correspondientes. 


El servicio policial también cumplirá las órdenes de 
libertad emitidas por la Justicia competente, y remitirá alos 
establecimientos de detención a las personas que ésta 
disponga, con las condiciones de seguridad que, previo 
estudio técnico, determine la Autoridad Penitenciaria. 


Artículo 3”. (Fases de la actuación policial).- Las fases 
del accionar de la policía son la observación; la prevención; 
la disuasión y, excepcionalmente, la represión cuando sea 
necesario para garantizar los derechos individuales de to- 
dos los habitantes de la República consagrados en el marco 
jurídico constitucional y legal vigente. 


A los efectos de esta ley: 


a) Observación es la acción policial de vigilancia pasiva 
que tiene por finalidad detectar, analizar, procesar y 
utilizar información sobre situaciones que, eventual- 
mente, puedan constituir actividades presuntamente 
ilícitas; incidir en la iniciación del proceso delictivo; 
O alterar la seguridad ciudadana. 


b) Prevención policial es el conjunto de medidas técni- 
co-operativas para incidir en forma temprana sobre 
los factores que favorecen la violencia interpersonal 
y social y constituyen delitos, infracciones o faltas, 
disminuyendo los riesgos y posibilidades de ocu- 
rrencia de los mismos. 


c) Disuasión es la acción policial de vigilancia activa 
que ejerce la policía cuando ya se ha instalado una 
situación que afecta la seguridad ciudadana que 
puede derivar en acciones ilícitas que generen daños 
mayores. Previo al uso de la fuerza legítima, la policía 
deberá agotar los medios disuasivos adecuados que 
estén a su alcance, como el diálogo y la negociación 
con las personas involucradas. 


d) Represión es la acción policial que implica el uso de 
la fuerza física y las armas de fuego o cualquier otro 
medio material de coacción, en forma racional, pro- 
gresiva y proporcional, a los efectos de restablecer 
el estado de cosas anterior a la conducta ilícita que 
lo ha alterado. 


e) Consumada la fase represiva, el uso de la fuerza debe 
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cesar de inmediato, una vez que el orden haya sido 
restablecido y los presuntos infractores del derecho 
protegido dejen de ofrecer resistencia. A partir de 
ese momento, se aplicarán las medidas de seguridad 
necesarias, sin perjuicio de brindar atención médica 
o de otro tipo, a quien la necesite. 


Artículo 4”. (Principios de actuación policial).- 


1. En el cumplimiento de su deber, y como encargados 
de hacer cumplir la ley, el personal policial respetará 
y protegerá los derechos humanos de todas las per- 
sonas. 


2. El personal policial tratará a todas las personas que 
requieran sus servicios de manera diligente, correcta 
y respetuosa, sin ningún tipo de discriminación por 
razones de edad, género, etnia, religión, posición 
económica o social, o de cualquier otra índole. 


3. En todo momento, el personal policial debe cumplir 
las obligaciones que le impone el Código de Conduc- 
ta para Funcionarios Encargados de Hacer Cumplir la 
Ley aprobado por la Asamblea General de las Nacio- 
nes Unidas (Resolución 34/169 del 17 de diciembre de 
1979). 


Artículo 5”. (Procedimientos con niños y/o adolescen- 
tes).- 


a) En procedimientos con adolescentes infractores o 
niños que vulneren derechos de terceros, la policía 
aplicará en su totalidad las normas de actuación 
contenidas en la presente ley, con excepción de los 
plazos especiales que disponga el Código de la Niñez 
y la Adolescencia (Ley N* 17.823, de 7 de setiembre 
del 2004) y de lo que expresamente se establezca 
sobre la materia en la presente ley. 


b) En procedimientos con niños o adolescentes con 
derechos vulnerados se actuará conforme a lo dis- 
puesto por el referido Código, en estrecha coordina- 
ción con el Instituto del Niño y Adolescente del 
Uruguay (INAU). 


c) El Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay 
(INAU) dará cuenta de inmediato a la policía de las 
fugas de adolescentes infractores de la ley penal de 
los establecimientos a su cargo. 


Artículo 6”. (Comunicación inmediata al Juez compe- 
tente).- En los casos señalados expresamente en esta ley, se 
entiende por comunicación inmediata aquella que contiene 
la información imprescindible para que el Juez pueda obte- 
ner una clara representación de lo actuado, contando con 
los elementos primarios necesarios para tomar la decisión 
que a su juicio corresponda. 
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El plazo para la comunicación inmediata al Juez compe- 
tente en estos casos, no podrá ser superior a las dos horas, 
contadas a partir del momento en que se produce la actua- 
ción policial. 


CAPITULO HU 


EL MANDO POLICIAL 


Artículo 7”. (Concepto de disciplina).- La disciplina es 
la relación jurídica que vincula el derecho de mandar y el 
deber de obedecer. Es la base imprescindible para el cumpli- 
miento orgánico-profesional de las atribuciones de la Poli- 
cía Nacional. 


Artículo 8”. (Manifestación de la disciplina y límites a 
la obediencia debida).- La disciplina policial se manifiesta 
en la subordinación de grado a grado y por el respeto y la 
obediencia sin dilaciones a la orden legítima del superior. 


El personal policial tiene especialmente prohibido cum- 
plir órdenes manifiestamente ilegales, o que atenten contra 
los derechos humanos o el sistema Republicano Democrá- 
tico de Gobierno. En estos casos, la obediencia a una orden 
superior nunca será considerada como eximente o atenuan- 
te de responsabilidad. 


Artículo 9”. (Concepto de mando).- El mando es la facul- 
tad reglamentaria que tiene el superior sobre sus subordi- 
nados, e implica la capacidad de tomar las decisiones ade- 
cuadas, desde el punto de vista técnico-profesional, frente 
a cada circunstancia, con rapidez y seguridad. 


Artículo 10. (La autoridad del superior).- La autoridad 
del superior emana de la aceptación del deber y de su propio 
valor como profesional que aplica su autoridad en el marco 
y para el cumplimiento de la Constitución y la ley. 


Artículo 11. (Concepto de subordinación).- La subordi- 
nación es la sujeción jurídica marcada por la dependencia 
orgánica funcional. Por ser la esencia de la disciplina, es la 
primera obligación y cualidad del personal policial. 


Artículo 12. (Obediencia al superior en grado).- Todo 
integrante del personal policial debe obediencia al superior 
en el marco del artículo 8” de esta ley. A igualdad de grado, 
existe subordinación del policía de menor antigijedad hacia 
el funcionario más antiguo en lo que concierne al servicio. 


Artículo 13. (Relaciones de superioridad y dependen- 
cia).- 


a) Jerarquía ordinaria o de grado: Será determinada por 
la autoridad competente, de acuerdo a lo establecido 
en la Escala Jerárquica Policial que se detalla en la 
Ley Orgánica Policial. 
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b) Jerarquía accidental o de destino: Se constituye por 
la superioridad que, en ciertos casos, corresponde a 
un integrante del personal policial sobre sus iguales 
en grado ordinario. La misma se ejerce por razón del 
lugar en que se encuentre y de las funciones que 
desempeñe. 


c) Jerarquía extraordinaria o de servicio: Se confiere al 
integrante del personal policial que ejerce la direc- 
ción de lo concerniente al desempeño de una diligen- 
ciao al servicio que la motiva, invistiéndolo al efecto, 
de autoridad sobre sus iguales en grado ordinario o 
accidental. 


TITULO U 
PARTE ESPECIAL 
CAPITULOI 


DEL USO DE LA FUERZA FISICA, LAS ARMAS U 
OTROS MEDIOS DE COACCION 


Artículo 14. (Seguridad estrictamente necesaria).- El 
personal policial tendrá presente en todo momento que 
solamente se adoptarán las medidas de seguridad defensi- 
vas u ofensivas estrictamente necesarias para el cumpli- 
miento de su función, de acuerdo a la normativa vigente. 


Artículo 15. (Torturas o tratos crueles, inhumanos o 
degradantes).- El personal policial tiene especialmente pro- 
hibido infringir, instigar o tolerar torturas o tratos crueles, 
inhumanos o degradantes sobre cualquier persona. En el 
marco del artículo 8” de la presente ley, en ningún caso 
podrá invocar la orden de un superior o circunstancias 
especiales, como amenazas a la seguridad interna o inesta- 
bilidad política o social para justificar tales conductas, 
propias o de terceros. 


Artículo 16. (Atención a personas bajo custodia poli- 
cial).- El personal policial asegurará la plena protección de 
la salud e integridad física de quienes estén eventualmente 
bajo su custodia. En particular, tomará medidas inmediatas 
para proporcionar atención médica y/o psicológica cuando 
sea necesario. 


Artículo 17. (Uso de la fuerza).- El personal policial 
solamente podrá usar la fuerza legítima cuando sea es- 
trictamente necesario y en la medida que lo requiera el 
desempeño de sus tareas, conforme a lo preceptuado en 
esta ley. 


Artículo 18. (Principios que rigen el uso de la fuerza).- 
El uso de la fuerza, incluyendo los distintos tipos de armas, 
debe ser moderado, racional, progresivo y proporcional, 
considerando el riesgo a enfrentar y el objetivo legítimo que 
se persiga. 
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Artículo 19. (Uso de medios no violentos).- La policía en 
el desempeño de sus funciones utilizará medios no violen- 
tos antes de recurrir al empleo de la fuerza física, medios de 
coacción o armas de fuego, los que se utilizarán solamente 
cuando los primeros resulten ineficaces o no garanticen el 
logro del resultado previsto mediante la acción policial. 


Artículo 20. (Oportunidad para el uso de la fuerza).- La 
policía hará uso de la fuerza legítima para cumplir con sus 
cometidos cuando: 


a) No sea posible proteger por otros medios los dere- 
chos de los habitantes establecidos en la Constitu- 
ción de la República. 


b) Se ejerza contra el personal policial o terceras perso- 
nas violencia por la vía de los hechos o amenazas por 
persona armada, poniéndose en peligro su integri- 
dad física. 


c) Se oponga resistencia al accionar policial en 
allanamientos, lanzamientos y otras diligencias dis- 
puestas por las autoridades competentes. 


d) No puedan inmovilizarse o detenerse de otra forma 
los vehículos u otros medios de transporte, cuyos 
conductores no obedecieren la orden de detenerse 
dada por un policía uniformado o de particular debi- 
damente identificado, o cuando se violare una barre- 
ra o valla previamente establecida por la policía. 


e) No se pueda defender de otro modo la posición que 
ocupa, las instalaciones que proteja o las personas 
a las que deba detener o conducir, o que hayan sido 
confiadas a su custodia. 


f) Deba disolver reuniones o manifestaciones públicas 
que no sean pacíficas y cuando en las mismas 
participen personas armadas o que esgriman objetos 
de forma tal que puedan ser utilizados para agredir. 


En toda circunstancia, el empleo de armas de fuego se 
regirá estrictamente por lo dispuesto en los artículos 22 y 
23 de la presente ley. 


Artículo 21. (Identificación y advertencia policial).- En 
las circunstancias establecidas en los artículos preceden- 
tes, el personal policial se identificará como tal, y dará una 
clara advertencia de su intención de emplear la fuerza, con 
tiempo suficiente para que los involucrados depongan su 
actitud, salvo que exista inminente peligro para su vida o 
integridad física, o para la de terceras personas. 


Artículo 22. (Límites para el empleo de las armas de 
fuego).- En el marco establecido por el artículo 20 de la 
presente ley, el uso de armas de fuego es una medida 
extrema. No deberán emplearse las mismas excepto cuando 
una persona ofrezca resistencia armada al accionar policial, 
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o ponga en peligro la integridad física o la vida del personal 
policial actuante o de terceros, y no se la pueda reducir o 
detener utilizando medios no letales. 


Artículo 23. (Empleo de armas de fuego).- Cuando el 
empleo de armas de fuego sea inevitable, conforme a lo 
dispuesto en el artículo anterior, el personal policial, bajo 
su más seria responsabilidad: 


a) Actuará con moderación y en proporción a la grave- 
dad de la agresión o la conducta ilícita que se trate de 
reprimir. 


b) Reducirá al mínimo los daños y lesiones que pudieran 
causar al agresor. 


Cc) Garantizará que se preste de inmediato asistencia y 
servicio médico a las personas heridas o afectadas. 


d) Procurará que los familiares de las personas heridas 
o afectadas tomen conocimiento de lo sucedido en el 
plazo más breve posible. 


Artículo 24. (Deber de informar).- Toda vez que un 
policía dispare su arma de fuego deberá informar de inme- 
diato y por escrito a su superior. 


Se exceptúan de la presente disposición los disparos 
que serealicen con fines de instrucción en establecimientos 
policiales autorizados y equipados a esos efectos. 


Artículo 25.- El superior responsable del servicio debe- 
rá enterar en forma inmediata al Juez competente (artículo 6? 
de la presente ley), del resultado de la labor desarrollada por 
la policía según lo dispuesto en el presente Capítulo. 


CAPITULO II 
DELA COMUNICACION A LA JUSTICIA 


Artículo 26. (Comunicaciones regulares a la Justi- 
cia).- Fuera de los casos expresamente establecidos en los 
que se aplica el mecanismo de comunicación inmediata, 
dispuesto por el artículo 6” de la presente ley, las comuni- 
caciones policiales regulares a la Justicia se realizarán 
según lo preceptuado por los artículos siguientes. 


Artículo 27. (Comunicación judicial. Procedimiento).- 
La comunicación con el Juez competente se hará a través del 
superior responsable del servicio, en principio en forma 
telefónica. Eventualmente, la comunicación se hará en for- 
ma personal, ya sea por la relevancia de la noticia, porque 
asílo ordene el Juez, o por cualquier otra circunstancia que 
razonablemente así lo amerite. 


Artículo 28. (Forma de documentar la comunicación 
judicial).- En todas las dependencias policiales que tengan 
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contacto con la Justicia, habrá un libro de Comunicaciones 
Judiciales debidamente foliado. Una vez completado el 
mismo, se dispondrá su archivo para eventuales consultas 
futuras. 


Artículo 29. (Contenido de la comunicación).- Cada 
comunicación deberá contar con la siguiente información: 
fecha y hora de la misma; nombre y turno del Magistrado 
receptor; breve y específica reseña del hecho que se comu- 
nica; resolución judicial con el correspondiente número si 
éste es proporcionado. Similar procedimiento se realizará 
cuando la comunicación proceda de la Sede Judicial, la que 
será consignada alos registros que aesos efectos se lleven. 


TITULO HI 
LA POLICIA AUXILIAR DE LA JUSTICIA 
CAPITULO I 
DOCTRINA DE PROCEDIMIENTO 


Artículo 30. (Ponderación delos efectos de lainterven- 
ción policial).- En toda circunstancia, el personal policial 
debe actuar de forma tal que, racionalmente, evite generar 
un daño mayor al que pretende impedir. 


Artículo 31. (Alcances del concepto).- A los efectos de 
dar cumplimiento a lo estipulado en el artículo anterior, el 
personal policial está exento de responsabilidad cuando 
actúa en legítima defensa; estado de necesidad o en cum- 
plimiento de la ley (artículos 26, 27 y 28 del Código Penal). 


CAPITULO II 


DE LA PROTECCION DELOS DERECHOS DELAS 
VICTIMAS TESTIGOS, Y PERSONAS QUE BRINDEN 
INFORMACION CALIFICADA 


Artículo 32. (Derecho a recibir la adecuada protec- 
ción).- Toda víctima, testigo, o persona que brinde informa- 
ción calificada a la policía, tiene derecho a recibir la adecua- 
da protección por parte de las instituciones competentes 
del Estado. 


Artículo 33. (Registro y archivo de información).- La 
policía deberá llevar un registro y archivo sobre la informa- 
ción a que se refiere el artículo anterior, procesándola y 
utilizándola para la prevención e investigación de hechos 
ilícitos. 


Artículo 34. (Información anónima.) .- La policía regis- 
trará también la información que tenga el carácter de anóni- 
ma, lo que se deberá consignar como tal. 


Artículo 35. (Carácter confidencial).- Toda informa- 
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ción o denuncia de víctima, testigo o persona que brinde 
información calificada cuya identidad esté comprobada, se 
asentará en el archivo y tendrá carácter de confidencial y 
secreta, sólo pudiéndose revelar la misma por orden de la 
Justicia competente. 


Artículo 36. (Derecho a la información).- La víctima 
tiene derecho a ser informada por la policía de todo lo 
actuado en el caso que la afecta, en la medida que ello no 
afecte u obstruya la investigación, salvo orden expresa de 
la Justicia competente. 


Artículo 37. (Responsabilidad del personal policial).- 
El personal policial será responsable de las medidas que se 
le ordenen para la protección de víctimas, testigos y perso- 
nas que brinden información calificada. 


CAPITULO III 
DETENCIONES 


Artículo 38. (Concepto de detención).- Por detención se 
entiende privar de la libertad ambulatoria a una persona, 
haciéndose responsable de ella, conforme a lo establecido 
en el artículo 15 de la Constitución de la República y las 
leyes vigentes. 


Artículo 39. (Justificación de las medidas de seguridad 
policiales).- Las medidas de seguridad policiales son aque- 
llas que impiden o limitan la libertad de movimientos de una 
persona detenida. En ningún caso estas medidas afectarán 
la integridad física o la dignidad de la persona detenida. 


Las medidas de seguridad se impondrán a una persona 
detenida exclusivamente por su propia seguridad, la del 
personal policial actuante o la de terceras personas, en 
forma racional, progresiva y proporcional. 


Artículo 40. (Seguridad del personal policial).- El per- 
sonal policial debe llevar a cabo cualquier detención en 
forma eficiente y con el menor riesgo posible para su vida 
o integridad física o la de los efectivos que participen en el 
procedimiento, sin aplicar la fuerza en forma innecesaria u 
ostentosa. 


Artículo 41. (Seguridad de terceros).- En todas las 
detenciones se debe tener en cuenta la seguridad de perso- 
nas ajenas al hecho que se encuentren presentes. 


Artículo 42. (Seguridad de las personas detenidas).- La 
fuerza física, medios de coacción o armas de fuego deben 
utilizarse por la policía tras agotar todos los medios 
disuasivos posibles, y debe cesar en forma inmediata una 
vez que la o las personas objeto del procedimiento de 
detención dejen de ofrecer resistencia, conforme a lo dis- 
puesto en el Título II, Capítulo I de la presente ley. 
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SECCION I 
IDENTIFICACIÓN E IDENTIDAD 


Artículo 43. (Solicitud de identificación).- En el marco 
de procedimientos que tienen por objeto la detención de 
personas requeridas por la Justicia competente; fugadas 
estando ya procesadas o condenadas; o presuntamente 
vinculadas ahechos delictivos recientemente acaecidos, la 
policía puede solicitar la identificación correspondiente. 


A los efectos de confirmar la identidad manifestada por 
una persona, la policía podrá requerirle la exhibición de su 
cédula de identidad, credencial cívica, libreta de conducir 
o cualquier otro tipo de documento idóneo para tal fin. 


Cuando una persona se niegue a identificarse (artícu- 
lo 360, numeral 6” del Código Penal), deberá ser conducida 
a la dependencia policial, y se dará cuenta de inmediato al 
Juez competente en los términos establecidos en el artícu- 
lo 6” de la presente ley. 


En caso que la persona presente un documento 
identificatorio sobre el cual la policía tenga motivos sufi- 
cientes o fundados para dudar de su validez, podrá ser 
conducida a la dependencia policial correspondiente con la 
finalidad de confirmar su identidad, enterándose de ello de 
inmediato al Juez competente, en los mismos términos del 
inciso anterior. 


SECCION II 
REGISTRO PERSONAL 


Artículo 44. (Alcance de la medida).- La policía podrá 
realizar registros personales estrictamente cuando existen 
motivos suficientes o fundados para dar cumplimiento a 
medidas de resguardo imprescindibles para garantizar la 
seguridad de cualquier persona involucrada en un procedi- 
miento, incluida la del personal policial interviniente, o de 
terceros. Del mismo modo y con el mismo objetivo, podrá 
registrar bultos, bolsos, valijas, portafolios o similares que 
la persona transporte. 


Artículo 45. (Registros de vehículos).- La policía podrá 
registrar cualquier tipo de vehículo de transporte de perso- 
nas o de carga en procura de elementos que puedan poner 
en riesgo la seguridad propia o de terceros, o de objetos 
relacionados con la comisión de hechos ilícitos. 


Artículo 46. (Incautación de efectos).- Cuando en los 
procedimientos referidos en los artículos anteriores se in- 
caute cualquier tipo de objeto, se labrará acta, que será 
firmada por el personal policial actuante y las personas 
involucradas en el procedimiento, extendiéndose a estas 
últimas copia de la actuación correspondiente y enterando 
de inmediato al Juez competente, estándose a lo que éste 
resuelva. 
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SECCION IM 


DETENCIONSIN ORDEN JUDICIAL Y CONDUCCION 
POLICIAL 


Artículo 47. (Detención sin orden judicial).- La policía 
deberá detener, aun sin orden judicial: 


1) A toda persona sorprendida in fraganti delito (ar- 
tículo 111 del Código del Proceso Penal). Se entiende 
que hay delito flagrante: 


a) cuando se sorprende a una persona en el mismo 
acto de cometerlo; 


b) cuando, inmediatamente después de la comisión 
de un delito, se sorprendiere a una persona hu- 
yendo, ocultándose, o en cualquier otra situación 
o estado que haga presumir su participación y, al 
mismo tiempo, fuere designada por la persona 
ofendida o damnificada o testigos presenciales 
hábiles, como partícipe en el hecho delictivo; 


c) cuando, en tiempo inmediato a la comisión del 
delito, se encuentre una persona con efectos u 
objetos procedentes del mismo, con las armas o 
instrumentos utilizados para cometerlo, o presen- 
tando rastros o señales que hagan presumir firme- 
mente que acaba de participar en un delito. 


2) A toda persona que fugare estando legalmente dete- 
nida. 


Artículo 48. (Conducción policial de personas even- 
tualmente implicadas en un hecho delictivo).- 


1) La policía deberá conducir a dependencias policiales 
a cualquier persona si cuenta con motivos suficien- 
tes o fundados sobre su participación en un hecho 
con apariencia delictiva recientemente acaecido y 
exista riesgo de que pueda fugarse del lugar donde el 
mismo se ha cometido, o incidir sobre eventuales 
elementos probatorios. En todo caso, se dará cuenta 
de inmediato al Juez competente, conforme a lo dis- 
puesto en el artículo 6* de la presente ley. 


2) Fuera de la hipótesis de conducción incorporada al 
inciso anterior, en procedimientos de averiguación 
de hechos ilícitos, la policía no podrá detener a 
ninguna persona eventualmente implicada en los 
mismos ni conducir a testigos que se nieguen a 
concurrir voluntariamente a dependencias policiales, 
sin la correspondiente orden del Juez competente. 


Artículo 49. (Derecho de la persona detenida o condu- 
cida a serinformada).- Toda persona conducida o detenida 
deberá ser informada de inmediato del motivo de su deten- 
ción o conducción. 
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En la dependencia policial se documentará por escrito de 
dicha información, labrando el acta correspondiente que 
será firmada por la persona detenida o conducida. En caso 
que la persona detenida o conducida no quiera o no pueda 
hacerlo, el acta mencionada será firmada por dos testigos. 


Toda persona detenida o conducida tiene derecho a 
comunicar su situación a sus familiares, allegados o a un 
abogado, fuera de la hipótesis contenida en el artículo 77 de 
la presente ley. 


CAPITULOIV 


PROCEDIMIENTOS CON PERSONAS DETENIDAS O 
CONDUCIDAS EN DEPENDENCIA POLICIAL 


SECCION I 


REGISTRO DE PERSONAS DETENIDAS Y 
CONDUCIDAS 


Artículo 50. (Constatación del estado de salud de la 
persona detenida o conducida).- En caso que una persona 
que registre ingreso como detenida o conducida en depen- 
dencias policiales se encuentre herida o en presunto estado 
de intoxicación por alcohol u otro tipo de sustancia, la 
policía deberá solicitar apoyo médico para brindarle inme- 
diata atención (artículo 16 de la presente ley). 


Artículo 51. (Libreta de personas detenidas y conduci- 
das).- En las dependencias policiales se llevará una Libreta 
de Personas Detenidas y Conducidas, empastada y foliada, 
donde se harán constar todos los datos filiatorios de las 
mismas; hora de entrada; motivo de la detención o conduc- 
ción; antecedentes; requisitorias y señas físicas particula- 
res que puedan ser útiles para su identificación. Posterior- 
mente, si así correspondiere, se incluirán las resoluciones 
judiciales referentes a la situación de la persona detenida o 
conducida; hora de su puesta en libertad y autoridad judi- 
cial que la ordena, o motivo de su procesamiento por dicha 
autoridad, o cualquier otra derivación ordenada. 


Artículo 52. (Registro de valores).- A toda persona que 
registra entrada como conducida o detenida en una depen- 
dencia policial, se le debe solicitar que entregue sus perte- 
nencias personales y todo aquello con lo cual se puede 
causar daño físico o causarlo a terceros, como cintos, 
cordones de zapato, alhajas, corbata, entre otros objetos 
similares. 


Artículo 53. (Registro personal).- Una vez cumplida 
con la actividad reseñada en el artículo anterior, la po- 
licía puede realizarle un registro personal a la persona 
detenida o conducida para contribuir a preservar la medida 
de seguridad establecida en dicho artículo. El procedimien- 
to deberá realizarse exclusivamente en la dependencia po- 
licial. 
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Artículo 54. (Limitaciones al registro de personas de- 
tenidas o conducidas).- La policía no puede desnudar auna 
persona detenida o conducida ni revisar sus partes íntimas, 
salvo cuando se trate de una situación excepcional en que 
esté en riesgo la vida o la integridad física de la misma, 
enterando de inmediato al Juez competente, de acuerdo al 
artículo 6” de la presente ley. 


Fuera de dichas hipótesis, el procedimiento deberá rea- 
lizarse exclusivamente previa orden judicial y con interven- 
ción de personal médico. 


En todos los casos el registro deberá practicarse con el 
mayor cuidado y respeto hacia la dignidad de la persona 
conducida o detenida. El registro deberá realizarse exclusi- 
vamente por personal policial del mismo sexo de la persona 
conducida o detenida. 


Artículo 55. (Documentación delos valores y orden de 
entrada y registro).- Cada dependencia policial llevará una 
libreta como registro de valores, empastada y foliada. Se le 
extenderá copia de la constancia de los valores entregados 
a la persona detenida o conducida, donde constará: sus 
nombres y apellidos completos; relación de valores y efec- 
tos personales; y su firma junto a la del personal policial 
actuante. 


Artículo 56. (Alojamiento de personas detenidas o con- 
ducidas).- El superior a cargo del servicio dispondrá del 
alojamiento adecuado para cada persona detenida o condu- 
cida, valorando su decisión según criterios técnico-profe- 
sionales fundados, evitando la permanencia conjunta. 


El personal policial no debe permitir el contacto entre 
personas detenidas o conducidas mayores y menores de 
edad, como tampoco entre personas detenidas o conduci- 
das de diferentes sexos. 


Artículo 57. (Dependencias policiales especializadas 
en familia, mujer, niñez y adolescencia).- Las dependen- 
cias policiales especializadas adoptarán similares medidas 
de seguridad a las mencionadas en los artículos anteriores, 
sin perjuicio de lo que pueda disponer la Justicia competen- 
te. 


Artículo 58. (Limitaciones en el manejo de personas 
detenidas o conducidas).- El superior a cargo del servicio no 
permitirá el contacto de ningún tipo con personas deteni- 
das o conducidas por parte de personal policial que no esté 
debidamente autorizado o supervisado. 


Artículo 59. (Trato con la persona detenida o conduci- 
da).- Está prohibido al personal policial utilizar palabras 
agraviantes, humillantes o que provoquen la reacción de la 
persona detenida o conducida. 


Artículo 60. (Actitudes prohibidas con personas dete- 
nidas o conducidas).- Está prohibido al personal policial 
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utilizar forma alguna de coacción física ilegítima o maltrato 
psicológico con las personas detenidas o conducidas. 


Artículo 61. (Orden de libertad).- Ninguna persona 
detenida por orden del Juez competente o con conocimiento 
de él, podrá ser puesta en libertad sin mediar orden judicial, 
la que deberá constar en la libreta de entrada, en la que 
figurará la fecha, hora de salida y el magistrado de turno que 
la ordena. 


En caso de personas conducidas a dependencias 
policiales, se estará a lo que disponga el Juez competente, 
conforme al procedimiento establecido en el artículo 6* de 
la presente ley. 


SECCION II 
PROCEDIMIENTOS DEA VERIGUACION 
ENDEPENDENCIAS POLICIALES 


Artículo 62. (Interrogatorio en dependencia policial).- 
Se puede interrogar en dependencia policial a personas 
detenidas y conducidas; testigos; víctimas y denuncian- 
tes, para consignar el resultado en el parte policial que se 
eleva a la Justicia competente. 


El resultado del interrogatorio policial no tiene valor 
probatorio, sino que es indicativo de la actividad probato- 
ria. 


Artículo 63. (Intervención de la defensa en dependencia 
policial).- La intervención de la defensa en dependencia 
policial se regirá por lo dispuesto en el Código del Proceso 
Penal. 


En todo caso, la defensa deberá ser informada sobre la 
hora y motivo de la detención y sobre la hora de comunica- 
ción de la misma al Juez competente. 


Cuando se trate de procedimientos que involucren a 
adolescentes presuntamente infractores de la ley penal, se 
estará a lo dispuesto por el literal F) del artículo 74 del 
Código de la Niñez y la Adolescencia (Ley N* 17.823, de 7 
de setiembre de 2004). 


Artículo 64. (Labrado de actas).- En toda circunstancia, 
el interrogatorio policial deberá ser recogido bajo acta 
firmada. 


Artículo 65. (Delos reconocimientos).- El Juez compe- 
tente puede ordenar la realización de reconocimientos en 
dependencia policial. En ese caso, se seguirán las siguien- 
tes reglas: 


1) Cada testigo o víctima, por separado, describirá 
previamente ala persona presuntamente involucrada 
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en el hecho que se investiga, debiendo reconocerla 
desde un lugar donde no pueda ser visto por ésta. 


2) La persona sometida a reconocimiento elegirá lugar 
en una fila de varias personas de aspecto semejante. 


3) El testigo o la víctima, dirá si en la fila está la persona 
presuntamente involucrada en el hecho que se inves- 
tiga y la señalará, manifestando las diferencias que 
encuentre con su percepción anterior. 


4) El personal policial actuante consignará en el parte el 
procedimiento seguido en el reconocimiento, ente- 
rando a la Justicia del resultado del mismo. 


5) Entodos los casos, el personal policial deberá evitar 
cualquier tipo de contacto físico y/o visual entre la 
persona sometida a reconocimiento y el testigo o 
víctima. 


Artículo 66. (Limitaciones al reconocimiento).- No se 
podrán efectuar reconocimientos en la vía pública o fuera de 
la dependencia policial. 


Artículo 67. (Otras formas de reconocimiento).- Si no 
fuera posible efectuar el reconocimiento en forma personal, 
podrá solicitarse la colaboración de personal de Policía 
Técnica. 


Artículo 68. (Otros objetos de reconocimiento).- Para 
reconocer objetos vinculados al hecho ilícito investigado, 
como armas o ropa, entre otros, se procederá de la misma 
forma que la establecida en los artículos anteriores. 


Artículo 69. (Galería de fotos).- La policía podrá exhibir 
a los testigos, víctimas y/o denunciantes, una galería de 
fotos a los efectos de favorecer el reconocimiento de la 
persona presuntamente involucrada en el hecho que se 
investiga. 


Artículo 70. (Solicitud de información por los medios 
de comunicación).- La policía podrá solicitar información al 
público, a través de los medios de comunicación, referente 
a personas extraviadas, fugadas o requeridas por la Justicia 
competente. Asimismo, podrá también solicitar por los mis- 
mos medios cualquier otro tipo de información que pueda 
ser útil para esclarecer hechos que se investigan. 


El uso de la imagen de niños, niñas y adolescentes o 
víctimas de delitos deberá ser autorizado por el Juez com- 
petente. 


Artículo 71. (Solicitud de cierre de fronteras, 
requisitorias y capturas).- Previa orden judicial, la policía 
podrá implementar el cierre de fronteras y las requisitorias 
y Órdenes de capturas, departamentales y nacionales, de 
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aquellas personas presuntamente autoras de delitos o fuga- 
das. 


Artículo 72. (Información e inteligencia policial).- La 
policía podrá realizar actividades de información e inteli- 
gencia para la prevención y represión de hechos ilícitos, 
actuando estrictamente en el marco de lo dispuesto por los 
artículos 1” al 4” de la presente ley. 


Artículo 73. (Archivo de antecedentes).- Exclusivamen- 
te a los efectos del cumplimiento de sus funciones de 
información e inteligencia, la policía podrá llevar un archivo 
de antecedentes de las personas que se encuentren vincu- 
ladas a actividades ilícitas, o que las practiquen o las hayan 
practicado en nuestro país o en el exterior, contando para 
ello con los mecanismos correspondientes de cooperación 
policial internacional. 


SECCION III 


LA INCOMUNICACION 


Artículo 74. (Procedencia de la incomunicación).- Es- 
trictamente como medida de urgencia, la policía podrá dis- 
poner la incomunicación de la persona presuntamente 
involucrada en el hecho investigado y de testigos del mismo, 
como forma de evitar que se afecte la indagatoria o seincida 
sobre los elementos probatorios, enterando de inmediato al 
Juez competente (artículo 6* de la presente ley). 


Cuando se trate de procedimientos que involucren a 
adolescentes presuntamente infractores de la ley penal, se 
estará a lo dispuesto por los literales D) y G) del artículo 74 
del Código de la Niñez y la Adolescencia (Ley N* 17.823, de 
7 de setiembre de 2004). 


Artículo 75. (Concepto dela incomunicación).- La inco- 
municación de la persona presuntamente involucrada en el 
hecho investigado o de testigos del mismo, implica una 
medida de coerción personal por la que se les impide man- 
tener contacto de cualquier tipo con terceros (incluidos sus 
familiares, otros testigos, abogados defensores, víctimas o 
allegados, entre otros), con la finalidad establecida en el 
artículo anterior. 


Artículo 76. (Alcance de la incomunicación).- Previa 
orden del Juez competente, la incomunicación alcanza in- 
cluso a la víctima del delito, si su testimonio fuera importan- 
te para el resultado de la investigación. 


Artículo 77. (Familiares del detenido).- Los familiares 
del detenido incomunicado deberán ser informados por la 
policía respecto al lugar y la hora de detención, y el Juzgado 
que interviene en el caso. Otro tipo de información reque- 
rida podrá proporcionarse, siempre y cuando lo autorice la 
Justicia competente. 
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DETENIDOS EN CENTROS ASISTENCIALES 


Artículo 78. (Desempeño de la custodia).- El personal 
policial encargado de la custodia procurará armonizar su 
accionar con la actividad del centro asistencial, sin desme- 
dro del estricto cumplimiento de las medidas de seguridad 
que le sean ordenadas respecto a la persona detenida que 
se encuentra custodiando. 


El personal policial asignado a la tarea no podrá abando- 
nar la custodia bajo ninguna circunstancia, debiendo man- 
tener contacto visual permanente con la persona detenida, 
sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 84 de la presente 
ley. 


Artículo 79. (Equipo de custodia).- En caso que partici- 
pen dos policías en la custodia, uno deberá permanecer 
constantemente en contacto con la persona detenida, y 
otro se colocará fuera del recinto donde éste se encuentre. 
Los integrantes del equipo de custodia se mantendrán en 
permanente contacto radial, y, eventualmente, lo harán con 
sus superiores. El relevo se hará en presencia de ambos, 
controlando debidamente los aspectos del servicio y su 
seguridad. 


Artículo 80. (Medidas de seguridad policiales).- Las 
medidas de seguridad respecto a una persona detenida en 
centro asistencial deberán disponerse por el superior a 
cargo del operativo de conformidad con la autoridad del 
centro asistencial, sin perjuicio de lo establecido en el 
artículo 84 de la presente ley. 


El personal policial está obligado a brindar a la persona 
detenida un trato adecuado y respetuoso de su dignidad. 


En ningún caso se mantendrán esposadas a mujeres 
detenidas en el trabajo de parto ni en el momento del mismo. 


Artículo 81. (Precauciones del personal asignado ala 
custodia).- En ninguna circunstancia el personal policial 
asignado a la custodia deberá desarmarse ni dejar abando- 
nado el correaje, a los efectos de evitar que su armamento 
quede al alcance del custodiado. 


Artículo 82. (Obligación de respetar la consigna).- El 
personal policial de servicio no deberá cumplir ninguna otra 
tarea que no sea la de custodia. No brindará a la persona 
detenida ninguna información, tratando al máximo de limitar 
la conversación con ésta. 


Artículo 83. (Discreción y reserva en el servicio).- El 
personal policial no deberá confraternizar con terceros ni 
brindar ningún tipo de información a médicos, visitas o 
personal del centro de asistencia sobre forma de traslado, 
horario, itinerario, operativo, etc. respecto a la persona 
detenida. 
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Artículo 84. (Excepciones a las medidas de seguridad).- 
A pedido y bajo la responsabilidad de la autoridad del 
centro asistencial, y con la finalidad de cumplir con un acto 
médico, el personal policial asignado a la custodia podrá 
liberar al detenido de las medidas de seguridad, previa 
autorización del superior a cargo del servicio. En ese mo- 
mento deberá extremar su vigilancia, advirtiendo, además, 
al personal médico sobre el posible grado de peligrosidad 
de la persona custodiada. 


Artículo 85. (Coordinación de las medidas de seguri- 
dad).- En el caso de que el acto médico sea coordinado con 
antelación, el personal policial asignado a la custodia ente- 
rará a sus superiores de inmediato, a los efectos de que se 
implementen las medidas de seguridad que correspondan. 


Artículo 86. (Relación con personal técnico o médico).- 
El personal policial asignado a la custodia no aceptará 
órdenes del personal técnico o médico en la medida que 
éstas comprometan el cumplimiento de su misión, excepto 
en lo dispuesto en el artículo 84 de esta ley. En todo caso, 
se relacionará con dicho personal en forma respetuosa, 
enterando de inmediato al superior a cargo del servicio de 
producirse algún conflicto o duda en cumplimiento de la 
tarea. 


Ante cualquier incidente que se plantee en estos casos, 
el superior a cargo del servicio dará cuenta de inmediato al 
Juez competente, quien resolverá en definitiva y bajo su 
más seria responsabilidad. 


SECCION V 


TRASLADO DE PERSONAS DETENIDAS 


Artículo 87. (Medidas de seguridad).- Toda persona 
detenida deberá ser trasladada con las medidas de seguri- 
dad ordenadas por el superior a cargo del servicio. 


Artículo $8. (Incomunicación).- Cuando se trate del 
traslado de dos o más personas detenidas, las mismas serán 
mantenidas en régimen de incomunicación. Á estos efectos 
se requerirá previa orden judicial, excepto en la hipótesis 
definida en el artículo 74 de la presente ley. 


Artículo 89. (Otras medidas de seguridad).- Cuando el 
traslado se realice en cualquier tipo de vehículo, deberá 
previamente procederse al exhaustivo registro del mismo 
para verificar que no se encuentren objetos que puedan 
facilitar la fuga de la persona detenida. 


Artículo 90. (Limitaciones a las medidas de seguri- 
dad).- En los traslados en vehículos las personas detenidas 
nunca serán esposadas a partes fijas de los mismos, a los 
efectos de preservar su integridad física en caso de que se 
produzca un accidente de tránsito. 
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Artículo 91. (Traslado específico).- El vehículo para el 
traslado debe estar debidamente identificado cómo móvil 
policial, con excepción del utilizado para el traslado de 
personas detenidas que, por orden superior, requieran 
medidas excepcionales de seguridad. En todo caso, se 
deberá coordinar con la Justicia el procedimiento corres- 
pondiente. 


CAPITULO V 
PROCEDIMIENTOS DE AVERIGUACION DEDELITOS 
SECCION I 
DENUNCIA 


Artículo 92. (Concepto de denuncia).- A los efectos de 
la presente ley, se entenderá por denuncia la mera toma de 
conocimiento por parte de la autoridad policial, a través de 
cualquier medio, de un hecho que determine su interven- 
ción, sin perjuicio de la actuación de oficio que procede en 
caso de in fraganti delito o toda vez que lo requieran las 
circunstancias del caso. 


En caso de denuncia anónima, previo a cualquier tipo de 
actuación, la policía deberá ponderar razonablemente todos 
los elementos de juicio a su disposición sobre los hechos 
denunciados, a los efectos de no causar ningún tipo de 
perjuicio a las personas indebidamente involucradas en los 
mismos. 


Artículo 93. (Carácter de denunciante).- Cualquier per- 
sona puede realizar una denuncia, incluso si es menor de 
dieciocho años de edad o no es la persona damnificada. 


Artículo 94. (Puesta en conocimiento).- Basta la simple 
mera puesta en conocimiento del hecho denunciado para 
que la policía deba actuar. 


Artículo 95. (Formalidad administrativa).- La formali- 
dad administrativa de la denuncia puede ser previa, simul- 
tánea o posterior a la misma, pero nunca será un requisito 
imprescindible para la inmediata actuación policial. 


La policía debe actuar en forma inmediata y con la mayor 
diligencia para impedir o reprimir cualquier hecho ilícito, y 
luego proceder a la documentación de la denuncia. La 
información necesaria e imprescindible para fundamentar la 
actuación primaria no debe impedir, bajo ninguna circuns- 
tancia, la actuación policial. 


Artículo 96. (Atención a la persona denunciante).- El 
personal policial no desestimará ninguna denuncia, aunque 
el hecho denunciado no pertenezca a su jurisdicción. En 
todo caso deberá atender correcta y respetuosamente al 
denunciante, tomando conocimiento del hecho y enterando 


24 de junio de 2008 


asu superior, alos efectos que éste disponga el trámite que 
corresponda. 


Artículo 97. (Denuncia escrita).- Si el compareciente 
presenta denuncia escrita, la policía debe recibirla con las 
formalidades del caso y, oportunamente, enterar al Juez 
competente. 


Artículo 98. (No exigencia de denuncia escrita).- El 
personal policial no puede exigiren ningún caso una denun- 
cla escrita como requisito previo a su actuación. Ante 
alguna duda al respecto, el personal policial actuante ente- 
rará al superior a cargo del servicio, quien, en su caso, podrá 
enterar y/o consultar al Juez competente. 


Artículo 99. (Resolución de situaciones).- De plantear- 
se algún conflicto o cuestionamiento con o por parte del 
denunciante, el personal policial actuante enterará de inme- 
diato al superior a cargo del servicio, quien adoptará las 
decisiones pertinentes, previa comunicación al Juez com- 
petente, estándose a lo que éste resuelva en definitiva. 


Artículo 100. (Abstención de comentarios).- El perso- 
nal policial se abstendrá de hacer comentarios sobre aspec- 
tos de la denuncia, presuntos autores, u otro tipo de infor- 
mación relativa ala misma. 


Artículo 101. (Prioridades de actuación).- El personal 
policial no dispensará ningún tipo de tratamiento 
discriminatorio ni dará prioridad alos procedimientos sobre 
la base de la condición social, económica o de cualquier otra 
índole de la persona denunciante. 


El personal policial atenderá en forma inmediata los 
hechos denunciados que, por su gravedad, impliquen tomar 
medidas urgentes para asistir a la víctima, impedir la conti- 
nuación de la actividad delictiva, preservar elementos pro- 
batorios o perseguir a los presuntos autores del ilícito. 


Artículo 102. (Identificación del personal policial ac- 
tuante).- El personal policial actuante, a requerimiento de la 
persona denunciante, debe proceder a identificarse, pro- 
porcionando su grado, nombre y apellido y número de 
funcionario, así como exhibiendo la identificación que lo 
acredita como tal cuando le sea solicitada. 


Artículo 103. (Constancia).- La policía debe extender a 
toda persona que realiza una denuncia una constancia 
escrita de la misma. 


Artículo 104. (Dela reserva de la denuncia).- La policía 
mantendrá absoluta reserva del desarrollo de la investiga- 
ción a que diere lugar la denuncia y de la identidad de la 
persona denunciante, víctimas, testigos, y Otras personas 
presuntamente involucradas en los hechos denunciados. 


En especial, la policía no debe concurrir al domicilio de 
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la persona denunciante para realizar cualquier diligencia 
referida a los hechos denunciados. En caso que sea nece- 
sario convocar a la misma a la dependencia policial para 
ampliar o aclarar cualquier aspecto de la denuncia, la cita- 
ción deberá realizarse por personal policial de particular o 
a través de comunicación telefónica si ello fuera posible, de 
forma tal que se garantice la máxima reserva para la seguri- 
dad de la persona denunciante y de su familia. 


Artículo 105. (Denuncias que no determinen interven- 
ción policial).- En caso de denuncias que, prima facie, por 
su naturaleza no determinen la intervención policial, el 
policía actuante informará al superior a cargo del servicio. 
En caso de duda, se dará cuenta de inmediato al Juez 
competente, estándose a lo que éste disponga. 


Sin perjuicio de lo anterior, en todo caso, se brindará a 
la persona denunciante la información necesaria respecto al 
organismo público o institución privada donde puede diri- 
gir la denuncia referida. 


Artículo 106. (Falta de documento de identidad).- La 
falta de documento que permita identificar a la persona 
denunciante no impedirá el accionar de la policía respecto 
al hecho denunciado. 


Artículo 107. (Responsabilidad de la policía).- Por los 
dichos y testimonios del denunciante, incluso indocumen- 
tado, se realizará el procedimiento correspondiente. En 
caso que los hechos denunciados sean falsos, no se con- 
figurará ningún tipo de responsabilidad respecto del perso- 
nal policial actuante. 


Artículo 108. (Identificación de la persona denuncian- 
te indocumentada).- Cuando la persona denunciante esté 
indocumentada y no exista ningún otro medio de comprobar 
su identidad, deberá requerírsele, junto a su firma, laimpre- 
sión dígito-pulgar. 


Artículo 109. (Falta de documentación de los efectos 
involucrados en hechos denunciados).- No seráimpedimen- 
to para el accionar policial el hecho de que la persona 
denunciante carezca de la documentación de los bienes 
involucrados en los hechos denunciados. 


En estos casos, de producirse la recuperación de bienes 
involucrados en la denuncia, si la persona denunciante 
reconoce los mismos como de su propiedad, se enterará a la 
Justicia competente. 


De igual forma se procederá cuando exista toda la docu- 
mentación necesaria de los bienes mencionados. 


Artículo 110. (Entrega bajo recibo).- Todas las devolu- 
ciones de bienes involucrados en los hechos denunciados 
que sean recuperados por la policía, se harán a su propie- 
tario bajo recibo. 
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Artículo 111. (Formalidades administrativas del recibo).- 
En los recibos deberá hacerse constar el detalle de los 
bienes que se devuelven; la autoridad judicial que dispuso 
la devolución; la firma del superior responsable del servicio 
y de la persona denunciante. 


Losrecibos se confeccionarán en cuatro copias: original 
para el denunciante, copia para la Justicia competente y las 
restantes para archivo en la dependencia policial. 


SECCION II 
LA ESCENA DEL HECHO 


Artículo 112. (Concepto de escena del hecho).- Se en- 
tiende por escena del hecho a los efectos de esta ley, el lugar 
físico donde ha ocurrido un hecho que determine la inter- 
vención policial. 


Artículo 113. (Preservación de la escena del hecho).- 
La policía debe disponer las medidas necesarias para la 
preservación de la escena del hecho, enterando de inmedia- 
to al Juez competente. 


Artículo 114. (Intervención de la defensa en la escena 
del hecho y en las pericias realizadas por la Policía Técni- 
ca).- La intervención de abogados defensores en la escena 
del hecho y en las pericias a cargo de la Policía Técnica 
puede ser ordenada exclusivamente por el Juez competente. 


Artículo 115. (Personal policial responsable de la pre- 
servación de la escena del hecho).- El personal policial que 
llegue primero a la escena del hecho será responsable de su 
preservación. De inmediato enterará a sus superiores y 
solicitará el apoyo necesario, debiendo tomar nota de sus 
primeras observaciones. 


Una vez constituido el Juez competente en la escena del 
hecho, éste dirigirá el cumplimiento de las diligencias res- 
pectivas. 


Artículo 116. (Primeras diligencias).- El personal po- 
licial deberá, antes que cualquier otra diligencia, prestar 
atención a la víctima en la escena del hecho. Si la misma se 
encuentra presumiblemente con vida, deberá procurarle los 
primeros auxilios. De tener que movilizar el cuerpo, anotará 
la posición en que se encontraba el mismo y otros detalles 
que ayudarán a reconstruir la escena posteriormente. 


Artículo 117. (Asistencia a la víctima y responsabili- 
dad de la policía).- La policía no será responsable por la fuga 
del presunto autor del hecho que determine su intervención 
si debe asistir a la víctima en el caso de que no haya quien 
le preste auxilio o colaboración. 


Artículo 118. (Persecución del autor).- En caso de que 
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la víctima cuente con auxilio de terceros o no lo necesite, sin 
descuidar la escena del hecho, la policía procederá a la 
detención del presunto autor del ilícito o a su persecución. 


Artículo 119. (Protección de los indicios).- El personal 
policial tomará los recaudos para impedir el deterioro de la 
escena del hecho, protegiendo los indicios de posibles 
alteraciones por factores climáticos o de otra naturaleza. 
Para ello, deberá aislar la escena en un radio mayor al de la 
misma, mientras se produce la llegada al lugar de sus supe- 
riores, Policía Técnica y demás autoridades competentes. 


Artículo 120. (Facultades para detener o conducir).- 
Los procedimientos de detención y/o conducción de perso- 
nas en la escena del hecho se regirán por lo dispuesto en los 
artículos 47, 48 y 49 de la presente ley. 


Artículo 121. (Incomunicación en la escena del he- 
cho).- De ser necesario, el personal policial procederá a la 
incomunicación, como medida de urgencia (artículo 74 de la 
presente ley), sobre la víctima, el presunto autor y los 
testigos, a quienes identificará debidamente, procurando, 
en lo posible, que no se alejen del lugar hasta la llegada del 
superior a cargo del servicio y/o del Juez competente. 


Artículo 122. (Intervención de peritos criminalísticos 
policiales).- Los peritos criminalísticos de la Policía Nacio- 
nal podrán estar presentes en las pericias que se ordenen 
por la Justicia competente para el esclarecimiento de los 
hechos investigados. 


SECCION IM 
ALLANAMIENTO Y REGISTRO DOMICILIARIO 


Artículo 123. (Principio general).- Entre la salida y la 
puesta del sol, solamente se podrá ingresar a una morada 
con orden escrita del Juez competente. En horas de la noche, 
además de la orden judicial, se requiere el consentimiento 
de la persona adulta jefe o jefa de hogar (Artículo 11 de la 
Constitución de la República). 


Artículo 124. (Facultades de la orden de allanamien- 
to).- La policía deberá conducir a dependencias policiales a 
las personas presuntamente involucradas en hechos 
delictivos que se encuentren en la morada allanada, aunque 
la orden de allanamiento no incluya la orden de detención, 
dando cuenta de inmediato al Juez competente, conforme al 
artículo 6” de la presente ley. 


Artículo 125. (Allanamiento sin presencia de personas 
mayores de edad o en ausencia de moradores).- Si el Juez 
ordena el allanamiento en una vivienda y no se encuentran 
personas mayores de edad en la misma, o en caso de 
ausencia total de sus moradores, la diligencia se realizará 
por el personal superior a cargo del servicio. En todo caso 
se dejará constancia en acta de lo actuado con la firma de 
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dos testigos, disponiéndose de un cerrajero para las dili- 
gencias del caso cuya actuación quedará documentada en 
el acta. En todo caso se elevará informe circunstanciado al 
Juez competente. 


Artículo 126. (Limitaciones y medidas de seguridad).- 
En todos los casos, se velará por la seguridad de las 
personas involucradas y se procurará ocasionar el menor 
daño posible a bienes u objetos que se encuentren en la 
morada allanada. Del resultado de lo actuado se enterará al 
Juez competente. 


Artículo 127. (Incautación en un allanamiento).- La 
orden de allanamiento debe autorizar la incautación de 
cualquier objeto o artículo vinculado a los hechos investi- 
gados que se encuentre en la morada o como resultado del 
registro personal de quienes se encuentren en el lugar, o 
sobre los cuales la policía cuente con motivos suficientes 
o fundados respecto a su origen ilícito. 


Artículo 128. (Acta de actuación e incautación).- En 
ocasión del procedimiento policial al que se refiere el artí- 
culo anterior se deberá labrar acta de lo actuado e incauta- 
do. 


Artículo 129. (Formas de documentar el procedimien- 
to).- La policía puede utilizar equipos de grabación, video 
tape, cámaras fotográficas, etc.; sin obviar, de ser necesaria 
la intervención de Policía Técnica y solicitar el apoyo de 
grupos especiales de ser necesario. 


Artículo 130. (Responsabilidad del superior).- Sin per- 
juicio de lo ya expuesto, será responsabilidad del superior 
a cargo del servicio: 


a) Planificar y comandar los allanamientos. 


b) Dar órdenes precisas a sus subalternos, asignándo- 
les cometidos específicos y señalándole claramente 
los límites de su accionar. 


c) Sin descuidar la seguridad, no involucrar más perso- 
nal que el necesario. 


d) Prever el armamento y otros medios de intervención 
convenientes. 


e) Asegurar los medios de comunicación. 


f) Velar por la seguridad de las personas involucradas, 
el personal policial y los terceros circundantes. 


Artículo 131. (Limitaciones al uso de la fuerza).- El 
superior a cargo del servicio también deberá actuar de 
acuerdo a las siguientes disposiciones: 


a) No permitirá que se esgriman armas sin causa justi- 
ficada, ni que se exagere el uso de la fuerza o que el 


ASAMBLEA GENERAL 


A.G.-79 


personal subalterno tenga actitudes violentas o in- 
convenientes. 


b) Extremará su control cuando hayan menores de edad 
en el lugar. 


c) En todo momento el personal subalterno actuará 
mediante sus órdenes. 


Artículo 132. (Límites de tiempo. Vigencia).- Las limi- 
taciones establecidas en el artículo 202 del Código del 
Proceso Penal no regirán cuando el registro o inspección se 
efectúa en lugares no destinados a una morada (artículo 203 
del Código del Proceso Penal). 


Artículo 133. (Control y prevención).- Los lugares co- 
merciales, de reunión o recreo con acceso público, podrán 
serinspeccionados sin orden judicial. Cumplida la diligen- 
cia, se informará de inmediato al Juez competente. 


Artículo 134. (Inspecciones oculares).- La policía está 
facultada a efectuar inspecciones oculares en los locales 
destinados a hospedaje, como pensiones, hoteles y afines, 
con el fin de comprobar los movimientos de población 
flotante y verificar la identidad de los pasajeros. El ingreso 
a las habitaciones de los huéspedes se regirá por lo dis- 
puesto en la Sección III del presente Capítulo. 


SECCION IV 


INGRESO A MORADA EN CASOS DE EXTREMA 
NECESIDAD 


Artículo 135. (Requisitos para el ingreso policial a una 
morada en casos de extrema necesidad).- En circunstancias 
límites, por razones de interés general (Artículo 7” de la 
Constitución de la República), configurada la hipótesis de 
extrema necesidad y como última ratio, se prescindirá del 
consentimiento del jefe ojefa de hogar o de la orden judicial 
para el ingreso a una morada, siempre que ocurran los 
siguientes extremos: 


a) la existencia de un peligro cierto, grave e inminente 
respecto de los ocupantes; 


b) la imposibilidad de evitarlo por otros medios; 


c) que el ingreso tenga como única finalidad evitar o 
detener la producción del daño; 


d) la comunicación inmediata, relativa al ingreso y sus 
resultados, a la Justicia competente, en los términos 
del artículo 6* de la presente ley. 


En estos casos, configurada la hipótesis de extrema 
necesidad y otorgadas las garantías del caso, se presumirá, 
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salvo prueba en contrario, el pleno cumplimiento de la ley 
(Artículo 28 del Código Penal). 


Bajo su más seria responsabilidad, el personal policial 
actuante tendrá en cuenta que, conforme a lo dispuesto en 
el literal c) del inciso segundo de este artículo, en ningún 
caso el ingreso a una morada en las referidas circunstancias 
lo habilita a realizar procedimientos de allanamiento o regis- 
tro domiciliario. 


SECCION V 
PRESTACION DE GARANTIAS 


Artículo 136. (Concepto).- Por prestación de garantías 
se entiende el apoyo que presta la policía a requerimiento 
de autoridades públicas nacionales o departamentales para 
el cumplimiento de diligencias específicas. 


Del mismo modo, integra el concepto de prestación de 
garantías el apoyo que presta la policía a solicitud de 
cualquier persona física o jurídica con la anuencia del Juez 
competente. 


Artículo 137. (Orden del superior a cargo del servi- 
cio).- Si la prestación de garantías la realiza el personal 
subalterno, la cumplirá siempre a partir de la orden del 
superior a cargo del servicio, el que deberá proporcionarle 
directivas precisas y concretas para su cumplimiento, asig- 
nándole el apoyo que fuere necesario. 


Artículo 138. (Tipos de prestación de garantías).- El 
superior a cargo del servicio ordenará una prestación de 
garantías: 


a) De oficio, para evitar un daño superior al que se 
pretende evitar. 


b) A requerimiento de autoridades públicas nacionales 
o departamentales. 


c) Por orden de la Justicia competente. 


d) A iniciativa de la policía y con autorización de la 
Justicia competente. 


e) A requerimiento de una o más personas físicas o 
jurídicas, siempre que medie autorización judicial. 


Artículo 139. (Responsabilidad de las operaciones).- 
En los casos que la prestación de garantías obedezca a las 
causales identificadas en los literales b), c), d) y e), una vez 
solicitada la misma el personal policial solamente cumplirá 
las ordenes operativas emitidas por el superior a cargo del 
servicio. 


El superior a cargo del servicio asumirá la responsabili- 
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dad exclusiva de la planificación y operación de las accio- 
nes que estime adecuadas disponer de acuerdo a las cir- 
cunstancias del caso. 


Artículo 140. (Actuación de la policía).- El superior a 
cargo del servicio advertirá al personal actuante que no 
debe tomar posición a favor de una de las partes en conflic- 
to, indicándole con claridad los límites de su accionar. 


Conforme al inciso anterior, el personal actuante debe 
ser imparcial. Ello implica actuar en forma objetiva, ajustado 
alas directivas que le fueran impartidas, no involucrándose 
en la problemática del procedimiento. 


Artículo 141. (Control del superior a cargo del servi- 
cio).- El superior a cargo del servicio controlará lo actuado 
dejando debida constancia en el parte policial y enterando 
a la Justicia competente. 


CAPITULO VI 


PROCEDIMIENTOS DE PREVENCION Y CONTROL EN 
VEHICULOS Y CONDUCTORES 


SECCION I 
CONTROL DE VEHICULOS Y CONDUCTORES 


Artículo 142. (Facultades de la policía).- La policía 
puede realizar los controles, registros y detención de vehí- 
culos, en cumplimiento de sus funciones de prevención, 
como encargada de hacer cumplir la ley y auxiliar de la 
Justicia. 


Artículo 143. (Espirometría).- Se puede investigar a 
cualquier persona que conduzca un vehículo ante la even- 
tual presencia y concentración de alcohol u otras drogas en 
su organismo através del procedimiento de espirometría. Al 
conductor que se rehusare a los exámenes antes referidos 
se le retendrá la libreta de conducir y se le advertirá que la 
negativa supone presunción de responsabilidad en la vio- 
lación de las normas de reglamentación de tránsito. 


Artículo 144. (Casos de accidentes graves o fatales).- 
Cuando ocurran accidentes de tránsito con víctimas o falle- 
cidos, se someterá preceptivamente a los conductores de 
los vehículos involucrados alos exámenes mencionados en 
el artículo anterior. 


Artículo 145. (De las pruebas corporales).- De ser ne- 
cesarias pruebas corporales (sangre, orina, semen, cabello, 
piel, ADN, etc.), las mismas deben ser ordenadas por el Juez 
competente y practicadas por los peritos que éste designe. 


Artículo 146. (Aliento alcohólico).- Constatada la exis- 
tencia de aliento alcohólico en el conductor de un vehículo, 
la policía puede impedirle reanudar la marcha y conducirlo 
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a la dependencia policial para someterlo a la prueba de 
espirometría, enterando al Juez competente del resultado de 
la misma y estándose a lo que éste disponga. 


Artículo 147. (Controles de rutina).- La policía podrá 
levar a cabo la prueba de espirometría en el lugar de la 
detención del conductor. En caso que el mismo no supere 
los límites permitidos según las normas vigentes, se auto- 
rizará al conductor intervenido a reanudar la marcha, de- 
biéndose dejar constancia de lo actuado. 


Artículo 148. (Casos de presunta ebriedad del conduc- 
tor).- En los casos que se presuma la ebriedad de un 
conductor, la policía podrá detenerlo y someterlo al proce- 
dimiento antes reseñado, enterando de inmediato al Juez 
competente, y estándose a lo que éste disponga. 


SECCION II 


PERSECUCION Y DETENCION DE VEHICULOS 
SOSPECHOSOS 


Artículo 149. (Responsabilidad del superior responsa- 
ble del servicio).- El superior responsable del servicio 
deberá instruir adecuadamente al personal subalterno res- 
pecto a que las acciones a que se refiere la presente Sección 
se desarrollarán en el marco de lo dispuesto por el artícu- 
lo 40 de la presente ley. 


Artículo 150. (Actitudes prohibidas del personal poli- 
cial).- Conforme a lo dispuesto en el artículo anterior, el 
personal policial no debe asumir este tipo de procedimiento 
a partir de impulsos personales, fuera del marco de cumpli- 
miento de las órdenes recibidas. En todo caso debe asumir 
su obligación de evitar daños mayores a los que pretende 
evitar, y tener presente que siempre deberá rendir cuenta 
del resultado de su accionar. 


Artículo 151. (Uso del arma de fuego y otros medios).- 
Sólo se podrá usar el arma de fuego, la fuerza física u otros 
medios de coacción, estrictamente de acuerdo con lo dis- 
puesto en el Título II, Capítulo I de la presente ley. 


Artículo 152. (Responsabilidad del superior a cargo 
del procedimiento).- El superior a cargo del procedimiento 
deberá ordenar, dirigir y controlar el operativo, disponien- 
do del apoyo armado pertinente al personal que tomará 
contacto directo con los presuntos infractores. Será res- 
ponsable por las consecuencias de lo actuado, por los 
excesos o errores. 


Artículo 153. (Advertencia policial).- La policía procu- 
rará, en todos los casos, advertir al conductor del vehículo 
que se pretende detener para que el mismo pueda tener 
adecuado conocimiento de la condición de policías del 
personal actuante. 
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Artículo 154. (Precaución).- En el momento de dispo- 
nerse ala persecución de un vehículo, es indispensable que 
la policía se asegure que el mismo está requerido, o que 
existen datos fidedignos de que el mismo ha participado en 
un hecho delictivo. 


Artículo 155. (Mesa Central de Operaciones).- En to- 
dos los casos de persecución se informará inmediatamente 
ala Mesa Central de Operaciones, proporcionando la mayor 
cantidad de datos posibles. Al mismo tiempo, se procurará 
no perder de vista el vehículo involucrado para, con el 
apoyo de otras unidades y efectivos, lograr la detención de 
la manera menos riesgosa posible. 


Artículo 156. (Límites de velocidad).- El personal poli- 
cial que participa en el procedimiento no debe exceder los 
límites razonables de velocidad en la persecución de un 
vehículo, si ello puede comprometer el dominio del vehículo 
policial. 


Artículo 157. (Responsabilidad en el procedimiento).- 
Si se pierde de vista el vehículo perseguido se informará de 
ello a la Mesa Central de Operaciones. El personal policial 
actuante no será responsable si dicho resultado es la con- 
secuencia de un accionar que haya priorizado evitar un 
daño mayor al que se pretende evitar. 


Artículo 158. (Uso del sistema de emergencias).- Pre- 
via comunicación y autorización de la Mesa Central de 
Operaciones, se hará uso discrecional de los sistemas de 
emergencias, recordando siempre que ello no exime al per- 
sonal policial actuante de responsabilidad en caso de acci- 
dentes o daños, conforme a la normativa de tránsito vigen- 
te. 


CAPÍTULO VH 


ARMAMENTO REGLAMENTARIO, EQUIPOS UOTROS 
MEDIOS 


Artículo 159. (Concepto de equipo reglamentario).- Por 
equipo reglamentario, a los efectos de esta ley, se entiende 
todo aquel que está expresamente establecido y ordenado 
en un Reglamento Orgánico. 


Artículo 160. (Armas de fuego de uso reglamentario en 
la policía).- Las armas de fuego de uso reglamentario son 
exclusivamente aquellas que las autoridades competentes 
del Estado proveen al personal policial según su jerarquía 
y especialidad operativa. Pueden distinguirse en armas 
cortas O largas, automáticas o no. 


Artículo 161. (Armas de fuego prohibidas).- Está expre- 
samente prohibido el uso de armas de fuego que no sean las 
que proveen las autoridades competentes del Estado, ni 
aquellas cuyo calibre y munición no esté debidamente 
reglamentado para el servicio, salvo expresa y fundada 
autorización por escrito del Comando Policial respectivo. 
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Artículo 162. (Otras armas de uso reglamentario).- 
Está autorizado el uso del bastón policial o “tonfa”, conforme 
a los reglamentos e instructivos que rigen su forma y uso. 


Artículo 163. (Otras armas prohibidas).- Queda prohi- 
bido terminantemente el uso de cualquier otro tipo de arma 
contundente, como ser: cachiporras de metal (de las llama- 
das extensibles), con bola de metal en su extremo, etc. Tampo- 
co se permite el uso de cualquier otra arma que no esté 
reglamentada o autorizada por el Comando Policial respec- 
tivo, aun en los casos que su venta sea libre al público. 


Queda prohibido asimismo el uso de cualquier otro tipo 
de arma para el servicio, como cuchillos, hachas o similares, 
salvo en aquellas unidades policiales especiales (bombe- 
ros, grupos tácticos) que, debido a su operativa, puedan ser 
autorizados a ello por el Comando Policial respectivo. 


Artículo 164. (Uso de gas químico u orgánico).- Se 
autoriza el uso de gas químico u orgánico en la medida que 
sea provisto al personal por las autoridades competentes 
del Estado, y esté autorizado su uso por el Comando Policial 
respectivo. 


Artículo 165. (Uso racional y responsable).- Del uso 
racional, necesario y proporcional del gas químico u orgá- 
nico será responsable el personal policial actuante, el que 
deberá recibir instrucción previa al respecto. 


Artículo 166. (Uso de equipamiento neutralizante no 
letal).- El personal policial está autorizado para la utiliza- 
ción del equipamiento neutralizante no letal denominado 
stun guns y stun baton, con función de disuasión, defensa 
y protección. 


Dichos dispositivos podrán ser utilizados por el perso- 
nal policial, previa capacitación, y en aquellos casos o 
situaciones en los que se requiera proceder a neutralizar a 
un individuo, ya sea por su peligrosidad o resistencia, a fin 
de evitar un daño propio o ajeno. 


Los distintos servicios, en particular los Establecimien- 
tos Carcelarios y Centros de Reclusión del país y las corres- 
pondientes Unidades Ejecutoras, instruirán al personal sobre 
la forma y condiciones de la utilización de los mismos, así 
como también dispondrán quienes están autorizados a 
emplearlos. 


Artículo 167. (Uso de esposas como medio de conten- 
ción y defensa).- Está autorizado el uso de esposas. Las 
mismas no se consideran un arma sino un medio de conten- 
ción. 


En caso de ser necesario para evitar daños al personal 
policial o terceros, podrán utilizarse esposas en adolescen- 
tes detenidos por su participación en hechos tipificados 
como infracciones a la ley penal. 
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Artículo 168. (Otros medios de protección).- Está au- 
torizado el uso de cascos, escudos, chalecos y todo otro 
tipo de protección no agresiva para la seguridad de los 
policías actuantes. 


Artículo 169. (Uniformes, insignias, distintivos jerár- 
quicos, etc.).- Su uso se regirá por el reglamento de unifor- 
mes, de acuerdo a las jerarquías y especialidades policiales. 


Artículo 170. (Uso de otros uniformes).- Se autoriza el 
uso de uniformes “orgánicos”, “de tareas” o “internos” 
para unidades especiales o Centros Docentes policiales. 


CAPITULO VII 


APLICACION Y OBSERVANCIA DE LA PRESENTE 
LEY 


Artículo 171. (Responsabilidades por incumplimien- 
to).- El incumplimiento de las normas establecidas en la 
presente ley tendrá como consecuencia la aplicación de las 
sanciones administrativas que correspondan, sin perjuicio 
de las responsabilidades penales y/o civiles que puedan 
determinarse por la Justicia. 


Específicamente, el incumplimiento de las normas de 
naturaleza prohibitiva constituye falta grave a los efectos 
disciplinarios. 


Artículo 172. (Capacitación e información).- El Minis- 
terio del Interior tiene la obligación de capacitar e informar 
adecuadamente al personal policial para el cumplimiento de 
las responsabilidades que le impone la presente ley. 


Artículo 173. (Denuncias por mal funcionamiento del 
servicio policial).- El Poder Ejecutivo reglamentará el pro- 
cedimiento de presentación, recepción e investigación de 
denuncias ante la Fiscalía Letrada de Policía del Ministerio 
del Interior, en cualquier caso de mal funcionamiento del 
servicio policial por acción u omisión del personal actuante. 


CAPITULO IX 
DISPOSICIONES FINALES Y TRANSITORIAS 


Artículo 174. (Derogaciones).- Se derogan todas las 
disposiciones legales y reglamentarias que se opongan a lo 
dispuesto en la presente ley. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Senadores, en Monte- 
video, a 29 de noviembre de 2006. 


RODOLFO NIN NOVOA, Presidente, 
HUGO RODRÍGUEZ FILIPPINI, Secreta- 


»” 


rio”. 
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“Anexo l al 
Rep. N” 868 


CAMARA DE REPRESENTANTES 


Comisión de Constitución, Códigos, 
Legislación General y Administración 


INFORME 


Señoras y señores Representantes: 


Vuestra Comisión de Constitución, Códigos, Legisla- 
ción General y Administración recomienda al Cuerpo la 
aprobación del proyecto de ley por el que se crea el marco 
normativo para el procedimiento policial, aprobado en la 
Cámara de Senadores, con las modificaciones introducidas 
por esta Asesora. 


Con fecha 9 de octubre de 2006, fue remitido por el Poder 
Ejecutivo el proyecto de ley sobre procedimiento policial. 


El mismo dicta normas que tienen como objeto principal, 
fortalecer las garantías a los derechos fundamentales vin- 
culados a la seguridad ciudadana, a través de un marco 
normativo que regula el desempeño de la labor policial. 


La Policía Nacional oficia, de acuerdo a la Constitución 
de la República y la normativa vigente, como auxiliar de la 
Justicia, para garantizar la convivencia democrática y el ejerci- 
cio de los derechos y deberes del conjunto de la sociedad. 


Sin embargo, independientemente de la normativa cons- 
titucional y legal vigente, así como de las normas interna- 
cionales ratificadas por nuestro país, no existe un marco 
normativo consolidado que claramente defina los instru- 
mentos y herramientas jurídicas en forma precisa, para el fiel 
cumplimiento del servicio policial a la comunidad. 


Esta realidad, en los hechos, ha significado que se 
aplican diferentes actuaciones policiales ante situaciones 
similares, dejando librado a una excesiva discrecionalidad 
las distintas decisiones que se adoptan, comprometiendo 
por tanto, la correcta aplicación de las normas que buscan 
preservar principalmente los derechos de las personas y la 
responsabilidad de los integrantes del Poder Judicial, el 
Ministerio Público y la Policía Nacional. 


Esta debilidad normativa, en ocasiones, genera incerti- 
dumbres y vulneración de derechos, dando lugar a legíti- 
mos reclamos de la población. 


Son cotidianos los reclamos ante la falta de respuestas, 
demoras, trato inadecuado en dependencias policiales, in- 
tromisión indebida en la esfera privada de las personas, 
etcétera. 
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Este proyecto de ley pretende atender y corregir la 
dispersión de las normas en diferentes instrumentos jurídi- 
cos existentes y la falta de regulación en cuanto a la moda- 
lidad en que se ejerce la autoridad policial. 


La ausencia de reglas claras fomenta prácticas de dudo- 
sa legalidad aplicadas en forma discrecional por la autori- 
dad, así como querellas y demandas de difícil dilucidación 
en la Justicia Penal. 


Con esta nueva normativa compilada, pretendemos con- 
tar con mecanismos claros en cuanto al proceder de la fuerza 
pública, de acuerdo a un Estado de Derecho en una socie- 
dad democrática. 


Además pretendemos salvar las dificultades que existen 
para una armónica complementariedad y coordinación entre 
el Poder Judicial y su auxiliar, la Policía Nacional, llenando 
los vacíos legales planteados y profesionalizando la rela- 
ción entre los mismos. 


A su vez, la Policía Nacional es responsable del aca- 
tamiento y respeto por las normas jurídicas vigentes y debe 
dar cuenta de sus actuaciones a los magistrados cuando 
existan violaciones a dichas normas. 


El marco en que actúa generalmente se da ante situacio- 
nes urgentes y la toma de decisiones inmediatas aunque, 
como sabemos, son los jueces en última instancia quienes 
disponen las medidas pertinentes a tomar. 


No obstante esta afirmación, los procedimientos de la 
fuerza pública, ya sea por la gravedad de los hechos sobre 
los que debe intervenir, así como por las distintas alterna- 
tivas que se le plantean a los funcionarios generalmente 
guiados por el sentido común, no siempre son ajustados a 
derecho, generando consecuencias no deseadas y compli- 
cando la posterior evaluación judicial. 


Esta situación genera efectos negativos tanto para la 
población afectada como para los propios funcionarios 
policiales que no tienen seguridades suficientes sobre la 
corrección o no de su proceder, siendo pasibles de ser 
sancionados por una actuación errónea. 


También sucede con el personal superior a cargo, que 
tiene la responsabilidad de la supervisión y, por tanto, debe 
rendir cuentas ante la autoridad correspondiente por las 
acciones u omisiones de sus subalternos. 


En este sentido, contar con una regulación clara del 
procedimiento policial, significa una garantía para el perso- 
nal policial a partir de contar con un marco normativo 
compilado. 


Desde el mes de marzo del año 2005, el Poder Ejecutivo 
conformó un grupo de trabajo integrado por policías de 
distinto grado y profesionales de diferentes especialida- 
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des, para trabajar en la producción de un primer borrador de 
trabajo sobre la normativa en cuestión. 


A partir del mismo, se desarrollaron una serie de consul- 
tas que incluyeron a la totalidad de las unidades ejecutoras 
de la Policía, a posteriori se elaboró un anteproyecto que 
recibió numerosos aportes de prestigiosos juristas espe- 
cializados en derecho constitucional, derecho penal y dere- 
cho procesal penal, así como de organizaciones de defensa 
de los derechos humanos. 


Con todos estos aportes se sintetizó el proyecto de ley 
que remitiera el Poder Ejecutivo al Parlamento. 


En primer lugar fue tratado en la Cámara de Senadores; 
tanto en la Comisión de Constitución y Legislación como en 
el Pleno de la misma, fue objeto de un profundo análisis del 
cual surgieron aportes que concluyeron en una serie de 
modificaciones al texto original, enriqueciéndolo. 


En igual sentido se trabajó en la Comisión de Constitu- 
ción, Códigos, Legislación General y Administración de la 
Cámara de Diputados, en un marco de discusión positiva 
que permitió hacer ajustes al proyecto remitido por el Sena- 
do, logrando importantes consensos entre los integrantes 
de la Comisión, que culminaron con el proyecto que hoy 
ponemos a consideración del Cuerpo. 


Por último y antes de ingresar en el análisis del articula- 
do en forma específica, estamos persuadidos de la necesi- 
dad de contar con esta norma como instrumento fundamen- 
tal para garantizar los derechos fundamentales de los indi- 
viduos y de la sociedad en su conjunto, así como para 
reglamentar en forma precisa el desarrollo del accionar de la 
labor policial, contribuyendo en forma sustantiva al equili- 
brio necesario entre los derechos individuales y la seguri- 
dad ciudadana. 


Título I. Parte general. Este título consta de dos capítu- 
los con 13 artículos. 


En el capítulo I (Principios generales), se definen el 
alcance de la ley y el marco constitucional y legal en que se 
aplica, las atribuciones, donde se enumeran las actividades 
del servicio policial -observación, información, preven- 
ción, disuasión y represión - con el objeto de impedir, y de 
ser necesario, reprimir delitos, infracciones, etcétera, para 
auxiliar a la Justicia competente. 


Es de destacar que en el artículo 3” se definen las fases 
de la actuación policial, observación, prevención, disuasión 
y excepcionalmente la represión, con el fin de preservar y 
proteger los derechos humanos de las personas. 


Del mismo modo en el artículo 4” se establecen los 
principios de la actuación policial: su deber es hacer cumplir 
la ley, respetando y protegiendo los derechos humanos de 
las personas, con respeto, diligencia, sin ningún tipo de 
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discriminación, estando obligada al fiel cumplimiento del 
Código de Conducta para Funcionarios Encargados de 
Hacer Cumplir la Ley de las Naciones Unidas (Resolución 
34/169, de 17 de diciembre de 1979). 


A su vez define los procedimientos con niños, niñas y 
adolescentes, remitiéndose al Código de la Niñez y la Ado- 
lescencia (Ley N* 17.823) y la coordinación con el INAU. 


El artículo 6” tiene una excepcional importancia. Refiere 
a la comunicación inmediata al Juez competente, como 
veremos en el desarrollo del articulado; ante situaciones de 
inmediatez y urgencia excepcionales explícitamente referi- 
das, las intervenciones policiales deben ser puestas en 
conocimiento del Juez competente en un plazo máximo de 
dos horas desde el momento que se produce la interven- 
ción, conteniendo los elementos primarios necesarios para 
que éste pueda tomar la decisión que corresponda. 


Este criterio es esencial para comprender el espíritu del 
proyecto, el permanente equilibrio entre las potestades que 
necesariamente deben otorgarse a la fuerza pública para el 
cumplimiento de su función y las necesarias garantías que 
deben otorgarse a los derechos fundamentales de todas las 
personas que se encuentren involucradas en una actuación 
policial. 


El capítulo II (El mando policial), consta de 7 artículos, 
del 7% al 13. 


En ellos se define con claridad la doctrina respecto del 
mando policial. 


En primer lugar el concepto de disciplina, que establece 
el derecho de mandar y el deber de obedecer como base 
imprescindible para el cumplimiento de las atribuciones de 
la Policía Nacional. 


Especialmente nos interesa referirnos al artículo 8%, la 
manifestación de la disciplina y los límites a la obediencia 
debida. 


Este artículo hace referencia a la subordinación grado a 
grado y la obediencia a la orden legítima del superior. 


En su inciso segundo establece nítidamente los límites 
a la obediencia debida, cumpliendo con los compromisos 
asumidos internacionalmente por el país en la materia, 
cuando establece, "el personal policial tiene especialmente 
prohibido cumplir órdenes manifiestamente ilegales, o que 
atenten contra los derechos humanos o el sistema republi- 
cano democrático de gobierno. En estos casos, la obedien- 
cia a una orden superior nunca será considerada como 
eximente o atenuante de responsabilidad". 


Del artículo 9 al 13 se establecen: el concepto de mando, 
la autoridad del superior, el concepto de subordinación, la 
obediencia al superior en grado y las relaciones de superio- 
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ridad y dependencia, con sus correspondientes definicio- 
nes doctrinarias, constitucionales, legales y reglamenta- 
rias. 


Título II. Parte especial. Este título consta de dos capí- 
tulos, del artículo 14 al artículo 29. 


El capítulo I refiere al uso de la fuerza física, las armas u 
otros medios de coacción. 


Sin dudas se trata de regular uno de los aspectos más 
complejos del accionar policial. 


El artículo 14 refiere a la seguridad estrictamente nece- 
saria como definición de la acción policial. 


Particular importancia tiene el artículo 15: se trata de la 
inclusión de una norma prohibitiva a partir de la cual se 
incorpora en el ordenamiento jurídico nacional una referen- 
cia clara respecto a la especial prohibición de infringir 
torturas o tratos crueles, inhumanos o degradantes sobre 
cualquier persona en ninguna circunstancia. 


El artículo 16 define la obligación de la atención a las 
personas bajo custodia policial, asegurando la obligación 
de proteger la salud e integridad física de las mismas. 


Del artículo 17 al 25 se incorporan los principios que 
rigen el uso de la fuerza. El personal policial solamente 
podrá hacer uso de la fuerza legítima cuando sea estricta- 
mente necesario, en forma moderada, racional, progresiva y 
proporcional, entre el riesgo a enfrentar y el objetivo que se 
persigue.  Pordefinición, el desempeño de las funciones 
policiales será a través de medios no violentos. 


Del artículo 20 al 25, se define taxativamente en seis 
literales la oportunidad para el uso de la fuerza, enumerando 
las hipótesis que puedan concluir en ello, como último 
recurso para defender los derechos de la población. 


Del mismo modo se especifican las oportunidades, lími- 
tes y controles respecto del uso de armas de fuego. 


En esta parte del articulado, se plasma con absoluta 
claridad el principio de que el uso de las armas de fuego es 
excepcional y se constituye en el último recurso de la 
intervención policial, exclusivamente aplicable en las situa- 
ciones explícitamente definidas. 


Los conceptos de moderación y proporcionalidad, así 
como reducción al mínimo del daño, definen los extremos 
planteados. 


Serecoge la doctrina universalmente aceptada, definida 
en la declaración AG/34/69, de 17 de diciembre de 1969, de 
la Asamblea General de las Naciones Unidas, integrada a 
nuestro derecho positivo (inciso 4” del artículo 5” de la 
actual Ley Orgánica Policial, modificada por la Ley N* 16.707). 
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Estos principios son de recepción constitucional, con- 
forme a los artículos 7*, 26, 72 y 332 de la Constitución de 
la República. 


En el artículo 25 se establecen los procedimientos de 
comunicación a la Justicia, de acuerdo a los extremos plan- 
teados en el artículo 6* de la presente ley ya referidos. 


En el capítulo II, artículos 26 al 29, se establecen la forma 
de la comunicación regular a la Justicia: el procedimiento, 
la forma de documentar la comunicación judicial y el conte- 
nido de la comunicación. 


Título II. La Policía auxiliar de la Justicia. Este título 
consta de nueve capítulos, del artículo 30 al 175. 


El capítulo I refiere a la doctrina del procedimiento. Los 
artículos 30 y 31, hacen referencia a la ponderación de la 
intervención policial, la obligación de actuar con raciona- 
lidad evitando generar un daño mayor al que se pretende 
impedir, expresando el alcance de este concepto, eximiendo 
de responsabilidad cuando la actuación se enmarque en lo 
establecido en el Código Penal, artículos 26, 27 y 28, legíti- 
ma defensa, estado de necesidad o cumplimiento de la ley. 


El capítulo II contiene indicaciones precisas respecto al 
deber de protección de los derechos de las víctimas, testi- 
gos y personas que brinden información calificada. 


Se establece la validez y registro aun de la información 
de carácter anónima; la confidencialidad; el derecho a la 
información por parte de la víctima de las actuaciones 
policiales desarrolladas, salvo orden expresa de la Justicia 
y la responsabilidad del personal policial de las medidas de 
protección que se le ordenen. 


El capítulo IlI refiere al procedimiento de detención de 
las personas. 


Los artículos 38 al 42 incluyen la definición del concepto 
de detención y los diferentes procedimientos y medidas de 
seguridad que debe cumplir el personal policial en esta 
materia, en el marco de lo dispuesto por el artículo 15 de la 
Constitución de la República. 


La privación de la libertad ambulatoria de las personas, 
en ningún caso puede afectar la integridad física o la dig- 
nidad de las mismas, reiterando los conceptos de racionali- 
dad, progresividad y proporcionalidad. 


A su vez plantea que la fuerza no debe aplicarse en forma 
innecesaria u ostentosa, con el menor riesgo posible, ago- 
tando los medios disuasivos y debe cesar inmediatamente 
una vez controlada la situación. 


La sección I de este capítulo III regula la solicitud de 
identificación y acceso a la identidad personal, estricta- 
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mente en el marco de procedimientos que tienen por objeto 
la detención de personas requeridas por la justicia compe- 
tente, fugadas estando ya procesadas o condenadas, o 
presuntamente vinculadas a hechos delictivos reciente- 
mente acaecidos, artículo 43. 


Solamente en estas circunstancias, la policía podrá so- 
licitar la identificación de la persona a través de requerirle 
un documento idóneo para tal fin. 


Exclusivamente en ese tipo de procedimientos y en los 
extremos planteados expresamente, en caso de negativa a 
identificarse (artículo 360, numeral 6* del Código Penal), o 
cuando la policía tenga motivos suficientes y fundados 
para dudar de la validez de la identificación, la persona 
podrá ser conducida a la dependencia policial para confir- 
mar su identidad, dando cuenta en forma inmediata al Juez 
competente de acuerdo a lo establecido en el artículo 6* de 
la presente ley. 


En el mensaje remitido por el Poder Ejecutivo, se abunda 
sobre los antecedentes doctrinarios y el derecho compara- 
do que fueron base para la formulación de este artículo. 
Particularmente se refiere a Francisco Alonso Pérez, en su 
trabajo Seguridad Ciudadana, página 370 y siguientes, 
Editorial Marcial Pons Ediciones Jurídicas SA, Madrid 1994, 


En este ensayo, se analizan distintas experiencias en 
diferentes países que han consolidado un marco normativo 
que asegura plena vigencia del Estado de Derecho y las 
garantías a los derechos fundamentales. Es así que detalla 
los ejemplos de países como Francia, Italia, Alemania, Reino 
Unido y España. En todos ellos, con algunas variantes entre 
sí, existen normas que habilitan, ante determinadas condi- 
ciones preestablecidas, a la policía a solicitar identificación 
a las personas y, en caso de dudas justificadas y razona- 
bles, retener o conducir a las mismas por un lapso de tiempo 
mínimo hasta lograr su identificación. 


Creemos que el procedimiento incluido para tal caso en 
el artículo 43, está en consonancia con el más profundo 
respeto al Estado de Derecho y las garantías de los dere- 
chos individuales de las personas. 


En la sección Il de este capítulo III, se establecen nor- 
mas de procedimiento para el registro personal, cuando no 
media orden judicial y conducción policial, elementos esen- 
ciales para el adecuado cumplimiento de las responsabilida- 
des que la legislación vigente asigna a la fuerza pública, 
siempre enmarcado en el respeto a las garantías que el 
Estado debe prestar a los derechos humanos de las perso- 
nas. 


El elemento esencial que impregna la totalidad del texto 
de este proyecto de ley, está contenido en el artículo 44, la 
necesidad que se configuren motivos suficientes y funda- 
dos para justificar una intervención policial. 


Motivo fundado implica, obviamente una apreciación 
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subjetiva y por tanto discrecional del funcionario que eje- 
cuta la medida, pero, si ese motivo resultare manifiestamen- 
te infundado, quien la llevare a cabo abusivamente respon- 
de por ella en vía penal o, por lo menos, a nivel administra- 
tivo disciplinario.(Víctor H. Bermúdez; "El registro domici- 
liario y la requisa personal", en "Curso sobre el Código del 
Proceso Penal", página 296). 


En los siguientes artículos de esta sección Il, se definen 
los procedimientos respecto al registro de vehículos e 
incautación de efectos, asícomo la comunicación inmediata 
al Juez competente. 


La sección Ill se introduce en la regulación de la deten- 
ción sin orden judicial y conducción policial. El artículo 47 
define explícitamente las circunstancias en que la policía 
deberá detener aún sin orden judicial. Acude al concepto 
definido en el artículo 111 del Código del Proceso Penal, "in 
fraganti delito" y enumera en tres literales las situaciones 
que se entiende configuran tal extremo. 


En el artículo 48 se establece la forma en que se debe 
actuar ante la conducción policial de personas eventual- 
mente implicadas en un hecho delictivo. En suinciso prime- 
ro nuevamente se introduce el concepto de "motivos sufi- 
cientes o fundados" y se ubica el extremo del riesgo de 
posible fuga o alteración de elementos probatorios. Á su 
vez debe darse cuenta de inmediato al Juez competente de 
acuerdo alo dispuesto en el artículo 6* del presente proyec- 
to. En el inciso segundo reafirma que fuera de la hipótesis 
del inciso anterior, nadie podrá ser conducido sin previa 
ordenjudicial. 


El concepto de conducción policial, se define en el 
mensaje del Poder Ejecutivo, citando la posición de Vélez 
Mariconde, así como la de Fenech, que abundan sobre las 
limitaciones a la libertad individual de carácter fugaz o 
provisoria. 


A la garantía que establece la comunicación inmediata al 
Juez (artículo 6%), se suma la consagrada en el artículo 49, el 
derecho de la persona detenida o conducida a ser informada 
de los motivos y el derecho ala comunicación inmediata de 
su situación a familiares, allegados o a un abogado. Del 
mismo modo se atiende al deber de informar a los familiares 
del detenido. La elaboración de este texto se inspira en la 
más prestigiosa doctrina elaborada por Naciones Unidas 
respecto alos límites al ejercicio de determinados derechos 
fundamentales, a favor de toda la comunidad y la protección 
del interés público, en el marco de un Estado de Derecho y 
pleno ejercicio de las libertades individuales. 


El capítulo IV refiere alos procedimientos con personas 
detenidas o conducidas en dependencia policial. En la 
sección I, del artículo 51 al 62, se establecen los procedi- 
mientos a adoptarse en este sentido. Se consagran expre- 
samente las garantías para las personas detenidas en de- 
pendencias policiales, constatación y atención del estado 
de salud de la persona detenida o conducida, el registro 
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administrativo, el registro de valores, el registro personal, 
las limitaciones al mismo, la documentación de los valores 
y orden de entrada y registro, el alojamiento de personas 
detenidas o conducidas, las limitaciones en el manejo de las 
personas, el trato, y cómo se actúa ante la orden de libertad. 
Estas garantías se expresan en la obligación de brindar 
atención médica, la prohibición a la policía de desnudar o 
revisar las partes íntimas de la persona, salvo, excepcional- 
mente, si existe riesgo de vida, dando cuenta inmediata al 
Juez, (artículo 6%), refiriéndose explícitamente al debido 
respeto y la dignidad del detenido. 


Asimismo, se regula el alojamiento, a partir de la consi- 
deración de criterios técnico-profesionales, impidiendo el 
contacto entre personas detenidas o conducidas, mayores 
y menores o de diferentes sexos. 


En los artículos 60 y 61, se abunda sobre el trato a la 
persona detenida o conducida, prohibiendo los agravios, 
tratos humillantes o provocaciones y sereafirma el concep- 
to fundamental de prohibir toda forma de coacción física 
ilegítima o maltrato psicológico. 


La sección Il de este capítulo IV, refiere a los procedi- 
mientos de averiguación en dependencias policiales. Los 
artículos 63, 64 y 65, definen las características del interro- 
gatorio en dependencia policial, aclarando que el resultado 
del mismo no tiene valor probatorio sino indicativo ante la 
Justicia, así como la intervención de la defensa en depen- 
dencia policial de acuerdo a lo dispuesto en el Código del 
Proceso Penal y las particularidades previstas en el Código 
de la Niñez y la Adolescencia (Ley N* 17.823), cuando se 
trate de menores presuntamente infractores. Del  artícu- 
lo 66 al 74, se describe el procedimiento para los reconoci- 
mientos y sus límites. 


Previa orden del Juez competente, se deben seguir re- 
glas explícitas en cuanto a los reconocimientos en depen- 
dencias policiales, preservando las garantías para testigos, 
víctimas y las personas presuntamente involucradas en 
hechos delictivos. 


A su vez se establece la prohibición de efectuar recono- 
cimientos fuera de la dependencia policial, (artículo 67). 


Luego ingresa en otras formas de reconocimiento y 
acceso a la información que esclarezca los hechos, otros 
objetos de reconocimiento, exhibición de galería de fotos, 
solicitud de información por los medios de comunicación 
así como el cierre de fronteras, requisitorias y capturas, 
siempre con previa orden judicial, (artículos 68 al 72). 


En los artículos 73 y 74, se ingresa en la posibilidad de 
realizar actividades de información e inteligencia de acuer- 
do a los principios generales contenidos en el proyecto 
(artículos 1% a 4), así como contar con archivos de antece- 
dentes de las personas vinculadas a actividades ilícitas, 
exclusivamente con el objeto del cumplimiento de esas 
funciones. 
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La sección III de este capítulo IV, define el mecanismo 
de la incomunicación. Así es que del artículo 75 al 77, trata 
sobre la procedencia de la incomunicación en la escena del 
hecho, con el objetivo de contribuir con la indagatoria y el 
esclarecimiento del mismo. Desarrolla el concepto de la 
incomunicación de la persona presuntamente involucrada 
así como de los testigos, respecto de terceras personas. 


En el artículo 77 indica que, previa orden judicial, la 
incomunicación puede alcanzar ala propia víctima del mis- 
mo. La incomunicación planteada en estos tres artículos 
descriptos, debe plantearse, exclusivamente, como medida 
de urgencia y a los solos efectos de preservar la escena del 
hecho, debiendo dar cuenta al Juez competente de inmedia- 
to de acuerdo al artículo 6” del presente proyecto. 


El artículo 78 refiere al régimen general respecto a la 
incomunicación, acudiendo a las normas contenidas en el 
Código del Proceso Penal. 


En la sección IV, se establecen normas para la custodia 
de personas detenidas en centros asistenciales, regulando 
con claridad las diferentes responsabilidades del personal 
policial y el personal del centro asistencial correspondien- 
te, artículos 79 al 87. 


La sección V del capítulo IV trata sobre el traslado de 
personas detenidas, artículos 88 a 92. Las medidas de segu- 
ridad necesarias, la incomunicación cuando se trasladen 
dos o más personas, reparando claramente en la seguridad 
y la preservación de la integridad física del personal poli- 
cial, las personas trasladadas y las terceras personas. 


El capítulo V regula los procedimientos de averiguación 
de delitos. En la sección I se introducen normas sobre la 
denuncia, entendiendo por tal, la mera toma de conocimien- 
to, através de cualquier medio, de un hecho que determine 
la intervención policial, (artículo 93). 


Se introducen normas para darle las mayores garantías 
a la persona del denunciante y para asegurar la eficacia de 
los procedimientos policiales. 


Del artículo 94 en adelante, se define el carácter de 
denunciante, entendiendo por tal cualquier persona inclu- 
sive menor de edad, la mera puesta en conocimiento de la 
denuncia para obligar ala actuación policial, la formalidad 
administrativa a cumplir, que puede ser previa, simultánea 
O posterior, pero nunca será un requisito que excuse la 
inmediata actuación policial. 


El articulado que sigue, regula la debida atención a la 
persona denunciante, obligando al personal policial a no 
desestimar ninguna denuncia, a atender respetuosa y co- 
rrectamente a la misma, asícomo a la abstención de comen- 
tarios sobre aspectos de la denuncia. Obliga a la no discri- 
minación por ningún concepto de la persona denunciante, 
así como, ante requerimiento, la identificación clara del 
funcionario actuante, la entrega de la constancia escrita al 
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denunciante, la absoluta reserva del desarrollo de la inves- 
tigación y de la identidad de la persona denunciante. 


Finalmente, del artículo 107 al 112, se regula el procedi- 
miento administrativo en forma precisa, que garantiza la 
actuación policial y los derechos de la persona que interpo- 
ne la denuncia. 


En la sección II de este capítulo V, se definen los proce- 
dimientos policiales en la escena del hecho, cuyas medidas 
de seguridad son imprescindibles para un correcto sistema 
de investigación criminal que provea a la justicia competen- 
te los elementos probatorios necesarios para la determina- 
ción de las eventuales responsabilidades. 


Se definen y regulan el concepto de escena del hecho, 
la preservación del mismo, la intervención de la defensa en 
la escena y en las pericias técnicas, la responsabilidad del 
personal actuante; la prioridad de la atención a la víctima, 
la detención o persecución del presunto autor del ilícito y 
la incomunicación como medida de urgencia de acuerdo al 
artículo 75 del presente proyecto. 


La sección Ill regula otro de los procedimientos comple- 
jos que debe cumplir la policía, el allanamiento de morada y 
el registro domiciliario. El principio general, artículo 124, 
define con claridad el precepto constitucional respecto al 
tema (artículo 11 de la Constitución de la República). En el 
artículo 125 se indica que, ante hechos delictivos que se 
encuentren en la morada allanada, la policía deberá con- 
ducir a las personas presuntamente involucradas a de- 
pendencias policiales, dando cuenta al Juez competente 
de inmediato, conforme al artículo 6% del presente pro- 
yecto. 


El artículo 126, siempre que medie orden judicial, faculta 
al personal superior actuante a realizar el procedimiento de 
allanamiento, aun sin la presencia de mayores de edad o 
ausencia de los moradores, regulando las garantías del 
caso, constancia en actas de lo actuado, testigos que la 
firmen e informe de las circunstancias al Juez competente. 
Las limitaciones y las medidas de seguridad se plantean en 
el artículo 127, "se velará por la seguridad de las personas 
involucradas y se procurará ocasionar el menor daño posi- 
ble...". La incautación en un allanamiento, debe estar in- 
tegrada a la orden extendida por el Juez competente, (ar- 
tículo 128). 


Los artículos 129 y 130 regulan la documentación reque- 
rida para el procedimiento. 


Los artículos 131 y 132 definen la responsabilidad del 
superior actuante y enumeran los aspectos fundamentales 
a considerar en el procedimiento; particularmente refieren 
a la no utilización de armas sin justificación, así como del 
uso de la fuerza exagerada, preservando especialmente la 
seguridad de los menores de edad en el lugar. 
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Finalmente, en los últimos artículos de esta sección III, 
se autoriza a la inspección en lugares públicos sin necesi- 
dad de orden judicial, asícomo la realización de inspeccio- 
nes oculares, en hospedajes, hoteles, etcétera, requiriendo 
para el ingreso a las habitaciones los mismos extremos 
planteados en el artículo 124 del proyecto en considera- 
ción. 


La sección IV, nos merece especial análisis. Se trata del 
ingreso a morada en casos de extrema necesidad, (artícu- 
lo 136). La formulación de este artículo plantea que, "en 
circunstancias límites, por razones de interés general (ar- 
tículo 7” de la Constitución de la República), configurada la 
hipótesis de extrema necesidad y como último ratio, se 
prescindirá del consentimiento del jefe o jefa de hogar o de 
la orden judicial para el ingreso a la morada...". Inmediata- 
mente se enumeran los extremos que se deben plantear: 
peligro cierto, grave o inminente, imposibilidad de evitarlo 
por otros medios y que la única finalidad sea evitar o 
detener la producción del daño. Inmediatamente se debe 
comunicar al Juez competente, artículo 6* del proyecto. 


El último inciso reafirma que en ningún caso estas cir- 
cunstancias habilitan a realizar procedimientos de allana- 
miento oregistro domiciliario. 


Para la fundamentación de estas circunstancias, acudi- 
mos a la más moderna doctrina nacional garantista y al 
derecho comparado. Moretti admitía que se podía efectivizar 
una inspección domiciliaria a cualquier hora de la noche en 
casos muy excepcionales, y señalaba al respecto "...en caso 
de incendio, estrago o calamidad pública..., así cuando se 
trata de prevenir o impedir la comisión de un delito, por 
ejemplo, cuando se piden auxilios o socorros desde dentro 
del domicilio...” (Moretti, Raúl, Derecho Procesal 2, pági- 
na 422). Del mismo modo, el artículo 205 del Código del 
Proceso Penal, habilita el ingreso a una morada sin cumplir 
otros requisitos, siempre que la policía esté en presencia de 
un delito flagrante. 


La solución proyectada se inscribe en la línea concep- 
tual recogida por la Ley Fundamental de la República Fede- 
ral de Alemania, específicamente en su artículo 12. 


En el mismo sentido y siguiendo a Perciballe, "se parte 
del presupuesto elemental que cualquier injerencia en los 
derechos fundamentales requiere el correspondiente 
sustrato legal. La exigencia de norma infra constitucional 
dimana del artículo 7* de la propia Carta cuando exige, y a 
su vez habilita, la limitación de aquéllos en casos que 
'razones de interés general' así ameriten”. El mismo autor 
citado continúa en el análisis a partir de la afirmación, "... 
los derechos fundamentales no son absolutos y, por tanto, 
pueden ceder ante bienes o valores constitucionalmente 
protegidos...”; más adelante afirma; "... que al partir de que 
todo ordenamiento jurídico es un sistema extremadamente 
concatenado, se debe abordar su interpretación desde una 
perspectiva sistemática de la Carta...”. 
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Siguiendo con Perciballe, "... A nadie escapa que exis- 
ten situaciones especiales que conllevan razones de carác- 
ter humanitario, donde está en juego la vida o la integridad 
de las personas, incendios, accidentes domésticos, etcéte- 
ra, que habilitan o, es más, obligan a las autoridades a 
ingresar para brindarles socorro". Además, analiza las cir- 
cunstancias en que se está ante la presencia de un delito 
flagrante que se está cometiendo dentro de la vivienda, 
violencia doméstica, delitos sexuales, etcétera, o de quien, 
"... perseguido con los efectos del delito se introduce en su 
vivienda, de la cual es posible evadirse, si no se actúa en 
forma inmediata. Sin duda en estos casos entran en colisión 
los derechos del imputado, pero también los de la víctima, 
que igualmente son objeto de protección constitucional. De 
más está resaltar que un sinnúmero de estas situaciones 
tiene asu vez un marco legal desde la ley sustantiva, habida 
cuenta que son pasibles de ser encuadradas en los tipos 
permisivos en los artículos 26 del Código Penal, legítima 
defensa, y 27 del Código Penal, estado de necesidad, y en 
el artículo 28, cumplimiento de la ley, del mismo cuerpo legal 
que en última instancia suponen verdaderas cláusulas pe- 
nales de autorización...”. 


Finalizando, Perciballe concluye"... Parecería despren- 
derse por tanto, que estos casos de extrema excepcionalidad, 
sujetos a eminentes razones de urgencia, sólo dan pábulo 
ala entrada alos únicos efectos de salvar la situación límite. 
El ir más allá de ello será pasible, desde lo sustancial, de la 
responsabilidad jurídico penal dimanante, y desde lo adje- 
tivo, la invalorabilidad de los elementos probatorios obte- 
nidos en la violación del derecho fundamental" (Perciballe, 
Ricardo: "Sistema de garantías constitucionales", pági- 
nas 202 a205, Montevideo 2006). 


En la sección V se disponen normas sobre la prestación 
de garantías policiales en sus diferentes modalidades. Del 
artículo 137 (Concepto) al 142, se describen los procedi- 
mientos, la orden del superior a cargo y las instrucciones 
correspondientes al subalterno responsable; los tipos de 
prestación de garantías; de oficio, a requerimiento de auto- 
ridades públicas, por orden de la Justicia, y previa autori- 
zación judicial a personas físicas y jurídicas. 


Finalmente se norma sobre la responsabilidad y control 
de las operaciones a cargo del superior, laimparcialidad de 
la actuación policial y la comunicación a la Justicia. 


El capítulo Vl incluye las normas que regulan los proce- 
dimientos de prevención y control en vehículos y conduc- 
tores. 


Con este capítulo se pretende contribuir a revertir la 
actual situación en materia de accidentes de tránsito, gene- 
radora de altos costos desde el punto de vista humano. Se 
autoriza al personal policial a realizar controles, registro y 
detención de vehículos, cumpliendo funciones de preven- 
ción. 


Los artículos 144 al 149, autorizan procedimientos tales 
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como, espirometría, pruebas corporales previa orden del 
Juez competente, detención en casos de embriaguez ente- 
rando a la Justicia y estando a lo que ésta resuelva. 


La sección Il, refiere a la persecución y detención de 
vehículos sospechosos. Define que los procedimientos 
deben ser instruidos por el personal superior evitando 
riesgos. En este sentido se prohíbe al personal policial 
actuar a impulsos personales, evitando daños mayores alos 
que se pretenden evitar. Del artículo 153 al 159, se plantean 
en forma pormenorizada los procedimientos, responsabili- 
dades, advertencias, coordinaciones y límites. 


En el capítulo VII, se ingresa a las disposiciones que 
regulan el armamento reglamentario, equipos u otros me- 
dios. Del artículo 160 al 171, se define el concepto de equipo 
reglamentario y armas de fuego reglamentarias, provistas 
por las autoridades competentes. A su vez se prohíbe 
expresamente el uso de armas de fuego no autorizadas, así 
como otro tipo de armas contundentes, cachiporras de 
metal, cuchillos, etcétera. 


Enlos artículos 165, 166, 167, 168 y 169, se describen una 
serie de armas de protección, defensa y disuasión como, 
uso de gas, esposas, cascos, escudos, etcétera. 


El último capítulo VIII, refiere ala aplicación y observan- 
cia de la presente ley. 


En primer lugar, el artículo 172 establece las responsa- 
bilidades en caso de incumplimiento de esta ley, se prevén 
sanciones administrativas, responsabilidades penales y/o 
civiles, así como, especialmente, define que el incumpli- 
miento de las normas de naturaleza prohibitiva constituye 
falta grave. 


Por el artículo 173 se impone al Ministerio del Interior la 
obligación de capacitar e informar al personal policial. 


Esta obligación impuesta explícitamente, se constituye 
en una garantía para todas las personas beneficiarias del 
servicio policial, asícomo para el mismo personal policial, 
que tiene derecho a contar con todos los elementos para el 
adecuado cumplimiento de su trabajo. 


El artículo 174, refiere a que el Poder Ejecutivo reglamen- 
tará las formas y procedimientos para recibir denuncias ante 
la Fiscalía Letrada de Policía ante el mal funcionamiento del 
servicio policial. 


Por último, el artículo 175 deroga todas las disposicio- 
nes que se opongan a lo dispuesto en el presente proyecto. 


CONCLUSION 


Para finalizar el presente informe, queremos afirmar que, 
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este proyecto de ley, pretende consagrar el principio básico 
que anima esta iniciativa legislativa: el necesario equilibrio 
que, en un Estado de Derecho y en una sociedad democrá- 
tica, debe existir entre las facultades que deben otorgarse 
ala policía para el adecuado cumplimiento de su función de 
servicio ala sociedad, y los controles que deben actuar con 
eficacia y rigurosidad para evitar cualquier forma de abuso 
O actuación ilegal por parte de la fuerza pública, con el 
objetivo superior de la convivencia ciudadana en el pleno 
ejercicio de los derechos fundamentales. 


Tal cual surge de la doctrina más prestigiosa, nos iden- 
tificamos con Laura Zúñiga Rodríguez cuando comparte: 
"como primera forma de intervención directa del control en 
la relación ciudadano-control social, el funcionamiento 
formal y real de la policía marcará la relación autoridad y 
libertad. Ello porque la institución policial encarna los dos 
ámbitos contrapuestos del poder: por un lado, tiene como 
función garantizar la seguridad de los ciudadanos; pero, 
por otro, constituye el principal modo de expresión de la 
autoridad estatal. 


De ahí que un Estado democrático se caracterice, como 
dice Barbero Santos, por instrumentar los mecanismos ne- 
cesarios para un equilibrio armonioso entre el ejercicio de 
los poderes indispensables para el cumplimiento de las 
misiones de la policía y el derecho del ciudadano a ser 
protegido contra los eventuales abusos cometidos en el 
ejercicio de estos poderes". (Zúñiga Rodríguez, Laura: Li- 
bertad personal y seguridad ciudadana, Ed. PPU, Madrid 
1993). 


No podemos concluir sin destacar, con plena convic- 
ción, que esta iniciativa legislativa se enmarca en una 
estrategia del Ministerio del Interior, orientada a la moder- 
nización y profesionalización de la Policía Nacional. 


El esfuerzo pasa por mejorar los estándares de gestión, 
incorporando las herramientas jurídicas precisas para el 
cumplimiento de sus cometidos y consolidando su doctrina 
para mejorar, día a día, el servicio que brinda a la sociedad 
uruguaya. 


Porlo expuesto aconsejamos al Cuerpo la aprobación del 
presente proyecto de ley. 


Sala de la Comisión, 17 de octubre de 2007. 


GUSTAVO BERNINI, Miembro Infor- 
mante, DIEGO CÁNEPA, EDGARDO 
ORTUÑO, JAVIER SALSAMENDI, 
JORGEZÁSFERNANDEZ, GUSTAVO 
BORSARI BRENNA, con salvedades 
que expondrá en Sala, JUAN CURBELO, 
con salvedades, que expondrá en Sala, 
LUIS ALBERTO LACALLE POU, con, 
salvedades que expondrá en Sala. 
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PROYECTODELEY 
TITULOI 
PARTEGENERAL 
CAPÍTULOI 
PRINCIPIOS GENERALES 


Artículo 1”. (Del alcance de la presente ley).- Las dis- 
posiciones incorporadas a la presente ley se aplicarán al 
personal policial que cumple funciones ejecutivas, confor- 
me al marco establecido por la Constitución de la República; 
los Tratados Internacionales sobre la materia ratificados 
por la República; la Ley Orgánica Policial, y demás normas 
cuya vigencia efectiva está encomendada al contralor de la 
Policía Nacional. 


Artículo 2”. (Atribuciones).- El servicio policial ejerce- 
rá, en forma permanente e indivisible, las actividades de 
observación, información, prevención, disuasión y repre- 
sión. 


El objetivo de las actividades referidas es impedir, y, en 
su caso, reprimir, la comisión de delitos, faltas o infraccio- 
nes, procediendo a la detención de los autores de las 
mismas para someterlos a la Justicia competente en los 
plazos y condiciones legalmente establecidos, acompañan- 
do las pruebas correspondientes. 


El servicio policial también cumplirá las órdenes de 
libertad emitidas por la Justicia competente, y remitirá alos 
establecimientos de detención a las personas que ésta 
disponga, con las condiciones de seguridad que, previo 
estudio técnico, determine la autoridad penitenciaria. 


Artículo 3”. (Fases de la actuación policial).- Las fases 
del accionar de la policía son la observación; la prevención; 
la disuasión y, excepcionalmente, la represión cuando sea 
necesario para garantizar los derechos individuales de to- 
dos los habitantes de la República consagrados en el marco 
jurídico constitucional y legal vigente. 


A los efectos de esta ley: 


A) Observación es la acción policial de vigilancia pasiva 
que tiene por finalidad detectar, analizar, procesar y 
utilizar información sobre situaciones que, eventual- 
mente, puedan constituir actividades presuntamente 
ilícitas; incidir en la iniciación del proceso delictivo; 
O alterar la seguridad ciudadana. 


B) Prevención policial es el conjunto de medidas 
técnico-operativas para incidir en forma temprana 
sobre los factores que favorecen la violencia 
interpersonal y social y constituyen delitos, infrac- 
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ciones o faltas, disminuyendo los riesgos y posibi- 
lidades de ocurrencia de los mismos. 


C) Disuasión es la acción policial de vigilancia activa 
que ejerce la policía cuando ya se ha instalado una 
situación que afecta la seguridad ciudadana que 
puede derivar en acciones ilícitas que generen daños 
mayores. Previo al uso de la fuerza legítima, la policía 
deberá agotar los medios disuasivos adecuados que 
estén a su alcance, como el diálogo y la negociación 
con las personas involucradas. 


D) Represión es la acción policial que implica el uso de 
la fuerza física y las armas de fuego o cualquier otro 
medio material de coacción, en forma racional, pro- 
gresiva y proporcional, a los efectos de restablecer 
el estado de cosas anterior a la conducta ilícita que 
lo ha alterado. 


E) Consumada la fase represiva, el uso de la fuerza debe 
cesar de inmediato, una vez que el orden haya sido 
restablecido y los presuntos infractores del derecho 
protegido dejen de ofrecer resistencia. Á partir de 
ese momento, se aplicarán las medidas de seguridad 
necesarias, sin perjuicio de brindar atención médica 
o de otro tipo, a quien la necesite. 


Artículo 4”. (Principios de actuación policial).- 


1. En el cumplimiento de su deber, y como encargados 
de hacer cumplir la ley, el personal policial respetará 
y protegerá los derechos humanos de todas las per- 
sonas. 


2. El personal policial tratará a todas las personas que 
requieran sus servicios de manera diligente, correcta 
y respetuosa, sin ningún tipo de discriminación por 
razones de edad, género, etnia, religión, posición 
económica o social, o de cualquier otra índole. 


3. En todo momento, el personal policial debe cumplir 
las obligaciones que le impone el Código de Conduc- 
ta para Funcionarios Encargados de Hacer Cumplir la 
Ley aprobado por la Asamblea General de las Nacio- 
nes Unidas (Resolución 34/169 del 17 de diciembre de 
1979). 


Artículo 5”. (Procedimientos con niños y/o adolescen- 
tes).- 


A) En procedimientos con adolescentes infractores o 
niños que vulneren derechos de terceros, la policía 
aplicará en su totalidad las normas de actuación 
contenidas en la presente ley, con excepción de los 
plazos especiales que disponga el Código de la Niñez 
y la Adolescencia (Ley N* 17.823, de 7 de setiembre 
de 2004) y de lo que expresamente se establezca 
sobre la materia en la presente ley. 
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B) En procedimientos con niños o adolescentes con 
derechos vulnerados se actuará conforme a lo dis- 
puesto por el referido Código, en estrecha coordina- 
ción con el Instituto del Niño y Adolescente del 
Uruguay (INAU). 


C) El Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay 
(INAU) dará cuenta de inmediato a la policía de las 
fugas de adolescentes infractores de la ley penal de 
los establecimientos a su cargo. 


Artículo 6”. (Comunicación inmediata al Juez compe- 
tente).- En los casos señalados expresamente en esta ley, se 
entiende por comunicación inmediata aquella que contiene 
la información imprescindible para que el Juez pueda obte- 
ner una clara representación de lo actuado, contando con 
los elementos primarios necesarios para tomar la decisión 
que a su juicio corresponda. 


El plazo para la comunicación inmediata al Juez compe- 
tente en estos casos, no podrá ser superior a las dos horas, 
contadas a partir del momento en que se produce la actua- 
ción policial. 


CAPITULO II 
ELMANDOPOLICIAL 


Artículo 7”. (Concepto de disciplina).- La disciplina es 
la relación jurídica que vincula el derecho de mandar y el 
deber de obedecer. Es la base imprescindible para el cumpli- 
miento orgánico-profesional de las atribuciones de la Poli- 
cía Nacional. 


Artículo 8”. (Manifestación de la disciplina y límites a 
la obediencia debida).- La disciplina policial se manifies- 
ta en la subordinación de grado a grado y por el respeto y 
la obediencia sin dilaciones a la orden legítima del supe- 
rior. 


El personal policial tiene especialmente prohibido cum- 
plir órdenes manifiestamente ilegales, o que atenten contra 
los derechos humanos o el sistema republicano democráti- 
co de gobierno. En estos casos, la obediencia a una orden 
superior nunca será considerada como eximente o atenuan- 
te de responsabilidad. 


Artículo 9”. (Concepto de mando).- El mando es la facul- 
tad reglamentaria que tiene el superior sobre sus subordi- 
nados, e implica la capacidad de tomar las decisiones ade- 
cuadas, desde el punto de vista técnico-profesional, frente 
a cada circunstancia, con rapidez y seguridad. 


Artículo 10. (La autoridad del superior).- La autoridad 
del superior emana de la aceptación del deber y de su propio 
valor como profesional que aplica su autoridad en el marco 
y para el cumplimiento de la Constitución y la ley. 
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Artículo 11. (Concepto de subordinación).- La subordi- 
nación es la sujeción jurídica marcada por la dependencia 
orgánica funcional. Por ser la esencia de la disciplina, es la 
primera obligación y cualidad del personal policial. 


Artículo 12. (Obediencia al superior en grado).- Todo 
integrante del personal policial debe obediencia al supe- 
rior en el marco del artículo 8” de esta ley. A igualdad de 
grado, existe subordinación del policía de menor antigile- 
dad hacia el funcionario más antiguo en lo que concierne al 
servicio. 


Artículo 13. (Relaciones de superioridad y dependen- 
cia).- 


A) Jerarquía ordinaria o de grado: Será determinada por 
la autoridad competente, de acuerdo a lo establecido 
en la Escala Jerárquica Policial que se detalla en la 
Ley Orgánica Policial. 


B) Jerarquía accidental o de destino: Se constituye por 
la superioridad que, en ciertos casos, corresponde a 
un integrante del personal policial sobre sus iguales 
en grado ordinario. La misma se ejerce por razón del 
lugar en que se encuentre y de las funciones que 
desempeñe. 


C) Jerarquía extraordinaria o de servicio: Se confiere al 
integrante del personal policial que ejerce la direc- 
ción de lo concerniente al desempeño de una diligen- 
ciao al servicio que la motiva, invistiéndolo al efecto, 
de autoridad sobre sus iguales en grado ordinario o 
accidental. 


TITULO HU 
PARTE ESPECIAL 
CAPITULOI 


DEL USO DE LA FUERZA FÍSICA, LAS ARMAS U 
OTROS MEDIOS DE COACCION 


Artículo 14. (Seguridad estrictamente necesaria).- El 
personal policial tendrá presente en todo momento que 
solamente se adoptarán las medidas de seguridad defensi- 
vas u ofensivas estrictamente necesarias para el cumpli- 
miento de su función, de acuerdo a la normativa vigente. 


Artículo 15. (Torturas o tratos crueles, inhumanos o 
degradantes).- El personal policial tiene especialmente pro- 
hibido infringir, instigar o tolerar torturas o tratos crueles, 
inhumanos o degradantes sobre cualquier persona. En el 
marco del artículo 8” de la presente ley, en ningún caso 
podrá invocar la orden de un superior o circunstancias 
especiales, como amenazas a la seguridad interna o inesta- 
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bilidad política o social para justificar tales conductas, 
propias o de terceros. 


Artículo 16. (Atención a personas bajo custodia poli- 
cial).- El personal policial asegurará la plena protección de 
la salud e integridad física de quienes estén eventualmente 
bajo su custodia. En particular, tomará medidas inmediatas 
para proporcionar atención médica y/o psicológica cuando 
sea necesario. 


Artículo 17. (Uso de la fuerza).- El personal policial 
solamente podrá usar la fuerza legítima cuando sea estric- 
tamente necesario y en la medida que lo requiera el desem- 
peño de sus tareas, conforme a lo preceptuado en esta ley. 


Artículo 18. (Principios que rigen el uso de la fuerza).- 
El uso de la fuerza, incluyendo los distintos tipos de armas, 
debe ser moderado, racional, progresivo y proporcional, 
considerando el riesgo a enfrentar y el objetivo legítimo que 
se persiga. 


Artículo 19. (Uso de medios no violentos).- La policía en 
el desempeño de sus funciones utilizará medios no violen- 
tos antes de recurrir al empleo de la fuerza física, medios de 
coacción o armas de fuego, los que se utilizarán solamente 
cuando los primeros resulten ineficaces o no garanticen el 
logro del resultado previsto mediante la acción policial. 


Artículo 20. (Oportunidad para el uso de la fuerza).- La 
policía hará uso de la fuerza legítima para cumplir con sus 
cometidos cuando: 


A) No sea posible proteger por otros medios los dere- 
chos de los habitantes establecidos en la Constitu- 
ción de la República. 


B) Se ejerza contra el personal policial o terceras perso- 
nas violencia por la vía de los hechos o amenazas por 
persona armada, poniéndose en peligro su integri- 
dad física. 


C) Se oponga resistencia al accionar policial en 
allanamientos, lanzamientos y otras diligencias dis- 
puestas por las autoridades competentes. 


D) No puedan inmovilizarse o detenerse de otra forma 
los vehículos u otros medios de transporte, cuyos 
conductores no obedecieren la orden de detenerse 
dada por un policía uniformado o de particular debi- 
damente identificado, o cuando se violare una barre- 
ra o valla previamente establecida por la policía. 


E) No se pueda defender de otro modo la posición que 
ocupa, las instalaciones que proteja o las personas 
a las que deba detener o conducir, o que hayan sido 
confiadas a su custodia. 


F) Deba disolver reuniones o manifestaciones públicas 
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que no sean pacíficas y cuando en las mismas parti- 
cipen personas armadas o que esgriman objetos de 
forma tal que puedan ser utilizados para agredir. 


En toda circunstancia, el empleo de armas de fuego se 
regirá estrictamente por lo dispuesto en los artículos 22 y 
23 de la presente ley. 


Artículo 21. (Identificación y advertencia policial).- En 
las circunstancias establecidas en los artículos preceden- 
tes, el personal policial se identificará como tal, y dará una 
clara advertencia de su intención de emplear la fuerza, con 
tiempo suficiente para que los involucrados depongan su 
actitud, salvo que exista inminente peligro para su vida o 
integridad física, o para la de terceras personas. 


Artículo 22. (Límites para el empleo de las armas de 
fuego).- En el marco establecido por el artículo 20 de la 
presente ley, el uso de armas de fuego es una medida 
extrema. No deberán emplearse las mismas excepto cuando 
una persona ofrezca resistencia armada al accionar policial, 
o ponga en peligro la integridad física o la vida del personal 
policial actuante o de terceros, y no se la pueda reducir o 
detener utilizando medios no letales. 


Artículo 23. (Empleo de armas de fuego).- Cuando el 
empleo de armas de fuego sea inevitable, conforme a lo 
dispuesto en el artículo anterior, el personal policial, bajo 
su más seria responsabilidad: 


A) Actuará con moderación y en proporción a la grave- 
dad de la agresión o la conducta ilícita que se trate de 
reprimir. 


B) Reducirá al mínimo los daños y lesiones que pudieran 
causar al agresor. 


C) Garantizará que se preste de inmediato asistencia y 
servicio médico a las personas heridas o afectadas. 


D) Procurará que los familiares de las personas heridas 
o afectadas tomen conocimiento de lo sucedido en el 
plazo más breve posible. 


Artículo 24. (Deber de informar).- Toda vez que un 
policía dispare su arma de fuego deberá informar de inme- 
diato y por escrito a su superior. 


Se exceptúan de la presente disposición los disparos 
que serealicen con fines de instrucción en establecimientos 
policiales autorizados y equipados a esos efectos. 


Artículo 25.- El superior responsable del servicio debe- 
rá enterar en forma inmediata al Juez competente (artículo 6* 
de la presente ley), del resultado de la labor desarrollada por 
la policía según lo dispuesto en el presente capítulo. 
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CAPITULO! 


DELA COMUNICACION A LA JUSTICIA 


Artículo 26. (Comunicaciones regulares a la Justicia).- 
Fuera de los casos expresamente establecidos en los que se 
aplica el mecanismo de comunicación inmediata, dispuesto 
por el artículo 6” de la presente ley, las comunicaciones 
policiales regulares a la Justicia se realizarán según lo 
preceptuado por los artículos siguientes. 


Artículo 27. (Comunicación judicial. Procedimiento).- 
La comunicación con el Juez competente se hará a través del 
superior responsable del servicio, en principio en forma 
telefónica. Eventualmente, la comunicación se hará en for- 
ma personal, ya sea por la relevancia de la noticia, porque 
asílo ordene el Juez, o por cualquier otra circunstancia que 
razonablemente así lo amerite. 


Artículo 28. (Forma de documentar la comunicación 
judicial).- En todas las dependencias policiales que tengan 
contacto con la Justicia, habrá un libro de Comunicaciones 
Judiciales debidamente foliado. Una vez completado el 
mismo, se dispondrá su archivo para eventuales consultas 
futuras. 


Artículo 29. (Contenido de la comunicación).- Cada co- 
municación deberá contar con la siguiente información: 
fecha y hora de la misma; nombre y turno del Magistrado 
receptor; breve y específica reseña del hecho que se co- 
munica; resolución judicial con el correspondiente núme- 
ro si éste es proporcionado. Similar procedimiento se reali- 
zará cuando la comunicación proceda de la Sede Judicial, la 
que será consignada a los registros que a esos efectos se 
lleven. 


TITULO III 


LA POLICIA AUXILIAR DE LA JUSTICIA 


CAPITULO I 


DOCTRINA DE PROCEDIMIENTO 


Artículo 30. (Ponderación de los efectos de la interven- 
ción policial).- En toda circunstancia, el personal policial 
debe actuar de forma tal que, racionalmente, evite generar 
un daño mayor al que pretende impedir. 


Artículo 31. (Alcances del concepto).- A los efectos de 
dar cumplimiento a lo estipulado en el artículo anterior, el 
personal policial está exento de responsabilidad cuan- 
do actúa en legítima defensa; estado de necesidad o en 
cumplimiento de la ley (artículos 26, 27 y 28 del Código 
Penal). 
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CAPÍTULO IL 


DELA PROTECCION DELOS DERECHOS DELAS 
VÍCTIMAS, TESTIGOS 


Y PERSONAS QUE BRINDEN INFORMACION 
CALIFICADA 


Artículo 32. (Derecho a recibir la adecuada protec- 
ción).- Toda víctima, testigo, o persona que brinde informa- 
ción calificada a la policía, tiene derecho a recibir la adecua- 
da protección por parte de las instituciones competentes 
del Estado. 


Artículo 33. (Registro y archivo de información).- La 
policía deberá llevar un registro y archivo sobre la informa- 
ción a que se refiere el artículo anterior, procesándola y 
utilizándola para la prevención e investigación de hechos 
ilícitos. 


Artículo 34. (Información anónima.).- La policía regis- 
trará también la información que tenga el carácter de anóni- 
ma, lo que se deberá consignar como tal. 


Artículo 35. (Carácter confidencial).- Toda informa- 
ción o denuncia de víctima, testigo o persona que brinde 
información calificada cuya identidad esté comprobada, se 
asentará en el archivo y tendrá carácter de confidencial y 
secreta, sólo pudiéndose revelar la misma por orden de la 
Justicia competente. 


Artículo 36. (Derecho a la información).- La víctima 
tiene derecho a ser informada por la policía de todo lo 
actuado en el caso que la afecta, en la medida que ello no 
afecte u obstruya la investigación, salvo orden expresa de 
la Justicia competente. 


Artículo 37. (Responsabilidad del personal policial).- 
El personal policial será responsable de las medidas que se 
le ordenen para la protección de víctimas, testigos y perso- 
nas que brinden información calificada. 


CAPITULO MI 
DETENCIONES 


Artículo 38. (Concepto de detención).- Por detención se 
entiende privar de la libertad ambulatoria a una persona, 
haciéndose responsable de ella, conforme a lo establecido 
en el artículo 15 de la Constitución de la República y las 
leyes vigentes. 


Artículo 39. (Justificación de las medidas de seguridad 
policiales).- Las medidas de seguridad policiales son aque- 
llas que impiden o limitan la libertad de movimientos de una 
persona detenida. En ningún caso estas medidas afectarán 
la integridad física o la dignidad de la persona detenida. 
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Las medidas de seguridad se impondrán a una persona 
detenida exclusivamente por su propia seguridad, la del 
personal policial actuante o la de terceras personas, en 
forma racional, progresiva y proporcional. 


Artículo 40. (Seguridad del personal policial).- El perso- 
nal policial debe llevar a cabo cualquier detención en forma 
eficiente y conel menorriesgo posible para su vida o integridad 
físicao la de los efectivos que participen en el procedimiento, 
sin aplicar la fuerza en forma innecesaria u ostentosa. 


Artículo 41. (Seguridad de terceros).- En todas las de- 
tenciones se debe tener en cuenta la seguridad de personas 
ajenas al hecho que se encuentren presentes. 


Artículo 42. (Seguridad de las personas detenidas).- La 
fuerza física, medios de coacción o armas de fuego deben 
utilizarse por la policía tras agotar todos los medios 
disuasivos posibles, y debe cesar en forma inmediata una 
vez que la o las personas objeto del procedimiento de 
detención dejen de ofrecer resistencia, conforme a lo dis- 
puesto en el Título II, capítulo I de la presente ley. 


SECCION I 
IDENTIFICACIONE IDENTIDAD 


Artículo 43. (Solicitud de identificación).- En el marco 
de procedimientos que tienen por objeto la detención de 
personas requeridas por la Justicia competente, fugadas 
estando ya procesadas o condenadas, o presuntamente 
vinculadas a hechos delictivos, la policía puede solicitar la 
identificación correspondiente. A los efectos de confirmar 
la identidad manifestada por una persona, la policía podrá 
requerirle la exhibición de su cédula de identidad, creden- 
cial cívica, libreta de conducir o cualquier otro tipo de 
documento idóneo para tal fin. 


En la hipótesis del inciso anterior, cuando una persona 
se niegue a identificarse (artículo 360, numeral 6* del Códi- 
go Penal), deberá ser conducida a la dependencia policial, 
y se dará cuenta de inmediato al Juez competente en los 
términos establecidos en el artículo 6” de la presente ley. 


En caso que la persona presente un documento 
identificatorio sobre el cual la policía tenga motivos sufi- 
cientes o fundados para dudar de su validez, podrá ser 
conducida a la dependencia policial correspondiente con la 
finalidad de confirmar su identidad, enterándose de ello de 
inmediato al Juez competente, en los mismos términos del 
inciso anterior. 


SECCION II 
REGISTRO PERSONAL 


Artículo 44. (Alcance de la medida).- La policía podrá 
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realizar registros personales estrictamente cuando existen 
motivos suficientes o fundados para dar cumplimiento a 
medidas de resguardo imprescindibles para garantizar la 
seguridad de cualquier persona involucrada en un procedi- 
miento, incluida la del personal policial interviniente, o de 
terceros. Del mismo modo y con el mismo objetivo, podrá 
registrar bultos, bolsos, valijas, portafolios o similares que 
la persona transporte. 


Artículo 45. (Registros de vehículos).- La policía podrá 
registrar cualquier tipo de vehículo de transporte de perso- 
nas o de carga en procura de elementos que puedan poner 
en riesgo la seguridad propia o de terceros, o de objetos 
relacionados con la comisión de hechos ilícitos. 


Artículo 46. (Incautación de efectos).- Cuando en los 
procedimientos referidos en los artículos anteriores se in- 
caute cualquier tipo de objeto, se labrará acta, que será 
firmada por el personal policial actuante y las personas 
involucradas en el procedimiento, extendiéndose a estas 
últimas copia de la actuación correspondiente y enterando 
de inmediato al Juez competente, estándose a lo que éste 
resuelva. 


SECCION III 


DETENCIONSIN ORDEN JUDICIAL Y CONDUCCION 
POLICIAL 


Artículo 47. (Detención sin orden judicial).- La policía 
deberá detener, aun sin orden judicial: 


1) A toda persona sorprendida in fraganti delito (artícu- 
lo 111 del Código del Proceso Penal). Se entiende que 
hay delito flagrante: 


a) cuando se sorprende a una persona en el mismo 
acto de cometerlo; 


b) cuando, inmediatamente después de la comisión 
de un delito, se sorprendiere a una persona hu- 
yendo, ocultándose, o en cualquier otra situación 
o estado que haga presumir su participación y, al 
mismo tiempo, fuere designada por la persona 
ofendida o damnificada o testigos presenciales 
hábiles, como partícipe en el hecho delictivo; 


c) cuando, en tiempo inmediato a la comisión del 
delito, se encuentre una persona con efectos u 
objetos procedentes del mismo, con las armas o 
instrumentos utilizados para cometerlo, o presen- 
tando rastros o señales que hagan presumir firme- 
mente que acaba de participar en un delito. 


2) A toda persona que fugare estando legalmente dete- 
nida. 
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Artículo 48. (Conducción policial de personas even- 
tualmente implicadas en un hecho delictivo).- 


1) La policía deberá conducir a dependencias policiales 
a cualquier persona si cuenta con motivos suficien- 
tes o fundados sobre su participación en un hecho 
con apariencia delictiva recientemente acaecido y 
exista riesgo de que pueda fugarse del lugar donde el 
mismo se ha cometido, o incidir sobre eventuales 
elementos probatorios. En todo caso, se dará cuenta 
de inmediato al Juez competente, conforme a lo dis- 
puesto en el artículo 6* de la presente ley. 


2) Fuera de la hipótesis de conducción incorporada al 
inciso anterior, en procedimientos de averiguación 
de hechos ilícitos, la policía no podrá detener a 
ninguna persona eventualmente implicada en los 
mismos ni conducir a testigos que se nieguen a 
concurrir voluntariamente a dependencias policiales, 
sin la correspondiente orden del Juez competente. 


Artículo 49. (Derecho de la persona detenida o condu- 
cida a serinformada).- Toda persona conducida o detenida 
deberá ser informada de inmediato del motivo de su deten- 
ción o conducción. 


En la dependencia policial se documentará por escrito de 
dicha información, labrando el acta correspondiente que 
será firmada por la persona detenida o conducida. En caso 
que la persona detenida o conducida no quiera o no pueda 
hacerlo, el acta mencionada será firmada por dos testigos. 


Toda persona detenida o conducida tiene derecho a 
comunicar inmediatamente su situación a sus familiares, 
allegados o a un abogado. 


Artículo 50. (Familiares del detenido).- Los familiares 
del detenido incomunicado deberán ser informados por la 
policía respecto al lugar y la hora de detención, el juzgado 
que interviene en el caso y el motivo de la detención. Otro 
tipo de información requerida podrá proporcionarse, siem- 
pre y cuando lo autorice la justicia competente, fuera de las 
hipótesis contenidas en los artículos 75,76 y 77 de esta ley. 


CAPITULO IV 


PROCEDIMIENTOS CON PERSONAS DETENIDAS O 
CONDUCIDAS EN DEPENDENCIA POLICIAL 


SECCION I 


REGISTRO DE PERSONAS DETENIDAS Y 
CONDUCIDAS 


Artículo 51. (Constatación del estado de salud de la 
persona detenida o conducida).- En caso que una persona 
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que registre ingreso como detenida o conducida en de- 
pendencias policiales se encuentre herida o en presunto 
estado de intoxicación por alcohol u otro tipo de sustancia, 
la policía deberá solicitar apoyo médico para brindarle 
inmediata atención (artículo 16 de la presente ley). 


Artículo 52. (Libreta de personas detenidas y conduci- 
das).- En las dependencias policiales se llevará una Libreta 
de Personas Detenidas y Conducidas, empastada y foliada, 
donde se harán constar todos los datos filiatorios de las 
mismas; hora de entrada; motivo de la detención o conduc- 
ción; antecedentes; requisitorias y señas físicas particula- 
res que puedan ser útiles para su identificación. Posterior- 
mente, si así correspondiere, se incluirán las resoluciones 
judiciales referentes a la situación de la persona detenida o 
conducida; hora de su puesta en libertad y autoridad judi- 
cial que la ordena, o motivo de su procesamiento por dicha 
autoridad, o cualquier otra derivación ordenada. 


Artículo 53. (Registro de valores).- A toda persona que 
registra entrada como conducida o detenida en una depen- 
dencia policial, se le debe solicitar que entregue sus perte- 
nencias personales y todo aquello con lo cual se puede 
causar daño físico o causarlo a terceros, como cintos, 
cordones de zapato, alhajas, corbata, entre otros objetos 
similares. 


Artículo 54. (Registro personal).- Una vez cumplida 
con la actividad reseñada en el artículo anterior, la policía 
puede realizarle un registro personal a la persona detenida 
o conducida para contribuir a preservar la medida de segu- 
ridad establecida en dicho artículo. El procedimiento deberá 
realizarse exclusivamente en la dependencia policial. 


Artículo 55. (Limitaciones al registro de personas de- 
tenidas o conducidas).- La policía no puede desnudar a una 
persona detenida o conducida ni revisar sus partes íntimas, 
salvo cuando se trate de una situación excepcional en que 
esté en riesgo la vida o la integridad física de la misma, 
enterando de inmediato al Juez competente, de acuerdo al 
artículo 6” de la presente ley. 


Fuera de dichas hipótesis, el procedimiento deberá rea- 
lizarse exclusivamente previa orden judicial y con interven- 
ción de personal médico. 


En todos los casos el registro deberá practicarse con el 
mayor cuidado y respeto hacia la dignidad de la persona 
conducida o detenida. El registro deberá realizarse exclusi- 
vamente por personal policial del mismo sexo de la persona 
conducida o detenida. 


Artículo 56. (Documentación delos valores y orden de 
entrada y registro).- Cada dependencia policial llevará una 
libreta como registro de valores, empastada y foliada. Se le 
extenderá copia de la constancia de los valores entregados 
a la persona detenida o conducida, donde constarán: sus 
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nombres y apellidos completos, relación de valores y efec- 
tos personales, y su firma junto a la del personal policial 
actuante. 


Artículo 57. (Alojamiento de personas detenidas o con- 
ducidas).- El superior a cargo del servicio dispondrá del 
alojamiento adecuado para cada persona detenida o condu- 
cida, valorando su decisión según criterios 
técnico-profesionales fundados, evitando la permanencia 
conjunta. 


El personal policial no debe permitir el contacto entre 
personas detenidas o conducidas mayores y menores de 
edad, como tampoco entre personas detenidas o conduci- 
das de diferentes sexos. 


Artículo 58. (Dependencias policiales especializadas 
en familia, mujer, niñez y adolescencia).- Las dependencias 
policiales especializadas adoptarán similares medidas de 
seguridad a las mencionadas en los artículos anteriores, sin 
perjuicio de lo que pueda disponer la Justicia competente. 


Artículo 59. (Limitaciones en el manejo de personas 
detenidas o conducidas).- El superior a cargo del servicio no 
permitirá el contacto de ningún tipo con personas deteni- 
das o conducidas por parte de personal policial que no esté 
debidamente autorizado o supervisado. 


Artículo 60. (Trato con la persona detenida o conduci- 
da).- Está prohibido al personal policial utilizar palabras 
agraviantes, humillantes o que provoquen la reacción de la 
persona detenida o conducida. 


Artículo 61. (Actitudes prohibidas con personas dete- 
nidas o conducidas).- Está prohibido al personal policial 
utilizar forma alguna de coacción física ilegítima o maltrato 
psicológico con las personas detenidas o conducidas. 


Artículo 62. (Orden de libertad).- Ninguna persona de- 
tenida por orden del Juez competente o con conocimiento 
de él, podrá ser puesta en libertad sin mediar orden judicial, 
la que deberá constar en la libreta de entrada, en la que 
figurará la fecha, hora de salida y el magistrado de turno que 
la ordena. 


En caso de personas conducidas a dependencias 
policiales, se estará a lo que disponga el Juez competente, 
conforme al procedimiento establecido en el artículo 6% de 
la presente ley. 


SECCION II 


PROCEDIMIENTOS DE AVERIGUACION EN 
DEPENDENCIAS POLICIALES 


Artículo 63. (Interrogatorio en dependencia policial).- 
Se puede interrogar en dependencia policial a personas 
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detenidas y conducidas, testigos, víctimas y denunciantes, 
para consignar el resultado en el parte policial que se eleva 
a la Justicia competente. 


El resultado del interrogatorio policial no tiene valor 
probatorio, sino que es indicativo de la actividad probato- 
ria. 


Artículo 64. (Intervención de la defensa en dependen- 
cia policial).- La intervención de la defensa en dependencia 
policial se regirá por lo dispuesto en el Código del Proceso 
Penal. 


En todo caso, la defensa deberá ser informada sobre la 
hora y motivo de la detención y sobre la hora de comunica- 
ción de la misma al Juez competente. 


Cuando se trate de procedimientos que involucren a 
adolescentes presuntamente infractores de la ley penal, se 
estará a lo dispuesto por el literal F) del artículo 74 del 
Código de la Niñez y la Adolescencia (Ley N* 17.823, de 7 
de setiembre de 2004). 


Artículo 65. (Labrado de actas).- En toda circunstancia, 
el interrogatorio policial deberá ser recogido bajo acta 
firmada. 


Artículo 66. (Delos reconocimientos).- El Juezcompe- 
tente puede ordenar la realización de reconocimientos en 
dependencia policial. En ese caso, se seguirán las siguien- 
tes reglas: 


1) Cada testigo o víctima, por separado, describirá pre- 
viamente a la persona presuntamente involucrada en 
el hecho que se investiga, debiendo reconocerla 
desde un lugar donde no pueda ser visto por ésta. 


2) La persona sometida a reconocimiento elegirá lugar 
en una fila de varias personas de aspecto semejante. 


3) El testigo o la víctima, dirá si en la fila está la persona 
presuntamente involucrada en el hecho que se inves- 
tiga y la señalará, manifestando las diferencias que 
encuentre con su percepción anterior. 


4) El personal policial actuante consignará en el parte el 
procedimiento seguido en el reconocimiento, ente- 
rando a la Justicia del resultado del mismo. 


5) En todos los casos, el personal policial deberá evitar 
cualquier tipo de contacto físico y/o visual entre la 
persona sometida a reconocimiento y el testigo o 
víctima. 


Artículo 67. (Limitaciones al reconocimiento).- Nose 
podrán efectuar reconocimientos en la vía pública o fuera de 
la dependencia policial. 
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Artículo 68. (Otras formas de reconocimiento).- Sino 
fuera posible efectuar el reconocimiento en forma personal, 
podrá solicitarse la colaboración de personal de Policía 
Técnica. 


Artículo 69. (Otros objetos de reconocimiento).- Para 
reconocer objetos vinculados al hecho ilícito investigado, 
como armas o ropa, entre otros, se procederá de la misma 
forma que la establecida en los artículos anteriores. 


Artículo 70. (Galería de fotos).- La policía podrá exhibir 
a los testigos, víctimas y/o denunciantes, una galería de 
fotos a los efectos de favorecer el reconocimiento de la 
persona presuntamente involucrada en el hecho que se 
investiga. 


Artículo 71. (Solicitud de información por los medios 
de comunicación).- La policía podrá solicitar información al 
público, a través de los medios de comunicación, referente 
a personas extraviadas, fugadas o requeridas por la Justicia 
competente. Asimismo, podrá también solicitar por los mis- 
mos medios cualquier otro tipo de información que pueda 
ser útil para esclarecer hechos que se investigan. 


El uso de la imagen de niños, niñas y adolescentes o 
víctimas de delitos deberá ser autorizado por el Juez com- 
petente. 


Artículo 72. (Solicitud de cierre de fronteras, 
requisitorias y capturas).- Previa orden judicial, la policía 
podrá implementar el cierre de fronteras y las requisitorias 
y Órdenes de capturas, departamentales y nacionales, de 
aquellas personas presuntamente autoras de delitos o fuga- 
das. 


Artículo 73. (Información e inteligencia policial).- La 
policía podrá realizar actividades de información e inteli- 
gencia para la prevención y represión de hechos ilícitos, 
actuando estrictamente en el marco de lo dispuesto por los 
artículos 1” a 4” de la presente ley. 


Artículo 74. (Archivo de antecedentes).- Exclusivamente 
alos efectos del cumplimiento de sus funciones de informa- 
ción e inteligencia, la policía podrá llevar un archivo de 
antecedentes de las personas que se encuentren vincula- 
das a actividades ilícitas, o que las practiquen o las hayan 
practicado en nuestro país o en el exterior, contando para 
ello con los mecanismos correspondientes de cooperación 
policial internacional. 


SECCION HI 


LA INCOMUNICACION 


Artículo 75. (Procedencia de la incomunicación).- Es- 
trictamente como medida de urgencia, alos solos efectos de 
preservar la escena del hecho, la policía podrá disponer la 
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incomunicación de la persona presuntamente involucrada 
en el hecho investigado y de testigos del mismo, como 
forma de evitar que se afecte la indagatoria o se incida sobre 
los elementos probatorios, enterando de inmediato al Juez 
competente, de acuerdo con el artículo 6* de la presente ley. 


Cuando se trate de procedimientos que involucren a 
adolescentes presuntamente infractores de la ley penal, se 
estará alo dispuesto por los literales D) y G) del artículo 74 
del Código de la Niñez y la Adolescencia (Ley N* 17.823, de 
7 de setiembre de 2004). 


Artículo 76. (Concepto de la incomunicación).- La in- 
comunicación de la persona presuntamente involucrada en 
el hecho investigado o de testigos del mismo, implica una 
medida de coerción personal por la que se les impide man- 
tener contacto de cualquier tipo con terceros (incluidos sus 
familiares, otros testigos, abogados defensores, víctimas o 
allegados, entre otros), con la finalidad establecida en el 
artículo anterior. 


Artículo 77. (Alcance de la incomunicación).- Previa 
orden del Juez competente, la incomunicación alcanza in- 
cluso a la víctima del delito, si su testimonio fuera importan- 
te para el resultado de la investigación. 


Artículo 78. (Régimen general).- Fuera de la hipótesis 
contenida en los artículos 75, 76 y 77 de esta ley, serán de 
aplicación las normas pertinentes del Código del Proceso 
Penal. 


SECCIONIV 


DETENIDOS EN CENTROS ASISTENCIALES 


Artículo 79. (Desempeño de la custodia).- El personal 
policial encargado de la custodia procurará armonizar su 
accionar con la actividad del centro asistencial, sin desme- 
dro del estricto cumplimiento de las medidas de seguridad 
que le sean ordenadas respecto a la persona detenida que 
se encuentra custodiando. 


El personal policial asignado ala tarea no podrá abando- 
nar la custodia bajo ninguna circunstancia, debiendo man- 
tener contacto visual permanente con la persona detenida, 
sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 85 de la presente 
ley. 


Artículo 80. (Equipo de custodia).- En caso que partici- 
pen dos policías en la custodia, uno deberá permanecer 
constantemente en contacto con la persona detenida, y otro 
se colocará fuera del recinto donde éste se encuentre. Los in- 
tegrantes del equipo de custodia se mantendrán en permanen- 
te contacto radial, y, eventualmente, lo harán con sus supe- 
riores. El relevo se hará en presencia de ambos, controlando 
debidamente los aspectos del servicio y su seguridad. 
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Artículo 81. (Medidas de seguridad policiales).- Las 
medidas de seguridad respecto a una persona detenida en 
centro asistencial deberán disponerse por el superior a 
cargo del operativo de conformidad con la autoridad del 
centro asistencial, sin perjuicio de lo establecido en el 
artículo 85 de la presente ley. 


El personal policial está obligado a brindar a la persona 
detenida un trato adecuado y respetuoso de su dignidad. 


En ningún caso se mantendrán esposadas a mujeres 
detenidas en el trabajo de parto ni en el momento del mismo. 


Artículo 82. (Precauciones del personal asignado a la 
custodia).- En ninguna circunstancia el personal policial 
asignado a la custodia deberá desarmarse ni dejar abando- 
nado el correaje, a los efectos de evitar que su armamento 
quede al alcance del custodiado. 


Artículo 83. (Obligación de respetar la consigna).- El 
personal policial de servicio no deberá cumplir ninguna otra 
tarea que no sea la de custodia. No brindará a la persona 
detenida ninguna información, tratando al máximo de limitar 
la conversación con ésta. 


Artículo 84. (Discreción y reserva en el servicio).- El 
personal policial no deberá confraternizar con terceros ni 
brindar ningún tipo de información a médicos, visitas O 
personal del centro de asistencia sobre forma de traslado, 
horario, itinerario, operativo, etcétera, respecto a la perso- 
na detenida. 


Artículo 85. (Excepciones a las medidas de seguridad).- 
A pedido y bajo la responsabilidad de la autoridad del 
centro asistencial, y con la finalidad de cumplir con un acto 
médico, el personal policial asignado a la custodia podrá 
liberar al detenido de las medidas de seguridad, previa 
autorización del superior a cargo del servicio. En ese mo- 
mento deberá extremar su vigilancia, advirtiendo, además, 
al personal médico sobre el posible grado de peligrosidad 
de la persona custodiada. 


Artículo 86. (Coordinación de las medidas de seguri- 
dad).- En el caso de que el acto médico sea coordinado con 
antelación, el personal policial asignado a la custodia ente- 
rará a sus superiores de inmediato, a los efectos de que se 
implementen las medidas de seguridad que correspondan. 


Artículo 87. (Relación con personal técnico o médico).- 
El personal policial asignado a la custodia no aceptará 
órdenes del personal técnico o médico en la medida que 
éstas comprometan el cumplimiento de su misión, excepto 
en lo dispuesto en el artículo 85 de esta ley. En todo caso, 
se relacionará con dicho personal en forma respetuosa, 
enterando de inmediato al superior a cargo del servicio de 
producirse algún conflicto o duda en cumplimiento de la 
tarea. 
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Ante cualquier incidente que se plantee en estos casos, 
el superior a cargo del servicio dará cuenta de inmediato al 
Juez competente, quien resolverá en definitiva y bajo su 
más seria responsabilidad. 


SECCION V 
TRASLADO DE PERSONAS DETENIDAS 


Artículo 88. (Medidas de seguridad).- Toda persona 
detenida deberá ser trasladada con las medidas de seguri- 
dad ordenadas por el superior a cargo del servicio. 


Artículo 89. (Incomunicación).- Cuando se trate del tras- 
lado de dos o más personas detenidas, las mismas serán 
mantenidas en régimen de incomunicación. A estos efectos 
se requerirá previa orden judicial, excepto en la hipótesis 
definida en el artículo 75 de la presente ley. 


Artículo 90. (Otras medidas de seguridad).- Cuando el 
traslado se realice en cualquier tipo de vehículo, deberá 
previamente procederse al exhaustivo registro del mismo 
para verificar que no se encuentren objetos que puedan 
facilitar la fuga de la persona detenida. 


Artículo 91. (Limitaciones a las medidas de seguri- 
dad).- En los traslados en vehículos las personas detenidas 
nunca serán esposadas a partes fijas de los mismos, a los 
efectos de preservar su integridad física en caso de que se 
produzca un accidente de tránsito. 


Artículo 92. (Traslado específico).- El vehículo para el 
traslado debe estar debidamente identificado cómo móvil 
policial, con excepción del utilizado para el traslado de 
personas detenidas que, por orden superior, requieran 
medidas excepcionales de seguridad. En todo caso, se 
deberá coordinar con la Justicia el procedimiento corres- 
pondiente. 


CAPITULO V 
PROCEDIMIENTOS DE AVERIGUACION DEDELITOS 
SECCION I 
DENUNCIA 


Artículo 93. (Concepto de denuncia).- A los efectos de 
la presente ley, se entenderá por denuncia la mera toma de 
conocimiento por parte de la autoridad policial, a través de 
cualquier medio, de un hecho que determine su interven- 
ción, sin perjuicio de la actuación de oficio que procede en 
caso de in fraganti delito o toda vez que lo requieran las 
circunstancias del caso. 


En caso de denuncia anónima, previo a cualquier tipo de 
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actuación, la policía deberá ponderar razonablemente todos 
los elementos de juicio a su disposición sobre los hechos 
denunciados, a los efectos de no causar ningún tipo de 
perjuicio a las personas indebidamente involucradas en los 
mismos. 


Artículo 94. (Carácter de denunciante).- Cualquier per- 
sona puede realizar una denuncia, incluso si es menor de 
dieciocho años de edad o no es la persona damnificada. 


Artículo 95. (Puesta en conocimiento).- Basta la simple 
mera puesta en conocimiento del hecho denunciado para 
que la policía deba actuar. 


Artículo 96. (Formalidad administrativa).- La formali- 
dad administrativa de la denuncia puede ser previa, simul- 
tánea o posterior a la misma, pero nunca será un requisito 
imprescindible para la inmediata actuación policial. 


La policía debe actuar en forma inmediata y con la mayor 
diligencia para impedir o reprimir cualquier hecho ilícito, y 
luego proceder a la documentación de la denuncia. La 
información necesaria e imprescindible para fundamentar la 
actuación primaria no debe impedir, bajo ninguna circuns- 
tancia, la actuación policial. 


Artículo 97. (Atención a la persona denunciante).- El 
personal policial no desestimará ninguna denuncia, aunque 
el hecho denunciado no pertenezca a su jurisdicción. En 
todo caso deberá atender correcta y respetuosamente al 
denunciante, tomando conocimiento del hecho y enterando 
a su superior, alos efectos que éste disponga el trámite que 
corresponda. 


Artículo 98. (Denuncia escrita).- Si el compareciente 
presenta denuncia escrita, la policía debe recibirla con las 
formalidades del caso y, oportunamente, enterar al Juez 
competente. 


Artículo 99. (No exigencia de denuncia escrita).- El 
personal policial no puede exigir en ningún caso una denun- 
cia escrita como requisito previo a su actuación. Ante 
alguna duda al respecto, el personal policial actuante ente- 
rará al superior a cargo del servicio, quien, en sucaso, podrá 
enterar y/o consultar al Juez competente. 


Artículo 100. (Resolución de situaciones).- De plan- 
tearse algún conflicto o cuestionamiento con o por parte del 
denunciante, el personal policial actuante enterará de inme- 
diato al superior a cargo del servicio, quien adoptará las 
decisiones pertinentes, previa comunicación al Juez com- 
petente, estándose a lo que éste resuelva en definitiva. 


Artículo 101. (Abstención de comentarios).- El perso- 
nal policial se abstendrá de hacer comentarios sobre aspec- 
tos de la denuncia, presuntos autores u otro tipo de infor- 
mación relativa a la misma. 
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Artículo 102. (Prioridades de actuación).- El personal 
policial no dispensará ningún tipo de tratamiento 
discriminatorio ni dará prioridad alos procedimientos sobre 
la base de la condición social, económica o de cualquier otra 
índole de la persona denunciante. 


El personal policial atenderá en forma inmediata los 
hechos denunciados que, por su gravedad, impliquen tomar 
medidas urgentes para asistir ala víctima, impedir la conti- 
nuación de la actividad delictiva, preservar elementos pro- 
batorios o perseguir a los presuntos autores del ilícito. 


Artículo 103. (Identificación del personal policial ac- 
tuante).- El personal policial actuante, a requerimiento de la 
persona denunciante, debe proceder a identificarse, pro- 
porcionando su grado, nombre y apellido y número de 
funcionario, así como exhibiendo la identificación que lo 
acredita como tal cuando le sea solicitada. 


Artículo 104. (Constancia).- La policía debe extender a 
toda persona que realiza una denuncia una constancia 
escrita de la misma. 


Artículo 105. (Dela reserva de la denuncia).- La policía 
mantendrá absoluta reserva del desarrollo de la investiga- 
ción a que diere lugar la denuncia y de la identidad de la 
persona denunciante, víctimas, testigos, y Otras personas 
presuntamente involucradas en los hechos denunciados. 


En especial, la policía no debe concurrir al domicilio de 
la persona denunciante para realizar cualquier diligencia 
referida a los hechos denunciados. En caso que sea nece- 
sario convocar a la misma a la dependencia policial para 
ampliar o aclarar cualquier aspecto de la denuncia, la cita- 
ción deberá realizarse por personal policial de particular o 
através de comunicación telefónica si ello fuera posible, de 
forma tal que se garantice la máxima reserva para la seguri- 
dad de la persona denunciante y de su familia. 


Artículo 106. (Denuncias que no determinen interven- 
ción policial).- En caso de denuncias que, prima facie, por 
su naturaleza no determinen la intervención policial, el 
policía actuante informará al superior a cargo del servicio. 
En caso de duda, se dará cuenta de inmediato al Juez 
competente, estándose a lo que éste disponga. 


Sin perjuicio de lo anterior, en todo caso, se brindará a 
la persona denunciante la información necesaria respecto al 
organismo público o institución privada donde puede diri- 
gir la denuncia referida. 


Artículo 107. (Falta de documento de identidad).- La 
falta de documento que permita identificar a la persona 
denunciante no impedirá el accionar de la policía respecto 
al hecho denunciado. 


Artículo 108. (Responsabilidad de la policía).- Por los 
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dichos y testimonios del denunciante, incluso indocumen- 
tado, se realizará el procedimiento correspondiente. En 
caso que los hechos denunciados sean falsos, no se con- 
figurará ningún tipo de responsabilidad respecto del perso- 
nal policial actuante. 


Artículo 109. (Identificación de la persona denuncian- 
te indocumentada).- Cuando la persona denunciante esté 
indocumentada y no exista ningún otro medio de comprobar 
su identidad, deberá requerírsele, junto a su firma, laimpre- 
sión dígito-pulgar. 


Artículo 110. (Falta de documentación de los efectos 
involucrados en hechos denunciados).- No será impedimen- 
to para el accionar policial el hecho de que la persona 
denunciante carezca de la documentación de los bienes 
involucrados en los hechos denunciados. 


En estos casos, de producirse la recuperación de bienes 
involucrados en la denuncia, si la persona denunciante 
reconoce los mismos como de su propiedad, se enterará a la 
Justicia competente. 


De igual forma se procederá cuando exista toda la docu- 
mentación necesaria de los bienes mencionados. 


Artículo 111. (Entrega bajo recibo).- Todas las devolu- 
ciones de bienes involucrados en los hechos denunciados 
que sean recuperados por la policía, se harán a su propie- 
tario bajo recibo. 


Artículo 112. (Formalidades administrativas del reci- 
bo).- En los recibos deberá hacerse constar el detalle de los 
bienes que se devuelven; la autoridad judicial que dispuso 
la devolución; la firma del superior responsable del servicio 
y de la persona denunciante. 


Los recibos se confeccionarán en cuatro copias: original 
para el denunciante, copia para la Justicia competente y las 
restantes para archivo en la dependencia policial. 


SECCION II 
LA ESCENA DEL HECHO 


Artículo 113. (Concepto de escena del hecho).- Se en- 
tiende por escena del hecho a los efectos de esta ley, el lugar 
físico donde ha ocurrido un hecho que determine la inter- 
vención policial. 


Artículo 114. (Preservación de la escena del hecho).- 
La policía debe disponer las medidas necesarias para la 
preservación de la escena del hecho, enterando de inmedia- 
to al Juez competente. 


Artículo 115. (Intervención de la defensa en la escena 
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del hecho y en las pericias realizadas por la Policía Técni- 
ca).- La intervención de abogados defensores en la escena 
del hecho y en las pericias a cargo de la Policía Técnica 
puede ser ordenada exclusivamente por el Juez competente. 


Artículo 116. (Personal policial responsable de la pre- 
servación de la escena del hecho).- El personal policial que 
llegue primero a la escena del hecho será responsable de su 
preservación. De inmediato enterará a sus superiores y 
solicitará el apoyo necesario, debiendo tomar nota de sus 
primeras observaciones. 


Una vez constituido el Juez competente en la escena del 
hecho, éste dirigirá el cumplimiento de las diligencias res- 
pectivas. 


Artículo 117. (Primeras diligencias).- El personal po- 
licial deberá, antes que cualquier otra diligencia, prestar 
atención a la víctima en la escena del hecho. Si la misma se 
encuentra presumiblemente con vida, deberá procurarle los 
primeros auxilios. De tener que movilizar el cuerpo, anotará 
la posición en que se encontraba el mismo y otros detalles 
que ayudarán a reconstruir la escena posteriormente. 


Artículo 118. (Asistencia a la víctima y responsabili- 
dad dela policía).- La policía no será responsable por la fuga 
del presunto autor del hecho que determine su intervención 
si debe asistir a la víctima en el caso de que no haya quien 
le preste auxilio o colaboración. 


Artículo 119. (Persecución del autor).- En caso de que 
la víctima cuente con auxilio de terceros ono lo necesite, sin 
descuidar la escena del hecho, la policía procederá a la 
detención del presunto autor del ilícito o a su persecución. 


Artículo 120. (Protección de los indicios).- El personal 
policial tomará los recaudos para impedir el deterioro de la 
escena del hecho, protegiendo los indicios de posibles 
alteraciones por factores climáticos o de otra naturaleza. 
Para ello, deberá aislar la escena en un radio mayor al de la 
misma, mientras se produce la llegada al lugar de sus supe- 
riores, Policía Técnica y demás autoridades competentes. 


Artículo 121. (Facultades para detener o conducir).- 
Los procedimientos de detención y/o conducción de perso- 
nas en la escena del hecho se regirán por lo dispuesto en los 
artículos 47, 48 y 49 de la presente ley. 


Artículo 122. (Incomunicación en la escena del hecho).- 
De ser necesario, el personal policial procederá a la incomu- 
nicación, como medida de urgencia (artículo 75 de la pre- 
sente ley), sobre la víctima, el presunto autor y los testigos, 
a quienes identificará debidamente, procurando, en lo po- 
sible, que no se alejen del lugar hasta la llegada del superior 
a cargo del servicio y/o del Juez competente. 


Artículo 123. (Intervención de peritos criminalísticos 
policiales).- Los peritos criminalísticos de la Policía Nacio- 
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nal podrán estar presentes en las pericias que se ordenen 
por la Justicia competente para el esclarecimiento de los 
hechos investigados. 


SECCION III 
ALLANAMIENTO y REGISTRO DOMICILIARIO 


Artículo 124. (Principio general).- Entre la salida y la 
puesta del sol, solamente se podrá ingresar a una morada 
con orden escrita del Juez competente. En horas de la noche, 
se requiere el consentimiento de la persona adulta jefe o jefa 
de hogar (artículo 11 de la Constitución de la República), 
sin perjuicio de la comunicación inmediata al Juez compe- 
tente, de acuerdo al artículo 6” de esta ley. 


Artículo 125. (Facultades de la orden de allanamien- 
to).- La policía deberá conducir a dependencias policiales a 
las personas presuntamente involucradas en hechos 
delictivos que se encuentren en la morada allanada, aunque 
la orden de allanamiento no incluya la orden de detención, 
dando cuenta de inmediato al Juez competente, conforme al 
artículo 6” de la presente ley. 


Artículo 126. (Allanamiento sin presencia de perso- 
nas mayores de edad o en ausencia de moradores).- Si el 
Juez ordena el allanamiento en una vivienda y no seencuen- 
tran personas mayores de edad en la misma, o en caso de 
ausencia total de sus moradores, la diligencia se realizará 
por el personal superior a cargo del servicio. En todo caso 
se dejará constancia en acta de lo actuado con la firma de 
dos testigos, disponiéndose de un cerrajero para las dili- 
gencias del caso cuya actuación quedará documentada en 
el acta. En todo caso se elevará informe circunstanciado al 
Juez competente. 


Artículo 127. (Limitaciones y medidas de seguridad).- 
En todos los casos, se velará por la seguridad de las 
personas involucradas y se procurará ocasionar el menor 
daño posible a bienes u objetos que se encuentren en la 
morada allanada. Del resultado de lo actuado se enterará al 
Juez competente. 


Artículo 128. (Incautación en un allanamiento).- La or- 
den de allanamiento debe autorizar la incautación de cual- 
quier objeto o artículo vinculado a los hechos investigados 
que se encuentre en la morada o como resultado del registro 
personal de quienes se encuentren en el lugar, o sobre los 
cuales la policía cuente con motivos suficientes o fundados 
respecto a su origen ilícito. 


Artículo 129. (Acta de actuación e incautación).- En 
ocasión del procedimiento policial al que se refiere el artículo 
anterior se deberá labrar acta de lo actuado e incautado. 


Artículo 130. (Formas de documentar el procedimien- 
to).- La policía puede utilizar equipos de grabación, videos, 
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cámaras fotográficas u otros, sin obviar la intervención de 
Policía Técnica y solicitar el apoyo de grupos especiales, de 
ser necesario. 


Artículo 131. (Responsabilidad del superior).- Sin per- 
juicio de lo ya expuesto, será responsabilidad del superior 
a cargo del servicio: 


A) Planificar y comandar los allanamientos. 


B) Dar órdenes precisas a sus subalternos, asignándo- 
les cometidos específicos y señalándole claramente 
los límites de su accionar. 


C) Sin descuidar la seguridad, no involucrar más perso- 
nal que el necesario. 


D) Prever el armamento y otros medios de intervención 
convenientes. 


E) Asegurar los medios de comunicación. 


F) Velar por la seguridad de las personas involucradas, 
el personal policial y los terceros circundantes. 


Artículo 132. (Limitaciones al uso de la fuerza).- El 
superior a cargo del servicio también deberá actuar de 
acuerdo a las siguientes disposiciones: 


A) No permitirá que se esgriman armas sin causa justi- 
ficada, ni que se exagere el uso de la fuerza o que el 
personal subalterno tenga actitudes violentas o in- 
convenientes. 


B) Extremará su control cuando hayan menores de edad 
en el lugar. 


C) En todo momento el personal subalterno actuará 
mediante sus órdenes. 


Artículo 133. (Límites de tiempo. Vigencia).- Las limi- 
taciones establecidas en el artículo 202 del Código del 
Proceso Penal no regirán cuando el registro o inspección se 
efectúa en lugares no destinados a una morada (artículo 203 
del Código del Proceso Penal). 


Artículo 134. (Control y prevención).- Los lugares co- 
merciales, de reunión o recreo con acceso público, podrán 
serinspeccionados sin orden judicial. Cumplida la diligen- 
cia, se informará de inmediato al Juez competente. 


Artículo 135. (Inspecciones oculares).- La policía está 
facultada a efectuar inspecciones oculares en los locales 
destinados a hospedaje, como pensiones, hoteles y afines, 
con el fin de comprobar los movimientos de población 
flotante y verificar la identidad de los pasajeros. El ingreso 
a las habitaciones de los huéspedes se regirá por lo dis- 
puesto en la sección III del presente capítulo. 
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SECCIONIV 


INGRESO A MORADA EN CASOS DEEXTREMA 
NECESIDAD 


Artículo 136. (Requisitos para el ingreso policial a 
una morada en casos de extrema necesidad).- En circuns- 
tancias límites, por razones de interés general (artículo 7” de 
la Constitución de la República), configurada la hipótesis 
de extrema necesidad y como última ratio, se prescindirá del 
consentimiento del jefe o jefa de hogar o de la orden judicial 
para el ingreso a una morada, siempre que ocurran los 
siguientes extremos: 


A) la existencia de un peligro cierto, grave e inminente 
respecto de los ocupantes; 


B) la imposibilidad de evitarlo por otros medios; 


C) que el ingreso tenga como única finalidad evitar o 
detener la producción del daño; 


D) la comunicación inmediata, relativa al ingreso y sus 
resultados, a la Justicia competente, en los términos 
del artículo 6” de la presente ley. 


En estos casos, configurada la hipótesis de extrema 
necesidad y otorgadas las garantías del caso, se presumirá, 
salvo prueba en contrario, el pleno cumplimiento de la ley 
(artículo 28 del Código Penal). 


Bajo su más seria responsabilidad, el personal policial 
actuante tendrá en cuenta que, conforme a lo dispuesto en 
el literal C) del inciso primero de este artículo, en ningún 
caso el ingreso a una morada en las referidas circunstancias 
lo habilita a realizar procedimientos de allanamiento o regis- 
tro domiciliario. 


SECCION V 
PRESTACION DE GARANTIAS 


Artículo 137. (Concepto).- Por prestación de garantías 
se entiende el apoyo que presta la policía a requerimiento 
de autoridades públicas nacionales o departamentales para 
el cumplimiento de diligencias específicas. 


Del mismo modo, integra el concepto de prestación de 
garantías el apoyo que presta la policía a solicitud de 
cualquier persona física o jurídica con la anuencia del Juez 
competente. 


Artículo 138. (Orden del superior a cargo del servi- 
cio).- Si la prestación de garantías la realiza el personal 
subalterno, la cumplirá siempre a partir de la orden del 
superior a cargo del servicio, el que deberá proporcionarle 
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directivas precisas y concretas para su cumplimiento, asig- 
nándole el apoyo que fuere necesario. 


Artículo 139. (Tipos de prestación de garantías).- El 
superior a cargo del servicio ordenará una prestación de 
garantías: 


A) De oficio, para evitar un daño superior al que se 
pretende evitar. 


B) A requerimiento de autoridades públicas nacionales 
o departamentales. 


C) Por orden de la Justicia competente. 


D) A iniciativa de la policía y con autorización de la 
Justicia competente. 


E) A requerimiento de una o más personas físicas o 
jurídicas, siempre que medie autorización judicial. 


Artículo 140. (Responsabilidad de las operaciones).- 
En los casos que la prestación de garantías obedezca a las 
causales identificadas en los literales B), C), D) y E) del 
artículo 139, una vez solicitada la misma el personal policial 
solamente cumplirá las órdenes operativas emitidas por el 
superior a cargo del servicio. 


El superior a cargo del servicio asumirá la responsabili- 
dad exclusiva de la planificación y operación de las accio- 
nes que estime adecuadas disponer de acuerdo a las cir- 
cunstancias del caso. 


Artículo 141. (Actuación de la policía).- El superior a 
cargo del servicio advertirá al personal actuante que no 
debe tomar posición a favor de una de las partes en conflic- 
to, indicándole con claridad los límites de su accionar. 


Conforme al inciso anterior, el personal actuante debe 
ser imparcial. Ello implica actuar en forma objetiva, ajustado 
alas directivas que le fueran impartidas, no involucrándose 
en la problemática del procedimiento. 


Artículo 142. (Control del superior a cargo del servi.- 
cio).- El superior a cargo del servicio controlará lo actuado 


dejando debida constancia en el parte policial y enterando 
a la Justicia competente. 


CAPITULO VI 


PROCEDIMIENTOS DE PREVENCION Y CONTROL EN 
VEHICULOS Y CONDUCTORES 


SECCION I 
CONTROL DE VEHICULOS Y CONDUCTORES 


Artículo 143. (Facultades de la policía).- La policía pue- 
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de realizar los controles, registros y detención de vehícu- 
los, en cumplimiento de sus funciones de prevención, como 
encargada de hacer cumplir la ley y auxiliar de la Justicia. 


Artículo 144. (Espirometría).- Se puede investigar a 
cualquier persona que conduzca un vehículo ante la even- 
tual presencia y concentración de alcohol u otras drogas en 
su organismo através del procedimiento de espirometría. Al 
conductor que se rehusare a los exámenes antes referidos 
se le retendrá la libreta de conducir y se le advertirá que la 
negativa supone presunción de responsabilidad en la vio- 
lación de las normas de reglamentación de tránsito. 


Artículo 145. (Casos de accidentes graves o fatales).- 
Cuando ocurran accidentes de tránsito con víctimas o falle- 
cidos, se someterá preceptivamente a los conductores de 
los vehículos involucrados alos exámenes mencionados en 
el artículo anterior. 


Artículo 146. (De las pruebas corporales).- De ser ne- 
cesarias pruebas corporales (sangre, orina, semen, cabello, 
piel, ADN u otras), las mismas deben ser ordenadas por el 
Juez competente y practicadas por los peritos que éste 
designe. 


Artículo 147. (Aliento alcohólico).- Constatada la exis- 
tencia de aliento alcohólico en el conductor de un vehículo, 
la policía puede impedirle reanudar la marcha y conducirlo 
a la dependencia policial para someterlo a la prueba de 
espirometría, enterando al Juez competente del resultado de 
la misma y estándose a lo que éste disponga. 


Artículo 148. (Controles de rutina).- La policía podrá 
llevar a cabo la prueba de espirometría en el lugar de la 
detención del conductor. En caso que el mismo no supere 
los límites permitidos según las normas vigentes, se auto- 
rizará al conductor intervenido a reanudar la marcha, de- 
biéndose dejar constancia de lo actuado. 


Artículo 149. (Casos de presunta ebriedad del conduc- 
tor).- En los casos que se presuma la ebriedad de un 
conductor, la policía podrá detenerlo y someterlo al proce- 
dimiento antes reseñado, enterando de inmediato al Juez 
competente, y estándose a lo que éste disponga. 


SECCION II 


PERSECUCION Y DETENCION DE VEHICULOS 
SOSPECHOSOS 


Artículo 150. (Responsabilidad del superior responsa- 
ble del servicio).- El superior responsable del servicio de- 
berá instruir adecuadamente al personal subalterno respec- 
to a que las acciones a que se refiere la presente sección se 
desarrollarán en el marco de lo dispuesto por el artículo 40 
de la presente ley. 
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Artículo 151. (Actitudes prohibidas del personal poli- 
cial).- Conforme a lo dispuesto en el artículo anterior, el 
personal policial no debe asumir este tipo de procedimiento 
a partir de impulsos personales, fuera del marco de cumpli- 
miento de las órdenes recibidas. En todo caso debe asumir 
su obligación de evitar daños mayores a los que pretende 
evitar, y tener presente que siempre deberá rendir cuenta 
del resultado de su accionar. 


Artículo 152. (Uso del arma de fuego y otros medios).- 
Sólo se podrá usar el arma de fuego, la fuerza física u otros 
medios de coacción, estrictamente de acuerdo con lo dis- 
puesto en el título Il, capítulo I de la presente ley. 


Artículo 153. (Responsabilidad del superior a cargo 
del procedimiento).- El superior a cargo del procedimiento 
deberá ordenar, dirigir y controlar el operativo, disponien- 
do del apoyo armado pertinente al personal que tomará 
contacto directo con los presuntos infractores. Será res- 
ponsable por las consecuencias de lo actuado, por los 
excesos o errores. 


Artículo 154. (Advertencia policial).- La policía procu- 
rará, en todos los casos, advertir al conductor del vehículo 
que se pretende detener para que el mismo pueda tener 
adecuado conocimiento de la condición de policías del 
personal actuante. 


Artículo 155. (Precaución).- En el momento de dispo- 
nerse ala persecución de un vehículo, es indispensable que 
la policía se asegure que el mismo está requerido, o que 
existen datos fidedignos de que el mismo ha participado en 
un hecho delictivo. 


Artículo 156. (Mesa Central de Operaciones).- En to- 
dos los casos de persecución se informará inmediatamente 
ala Mesa Central de Operaciones, proporcionando la mayor 
cantidad de datos posibles. Al mismo tiempo, se procurará 
no perder de vista el vehículo involucrado para, con el 
apoyo de otras unidades y efectivos, lograr la detención de 
la manera menos riesgosa posible. 


Artículo 157. (Límites de velocidad).- El personal poli- 
cial que participa en el procedimiento no debe exceder los 
límites razonables de velocidad en la persecución de un 
vehículo, si ello puede comprometer el dominio del vehículo 
policial. 


Artículo 158. (Responsabilidad en el procedimiento).- 
Si se pierde de vista el vehículo perseguido se informará de 
ello a la Mesa Central de Operaciones. El personal policial 
actuante no será responsable si dicho resultado es la con- 
secuencia de un accionar que haya priorizado evitar un 
daño mayor al que se pretende evitar. 


Artículo 159. (Uso del sistema de emergencias).- Pre- 
via comunicación y autorización de la Mesa Central de 
Operaciones, se hará uso discrecional de los sistemas de 
emergencias, recordando siempre que ello no exime al perso- 
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nal policial actuante de responsabilidad en caso de acci- 
dentes o daños, conforme a la normativa de tránsito vigen- 
te. 


CAPITULO VU 


ARMAMENTO REGLAMENTARIO, EQUIPOS UOTROS 
MEDIOS 


Artículo 160. (Concepto de equipo reglamentario).- Por 
equipo reglamentario, a los efectos de esta ley, se entiende 
todo aquel que está expresamente establecido y ordenado 
en un reglamento orgánico. 


Artículo 161. (Armas de fuego de uso reglamentario en 
la policía).- Las armas de fuego de uso reglamentario son 
exclusivamente aquellas que las autoridades competentes 
del Estado proveen al personal policial según su jerarquía 
y especialidad operativa. Pueden distinguirse en armas 
cortas O largas, automáticas o no. 


Artículo 162. (Armas de fuego prohibidas).- Está ex- 
presamente prohibido el uso de armas de fuego que no sean 
las que proveen las autoridades competentes del Estado, ni 
aquellas cuyo calibre y munición no esté debidamente 
reglamentado para el servicio, salvo expresa y fundada 
autorización por escrito del comando policial respectivo. 


Artículo 163. (Otras armas de uso reglamentario).- 
Está autorizado el uso del bastón policial o "tonfa", confor- 
me a los reglamentos e instructivos que rigen su forma y 
uso. 


Artículo 164. (Otras armas prohibidas).- Queda prohi- 
bido terminantemente el uso de cualquier otro tipo de arma 
contundente, como ser: cachiporras de metal (de las llama- 
das extensibles), con bola de metal en su extremo, etcétera. 
Tampoco se permite el uso de cualquier otra arma que no 
esté reglamentada o autorizada por el comando policial 
respectivo, aun en los casos que su venta sea libre al 
público. 


Queda prohibido asimismo el uso de cualquier otro tipo 
de arma para el servicio, como cuchillos, hachas o similares, 
salvo en aquellas unidades policiales especiales (bombe- 
ros, grupos tácticos) que, debido a su operativa, puedan ser 
autorizados a ello por el comando policial respectivo. 


Artículo 165. (Uso de gas químico u orgánico).- Se au- 
toriza el uso de gas químico u orgánico en la medida que sea 
provisto al personal por las autoridades competentes del 
Estado, y esté autorizado su uso por el comando policial 
respectivo. 


Artículo 166. (Uso racional y responsable).- Del uso 
racional, necesario y proporcional del gas químico u orgá- 
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nico será responsable el personal policial actuante, el que 
deberá recibir instrucción previa al respecto. 


Artículo 167. (Uso de equipamiento neutralizante no 
letal).- El personal policial está autorizado para la utiliza- 
ción del equipamiento neutralizante no letal denominado 
"stun guns” y "stun baton", con función de disuasión, 
defensa y protección. 


Dichos dispositivos podrán ser utilizados por el perso- 
nal policial, previa capacitación, y en aquellos casos o 
situaciones en los que se requiera proceder a neutralizar a 
un individuo, ya sea por su peligrosidad o resistencia, a fin 
de evitar un daño propio O ajeno. 


Los distintos servicios, en particular los establecimien- 
tos carcelarios y centros de reclusión del país y las corres- 
pondientes unidades ejecutoras, instruirán al personal so- 
bre la forma y condiciones de la utilización de los mismos, 
así como también dispondrán quienes están autorizados a 
emplearlos. 


Artículo 168. (Uso de esposas como medio de conten- 
ción y defensa).- Está autorizado el uso de esposas. Las 
mismas no se consideran un arma sino un medio de conten- 
ción. 


En caso de ser necesario para evitar daños al personal 
policial o terceros, podrán utilizarse esposas en adolescen- 
tes detenidos por su participación en hechos tipificados 
como infracciones a la ley penal. 


Artículo 169. (Otros medios de protección).- Está au- 
torizado el uso de cascos, escudos, chalecos y todo otro 
tipo de protección no agresiva para la seguridad de los 
policías actuantes. 


Artículo 170. (Uniformes, insignias, distintivos jerár- 
quicos, etcétera).- Su uso se regirá por el reglamento de 
uniformes, de acuerdo a las jerarquías y especialidades 
policiales. 


Artículo 171. (Uso de otros uniformes).- Se autoriza el 
uso de uniformes "orgánicos", "de tareas" o "internos" 
para unidades especiales o centros docentes policiales. 


CAPITULO VII 


APLICACIÓN Y OBSERVANCIA DE LA PRESENTE 
LEY 


Artículo 172. (Responsabilidades por incumplimien- 
to).- El incumplimiento de las normas establecidas en la 
presente ley tendrá como consecuencia la aplicación de las 
sanciones administrativas que correspondan, sin perjuicio 
de las responsabilidades penales y/o civiles que puedan 
determinarse por la Justicia. 
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Específicamente, el incumplimiento de las normas de 
naturaleza prohibitiva constituye falta grave a los efectos 
disciplinarios. 


Artículo 173. (Capacitación e información).- El Minis- 
terio del Interior tiene la obligación de capacitar e informar 
adecuadamente al personal policial para el cumplimiento de 
las responsabilidades que le impone la presente ley. 


Artículo 174. (Denuncias por mal funcionamiento del 
servicio policial).- El Poder Ejecutivo reglamentará el pro- 
cedimiento de presentación, recepción e investigación de 
denuncias ante la Fiscalía Letrada de Policía del Ministe- 
rio del Interior, en cualquier caso de mal funcionamiento del 
servicio policial por acción u omisión del personal ac- 
tuante. 


CAPITULO IX 
DISPOSICIONES FINALES Y TRANSITORIAS 


Artículo 175. (Derogaciones).- Se derogan todas las 
disposiciones legales y reglamentarias que se opongan a lo 
dispuesto en la presente ley. 


Sala de la Comisión, 17 de octubre de 2007. 


GUSTAVO BERNINI, Miembro Infor- 
mante, DIEGO CANEPA, EDGARDO 
ORTUÑO, JAVIER SALSAMENDI, 
JORGEZÁS FERNANDEZ, GUSTAVO 
BORSARI BRENNA, con salvedades 
que expondrá en Sala, JUAN CURBELO, 
con salvedades, que expondrá en Sala, 
LUIS ALBERTO LACALLE POU, con 
salvedades que expondrá en Sala” 


CAMARA DESENADORES 


PROYECTO DE LEY SUSTITUTIVO 
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CAPITULOI 
PRINCIPIOS GENERALES 


Artículo 1”. (Del alcance de la presente ley). Las 
disposiciones incorporadas a la presente ley se aplicarán al 
personal policial que cumple funciones ejecutivas, confor- 
me al marco establecido por la Constitución de la República, 
los Tratados Internacionales sobre la materia ratificados 
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por la República, la Ley Orgánica Policial y demás normas 
cuya vigencia efectiva está encomendada al contralor de la 
Policía Nacional. 


Artículo 2”. (Atribuciones). El servicio policial ejercerá, 
en forma permanente e indivisible, las actividades de obser- 
vación, información, prevención, disuasión y represión. 


El objetivo de las actividades referidas es impedir y, en 
su caso, reprimir, la comisión de delitos, faltas o infraccio- 
nes, procediendo a la detención de los autores de las 
mismas para someterlos a la Justicia competente en los 
plazos y condiciones legalmente establecidos, acompañan- 
do las pruebas correspondientes. 


El servicio policial también cumplirá las órdenes de 
libertad emitidas por la Justicia competente, y remitirá alos 
establecimientos de detención a las personas que ésta 
disponga, con las condiciones de seguridad que, previo 
estudio técnico, determine la autoridad penitenciaria. 


Artículo 3”. (Fases de la actuación policial). Las fases 
del accionar de la policía son la observación, la prevención, 
la disuasión y, excepcionalmente, la represión cuando sea 
necesario para garantizar los derechos individuales de to- 
dos los habitantes de la República consagrados en el marco 
jurídico constitucional y legal vigente. 


A los efectos de esta ley: 


A) Observación es la acción policial de vigilancia pasiva 
que tiene por finalidad detectar, analizar, procesar y 
utilizar información sobre situaciones que, eventual- 
mente, puedan constituir actividades presuntamente 
ilícitas, incidir en la iniciación del proceso delictivo 
O alterar la seguridad ciudadana. 


B) Prevención policial es el conjunto de medidas técni- 
co operativas para incidir en forma temprana sobre 
los factores que favorecen la violencia interpersonal 
y social y constituyen delitos, infracciones o faltas, 
disminuyendo los riesgos y posibilidades de ocu- 
rrencia de los mismos. 


C) Disuasión es la acción policial de vigilancia activa 
que ejerce la policía cuando ya se ha instalado una 
situación que afecta la seguridad ciudadana que 
puede derivar en acciones ilícitas que generen daños 
mayores. Previo al uso de la fuerza legítima, la policía 
deberá agotar los medios disuasivos adecuados que 
estén a su alcance, como el diálogo y la negociación 
con las personas involucradas. 


D) Represión es la acción policial que implica el uso de 
la fuerza física y las armas de fuego o cualquier otro 
medio material de coacción, en forma racional, pro- 
gresiva y proporcional, a los efectos de restablecer 
el estado de cosas anterior a la conducta ilícita que 
lo ha alterado. 
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E) Consumada la fase represiva, el uso de la fuerza debe 
cesar de inmediato, una vez que el orden haya sido 
restablecido y los presuntos infractores del derecho 
protegido dejen de ofrecer resistencia. A partir de 
ese momento, se aplicarán las medidas de seguridad 
necesarias, sin perjuicio de brindar atención médica 
o de otro tipo, a quien la necesite. 


Artículo 4”. (Principios de actuación policial). 


1) En el cumplimiento de su deber, y como encargados 
de hacer cumplir la ley, el personal policial respetará 
y protegerá los derechos humanos de todas las per- 
sonas. 


2) El personal policial tratará a todas las personas que 
requieran sus servicios de manera diligente, correcta 
y respetuosa, sin ningún tipo de discriminación por 
razones de edad, género, etnia, religión, posición 
económica o social, o de cualquier otra índole. 


3) En todo momento, el personal policial debe cumplir 
las obligaciones que le impone el Código de conduc- 
ta para funcionarios encargados de hacer cumplir la 
ley, aprobado por la Asamblea General de las Nacio- 
nes Unidas (Resolución 34/169, de 17 de diciembre de 
1979). 


Artículo 5”. (Procedimientos con niños, niñas o adoles- 
centes). 


A) En procedimientos con adolescentes infractores o, 
niños o niñas que vulneren derechos de terceros, la 
policía aplicará en su totalidad las normas de actua- 
ción contenidas en la presente ley, con excepción de 
los procedimientos especiales que disponga el Có- 
digo de la Niñez y la Adolescencia (Ley N* 17.823, 
de 7 de setiembre de 2004) y de lo que expresamente 
se establezca sobre la materia en la presente ley. 


B) En procedimientos con niños, niñas o adolescentes 
con derechos vulnerados se actuará conforme a lo 
dispuesto por el referido Código, en estrecha coor- 
dinación con el Instituto del Niño y Adolescente del 
Uruguay (INAU). 


C) El Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay 
(INAU) dará cuenta de inmediato a la policía de las 
fugas de adolescentes infractores de la ley penal de 
los establecimientos a su cargo. 


Artículo 6”. (Comunicación inmediata al Juez compe- 
tente). En los casos señalados expresamente en esta ley, se 
entiende por comunicación inmediata aquella que contiene 
la información imprescindible para que el Juez pueda obte- 
ner una clara representación de lo actuado, contando con 
los elementos primarios necesarios para tomar la decisión 
que a su juicio corresponda. 
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El plazo para la comunicación inmediata al Juez compe- 
tente en estos casos, no podrá ser superior a las dos horas, 
contadas a partir del momento en que se produce la actua- 
ción policial. 


CAPITULO II 
ELMANDOPOLICIAL 


Artículo 7”. (Concepto de disciplina). La disciplina es 
la relación jurídica que vincula el derecho de mandar y el 
deber de obedecer. Esla base imprescindible para el cumpli- 
miento orgánico profesional de las atribuciones de la Poli- 
cía Nacional. 


Artículo 8”. (Manifestación de la disciplina y límites a 
la obediencia debida). La disciplina policial se manifiesta en 
la subordinación de grado a grado y por el respeto y la 
obediencia sin dilaciones a la orden legítima del superior. 


El personal policial tiene especialmente prohibido cum- 
plir órdenes manifiestamente ilegales o que atenten contra 
los derechos humanos o el sistema republicano democráti- 
co de gobierno. En estos casos, la obediencia a una orden 
superior nunca será considerada como eximente o atenuan- 
te de responsabilidad. 


Artículo 9”. (Concepto de mando). El mando es la facul- 
tad reglamentaria que tiene el superior sobre sus subordi- 
nados e implica la capacidad de tomar las decisiones ade- 
cuadas, desde el punto de vista técnico profesional, frente 
a cada circunstancia, con rapidez y seguridad. 


Artículo 10. (La autoridad del superior). La autoridad 
del superior emana de la aceptación del deber y de su propio 
valor como profesional que aplica su autoridad en el marco 
y para el cumplimiento de la Constitución y de la ley. 


Artículo 11. (Concepto de subordinación). La subordi- 
nación es la sujeción jurídica marcada por la dependencia 
orgánica funcional. Por ser la esencia de la disciplina, es la 
primera obligación y cualidad del personal policial. 


Artículo 12. (Obediencia al superior en grado). Todo 
integrante del personal policial debe obediencia al superior 
en el marco del artículo 8” de esta ley. A igualdad de grado, 
existe subordinación del policía de menor antigijedad hacia 
el funcionario más antiguo en lo que concierne al servicio. 


Artículo 13. (Relaciones de superioridad y dependen- 
cia). 


A) Jerarquía ordinaria o de grado: Será determinada por 
la autoridad competente, de acuerdo a lo establecido 
en la Escala Jerárquica Policial que se detalla en la 
Ley Orgánica Policial. 


ASAMBLEA GENERAL 


A.G.-107 


B) Jerarquía accidental o de destino: Se constituye por 
la superioridad que, en ciertos casos, corresponde a 
un integrante del personal policial sobre sus iguales 
en grado ordinario. La misma se ejerce por razón del 
lugar en que se encuentre y de las funciones que 
desempeñe. 


C) Jerarquía extraordinaria o de servicio: Se confiere al 
integrante del personal policial que ejerce la direc- 
ción de lo concerniente al desempeño de una diligen- 
ciao al servicio que la motiva, invistiéndolo al efecto, 
de autoridad sobre sus iguales en grado ordinario o 
accidental. 


TITULOS 


PARTE ESPECIAL 


CAPITULOI 


DEL USO DE LA FUERZA FISICA, LAS ARMAS 
UOTROS MEDIOS DE COACCIÓN 


Artículo 14. (Seguridad estrictamente necesaria). El 
personal policial tendrá presente en todo momento que 
solamente se adoptarán las medidas de seguridad defensi- 
vas u ofensivas estrictamente necesarias para el cumpli- 
miento de su función, de acuerdo a la normativa vigente. 


Artículo 15. (Torturas o tratos crueles, inhumanos o 
degradantes). El personal policial tiene especialmente pro- 
hibido inflingir, instigar o tolerar torturas o tratos crueles, 
inhumanos o degradantes sobre cualquier persona. En el 
marco del artículo 8” de la presente ley, en ningún caso 
podrá invocar la orden de un superior o circunstancias 
especiales, como amenazas a la seguridad interna o inesta- 
bilidad política o social para justificar tales conductas, 
propias o de terceros. 


Artículo 16. (Atención a personas bajo custodia poli- 
cial). El personal policial asegurará la plena protección de 
la salud e integridad física de quienes estén eventualmente 
bajo su custodia. En particular, tomará medidas inmediatas 
para proporcionar atención médica y/o psicológica cuando 
sea necesario. 


Artículo 17. (Uso de la fuerza). El personal policial 
solamente podrá usar la fuerza legítima cuando sea estric- 
tamente necesario y en la medida que lo requiera el desem- 
peño de sus tareas, conforme a lo preceptuado en esta ley. 


Artículo 18. (Principios que rigen el uso de la fuerza). 
El uso de la fuerza, incluyendo los distintos tipos de armas, 
debe ser moderado, racional, progresivo y proporcional, 
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considerando el riesgo a enfrentar y el objetivo legítimo que 
se persiga. 


Artículo 19. (Uso de medios no violentos). La policía en 
el desempeño de sus funciones utilizará medios no violen- 
tos antes de recurrir al empleo de la fuerza física, medios de 
coacción o armas de fuego, los que se utilizarán solamente 
cuando los primeros resulten ineficaces o no garanticen el 
logro del resultado previsto mediante la acción policial. 


Artículo 20. (Oportunidad para el uso de la fuerza). La 
policía hará uso de la fuerza legítima para cumplir con sus 
cometidos cuando: 


A) No sea posible proteger por otros medios los dere- 
chos de los habitantes establecidos en la Constitu- 
ción de la República. 


B) Se ejerza contra el personal policial o terceras perso- 
nas violencia por la vía de los hechos o amenazas por 
persona armada, poniéndose en peligro su integri- 
dad física. 


C) Se oponga resistencia al accionar policial en 
allanamientos, lanzamientos y otras diligencias dis- 
puestas por las autoridades competentes. 


D) No puedan inmovilizarse o detenerse de otra forma 
los vehículos u otros medios de transporte, cuyos 
conductores no obedecieren la orden de detenerse 
dada por un policía uniformado o de particular debi- 
damente identificado, o cuando se violare una barre- 
ra o valla previamente establecida por la policía. 


E) No se pueda defender de otro modo la posición que 
ocupa, las instalaciones que proteja o las personas 
a las que deba detener o conducir o que hayan sido 
confiadas a su custodia. 


F) Deba disolver reuniones o manifestaciones públicas 
que no sean pacíficas y cuando en las mismas parti- 
cipen personas armadas o que esgriman objetos de 
forma tal que puedan ser utilizados para agredir. 


En toda circunstancia, el empleo de armas de fuego se 
regirá estrictamente por lo dispuesto en los artículos 22 y 
23 de la presente ley. 


Artículo 21. (Identificación y advertencia policial). En 
las circunstancias establecidas en los artículos preceden- 
tes, el personal policial se identificará como tal y dará una 
clara advertencia de su intención de emplear la fuerza, con 
tiempo suficiente para que los involucrados depongan su 
actitud, salvo que exista inminente peligro para su vida o 
integridad física o para la de terceras personas. 


Artículo 22. (Límites para el empleo de las armas de 
fuego). En el marco establecido por el artículo 20 de la 
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presente ley, el uso de armas de fuego es una medida 
extrema. No deberán emplearse las mismas excepto cuando 
una persona ofrezca resistencia armada al accionar policial 
oponga en peligro la integridad física o la vida del personal 
policial actuante o de terceros y no se la pueda reducir o 
detener utilizando medios no letales. 


Artículo 23. (Empleo de armas de fuego). Cuando el 
empleo de armas de fuego sea inevitable, conforme con lo 
dispuesto por el artículo anterior, el personal policial, bajo 
su más seria responsabilidad: 


A) Actuará con moderación y en proporción a la grave- 
dad de la agresión o la conducta ilícita que se trate de 
reprimir. 


B) Reducirá al mínimo los daños y lesiones que pudieran 
causar al agresor. 


C) Garantizará que se preste de inmediato asistencia y 
servicio médico a las personas heridas o afectadas. 


D) Procurará que los familiares de las personas heridas 
o afectadas tomen conocimiento de lo sucedido en el 
plazo más breve posible. 


Artículo 24. (Deber de informar). Toda vez que un 
policía dispare su arma de fuego deberá informar de inme- 
diato y por escrito a su superior. 


Se exceptúan de la presente disposición los disparos 
que serealicen con fines de instrucción en establecimientos 
policiales autorizados y equipados a esos efectos. 


Artículo 25. (Comunicación al Juez). El superior res- 
ponsable del servicio deberá enterar en forma inmediata al 
Juez competente (artículo 6” de la presente ley) del resulta- 
do de la labor desarrollada por la policía según lo dispuesto 
en el presente Capítulo. 


CAPITULO II 
DELA COMUNICACION A LA JUSTICIA 


Artículo 26. (Comunicaciones regulares a la Justicia). 
Fuera de los casos expresamente establecidos en los que se 
aplica el mecanismo de comunicación inmediata dispuesto 
por el artículo 6 de la presente ley, las comunicaciones 
policiales regulares a la Justicia se realizarán según lo 
preceptuado por los artículos siguientes. 


Artículo 27. (Comunicación judicial. Procedimiento). 
La comunicación con el Juez competente se hará a través del 
superior responsable del servicio, en principio en forma 
telefónica. Eventualmente, la comunicación se hará en for- 
ma personal, ya sea por la relevancia de la noticia, porque 
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así lo ordene el Juez o por cualquier otra circunstancia que 
razonablemente así lo amerite. 


Artículo 28. (Forma de documentar la comunicación 
judicial). En todas las dependencias policiales que tengan 
contacto con la Justicia, habrá un libro de comunicaciones 
judiciales debidamente foliado. Una vez completado el mis- 
mo, se dispondrá su archivo para eventuales consultas 
futuras. 


Artículo 29. (Contenido de la comunicación). Cada co- 
municación deberá contar con la siguiente información: 
fecha y hora de la misma, nombre y turno del magistrado 
receptor, breve y específica reseña del hecho que se comu- 
nica y resolución judicial con el correspondiente número si 
éste es proporcionado. Similar procedimiento se realizará 
cuando la comunicación proceda de la sede judicial, la que 
será consignada alos registros que aesos efectos se lleven. 


TITULO HI 
LA POLICIA AUXILIAR DE LA JUSTICIA 
CAPITULOI 


DOCTRINA DE PROCEDIMIENTO 


Artículo 30. (Ponderación de los efectos de la interven- 
ción policial). En toda circunstancia, el personal policial 
debe actuar de forma tal que, racionalmente, evite generar 
un daño mayor al que pretende impedir. 


Artículo 31. (Alcances del concepto). A los efectos de 
dar cumplimiento a lo estipulado en el artículo anterior, el 
personal policial está exento de responsabilidad cuando 
actúa en legítima defensa propia o de terceros; o en cum- 
plimiento de la ley (artículos 26, 27 y 28 del Código Penal). 


CAPITULO II 


DELA PROTECCION DE LOS DERECHOS DELAS 
VICTIMAS, TESTIGOS Y PERSONAS QUE BRINDEN 
INFORMACION CALIFICADA 


Artículo 32. (Derecho a recibir la adecuada protec- 
ción). Toda víctima, testigo o persona que brinde informa- 
ción calificada a la policía, tiene derecho a recibir la adecua- 
da protección por parte de las instituciones competentes 
del Estado. 


Artículo 33. (Registro y archivo de información). La 
policía deberá llevar un registro y archivo sobre lainforma- 
ción a que se refiere el artículo anterior, procesándola y 
utilizándola para la prevención e investigación de hechos 
ilícitos. 
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Artículo 34. (Información anónima). La policía registra- 
rá también la información que tenga el carácter de anónima, 
lo que se deberá consignar como tal. 


Artículo 35. (Carácter confidencial). Toda información 
o denuncia de víctima, testigo o persona que brinde infor- 
mación calificada cuya identidad esté comprobada, se asen- 
tará en el archivo y tendrá carácter de confidencial y secre- 
ta, sólo pudiéndose revelar la misma por orden de la Justicia 
competente. 


Artículo 36. (Derecho a la información). La víctima 
tiene derecho a ser informada por la policía de todo lo 
actuado en el caso que la afecta, en la medida que ello no 
afecte u obstruya la investigación, salvo orden expresa de 
la Justicia competente. 


Cuando el denunciado o el denunciante sea funcionario 
policial, las autoridades competentes habrán de extremar 
las medidas de supervisión para garantizar el adecuado 
manejo de la información y de todo el proceso de interven- 
ción policial. 


Artículo 37. (Responsabilidad del personal policial). El 
personal policial será responsable de las medidas que se le 
ordenen para la protección de víctimas, testigos y personas 
que brinden información calificada. 


CAPITULO HI 
DETENCIONES 


Artículo 38. (Concepto de detención). Por detención se 
entiende privar de la libertad ambulatoria a una persona, 
haciéndose responsable de ella, conforme con lo estableci- 
do por el artículo 15 de la Constitución de la República y las 
leyes vigentes. 


Artículo 39. (Justificación de las medidas de seguridad 
policiales). Las medidas de seguridad policiales son aque- 
las que impiden o limitan la libertad de movimientos de una 
persona detenida. En ningún caso estas medidas afectarán 
la integridad física o la dignidad de la persona detenida. 


Las medidas de seguridad se impondrán a una persona 
detenida exclusivamente por su propia seguridad, la del 
personal policial actuante o la de terceras personas, en 
forma racional, progresiva y proporcional. 


Artículo 40. (Seguridad del personal policial). El per- 
sonal policial debe llevar a cabo cualquier detención en 
forma eficiente y con el menor riesgo posible para su vida 
o integridad física o la de los efectivos que participen en el 
procedimiento, sin aplicar la fuerza en forma innecesaria u 
ostentosa. 


Artículo 41. (Seguridad de terceros). En todas las 
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detenciones se debe tener en cuenta la seguridad de perso- 
nas ajenas al hecho que se encuentren presentes. 


Artículo 42. (Seguridad de las personas detenidas). La 
fuerza física, medios de coacción o armas de fuego deben 
utilizarse por la policía tras agotar todos los medios 
disuasivos posibles y deben cesar en forma inmediata una 
vez que la o las personas objeto del procedimiento de 
detención dejen de ofrecer resistencia, conforme con lo 
dispuesto por el Capítulo I del Título II de la presente ley. 


Sección I 
Identificación eidentidad 


Artículo 43. (Solicitud de identificación). En el marco 
de procedimientos que tienen por objeto la detención de 
personas requeridas por la Justicia competente o fugadas, 
la policía puede solicitar la identificación correspondiente 
a personas que razonablemente puedan coincidir con la 
requerida. A los efectos de confirmar la identidad manifes- 
tada por una persona, la policía podrá requerirle la exhibi- 
ción de su cédula de identidad, credencial cívica, libreta de 
conducir o cualquier otro tipo de documento idóneo para tal 
fin. 


En la hipótesis del inciso anterior, cuando una persona 
se niegue a identificarse (numeral 6” del artículo 360 del 
Código Penal), deberá ser conducida a la dependencia 
policial y se dará cuenta de inmediato al Juez competente en 
los términos establecidos en el artículo 6” de la presente ley. 


En caso que la persona declare su identidad pero se 
tengan dudas fundadas sobre la veracidad de su declara- 
ción, o presente documentos o testimonios sobre los que la 
policía tenga motivos suficientes o fundados para dudar de 
su validez, ni se pueda, en el lugar, establecer la identidad 
por otros métodos alternativos, podrá ser conducida a la 
dependencia policial correspondiente con la finalidad de 
confirmar su identidad, enterándose de ello, de inmediato, 
al Juez competente, conforme a lo dispuesto por el artículo 
6” de la presente ley. 


Sección II 
Registro personal 


Artículo 44. (Alcance de la medida). La policía podrá 
realizar registros personales únicamente cuando de acuer- 
do alos criterios del numeral 1) del artículo 47 de esta ley, 
exista flagrante actividad delictiva de la persona sometida 
a registro, o cuando, en el curso de un operativo policial 
debidamente dispuesto, existan motivos suficientes o fun- 
dados para dar cumplimiento a medidas de resguardo im- 
prescindibles para garantizar la seguridad de cualquier 
persona involucrada en un procedimiento, incluida la del 
personal policial interviniente o de terceros. El registro 
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personal debe respetar en todo lo posible las limitaciones 
previstas en el artículo 55 de esta ley, incluida la de ser 
realizado por persona del mismo sexo que la persona regis- 
trada, exceptuándose de este requisito sólo los casos, 
cuando no haya personal policial de dicho sexo en el lugar 
y resulte indispensable proceder al registro. En los casos 
del primer inciso de este artículo y con el mismo objetivo, 
podrá registrar bultos, bolsos, valijas, portafolios o simila- 
res que la persona transporte. 


Artículo 45. (Registros de vehículos). La policía podrá 
registrar cualquier tipo de vehículo de transporte de perso- 
nas o de carga en procura de elementos que puedan poner 
en riesgo la seguridad propia, la de terceros o la de objetos 
relacionados con la comisión de hechos ilícitos. 


Artículo 46. (Incautación de efectos). Cuando en los 
procedimientos referidos en los artículos anteriores se in- 
caute cualquier tipo de objeto, se labrará acta, que será 
firmada por el personal policial actuante y las personas 
involucradas en el procedimiento, extendiéndose a estas 
últimas copia de la actuación correspondiente y enterando 
de inmediato al Juez competente, estándose a lo que éste 
resuelva. 


Sección HI 


Detención sin orden judicial y conducción policial 


Artículo 47. (Detención sin orden judicial). La policía 
deberá detener, aun sin orden judicial: 


1) A toda persona sorprendida in fraganti delito (artícu- 
lo 111 del Código del Proceso Penal). Se entiende que 
hay delito flagrante: 


A) Cuando se sorprendiere a una persona en el mis- 
mo acto de cometerlo. 


B) Cuando, inmediatamente después de la comisión 
de un delito, se sorprendiere a una persona hu- 
yendo, ocultándose, o en cualquier otra situación 
o estado que haga presumir su participación y, al 
mismo tiempo, fuere designada por la persona 
ofendida o damnificada o testigos presenciales 
hábiles, como partícipe en el hecho delictivo. 


C) Cuando, en tiempo inmediato a la comisión del 
delito, se encontrare a una persona con efectos u 
objetos procedentes del mismo, con las armas o 
instrumentos utilizados para cometerlo, o presen- 
tando rastros o señales que hagan presumir firme- 
mente que acaba de participar en un delito. 


2) A toda persona que fugare estando legalmente dete- 
nida. 
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Artículo 48. (Conducción de personas eventualmente 
responsables de un hecho delictivo). 


1) La policía deberá conducir a dependencias policiales 
a cualquier persona si cuenta con motivos suficien- 
tes O fundados sobre su responsabilidad en un he- 
cho con apariencia delictiva recientemente acaecido 
y exista riesgo de que pueda fugarse del lugar donde 
el mismo se ha cometido o incidir sobre eventuales 
elementos probatorios. En todo caso, se dará cuenta 
de inmediato al Juez competente, conforme con lo 
dispuesto por el artículo 6” de la presente ley. 


2) Fuera de la hipótesis de conducción incorporada al 
numeral anterior, en procedimientos de investiga- 
ción de hechos ilícitos, la policía no podrá detener a 
ninguna persona ni testigos aún cuando se nieguen 
aconcurrir voluntariamente a dependencias policiales 
sin la correspondiente orden del juez competente. 


Artículo 49. (Derecho de la persona detenida o condu- 
cida a serinformada). Toda persona conducida o detenida 
deberá ser informada de inmediato del motivo de su deten- 
ción o conducción. 


En la dependencia policial se documentará por escrito de 
dicha información, labrando el acta correspondiente que 
será firmada por la persona detenida o conducida. En caso 
que la persona detenida o conducida no quiera o no pueda 
hacerlo, el acta mencionada será firmada por dos testigos. 


Toda persona detenida o conducida tiene derecho a 
comunicar inmediatamente su situación a sus familiares, 
allegados o a un abogado. 


Artículo 50. (Familiares del detenido). Los familiares 
del detenido incomunicado deberán ser informados por la 
policía respecto al lugar y la hora de detención, el Juzgado 
que interviene en el caso y el motivo de la detención. Otro 
tipo de información requerida podrá proporcionarse, siem- 
pre y cuando lo autorice la Justicia competente, fuera de las 
hipótesis contenidas en los artículos 75, 76 y 77 de esta ley. 


CAPITULOIV 


PROCEDIMIENTOS CON PERSONAS DETENIDAS O 
CONDUCIDAS EN DEPENDENCIA POLICIAL 


Sección I 
Registro de personas detenidas y conducidas 


Artículo 51. (Constatación del estado de salud de la 
persona detenida o conducida). En caso que una persona 
que registre ingreso como detenida o conducida en depen- 
dencias policiales se encuentre herida o en presunto estado 
de intoxicación por alcohol u otro tipo de sustancia, la 
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policía deberá solicitar apoyo médico para brindarle inme- 
diata atención (artículo 16 de la presente ley). 


Artículo 52. (Libreta de personas detenidas y conduci- 
das). En las dependencias policiales se llevará una Libreta 
de Personas Detenidas y Conducidas, empastada y foliada, 
donde se harán constar todos los datos filiatorios de las 
mismas, hora de entrada, motivo de la detención o conduc- 
ción, antecedentes, requisitorias y señas físicas particula- 
res que puedan ser útiles para su identificación. Posterior- 
mente, si así correspondiere, se incluirán las resoluciones 
judiciales referentes a la situación de la persona detenida o 
conducida, hora de su puesta en libertad y autoridad judi- 
cial que la ordena o motivo de su procesamiento por dicha 
autoridad o cualquier otra derivación ordenada. 


Artículo 53. (Registro de valores). A toda persona que 
registra entrada como conducida o detenida en una depen- 
dencia policial, se le debe solicitar que entregue sus perte- 
nencias personales y todo aquello con lo cual se puede 
causar daño físico o causarlo a terceros, como cintos, 
cordones de zapato, alhajas, corbata, entre otros objetos 
similares. 


Artículo 54. (Registro personal). Una vez cumplida con 
la actividad reseñada en el artículo anterior, la policía puede 
realizarle un registro personal a la persona detenida o 
conducida para contribuir a preservar la medida de seguri- 
dad establecida en dicho artículo. El procedimiento deberá 
realizarse exclusivamente en la dependencia policial. 


Artículo 55. (Limitaciones al registro de personas 
detenidas o conducidas). El registro personal deberá 
practicarse con el mayor cuidado y respeto hacia la digni- 
dad de la persona y realizarse exclusivamente por personal 
policial del mismo sexo de la persona 


La policía no puede desnudar a una persona detenida o 
conducida ni revisar sus partes íntimas, salvo cuando se 
trate de una situación excepcional en que esté en riesgo la 
vida o la integridad física de la misma, enterando de inme- 
diato al Juez competente, de acuerdo con lo establecido por 
el artículo 6” de la presente ley. 


Fuera de dichas hipótesis, el procedimiento deberá rea- 
lizarse exclusivamente por personal médico previa orden 
judicial y siempre que resulte estrictamente necesario y no 
exista medida alternativa alguna. 


Artículo 56. (Documentación de los valores y orden de 
entrada y registro). Cada dependencia policial llevará una 
libreta como registro de valores, empastada y foliada. Se le 
extenderá copia de la constancia de los valores entregados 
a la persona detenida o conducida, donde constarán: sus 
nombres y apellidos completos, relación de valores y de 
efectos personales y su firma junto ala del personal policial 
actuante. 


Artículo 57. (Alojamiento de personas detenidas o con- 
ducidas). El superior a cargo del servicio dispondrá del 
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alojamiento adecuado para cada persona detenida o condu- 
cida, valorando su decisión según criterios técnico-profe- 
sionales fundados, evitando la permanencia conjunta. 


El personal policial no debe permitir el contacto entre 
personas detenidas o conducidas mayores y menores de 
edad, como tampoco entre personas detenidas o conduci- 
das de diferentes sexos. 


Artículo 58. (Dependencias policiales especializadas 
en familia, mujer, niñez y adolescencia). Las dependen- 
cias policiales especializadas adoptarán similares medidas 
de seguridad a las mencionadas en los artículos anteriores, 
sin perjuicio de lo que pueda disponer la Justicia competen- 
te. 


Artículo 59. (Limitaciones en el manejo de personas 
detenidas o conducidas). El superior a cargo del servicio no 
permitirá el contacto de ningún tipo con personas deteni- 
das o conducidas por parte de personal policial que no esté 
debidamente autorizado o supervisado. 


Artículo 60. (Trato con la persona detenida o conduci- 
da). Está prohibido al personal policial utilizar palabras 
agraviantes, humillantes o que provoquen la reacción de la 
persona detenida o conducida. 


Artículo 61. (Actitudes prohibidas con personas dete- 
nidas o conducidas). Está prohibido al personal policial 
utilizar forma alguna de coacción física ilegítima o maltrato 
psicológico con las personas detenidas o conducidas. 


Artículo 62. (Orden de libertad). Ninguna persona 
detenida por orden del Juez competente o con conocimiento 
de él, podrá ser puesta en libertad sin mediar orden judicial, 
la que deberá constar en la libreta de entrada, en la que 
figurará la fecha, hora de salida y el magistrado de turno que 
la ordena. 


En caso de personas conducidas a dependencias 
policiales, se estará a lo que disponga el Juez competente, 
conforme al procedimiento establecido en el artículo 6* de 
la presente ley. 


Sección II 


Procedimientos de averiguación en dependencias 
policiales 


Artículo 63. (Interrogatorio en dependencia policial). 
Se puede interrogar en dependencia policial a personas 
detenidas y conducidas, testigos, víctimas y denunciantes, 
para consignar el resultado en el parte policial que se eleva 
a la Justicia competente. 


El resultado del interrogatorio policial no tiene valor 
probatorio, sino que es indicativo de la actividad probato- 
ria. 
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Artículo 64. (Intervención de la defensa en dependencia 
policial). La intervención de la defensa en dependencia 
policial se regirá por lo dispuesto en el Código del Proceso 
Penal. 


En todo caso, la defensa deberá ser informada sobre la 
hora y motivo de la detención y sobre la hora de comunica- 
ción de la misma al Juez competente. 


Cuando se trate de procedimientos que involucren a 
adolescentes presuntamente infractores de la ley penal, se 
estará a lo dispuesto por el literal F) del artículo 74 del 
Código de la Niñez y la Adolescencia (Ley N* 17.823, de 7 
de setiembre de 2004). 


Artículo 65. (Labrado de actas). En toda circunstancia, 
el interrogatorio policial deberá ser recogido bajo acta 
firmada. 


Artículo 66. (De los reconocimientos). El Juez compe- 
tente puede ordenar la realización de reconocimientos en 
dependencia policial. En ese caso, se seguirán las siguien- 
tes reglas: 


1) Cada testigo o víctima, por separado, describirá pre- 
viamente a la persona presuntamente involucrada en 
el hecho que se investiga, debiendo reconocerla 
desde un lugar donde no pueda ser visto por ésta. 


2) La persona sometida a reconocimiento elegirá lugar 
en una fila de varias personas de aspecto semejante. 


3) El testigo o la víctima, dirá si en la fila está la persona 
presuntamente involucrada en el hecho que se inves- 
tiga y la señalará, manifestando las diferencias que 
encuentre con su percepción anterior. 


4) El personal policial actuante consignará en el parte 
el procedimiento seguido en el reconocimiento, ente- 
rando a la Justicia del resultado del mismo. 


5) Entodos los casos, el personal policial deberá evitar 
cualquier tipo de contacto físico y/o visual entre la 
persona sometida a reconocimiento y el testigo o 
víctima. 


Artículo 67. (Limitaciones al reconocimiento). No se 
podrán efectuar reconocimientos en la vía pública o fuera de 
la dependencia policial. 


Artículo 68. (Otras formas de reconocimiento). Sino 
fuera posible efectuar el reconocimiento en forma personal, 
podrá solicitarse la colaboración de personal de Policía 
Técnica. 


Artículo 69. (Otros objetos de reconocimiento). Para 
reconocer objetos vinculados al hecho ilícito investigado, 


24 de junio de 2008 


como armas o ropa, entre otros, se procederá de la misma 
forma que la establecida en los artículos anteriores. 


Artículo70. (Galería de fotos). La policía podrá exhibir 
a los testigos, víctimas y/o denunciantes, una galería de 
fotos a los efectos de favorecer el reconocimiento de la 
persona presuntamente involucrada en el hecho que se 
investiga. 


Artículo 71. (Solicitud de información por los medios 
de comunicación). La policía podrá solicitar información al 
público, a través de los medios de comunicación, referente 
apersonas extraviadas, fugadas o requeridas por la Justicia 
competente. Asimismo, podrá solicitar por los mismos me- 
dios cualquier otro tipo de información que pueda ser útil 
para esclarecer hechos que se investigan. 


El uso de la imagen de niños, niñas y adolescentes o 
víctimas de delitos deberá ser autorizado por el Juez com- 
petente. 


Artículo 72. (Solicitud de cierre de fronteras, 
requisitorias y capturas). Previa orden judicial, la policía 
podrá implementar el cierre de fronteras y las requisitorias 
y Órdenes de capturas, departamentales y nacionales, de 
aquellas personas presuntamente autoras de delitos o fuga- 
das. 


Artículo 73. (Información e inteligencia policial). La 
policía podrá realizar actividades de información e inteli- 
gencia para la prevención y represión de hechos ilícitos, 
actuando estrictamente en el marco de lo dispuesto por los 
artículos 1% a 4? de la presente ley. 


Artículo 74. (Archivo de antecedentes). Exclusivamen- 
te a los efectos del cumplimiento de sus funciones de 
información e inteligencia, la policía podrá llevar un archivo 
de antecedentes de las personas que se encuentren vincu- 
ladas a actividades ilícitas, o que las practiquen o las hayan 
practicado en nuestro país o en el exterior, contando para 
ello con los mecanismos correspondientes de cooperación 
policial internacional. 


Sección HIT 


Laincomunicación 


Artículo 75. (Procedencia de la incomunicación). Es- 
trictamente como medida de urgencia, alos solos efectos de 
preservar la escena del hecho, la policía podrá disponer la 
incomunicación de la persona presuntamente responsable 
en el hecho investigado, como forma de evitar que se afecte 
la indagatoria o se incida sobre los elementos probatorios, 
enterando de inmediato al Juez competente, de acuerdo con 
el artículo 6” de la presente ley. 


Cuando se trate de procedimientos que involucren a 


ASAMBLEA GENERAL 


A.G.-113 


adolescentes presuntamente infractores de la ley penal, se 
estará a lo dispuesto por los literales D) y G) del artículo 74 
del Código de la Niñez y la Adolescencia (Ley N* 17.823, de 
7 de setiembre de 2004). 


Artículo 76. (Concepto de laincomunicación).- La inco- 
municación de las personas presuntamente responsables 
en el hecho implica una medida de coerción personal por la 
que se les impide mantener contacto de cualquier tipo con 
terceros (incluidos sus familiares, otros testigos, abogados 
defensores, víctimas o allegados, entre otros), con la fina- 
lidad establecida en el artículo anterior. 


Artículo 77. (Régimen general). Fuera de la hipótesis 
contenida en los artículos 75 y 76 de esta ley, serán de 
aplicación las normas pertinentes del Código del Proceso 
Penal. 


Sección IV 
Detenidos en centros asistenciales 


Artículo 78. (Desempeño de la custodia). El personal 
policial encargado de la custodia procurará armonizar su 
accionar con la actividad del centro asistencial, sin desme- 
dro del estricto cumplimiento de las medidas de seguridad 
que le sean ordenadas respecto a la persona detenida que 
se encuentra custodiando. 


El personal policial asignado a la tarea no podrá abando- 
nar la custodia bajo ninguna circunstancia, debiendo man- 
tener contacto visual permanente con la persona detenida, 
sin perjuicio de lo dispuesto porel artículo 85 de la presente 
ley. 


Artículo 79. (Equipo de custodia). En el caso de que 
participen dos policías en la custodia, uno deberá permane- 
cer constantemente en contacto con la persona detenida y 
otro se colocará fuera del recinto donde éste se encuentre. 
Los integrantes del equipo de custodia se mantendrán en 
permanente contacto radial y, eventualmente, lo harán con 
sus superiores. El relevo se hará en presencia de ambos, 
controlando debidamente los aspectos del servicio y su 
seguridad. 


Artículo 80. (Medidas de seguridad policiales). Las 
medidas de seguridad respecto a una persona detenida en 
centro asistencial deberán disponerse por el superior a 
cargo del operativo de conformidad con la autoridad del 
centro asistencial, sin perjuicio de lo establecido por el 
artículo 85 de la presente ley. 


El personal policial está obligado a brindar a la persona 
detenida un trato adecuado y respetuoso de su dignidad. 


En ningún caso se mantendrán esposadas a mujeres 
detenidas en el trabajo de parto ni en el momento del mismo. 
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Artículo 81. (Precauciones del personal asignado a la 
custodia). En ninguna circunstancia el personal policial 
asignado a la custodia deberá desarmarse ni dejar abando- 
nado el correaje, a los efectos de evitar que su armamento 
quede al alcance del custodiado. 


Artículo 82. (Obligación de respetar la consigna). El 
personal policial de servicio no deberá cumplir ninguna otra 
tarea que no sea la de custodia. No brindará a la persona 
detenida ninguna información, tratando al máximo de limitar 
la conversación con ésta. 


Artículo 83. (Discreción y reserva en el servicio). El 
personal policial no deberá confraternizar con terceros ni 
brindar ningún tipo de información a médicos, visitas O 
personal del centro de asistencia sobre forma de traslado, 
horario, itinerario, operativo y demás, respecto ala persona 
detenida. 


Artículo 84. (Excepciones a las medidas de seguridad).- 
A pedido y bajo la responsabilidad de la autoridad del 
centro asistencial, y con la finalidad de cumplir con un acto 
médico, el personal policial asignado a la custodia deberá 
liberar al detenido de las medidas de seguridad, previa 
autorización del superior a cargo del servicio. En ese mo- 
mento deberá extremar su vigilancia, advirtiendo, además, 
al personal médico sobre el posible grado de peligrosidad 
de la persona custodiada. 


En caso de discrepancia del superior se dará cuenta 
inmediata al Juez competente, quien resolverá. 


Artículo 85. (Coordinación de las medidas de seguri- 
dad). En el caso de que el acto médico sea coordinado con 
antelación, el personal policial asignado a la custodia ente- 
rará a sus superiores de inmediato, a los efectos de que se 
implementen las medidas de seguridad que correspondan. 


Artículo 86. (Relación con personal técnico o médico). 
El personal policial asignado a la custodia no aceptará 
órdenes del personal técnico o médico en la medida que 
éstas comprometan el cumplimiento de su misión, excepto 
en lo dispuesto por el artículo 85 de esta ley. En todo caso, se 
relacionará con dicho personal en forma respetuosa, ente- 
rando de inmediato al superior a cargo del servicio de produ- 
cirse algún conflicto o duda en cumplimiento de la tarea. 


Ante cualquier incidente que se plantee en estos casos, 
el superior a cargo del servicio dará cuenta de inmediato al 
Juez competente, quien resolverá en definitiva y bajo su 
más seria responsabilidad. 


Sección V 


Traslado de personas detenidas 


Artículo 87. (Medidas de seguridad). Toda persona 
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detenida deberá ser trasladada con las medidas de seguri- 
dad ordenadas por el superior a cargo del servicio. 


Artículo 88. (Incomunicación). Cuando se trate del 
traslado de dos o más personas detenidas, las mismas serán 
mantenidas en régimen de incomunicación. Á estos efectos 
se requerirá previa orden judicial, excepto en la hipótesis 
definida en el artículo 75 de la presente ley. 


Artículo 89. (Otras medidas de seguridad). Cuando el 
traslado se realice en cualquier tipo de vehículo, deberá 
previamente procederse al exhaustivo registro del mismo 
para verificar que no se encuentren objetos que puedan 
facilitar la fuga de la persona detenida. 


Artículo 90. (Limitaciones a las medidas de seguridad). 
En los traslados en vehículos las personas detenidas nunca 
serán esposadas a partes fijas de los mismos, a los efectos 
de preservar suintegridad física en caso de que se produzca 
un accidente de tránsito. 


Artículo 91. (Traslado específico). El vehículo para el 
traslado debe estar debidamente identificado como móvil 
policial, con excepción del utilizado para el traslado de 
personas detenidas que, por orden superior, requieran 
medidas excepcionales de seguridad. En todo caso, se 
deberá coordinar con la Justicia el procedimiento corres- 
pondiente. 


CAPITULO V 
PROCEDIMIENTOS DE AVERIGUACION DEDELITOS 
Sección I 
Denuncia 


Artículo 92. (Concepto de denuncia). A los efectos de 
la presente ley, se entenderá por denuncia la mera toma de 
conocimiento por parte de la autoridad policial, a través de 
cualquier medio, de un hecho que determine su interven- 
ción, sin perjuicio de la actuación de oficio que procede en 
caso de in fraganti delito o toda vez que lo requieran las 
circunstancias del caso. 


En caso de denuncia anónima, previo a cualquier tipo de 
actuación, la policía deberá ponderar razonablemente todos 
los elementos de juicio a su disposición sobre los hechos 
denunciados, a los efectos de no causar ningún tipo de 
perjuicio a las personas indebidamente involucradas en los 
mismos. 


Artículo 93. (Carácter de denunciante). Cualquier per- 
sona puede realizar una denuncia, incluso si es menor de 
dieciocho años de edad o no es la persona damnificada. 


Artículo 94. (Puesta en conocimiento). Basta la simple 


24 de junio de 2008 


mera puesta en conocimiento del hecho denunciado para 
que la policía deba actuar. 


Artículo 95. (Formalidad administrativa). La formali- 
dad administrativa de la denuncia puede ser previa, simul- 
tánea o posterior a la misma, pero nunca será un requisito 
imprescindible para la inmediata actuación policial. 


La policía debe actuar en forma inmediata y con la mayor 
diligencia para impedir o reprimir cualquier hecho ilícito y 
luego proceder a la documentación de la denuncia. La 
información necesaria e imprescindible para fundamentar la 
actuación primaria no debe impedir, bajo ninguna circuns- 
tancia, la actuación policial. 


Artículo 96. (Atención a la persona denunciante). El 
personal policial no desestimará ninguna denuncia, aunque 
el hecho denunciado no pertenezca a su jurisdicción. En 
todo caso deberá atender correcta y respetuosamente al 
denunciante, tomando conocimiento del hecho y enterando 
asu superior, alos efectos que éste disponga el trámite que 
corresponda. 


Artículo 97. (Denuncia escrita). Si el compareciente 
presenta denuncia escrita, la policía debe recibirla con las 
formalidades del caso y, oportunamente, enterar al Juez 
competente. 


Artículo 98. (No exigencia de denuncia escrita). El 
personal policial no puede exigiren ningún caso una denun- 
cla escrita como requisito previo a su actuación. Ante 
alguna duda al respecto, el personal policial actuante ente- 
rará al superior a cargo del servicio, quien, en su caso, podrá 
enterar y/o consultar al Juez competente. 


Artículo 99. (Resolución de situaciones). De plantearse 
algún conflicto o cuestionamiento con o por parte del 
denunciante, el personal policial actuante enterará de inme- 
diato al superior a cargo del servicio, quien adoptará las 
decisiones pertinentes, previa comunicación al Juez com- 
petente, estándose a lo que éste resuelva en definitiva. 


Artículo 100. (Abstención de comentarios). El personal 
policial se abstendrá de hacer comentarios sobre aspectos 
de la denuncia, presuntos autores u otro tipo de informa- 
ción relativa a la misma. 


Artículo 101. (Prioridades de actuación). El personal 
policial no dispensará ningún tipo de tratamiento 
discriminatorio ni dará prioridad alos procedimientos sobre 
la base de la condición social, económica o de cualquier otra 
índole de la persona denunciante. 


El personal policial atenderá en forma inmediata los 
hechos denunciados que, por su gravedad, impliquen tomar 
medidas urgentes para asistir a la víctima, impedir la conti- 
nuación de la actividad delictiva, preservar elementos pro- 
batorios o perseguir a los presuntos autores del ilícito. 
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Artículo 102. (Identificación del personal policial ac- 
tuante). El personal policial actuante, a requerimiento de la 
persona denunciante, debe proceder a identificarse, pro- 
porcionando su grado, nombre y apellido y número de 
funcionario, así como exhibiendo la identificación que lo 
acredita como tal cuando le sea solicitada. 


Artículo 103. (Constancia). La policía debe extender a 
toda persona que realiza una denuncia una constancia 
escrita de la misma. 


Artículo 104. (De la reserva de la denuncia). La policía 
mantendrá absoluta reserva del desarrollo de la investiga- 
ción a que diere lugar la denuncia y de la identidad de la 
persona denunciante, víctimas, testigos y otras personas 
presuntamente involucradas en los hechos denunciados. 


En especial, la policía no debe concurrir al domicilio de 
la persona denunciante para realizar cualquier diligencia 
referida a los hechos denunciados. En caso que sea nece- 
sario convocar a la misma a la dependencia policial para 
ampliar o aclarar cualquier aspecto de la denuncia, la cita- 
ción deberá realizarse por personal policial de particular o 
a través de comunicación telefónica si ello fuera posible, de 
forma tal que se garantice la máxima reserva para la seguri- 
dad de la persona denunciante y de su familia. 


Artículo 105. (Denuncias que no determinen inter- 
vención policial). En caso de denuncias que, prima fa- 
cie, por su naturaleza no determinen la intervención poli- 
cial, el policía actuante informará al superior a cargo del 
servicio. En caso de duda, se dará cuenta de inmediato 
al Juez competente, estándose a lo que éste dispon- 


ga. 


Sin perjuicio de lo anterior, en todo caso, se brindará a 
la persona denunciante la información necesaria respecto al 
organismo público o institución privada donde puede diri- 
gir la denuncia referida. 


Artículo 106. (Falta de documento de identidad). La 
falta de documento que permita identificar a la persona 
denunciante no impedirá el accionar de la policía respecto 
al hecho denunciado. 


Artículo 107. (Responsabilidad de la policía). Por los 
dichos y testimonios del denunciante, incluso indocumen- 
tado, se realizará el procedimiento correspondiente. En 
caso que los hechos denunciados sean falsos, no se con- 
figurará ningún tipo de responsabilidad respecto del perso- 
nal policial actuante. 


Artículo 108. (Identificación de la persona denunciante 
indocumentada). Cuando la persona denunciante esté 
indocumentada y no exista ningún otro medio de comprobar 
su identidad, deberá requerírsele, junto a su firma, laimpre- 
sión dígito pulgar. 
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Artículo 109. (Falta de documentación de los efectos 
involucrados en hechos denunciados). No seráimpedimen- 
to para el accionar policial el hecho de que la persona 
denunciante carezca de la documentación de los bienes 
involucrados en los hechos denunciados. 


En estos casos, de producirse la recuperación de bienes 
involucrados en la denuncia, si la persona denunciante 
reconoce los mismos como de su propiedad, se enterará a la 
Justicia competente. 


De igual forma se procederá cuando exista toda la docu- 
mentación necesaria de los bienes mencionados. 


Artículo 110. (Entrega bajo recibo). Todas las devolu- 
ciones de bienes involucrados en los hechos denunciados 
que sean recuperados por la policía, se harán a su propie- 
tario bajo recibo. 


Artículo 111. (Formalidades administrativas del reci- 
bo). En los recibos deberá hacerse constar el detalle de los 
bienes que se devuelven, la autoridad judicial que dispuso 
la devolución y las firmas del superior responsable del 
servicio y de la persona denunciante. 


Losrecibos se confeccionarán en cuatro copias: original 
para el denunciante, copia para la Justicia competente y las 
restantes para archivo en la dependencia policial. 


Sección II 
La escena del hecho 


Artículo 112. (Concepto de escena del hecho). Se en- 
tiende por escena del hecho a los efectos de esta ley, el lugar 
físico donde ha ocurrido un hecho que determine la inter- 
vención policial. 


Artículo 113. (Preservación de la escena del hecho). La 
policía debe disponer las medidas necesarias para la preser- 
vación de la escena del hecho, enterando de inmediato al 
Juez competente. 


Artículo 114. (Intervención de la defensa en la escena 
del hecho y en las pericias realizadas por la Policía Técni- 
ca). La intervención de abogados defensores en la escena 
del hecho y en las pericias a cargo de la Policía Técnica 
puede ser ordenada exclusivamente por el Juez competente. 


Artículo 115. (Personal policial responsable de la pre- 
servación de la escena del hecho). El personal policial que 
llegue primero a la escena del hecho será responsable de su 
preservación. De inmediato enterará a sus superiores y 
solicitará el apoyo necesario, debiendo tomar nota de sus 
primeras observaciones. 


Una vez constituido el Juez competente en la escena del 
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hecho, éste dirigirá el cumplimiento de las diligencias res- 
pectivas. 


Artículo 116. (Primeras diligencias). El personal po- 
licial deberá, antes que cualquier otra diligencia, prestar 
atención a la víctima en la escena del hecho. Si la misma se 
encuentra presumiblemente con vida, deberá procurarle los 
primeros auxilios. De tener que movilizar el cuerpo, anotará 
la posición en que se encontraba el mismo y otros detalles 
que ayudarán a reconstruir la escena posteriormente. 


Artículo 117. (Asistencia a la víctima y responsabilidad 
dela policía). La policía no será responsable por la fuga del 
presunto autor del hecho que determine su intervención si 
debe asistir a la víctima en el caso de que no haya quien le 
preste auxilio o colaboración. 


Artículo 118. (Persecución del autor). En caso de que 
la víctima cuente con auxilio de terceros o no lo necesite, sin 
descuidar la escena del hecho, la policía procederá a la 
detención del presunto autor del ilícito o a su persecución. 


Artículo 119. (Protección de los indicios). El personal 
policial tomará los recaudos para impedir el deterioro de la 
escena del hecho, protegiendo los indicios de posibles 
alteraciones por factores climáticos o de otra naturaleza. 
Para ello, deberá aislar la escena en un radio mayor al de la 
misma, mientras se produce la llegada al lugar de sus supe- 
riores, Policía Técnica y demás autoridades competentes. 


Artículo 120. (Facultades para detener o conducir). 
Los procedimientos de detención y/o conducción de perso- 
nas en la escena del hecho se regirán por lo dispuesto en los 
artículos 47, 48 y 49 de la presente ley. 


Artículo 121. (Incomunicación en la escena del hecho).- 
De ser necesario, el personal policial procederá a laincomu- 
nicación, como medida de urgencia (artículo 75 de la presen- 
te ley), de los presuntos responsables a quienes identifica- 
rá debidamente, procurando, en lo posible, mantenerlo en el 
lugar hasta la llegada del superior a cargo del servicio o del 
Juez competente. 


Artículo 122. (Intervención de peritos criminalísticos 
policiales). Los peritos criminalísticos de la Policía Nacio- 
nal podrán estar presentes en las pericias que se ordenen 
por la Justicia competente para el esclarecimiento de los 
hechos investigados. 


Sección II 
Allanamiento y registro domiciliario 


Artículo 123. (Principio general). Entre la salida y la 
puesta del sol, solamente se podrá ingresar a una morada 
con orden escrita del Juez competente. En horas de la noche, 
se requiere el consentimiento de la persona adulta jefe o jefa 
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de hogar (artículo 11 de la Constitución de la República), sin 
perjuicio de la comunicación inmediata al Juez competente, 
de acuerdo con lo establecido por el artículo 6* de esta ley. 


Artículo 124. (Facultades de la orden de allanamiento). 
La policía deberá conducir a dependencias policiales a las 
personas flagrantemente responsables de hechos delictivos 
que se encuentren en la morada allanada aunque la orden de 
allanamiento, no incluya la orden de detención, dando 
cuenta de inmediato al Juez competente, conforme al artícu- 
lo 6? de la presente ley. 


Artículo 125. (Allanamiento sin presencia de personas 
mayores de edad o en ausencia de moradores).- Si el Juez 
ordena el allanamiento en una vivienda y no se encuentran 
personas mayores de edad en la misma, o en caso de 
ausencia total de sus moradores, la diligencia se realizará 
por el personal superior a cargo del servicio, dándose 
cuenta previamente al Juez competente. En todo caso se 
dejará constancia en acta de lo actuado con la firma de dos 
testigos, disponiéndose de un cerrajero para las diligencias 
del caso cuya actuación quedará documentada en el acta. 


Artículo 126. (Limitaciones y medidas de seguridad). 
En todos los casos, se velará por la seguridad de las 
personas involucradas y se procurará ocasionar el menor 
daño posible a bienes u objetos que se encuentren en la 
morada allanada. Del resultado de lo actuado se enterará al 
Juez competente. 


Artículo 127. (Incautación en un allanamiento). La 
orden de allanamiento debe autorizar la incautación de 
cualquier objeto o artículo vinculado a los hechos investi- 
gados que se encuentre en la morada o como resultado del 
registro personal de quienes se encuentren en el lugar, o 
sobre los cuales la policía cuente con motivos suficientes 
o fundados respecto a su origen ilícito. 


Artículo 128. (Acta de actuación e incautación). En 
ocasión del procedimiento policial al que se refiere el ar- 
tículo anterior se deberá labrar acta de lo actuado e incau- 
tado. 


Artículo 129, (Formas de documentar el procedimien- 
to). La policía puede utilizar equipos de grabación, videos, 
cámaras fotográficas u otros, sin obviar la intervención de 
Policía Técnica y solicitar el apoyo de grupos especiales, de 
ser necesario. 


Artículo 130. (Responsabilidad del superior). Sin per- 
juicio de lo ya expuesto, será responsabilidad del superior 
a cargo del servicio: 


A) Planificar y comandar los allanamientos. 


B) Dar órdenes precisas a sus subalternos, asignándo- 
les cometidos específicos y señalándoles claramente 
los límites de su accionar. 
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C) Sin descuidar la seguridad, no involucrar más perso- 
nal que el necesario. 


D) Prever el armamento y otros medios de intervención 
convenientes. 


E) Asegurar los medios de comunicación. 


F) Velar por la seguridad de las personas involucradas, 
el personal policial y los terceros circundantes. 


Artículo 131. (Limitaciones al uso de la fuerza). El 
superior a cargo del servicio también deberá actuar de 
acuerdo a las siguientes disposiciones: 


A) No permitirá que se esgriman armas sin causa justi- 
ficada, ni que se exagere el uso de la fuerza o que el 
personal subalterno tenga actitudes violentas o in- 
convenientes. 


B) Extremará su control cuando hayan menores de edad 
en el lugar. 


C) En todo momento el personal subalterno actuará 
mediante sus órdenes. 


Artículo 132. (Límites de tiempo. Vigencia). Las limi- 
taciones establecidas en el artículo 202 del Código del 
Proceso Penal no regirán cuando el registro o inspección se 
efectúa en lugares no destinados a una morada (artículo 203 
del Código del Proceso Penal). 


Artículo 133. (Control y prevención). Los lugares co- 
merciales, de reunión o de recreo con acceso público, 
podrán ser inspeccionados sin orden judicial. Cumplida la 
diligencia, se informará de inmediato al Juez competente. 


Artículo 134 (Inspecciones oculares). La policía está 
facultada a efectuar inspecciones oculares en los locales 
destinados a hospedaje, como pensiones, hoteles y afines, 
con el fin de comprobar los movimientos de población 
flotante y verificar la identidad de los pasajeros. El ingreso 
a las habitaciones de los huéspedes se regirá por lo dis- 
puesto en la Sección III del Capítulo V de la presente ley. 


Sección IV 
Prestación de garantías 


Artículo 135. (Concepto). Por prestación de garantías 
se entiende el apoyo que presta la policía a requerimiento 
de autoridades públicas nacionales o departamentales para 
el cumplimiento de diligencias específicas. 


Del mismo modo, integra el concepto de prestación de 
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garantías el apoyo que presta la policía a solicitud de 
cualquier persona física o jurídica con la anuencia del Juez 
competente. 


Artículo 136. (Orden del superior a cargo del servicio). 
Si la prestación de garantías la realiza el personal subalter- 
no, la cumplirá siempre a partir de la orden del superior a 
cargo del servicio, el que deberá proporcionarle directivas 
precisas y concretas para su cumplimiento, asignándole el 
apoyo que fuere necesario. 


Artículo 137. (Tipos de prestación de garantías). El 
superior a cargo del servicio ordenará una prestación de 
garantías: 


A) De oficio, para evitar un daño superior al que se 
pretende evitar. 


B) A requerimiento de autoridades públicas nacionales 
o departamentales. 


C) Por orden de la Justicia competente. 


D) A iniciativa de la policía y con autorización de la 
Justicia competente. 


E) A requerimiento de una o más personas físicas O 
jurídicas, siempre que medie autorización judicial. 


Artículo 138. (Responsabilidad de las operaciones). En 
los casos que la prestación de garantías obedezca a las 
causales identificadas en los literales B), C), D) y E) del 
artículo 139 de la presente ley, una vez solicitada la misma 
el personal policial solamente cumplirá las órdenes 
Operativas emitidas por el superior a cargo del servicio. 


El superior a cargo del servicio asumirá la responsabili- 
dad exclusiva de la planificación y operación de las accio- 
nes que estime adecuadas disponer de acuerdo a las cir- 
cunstancias del caso. 


Artículo 139. (Actuación de la policía). El superior a 
cargo del servicio advertirá al personal actuante que no 
debe tomar posición a favor de una de las partes en conflic- 
to, indicándole con claridad los límites de su accionar. 


Conforme al inciso anterior, el personal actuante debe 
ser imparcial. Ello implica actuar en forma objetiva, ajustado 
alas directivas que le fueran impartidas, no involucrándose 
en la problemática del procedimiento. 


Artículo 140. (Control del superior a cargo del servi- 
cio). El superior a cargo del servicio controlará lo actuado 
dejando debida constancia en el parte policial y enterando 
a la Justicia competente. 
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CAPITULO VI 


PROCEDIMIENTOS DE PREVENCION Y CONTROL EN 
VEHICULOS Y CONDUCTORES 


Sección I 


Control de vehículos y conductores 


Artículo 141. (Facultades de la policía). La policía 
puede realizar los controles, registros y detención de vehí- 
culos, en cumplimiento de sus funciones de prevención, 
como encargada de hacer cumplir la ley y como auxiliar de 
la Justicia. 


Artículo 142. (Espirometría). Se puede investigar a 
cualquier persona que conduzca un vehículo ante la even- 
tual presencia y concentración de alcohol u otras dro- 
gas en su organismo a través del procedimiento de 
espirometría. Al conductor que se rehusare a los exámenes 
antes referidos se le retendrá la licencia de conducir y se le 
advertirá que la negativa supone presunción de responsa- 
bilidad en la violación de las normas de reglamentación de 
tránsito. 


Artículo 143. (Casos de accidentes graves o fatales). 
Cuando ocurran accidentes de tránsito con víctimas o falle- 
cidos, se someterá preceptivamente a los conductores de 
los vehículos involucrados alos exámenes mencionados en 
el artículo anterior. 


Artículo 144. (De las pruebas corporales). De ser 
necesarias pruebas corporales (sangre, orina, semen, cabe- 
llo, piel, ADN u otras), las mismas deben ser ordenadas por 
el Juez competente y practicadas por los peritos que éste 
designe. 


Artículo 145. (Aliento alcohólico). Constatada la exis- 
tencia de aliento alcohólico en el conductor de un vehículo, 
la policía puede impedirle reanudar la marcha y conducirlo 
a la dependencia policial para someterlo a la prueba de 
espirometría, enterando al Juez competente del resultado de 
la misma y estándose a lo que éste disponga. 


Artículo 146. (Controles de rutina). La policía podrá 
llevar a cabo la prueba de espirometría en el lugar de la 
detención del conductor. En caso que el mismo no supere 
los límites permitidos según las normas vigentes, se au- 
torizará al conductor intervenido a reanudar la marcha, 
debiéndose dejar constancia de lo actuado. 


Artículo 147. (Casos de presunta ebriedad del conduc- 
tor). En los casos que se presuma la ebriedad de un 
conductor, la policía podrá detenerlo y someterlo al proce- 
dimiento antes reseñado, enterando de inmediato al Juez 
competente, y estándose a lo que éste disponga. 
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Sección IT 
Persecución y detención de vehículos sospechosos 


Artículo 148. (Responsabilidad del superior responsa- 
ble del servicio). El superior responsable del servicio 
deberá instruir adecuadamente al personal subalterno res- 
pecto a que las acciones a que se refiere la presente sección 
se desarrollarán en el marco de lo dispuesto por el artículo 
40 de la presente ley. 


Artículo 149. (Actitudes prohibidas del personal poli- 
cial). Conforme con lo dispuesto por el artículo anterior, el 
personal policial no debe asumir este tipo de procedimiento 
a partir de impulsos personales, fuera del marco de cumpli- 
miento de las órdenes recibidas. En todo caso debe asumir 
su obligación de evitar daños mayores a los que pretende 
evitar y tener presente que siempre deberá rendir cuenta del 
resultado de su accionar. 


Artículo 150. (Uso del arma de fuego y de otros medios). 
Sólo se podrá usar el arma de fuego, la fuerza física u otros 
medios de coacción, estrictamente de acuerdo con lo dis- 
puesto por el Capítulo I del Título II de la presente ley. 


Artículo 151. (Responsabilidad del superior a cargo del 
procedimiento). El superior a cargo del procedimiento 
deberá ordenar, dirigir y controlar el operativo, disponien- 
do del apoyo armado pertinente al personal que tomará 
contacto directo con los presuntos infractores. Será res- 
ponsable por las consecuencias de lo actuado, por los 
excesos o errores. 


Artículo 152. (Advertencia policial). La policía procu- 
rará, en todos los casos, advertir al conductor del vehículo 
que se pretende detener para que el mismo pueda tener 
adecuado conocimiento de la condición de policía del per- 
sonal actuante. 


Artículo 153. (Precaución). En el momento de dispo- 
nerse a la persecución de un vehículo, es indispensable que 
la policía se asegure que el mismo está requerido o que 
existen datos fidedignos de que el mismo ha participado en 
un hecho delictivo. 


Artículo 154. (Mesa Central de Operaciones). En todos 
los casos de persecución se informará inmediatamente a la 
Mesa Central de Operaciones, proporcionando la mayor 
cantidad de datos posibles. Al mismo tiempo, se procurará 
no perder de vista el vehículo involucrado para, con el 
apoyo de otras unidades y efectivos, lograr la detención de 
la manera menos riesgosa posible. 


Artículo 155. (Límites de velocidad). El personal poli- 
cial que participa en el procedimiento no debe exceder los 
límites razonables de velocidad en la persecución de un 
vehículo, si ello puede comprometer el dominio del vehículo 
policial. 
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Artículo 156. (Responsabilidad en el procedimiento). 
Si se pierde de vista el vehículo perseguido se informará de 
ello a la Mesa Central de Operaciones. El personal policial 
actuante no será responsable si dicho resultado es la con- 
secuencia de un accionar que haya priorizado evitar un 
daño mayor al que se pretende evitar. 


Artículo 157. (Uso del sistema de emergencias). Previa 
comunicación y autorización de la Mesa Central de Opera- 
ciones, se hará uso discrecional de los sistemas de emer- 
gencias, recordando siempre que ello no exime al personal 
policial actuante de responsabilidad en caso de accidentes 
o daños, conforme a la normativa de tránsito vigente. 


CAPITULO VII 


ARMAMENTO REGLAMENTARIO, EQUIPOS UOTROS 
MEDIOS 


Artículo 158. (Concepto de equipo reglamentario). Por 
equipo reglamentario, a los efectos de esta ley, se entiende 
todo aquel que está expresamente establecido y ordenado 
en un reglamento orgánico. 


Artículo 159. (Armas de fuego de uso reglamentario en 
la policía). Las armas de fuego de uso reglamentario son 
exclusivamente aquellas que las autoridades competentes 
del Estado proveen al personal policial según su jerarquía 
y especialidad operativa. Pueden distinguirse en armas 
cortas O largas, automáticas o no. 


Artículo 160. (Armas de fuego prohibidas). Está expre- 
samente prohibido el uso de armas de fuego que no sean las 
que proveen las autoridades competentes del Estado, ni 
aquellas cuyo calibre y munición no esté debidamente 
reglamentado para el servicio, salvo expresa y fundada 
autorización por escrito del comando policial respectivo. 


Artículo 161. (Otras armas de uso reglamentario). 
Está autorizado el uso del bastón policial o "tonfa", confor- 
me a los reglamentos e instructivos que rigen su forma y 
uso. 


Artículo 162. (Otras armas prohibidas). Queda prohi- 
bido terminantemente el uso de cualquier otro tipo de arma 
contundente, como ser: cachiporras de metal (de las llama- 
das extensibles), con bola de metal en su extremo, y otras. 
Tampoco se permite el uso de cualquier otra arma que no 
esté reglamentada o autorizada por el comando policial 
respectivo, aun en los casos que su venta sea libre al 
público. 


Queda prohibido asimismo el uso de cualquier otro tipo 
de arma para el servicio, como cuchillos, hachas o similares, 
salvo en aquellas unidades policiales especiales (bombe- 
ros, grupos tácticos) que, debido a su operativa, puedan ser 
autorizados a ello por el comando policial respectivo. 
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Artículo 163. (Uso de gas químico u orgánico). Se autoriza 
el uso de gas químico u orgánico en la medida que sea provisto 
al personal por las autoridades competentes del Estado y esté 
autorizado su uso por el comando policial respectivo. 


Artículo 164. (Uso racional y responsable). Del uso 
racional, necesario y proporcional del gas químico u orgá- 
nico será responsable el personal policial actuante, el que 
deberá recibir instrucción previa al respecto. 


Artículo 165. (Uso de equipamiento neutralizante no 
letal). El personal policial está autorizado para la utilización 
del equipamiento neutralizante no letal denominado "stun 
guns" y "stun baton", con función de disuasión, defensa y 
protección. 


Dichos dispositivos podrán ser utilizados por el perso- 
nal policial, previa capacitación, y en aquellos casos o 
situaciones en los que se requiera proceder a neutralizar a 
un individuo, ya sea por su peligrosidad o resistencia, a fin 
de evitar un daño propio o ajeno. 


Los distintos servicios, en particular los establecimien- 
tos carcelarios y centros de reclusión del país y las correspon- 
dientes unidades ejecutoras, instruirán al personal sobre la 
forma y condiciones de la utilización de los mismos, asícomo 
también dispondrán quiénes están autorizados a emplearlos. 


Artículo 166. (Uso de esposas como medio de contención 
y defensa). Está autorizado el uso de esposas. Las mismas 
no se consideran un arma sino un medio de contención. 


En caso de ser necesario para evitar daños al personal 
policial o terceros, podrán utilizarse esposas en adolescen- 
tes detenidos por su participación en hechos tipificados 
como infracciones a la ley penal. 


Artículo 167. (Otros medios de protección). Está auto- 
rizado el uso de cascos, escudos, chalecos y todo otro tipo 
de protección no agresiva para la seguridad de los policías 
actuantes. 


Artículo 168. (Uniformes, insignias, distintivos jerár- 
quicos y otros). Su uso se regirá por el reglamento de unifor- 
mes, de acuerdo a las jerarquías y especialidades policiales. 


Artículo 169. (Uso de otros uniformes). Se autoriza el 
uso de uniformes "orgánicos", "de tareas" o "internos" 
para unidades especiales o centros docentes policiales. 


CAPITULO VII 


APLICACION Y OBSERVANCIA DE LA PRESENTE 
LEY 


Artículo 170. (Responsabilidades por incumplimien- 
to). El incumplimiento de las normas establecidas en la 
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presente ley tendrá como consecuencia la aplicación de las 
sanciones administrativas que correspondan, sin perjuicio 
de las responsabilidades penales y/o civiles que puedan 
determinarse por la Justicia. 


Específicamente, el incumplimiento de las normas de 
naturaleza prohibitiva constituye falta grave a los efectos 
disciplinarios. 


Artículo 171. (Capacitación einformación). El Minis- 
terio del Interior tiene la obligación de capacitar e informar 
adecuadamente al personal policial para el cumplimiento de 
las responsabilidades que le impone la presente ley. 


Artículo 172. (Denuncias por mal funcionamiento del 
servicio policial). El Poder Ejecutivo reglamentará el pro- 
cedimiento de presentación, recepción e investigación de 
denuncias ante la Fiscalía Letrada de Policía del Ministerio 
del Interior, en cualquier caso de mal funcionamiento del 
servicio policial por acción u omisión del personal actuante. 


CAPITULO IX 
DISPOSICIONES FINALES Y TRANSITORIAS 


Artículo 173. (Derogaciones). Se derogan todas las 
disposiciones legales y reglamentarias que se opongan alo 
dispuesto en la presente ley.” 


SEÑORA PERCOVICH.- Pido la palabra para una moción 
de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la señora Legis- 
ladora. 


SEÑORA PERCOVICH.- Señor Presidente: mociono para 
que el texto que ha enviado la Cámara de Senadores sea 
tratado como asunto grave y urgente, en vez de pasar a la 
Comisión correspondiente de la Asamblea General. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar. 
(Se vota) 
-83en 88. Afirmativa. 


De acuerdo con lo resuelto por la Asamblea General, se 
pasan a considerar las divergencias en la sanción del pro- 
yecto de ley por el que se crea el marco normativo del 
Código de Procedimiento Policial. 


En discusión general. 


SEÑOR MICHELINI.- Pido la palabra. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Legis- 
lador. 


SEÑOR MICHELINI.- Señor Presidente: esta Asamblea 
General no ha sido convocada por casualidad; es producto 
de un acuerdo político tejido en el Senado de la República. 


Hoy estamos todos convocados para tratar sobre tablas 
-tal como ha sido votado- un proyecto de ley sobre el 
llamado Código de Procedimiento Policial. Producto de ese 
acuerdo, vamos a hablar un Legislador por lema, y agradez- 
co alas compañeras y a los compañeros de Bancada que me 
han dado el honor de representarlos. 


También producto de ese acuerdo, cuando se vote este 
asunto estaremos aprobando un proyecto de ley enviado 
por la Cámara de Representantes al Senado, habiendo 
consensuado entre Legisladores de los partidos allí repre- 
sentados algunas modificaciones que serán repartidas en 
Sala. 


Asimismo, producto de este acuerdo venimos hoy, no 
solo a expresar la posición de cada uno de los lemas, sino 
a votar y dar al país este Código de Procedimiento Policial. 


No soy miembro informante ni pretendo serlo -en la 
Bancada hay muchos Diputados y Senadores que podrían 
informar mejor que yo este proyecto-, pero quiero explicar 
con qué talante, con qué actitud viene la Bancada oficialista 
para votar este proyecto de ley de Código de Procedimiento 
Policial. En más de una oportunidad estuvimos a punto de 
votar en el Senado el proyecto tal como venía de la Cámara 
de Representantes, pero queremos explicar, con ese talante 
y sin generar controversias, lo que nosotros pensamos, lo 
que sentimos y lo que nosotros dialogamos internamente en 
nuestra Bancada. 


Antes queremos hacer dos reconocimientos, porque no 
podríamos empezar sin reconocer dos actitudes. La primera 
de ellas es la actitud de los Diputados de nuestra Bancada, 
que a diferencia de los Senadores -tenemos que recalcarlo-, 
trabajaron, y mucho, en la iniciativa, haciendo que el pro- 
yecto presentado por el Poder Ejecutivo -que ya era bueno, 
a nuestro entender- fuera mejor. Lo hicieron a conciencia, 
tomándose el tiempo necesario y haciendo las consultas 
correspondientes, logrando que este proyecto fuera mejor 
que el presentado por el Poder Ejecutivo. A nuestro enten- 
der, este proyecto es garantista y, sin duda, las señoras 
Senadoras y los señores Senadores de la Bancada oficialista, 
del Frente Amplio, lo habríamos votado sin ningún tipo de 
problemas en el Senado. ¡Vaya, entonces, nuestro recono- 
cimiento alos Diputados del Frente Amplio, a los Diputados 
del Partido de Gobierno! 


El segundo reconocimiento -nobleza obliga- es al Presi- 
dente del Directorio del Partido Nacional. Fue él quien, a 
último momento, tendió la mano, con nobleza, con genero- 
sidad, y desde la Bancada de Senadores del Gobierno, del 
Frente Amplio, respondimos, a nuestro entender, con la 
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misma nobleza y con la misma generosidad para encontrar- 
nos hoy acá y votar este Código de Procedimiento Policial. 
Esto no descalifica todos los otros entendimientos que 
pudimos tener, ni el esfuerzo que Senadoras y Senadores de 
todos los partidos hicimos en la Comisión correspondiente. 
Esto no descalifica en nada la voluntad de acordar que 
tuvimos todos. Pero, cierto es que en el último momento, en 
el último segundo, el planteo político -en la medida en que 
estamos hablando de política- no lo hizo un Senador -aun- 
que tenga esa calidad- sino el Presidente del Directorio del 
Partido Nacional en nombre de ese Partido y, naturalmente, 
permitió otro clima y otra instancia. 


Quiero contar por qué creemos que este proyecto, ya 
desde que fue enviado por el Poder Ejecutivo, es un proyec- 
to garantista. Se trata de un proyecto que podríamos haber 
votado todos, y si bien no vamos a hablar por la oposición, 
naturalmente, los Legisladores del Gobierno ya en el Sena- 
do lo habíamos votado. Es más: en el Senado habían sido 
aprobados por unanimidad, tanto los artículos que votamos 
en bloque como los que votamos desglosados, salvo el 
artículo 61, que fue el único que no contó con mayorías muy 
significativas o con unanimidad. 


Así es que, más allá de que hay veinte artículos que se 
retocan, cuatro o cinco serán importantes, de debate públi- 
co. Quienes bajaron el proyecto de la página web podrán ver 
que todas las modificaciones sustantivas que hace el Sena- 
do al proyecto de la Cámara de Diputados están en la tercera 
columna. Reitero: solo hay cuatro o cinco importantes; el 
resto son modificaciones de redacción que clarifican los 
procedimientos, que mejoran el proyecto. Está muy bien 
que se retoquen estos artículos en la Asamblea General, 
pero notienen la importancia que se puede adjudicar aestos 
cuatro o cinco artículos. 


¿Por qué es un proyecto garantista? ¿Por qué la Bancada 
de Senadores del Frente Amplio lo habría votado sin ningún 
tipo de problemas la semana pasada? Voy a poner dos 
ejemplos, pero se pueden poner muchos más. 


Uno de los ejemplos es el segundo inciso del artículo 8”. 
Seguramente, no todos los Legisladores habrán reparado 
en ese inciso, pero refiere a que en ningún momento los 
policías, los subordinados, que están para aplicar la Cons- 
titución y la ley, podrán llevar adelante órdenes de superio- 
res que sean manifiestamente ilegales. Este, que parece un 
tema menor, no lo es. La autoridad tiene todas las competen- 
cias para exigir asus subordinados, a través de las órdenes 
correspondientes, que se cumplan los designios, siempre 
dentro del marco de la Constitución y la ley. Hasta ahora la 
práctica era -esto ayuda a cambiar la cultura, además de que 
lo reafirma la ley- que la palabra del superior en ningún 
momento y en ninguna circunstancia, así fuera absoluta- 
mente ilegal, podía ser cuestionada. Acá hay un artículo, el 
8”, cuyo segundo inciso está contra la obediencia debida 
cuando se dan órdenes manifiestamente ilegales. 


Pero no es el único caso. Ayer, con algunos de mis 
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asesores vimos que podemos mencionar seis o siete casos 
de innovaciones que hace el proyecto, que vinieron del 
Poder Ejecutivo, que no se cambiaron en el Senado, que no 
se modificaron en la Cámara de Diputados y que no se 
habrían cambiado en la Cámara de Senadores la semana 
pasada; tampoco se van a cambiar hoy. Me refiero al artículo 
15, que habla de torturas, tratos crueles, inhumanos o 
degradantes y especialmente de su prohibición. Alguien 
podrá decir: "Esto es normal, es natural; ni siquiera lo 
deberíamos poner". ¿Estamos todos seguros de que hoy en 
nuestras comisarías el trato a personas sospechosas, inda- 
gadas o inclusive detenidas, es correcto? Yo creo que en 
casitodos los casos sí lo es, pero no está mal que desde este 
Parlamento se reafirme una vez más que los derechos huma- 
nos son para todos, incluidos aquellos que han violado la 
ley, han cometido actos delictivos o incluso han hecho 
cosas aberrantes, como muchas de las que han sucedido y 
se han conocido en los últimos meses. 


He nombrado dos ejemplos -porque el tiempo es corto- 
de artículos garantistas de este Código de Procedimiento 
Policial que votaremos todos en el día de hoy, dando la 
tranquilidad, el orgullo y el convencimiento a esta Bancada 
de que estábamos haciendo las cosas bien. Inclusive, el 
trabajo de la Cámara de Diputados, que fue un esfuerzo 
enorme y que nosotros reconocemos, reafirmó estos dos 
artículos. 


Nosotros decimos que tenemos el convencimiento de 
que este proyecto es garantista y que lo habríamos votado 
en el Senado la semana pasada sin ningún tipo de proble- 
mas, pero aun si estuviéramos equivocados y quienes nos 
hacen las críticas tuvieran razón y la alarma -para nosotros 
es una alarma- existiera, yo creo que en ningún momento se 
nos debieron adjudicar intenciones. Quizás ese era uno de 
los fundamentos que también hacía a esta Bancada votar la 
semana pasada y dar contexto y fuerza de ley al proyecto 
emanado de la Cámara de Diputados. En ningún momento se 
debió adjudicar intención a la Bancada oficialista -respecto 
de algunos artículos, unos enviados por el Poder Ejecutivo 
y otros corregidos- de que se entrara de noche a los hoga- 
res, a las moradas de nuestros ciudadanos. Lo dijimos una 
y Otra vez: si este fuera un problema de libertades públicas, 
estas no están solo al cuidado de esta Asamblea General, 
sino que, por suerte, las libertades públicas en el Uruguay 
están en la custodia de todos los ciudadanos. En cada acto 
político que hacemos cada uno de nosotros, en cada acto 
que hacen las gremiales, en cada acto del 1” de mayo que 
hace el PIT-CNT, en cada marcha del 20 de mayo, hay 
ciudadanos uruguayos que velan por las libertades públi- 
cas mucho más allá de esta Asamblea General. No había una 
alarma pública; no había una inquietud que permitiera de- 
mostrar que existía un problema de libertades públicas, de 
avasallamiento de las garantías constitucionales. Ni siquie- 
ra había gente en la barra; no había preocupación porque no 
existía el problema, pero aun si hubiéramos estado equivo- 
cados, reitero, no se debió atribuir intenciones. No hay 
ninguna intención en esta Bancada de sacar garantías a los 
ciudadanos. Podremos equivocarnos. Sufrimos mucho to- 
dos -cuando digo todos, me refiero a todos- en tiempos 
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pasados como para que venga esta Bancada a erosionar las 
libertades públicas o las garantías constitucionales que 
tiene cada ciudadano. Sufrimos todos, y sufrimos mucho, 
pero no hay duda de que la izquierda uruguaya sufrió en 
carne propia la falta de esas libertades. Entonces, adjudi- 
carnos intención no era correcto, no era válido, no era justo; 
ni siquiera se podía justificar en una situación de precampaña 
electoral. 


Otra de las razones por las cuales la semana pasada 
nosotros íbamos a votar este proyecto de ley era porque 
tenemos mayorías parlamentarias. Y esas mayorías parla- 
mentarias, que nos dieron los ciudadanos el 31 de octubre 
de 2004, no solo eran para tener el Poder Ejecutivo, sino para 
que, por la vía del Parlamento, diéramos al Poder Ejecutivo 
las leyes necesarias para gobernar. 


No nos ha ido tan mal aplicando las mayorías parlamen- 
tarias. El país nunca creció como lo hizo en todos estos 
años; la desocupación nunca bajó como lo está haciendo 
ahora; nunca hubo recursos para la educación como los hay 
ahora. Podría seguir nombrando leyes, instancias o plan- 
teamientos que hacen los señores Ministros, sabiendo que 
tienen un respaldo de esta Bancada en las acciones y en las 
políticas públicas que llevan adelante. Algunos seguirán 
diciendo que es suerte; otros creemos que hemos puesto lo 
mejor de nosotros para subirnos a las tablas, surfear en ese 
mar que ha traído olas, y aprovechar los buenos momentos 
que el país vive, más allá del precio del petróleo, más allá de 
los problemas con Argentina y más allá de los problemas del 
MERCOSUR. 


Quizás lo que la semana pasada nos llevaba a votar este 
proyecto de Código de Procedimiento Policial -a pesar de 
que las mejoras que se le están introduciendo en el día de 
hoy estaban corredactadas por nosotros; aportamos a esas 
redacciones y nos parecía que mejoraban aún más lo que la 
Cámara de Diputados había mejorado- era que nosotros 
queríamos hacer una evaluación de la seguridad ciudadana. 
Mal le haría al país que en esa evaluación de la seguridad 
ciudadana el Poder Ejecutivo, la señora Ministra del Inte- 
rior, nos dijera: "Pero Parlamentarios, Senadores y Diputa- 
dos: se me pide que trabaje a nivel de la seguridad ciudada- 
na, se me plantean inquietudes por parte de todos los 
partidos políticos, se me presentan proyectos de ley, y la 
iniciativa que el Poder Ejecutivo mandó hace un año y medio 
-precisamente en octubre de 2006- ni siquiera está votada". 
Nosotros queremos evaluar la seguridad ciudadana dando 
las herramientas, acordes con la Constitución y con la ley, 
que necesitan el país y el Poder Ejecutivo para llevar ade- 
lante las políticas correspondientes. 


¡Un año y medio! ¡Un año y medio se tomó el Parlamento 
para aprobar este Código de Procedimiento Policial! ¡Creía- 
mos que la paciencia había llegado al límite y que nosotros 
también teníamos responsabilidad, una responsabilidad 
muy superior a la de los Parlamentarios de la oposición! 
Hablo de responsabilidad porque nosotros también demo- 
ramos el proyecto y hablo de responsabilidad porque como 
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Senadoras y Senadores, Diputadas y Diputados del Gobier- 
no, no podemos dejar sin los instrumentos correspondien- 
tes al Poder Ejecutivo en la lucha contra la delincuencia y 
en dar seguridad al conjunto del país, que es lo que nece- 
sita. 


Sabemos que se ha avanzado mucho en la lucha contra 
los delitos complejos; sabemos que se han dado golpes 
históricos a las mafias y al narcotráfico; sabemos que la 
sociedad uruguaya ha avanzado mucho en denunciar la 
violencia doméstica. Hoy, se conocen más casos que antes 
y hay una legislación, un Ministerio y una Justicia contes- 
tes y atentos a ello; quizás en cuanto a los arrebatos o a las 
rapiñas todavía tengamos que hacer mucho más. Este Códi- 
go del Procedimiento Policial va a ayudar mucho a clarificar 
los procedimientos y a dar seguridad a la Policía acerca de 
cómo debe actuar y a los ciudadanos en cuanto a sus 
garantías. 


No nos vamos a sumar a la alarma que algunos quieren 
imponer con respecto a la seguridad ciudadana. No es 
bueno para el país, ni es la verdad. A nosotros, desde 
afuera, nos ven en la comparación con ellos mismos. Puedo 
asegurar que Uruguay, en estándar de seguridad, está muy 
por encima no solo de países latinoamericanos sino también 
de europeos, como para sumarnos a las voces de alarma o 
de inseguridad, que lo único que hacen es erosionar la 
imagen del país, que, nos guste o no, es parte de nuestro 
valor agregado y de nuestra propia identidad. 


Hoy, en conjunto con el resto de las Bancadas, las de 
oposición, vamos a votar un proyecto que fue producto de 
un acuerdo que alcanzamos a último momento, fruto de un 
gesto del Presidente del Directorio del Partido Nacional, 
gesto que la Bancada de Senadoras y Senadores del Frente 
Amplio, en consulta con sus Diputados, devolvió. 


Vamos a votar un proyecto garantista en el convenci- 
miento de que es bueno para el país. Ya el texto del Poder 
Ejecutivo iba en buena dirección. Algunos pequeños reto- 
ques en el Senado mejoraron la gran obra de la Cámara de 
Diputados; sobre todo los Diputados del Frente Amplio 
mejoraron sustancialmente el proyecto. Y en el Senado, con 
el concurso, la voluntad, la acción y el propósito de todos 
los integrantes de la Comisión de Constitución y Legisla- 
ción, lo mejoramos aún más. 


En buena hora el acuerdo, en buena hora que el país 
tenga un Código de Procedimiento Policial, en buena hora 
que el Parlamento empiece a estar a la altura de las circuns- 
tancias. 


Nada más, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Legis- 
lador Moreira. 


SEÑOR MOREIRA .- Señor Presidente: antes de desarro- 
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llar el tema, voy a hacer unos breves comentarios y reflexio- 
nes sobre este proyecto que hoy, creo que por unanimidad, 
vamos a votar todas las colectividades políticas. 


Quisiera traducir el espíritu y el sentimiento que alientan 
a todos los Legisladores que están sentados en este recin- 
to. Creo que todos los aquí presentes, a través de este 
ejercicio de racionalidad, sentimos una serena satisfacción 
por el pronunciamiento que vamos a tomar hoy. Al margen 
de todas las discrepancias que hemos tenido -hemos deba- 
tido calurosamente y con pasión sobre este tema-, sentimos 
que hemos cumplido con la responsabilidad que han depo- 
sitado aquellos que nos sentaron aquí, en el Parlamento. 


El debate ha sido ríspido y, por suerte, prevalecieron las 
coincidencias sobre las discrepancias, el consenso sobre el 
disenso, y al final predominó la convicción, que expresó el 
señor Legislador Michelini, de que, perfeccionados algu- 
nos artículos, este es un buen instrumento legal. Lo dijimos 
en el Senado, en la primera ocasión que se trató este 
proyecto, y se dijo en la Cámara de Diputados; se cuestio- 
naron una serie de artículos que hoy fueron bien modifica- 
dos, y creo que se ha privilegiado esa convicción, esa 
concepción, por sobre cualquier consideración, cálculo o 
estrategia de carácter político partidario. 


Estuvimos al borde de quebrar un acuerdo, que nació 
naturalmente en la Comisión de Constitución y Legislación 
del Senado hace aproximadamente veinte días, cuando 
corredactamos los artículos que hoy vamos a aprobar. Ese 
acuerdo forjado allí estuvo a punto de quebrarse en la 
sesión del pasado martes del Senado y, afortunadamente, 
hasta el momento en que intervino el Presidente del Direc- 
torio del Partido Nacional temimos que se sancionara una 
norma que naciera mal -lo dijimos el otro día-, que de alguna 
manera naciera bajo sospecha cuando el fin que se perse- 
guía era bueno y cuando más del 90% de los artículos del 
proyecto también lo eran. De manera que no habría sido 
buena cosa y no es buena política legislativa aprobar nor- 
mas para saber cómo funcionan en la práctica y luego 
modificarlas. 


Por fortuna, la decidida intervención del Legislador 
Larrañaga, que arrojó el guante de la razón y del entendi- 
miento, resultó positiva, y muy positiva, por cierto, resultó 
la reflexión y la actitud de las demás colectividades políticas 
representadas en el Senado de la República aceptando esta 
postura, llegando rápidamente a consensuar el texto que 
hoy vamos a aprobar. 


Creo que la propia sociedad uruguaya se siente un poco 
más tranquila con esta actitud de las colectividades políti- 
cas con representación parlamentaria, porque está obser- 
vando y advirtiendo que cuando en sustancia los actores 
políticos coinciden, esas coincidencias no se barren debajo 
de la alfombra en función de intereses partidarios que, 
aunque legítimos, siempre son mucho menos relevantes e 
importantes que el interés general, que es el que está 
comprometido en este tipo de instrumentos legales. 
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¡Ojalá este sea un paso para que en este esencial y vital 
tema de la seguridad pública podamos llegar a formular y a 
trabajar juntos en materia de políticas criminales y para 
tratar de arrimarnos a esa depreciada aseveración de que 
tenemos que generar políticas de Estado! Si hay un tema en 
el que tenemos que generar juntos políticas de Estado es en 
seguridad pública, especialmente en la situación en la que 
la seguridad pública se encuentra en estos días y, además, 
por los valores que están en juego en este asunto en 
particular. En efecto, no solo está en juego la necesidad 
colectiva de alcanzar una sociedad más segura, sino tam- 
bién, irremediablemente ligado a ello, los valores fundamen- 
tales, los derechos fundamentales, es decir, el derecho a la 
vida, el derecho a la libertad, el derecho a la propiedad, el 
derecho a la tranquilidad, la protección de la minoridad, 
valores esenciales del Estado de derecho uruguayo. 


Este cuerpo que vamos a aprobar regula con detalle -se 
trata de 174 artículos- todas las fases de la actuación 
policial, que tiene una casuística enorme. Este cuerpo trata 
de dar garantías a todos los participantes en este tema. Da 
garantías a la Policía, para que el simple agente, que a veces 
no tiene una capacitación en materia jurídica -o casi nunca 
la tiene-, sepa cómo actuar en cada oportunidad en el 
terreno muy frágil de esa acción, que a veces es muy 
resbaladizo porque el agente puede acomodarse a lo que le 
manda la ley o deslizarse hacia la ilegalidad, y cuando 
pretende actuar bien termina sancionado por la propia 
Justicia. Es decir, la intención es que sepa qué hacer en la 
noche ante merodeadores, qué hacer cuando debe penetrar 
a un domicilio, porque el Código Penal lo autoriza, en mérito 
a la causa de justificación. O sea, se trata de establecer toda 
la fase de la actuación policial, cómo debe usar la fuerza, 
cuándo debe obedecer y cuándo puede y debe desobedecer 
una orden de un superior, si esa orden fuera manifiestamen- 
te contraria a la ley, violentara el sistema democrático o 
agrediera derechos fundamentales. 


El Ministerio del Interior también deberá hacer una 
capacitación y un adiestramiento de todos los policías del 
país para que les entre la letra de esta ley, que aprendan esto 
y no se desvíen del camino del deber. 


Además, este proyecto representa una garantía para los 
ciudadanos, en la medida en que va a evitar desbordes 
policiales, con vulneración de derechos fundamentales. 


Por todo eso digo que esta iniciativa, que consideramos 
buena, es doblemente garantista, y por eso hoy la estamos 
apoyando, con estas modificaciones que se introducen, 
porque además es funcional al objetivo que se persigue 
tanto por los redactores como por quienes lo han modifica- 
do. 


Además, debemos tener muy claro que este proyecto 
busca el equilibrio entre una mayor eficiencia policial, que 
hoy es imperativo que reclama y demanda la sociedad, y la 
tutela de los derechos fundamentales y de las garantías que 
establece la Constitución de la República; porque algo debe 
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quedar muy claro en esto: por más que a veces se exija mayor 
rigor ante una delincuencia cada vez más activa, que emplea 
métodos más perfeccionados, motivada o inflamada por el 
efecto de las drogas, este temor o esta sensación de inde- 
fensión nunca nos debe hacer caer en la tentación de 
pretender subordinar las libertades a un discrecional e 
ilegítimo concepto de mayor autoridad o de mayor rigor. 


Decimos esto para que quede muy clara la posición del 
Partido Nacional. Queremos mayor rigor frente a las con- 
ductas, pero todo dentro de la Constitución y de la ley. Los 
blancos no somos bipolares; los blancos somos defensores 
de las leyes, y este nos parece el marco elemental en el cual 
se debe mover la Policía nacional. Este es un límite infran- 
queable para nuestra colectividad política, e imagino que 
para todas las que están acá representadas. 


Decía Justino Jiménez de Aréchaga respecto de aquellas 
normas que daban poderes discrecionales, que sirven con 
más efectividad para transformar al Estado en un peligro 
que para prevenir contra el peligro de algunos sujetos. 
Sabia definición. 


De manera que este proyecto cumple con esos requisi- 
tos; modificado, cumple. 


El proyecto tiene muchos artículos, contiene principios, 
definiciones, fases de actuación. Entre los artículos cues- 
tionados, el artículo 43, que prevé la solicitud de identifica- 
ción y el arresto en caso de negativa o ausencia de docu- 
mentación, ha sido sustancialmente mejorado en cuanto se 
ha acotado la fase de actuación del agente policial y se ha 
dado a los ciudadanos la posibilidad de identificarse con 
formas alternativas. Se ha suprimido la incomunicación de 
víctimas y testigos, que era un exceso del proyecto. Y se ha 
eliminado el artículo más polémico de todos, el 136, que, a 
nuestro juicio, era claramente inconstitucional. Creo que ha 
sido un acierto eliminar el artículo 136. De esa forma, se han 
salvado las objeciones formuladas. 


También decimos que este instrumento, que vamos a 
aprobar y que es bueno, no contiene soluciones mágicas al 
grave problema de la inseguridad pública. No solo por la vía 
de la ley se resuelven estos problemas de la inseguridad. En 
materia de la ley deberá tenerse en cuenta y apreciarse el 
esfuerzo que han hecho Legisladores, Diputados del Parti- 
do Nacional... 


(Murmullos.- Campana de orden) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa pide un poco de silen- 
cio para escuchar al orador. 


Puede continuar el señor Legislador. 


SEÑOR MOREIRA.- Se han presentado seis proyectos 
de ley en la Cámara de Diputados que tienen que ver con 
modificaciones al Código de la Niñez y la Adolescencia, con 
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la conservación de los antecedentes de las infracciones de 
los menores, con la separación de los menores infractores 
del resto de los internados, con las penas al delito de 
omisión de los deberes de la patria potestad, con apoyar el 
combate a la droga y con la protección del medio rural, que 
hoy está flagelado por la delincuencia. Si observan, los 
delitos más sangrientos y de mayor cuantía económica de 
los últimos tiempos se han dado en el medio rural, que ha 
sido proverbial y tradicionalmente pacífico por lainexisten- 
cla de estos, salvo el abigeato. Hoy se cometen homicidios 
múltiples, rapiñas y copamientos en el medio rural, revelan- 
do nuevas modalidades y escenarios de una delincuencia 
cada vez más agresiva. ¡Ojo con eso! ¡Si habrá que seguir 
pensando en modificar la legislación para prever nuevas 
formas, modos y estilos de comportamientos delictivos! 


Sin duda, el Partido Nacional también propicia la modi- 
ficación de algún artículo del Código de la Niñez y la 
Adolescencia. En esto coincidimos con el Poder Ejecutivo 
y discrepamos con la modificación que se hizo al proyecto 
para penar la tentativa de hurto, pues es el delito más común 
cometido por menores infractores, un delito que causa 
muchísima alarma social; y eso debe ser penalizado. No 
puede ser que ni siquiera se pueda conducir a un menor 
cuando se lo apresa tratando de robar un automóvil, una 
cartera, cualquier bien; ni siquiera se lo puede conducir a la 
sede judicial; ni siquiera se lo puede amonestar o apercibir. 
Eso forma parte de un Derecho Penal que tiene en cuenta la 
condición de los menores pero que también debe penalizar 
determinadas conductas, tratándolo como menor y nocomo 
mayor. 


También está la articulación de acciones en los otros 
ámbitos: el social, el económico, el del trabajo. El delito es 
un fenómeno multicausal que no solo se ataca con acción 
policial o legislación represiva, sino desde todos los ámbi- 
tos. La pérdida de valores, del sentido de familia, la desin- 
tegración social, todo eso conduce al delito. 


Sin duda, hay un aspecto en que hemos criticado las 
acciones que ha llevado adelante el Gobierno, tanto en el 
plano legislativo como en el presupuestario y de los he- 
chos. Me refiero al tema carcelario. La política carcelaria no 
ha dado resultados y las cifras lo demuestran claramente. 
Hay casi 8.000 reclusos en el sistema carcelario uruguayo y 
el porcentaje de reincidencia hoy se sitúa en el 60%; 4.500 
reclusos del sistema carcelario se reciclan y vuelven a 
delinquir. Siesto no se modifica, no es posible una sociedad 
más segura; no lo es. El Ministro del Interior anterior decía, 
a nuestro juicio equivocadamente, que este problema no se 
soluciona construyendo más cárceles ni haciendo más rigu- 
rosas las penas. Se equivoca. Con las cárceles actuales no 
se puede redimir, reinsertar, reeducar; no se puede cumplir 
con la redención de la pena por trabajo, porque en la mayoría 
de las cárceles del Uruguay no hay dónde trabajar. El 
Comisionado Parlamentario dice que faltan 2.500 plazas en 
el sistema carcelario uruguayo. Entonces, construimos más 
cárceles -hemos encontrado muy buen eco en la señora 
Ministra del Interior y en el señor Ministro de Defensa 
Nacional ante una propuesta de nuestro Partido- o bien 
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habilitamos locales del Estado que hoy no cumplen sus 
fines y los destinamos a reclusos primarios o de baja peli- 
grosidad. Me parece que sería un aporte a la solución de un 
gravísimo problema que tiene hoy el Uruguay. 


Uruguay es un país donde se cometen 180.000 delitos 
por año, hay 100.000 hurtos y más de 9.000 rapiñas. Hay que 
tomar medidas, y sería muy bueno que esta señal que está 
dando hoy el sistema político se proyecte hacia otras solu- 
ciones de corte legislativo o de otra índole. Nosotros no 
estamos en el Gobierno y, naturalmente, la ejecución y 
administración de los bienes del Estado pasa por el Poder 
Ejecutivo, por el Ministerio del Interior. 


Estamos dispuestos a dialogar, discutir, transar y llegar 
a acuerdos sobre estos temas, porque nos parece que el 
compromiso del interés general es demasiado alto como 
para que no busquemos los consensos necesarios y nos 
agotemos en debates que no resultan del todo fructíferos, 
porque cuando no se escucha al otro, en consecuencia, 
nada se saca. 


Siempre hemos expresado una visión crítica de algunos 
aspectos de la conducción de la política criminal del Uru- 
guay en este Gobierno. Por supuesto que no decimos que 
el problema de la seguridad pública comenzó con este 
Gobierno. No nos atrevemos a decir eso, pero tampoco 
aceptamos que se diga que todo esto es consecuencia de la 
herencia maldita. Este es un largo proceso de transforma- 
ción de la sociedad uruguaya, por errores cometidos. Tam- 
bién se ha demorado mucho en tomar medidas efectivas. 
Este es un buen camino. Hay que modificar algunos ar- 
tículos del Código de la Niñez y la Adolescencia y estamos 
dispuestos a acompañarlo. Hay que cambiar la política 
carcelaria y estamos dispuestos a acompañarlo. 


Queremos expresar la satisfacción por este acuerdo, 
porque sienta un precedente que ojalá se repita. El Partido 
Nacional está dispuesto a seguir dialogando sobre estos 
temas con la misma actitud constructiva que estamos expre- 
sando en esta Asamblea General. Y pretendemos que se 
debatan los proyectos de ley que han presentado nuestros 
Diputados, porque son muy buenos. 


Dejo acá estas reflexiones para que pasemos a votar por 
unanimidad este buen proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Legis- 
lador Washington Abdala. 


SEÑOR ABDALA (don Washington).- Señor Presiden- 
te: no querría iniciar el aporte ala Asamblea General con una 
discrepancia, pero no tengo más remedio. Alguno de los 
Legisladores preopinantes refería al papel que le cabe al 
Partido y a los parlamentarios del Gobierno, y al respecto 
hablaba de su convicción y de la necesidad de llevar ade- 
lante una gestión. Afirmaba -basta leer la versión taquigrá- 
fica; fue hace pocos segundos- que sentía más responsabi- 
lidad el partido de Gobierno por ser tal. Pienso que en el 
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fondo eso es no entender el funcionamiento de la democra- 
cia. Lo digo porque el Partido Colorado, en este caso como 
partido de oposición, colaboró de manera insistente en la 
Comisión de Constitución y Legislación del Senado para 
evitar desbordes de la Constitución. Y si no hubiera sido 
por el aporte de mi colectividad y el de la otra colectividad 
histórica -lo digo con mucha franqueza- habría nacido una 
ley que tendría serios inconvenientes. 


Yo digo que la seguridad pública, señor Presidente, es 
un tema caro para este país y para este Gobierno; es un tema 
muy caro para este país y para este Gobierno. A veces 
podemos no creer en las encuestas de opinión pública, pero 
hay que creer en lo que dice la gente: no hay lugar del país 
donde exista, no ya sensación sino convicción de insegu- 
ridad. La gente tiene la plena convicción de que, en materia 
de seguridad, el Gobierno tiene un faltante. 


Los números dicen que, efectivamente, algo grave está 
pasando. Está pasando algo grave con la rapiña, que creció 
un 3,5%. Está pasando algo grave con los arrebatos. Está 
pasando algo grave con las violaciones de menores, de las 
que día a día -día a día- nos dan cuenta los medios de 
información. 


Creo que si en el Gobierno hay enojo y en el Poder 
Ejecutivo y en los parlamentarios del Gobierno existe males- 
tar cuando los partidos políticos abordan el tema de la 
seguridad, francamente es por no entender el papel que 
cabe alas colectividades. ¿Qué deberían hacer los partidos 
políticos del Uruguay de hoy sino tratar temas que preocu- 
pan a la gente del Uruguay de hoy? Creo que, por suerte, se 
viene dejando de lado aquella teoría naif, romántica, inge- 
nua que tuvo al inicio esta Administración -bien lo refería 
el señor Legislador Moreira- para tomar conciencia de que, 
efectivamente, en ese terreno límbico no habría resultados 
de ningún tipo y naturaleza. 


Hay que marcar una instancia frontal, señor Presidente: 
este proyecto que estamos considerando hoy, nada tiene 
que ver con la gestión del Poder Ejecutivo en materia de 
seguridad pública llevada adelante en los primeros tres 
años. Y aunque se diga públicamente que el origen de esta 
propuesta estriba en el Período anterior, puedo afirmar que 
no es así. Este proyecto ya viene desde hace mucho tiempo. 
Conocemos los antecedentes, que vienen de Administra- 
ciones anteriores; las cosas son como son. 


Creo que es bueno que el país empiece a tener conciencia 
de esto, sobre todo algunos teóricos ingenuos que creían 
que solamente con la batalla en el campo de lo social se 
aventaba el tema del delito, teoría esta que durante mucho 
tiempo caminó en la sociedad uruguaya. Esta teoría decía: 
"Siachicamos pobreza, si achicamos marginalidad, si achi- 
camos indigencia, el delito cae". Señores: ¡bienvenidos al 
club! Como pocos Gobiernos, este ha invertido -y hace muy 
bien- mucho dinero en un gasto público social. ¡Muchísimo 
dinero! Sin embargo, el dato objetivo es que el delito se 
mantiene y en algunos casos se incrementa. Eso es absolu- 
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tamente objetivo. Quiere decir que el tema es bastante más 
complejo que aquella teoría simplista de hace algunos me- 
ses O años. 


También creo que llegó la hora de trabajar estos temas 
porlo alto. Cuando arrancó este Gobierno hubo tres inicios 
de acuerdo: uno en el campo educativo, otro en el campo de 
la política internacional y otro en el campo de la política 
económica. No eran acuerdos sino aproximaciones, enten- 
dimientos, que buscaban pautar un grado de vinculación 
mayor. Parece bastante obvio que, gane quien gane el 
próximo Gobierno, el punto relativo a la seguridad va a estar 
instalado dentro de esa carpeta de grandes temas. 


Yo creo que a veces uno cambia según el lugar donde 
está. Quizá sea bueno para la República que ese tipo de 
cosas suceda. En el debate de la semana pasada del Se- 
nado no hablábamos nosotros sino Justino Jiménez de 
Aréchaga, cuando fundamentábamos la locura de recorrer 
el camino de violar el hogar, la morada, como sagrado 
inviolable. Afortunadamente, hubo conciencia de ello en el 
Gobierno. 


De manera muy somera quiero pasar revista a cuatro o 
cinco artículos que refieren a algo que entiendo importante 
en la vida del país. En el literal d) del artículo 3” -que tengo 
entendido van a votar los señores Legisladores del Partido 
Nacional, del Partido Independiente, del Frente Amplio y 
del Partido Colorado- se habla de la represión y se explica 
ese concepto. Allí dice: "Represión es la acción policial que 
implica el uso de la fuerza física y las armas de fuego o 
cualquier otro medio material de coacción, en forma racio- 
nal, progresiva y proporcional [...]". Estos son los princi- 
pios que la signan: la racionalidad, la progresividad y la 
proporcionalidad, que vienen de la Ley Orgánica Policial. 
Habla de represión. También habla el Código -que no es un 
código, sino una compilación de grandes principios- de 
medidas ofensivas para el cumplimiento de la función por 
parte de la Policía. Son medidas ofensivas. Se dice: "El 
personal policial tendrá presente en todo momento que 
solamente se adoptarán las medidas de seguridad defensi- 
vas u ofensivas [...]". O sea que se habla de represión, de 
medidas ofensivas. 


En el artículo 17 se habla del uso de la fuerza: "El 
personal policial solamente podrá usar la fuerza legítima 
cuando sea estrictamente necesario [...]". Y deposita con- 
fianza en la Policía para entender cuándo es estrictamente 
necesario. No categoriza el concepto. Luego habla también 
de la oportunidad para el uso de la fuerza y abre un abanico 
importante para su uso. Refiere a que cuando se oponga 
resistencia al accionar policial, en allanamientos o en lanza- 
mientos, la Policía podrá actuar haciendo uso de la fuerza. 
Dice también que podrá existir uso de la fuerza legítima 
cuando no se pueda inmovilizar o detener de otra forma a 
vehículos u otros medios de transporte. ¡Hay que saber lo 
que se está votando! Habla también del uso de la fuerza 
cuando hay que disolver reuniones o manifestaciones pú- 
blicas que no sean pacíficas y cuando en ellas participen 
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personas armadas o que esgriman objetos de forma tal que 
puedan ser utilizados para agredir. 


Todas estas normas, señor Presidente, y algunas cuan- 
tas más hoy se están votando aquí porque hay un partido 
que durante veinte años fue oposición y votaba contra 
estos conceptos, y hoy -lo digo con respeto-, como es 
Gobierno, le vienen al pie. Entendieron que este tipo de 
normas, cuando se planteaban siendo ellos oposición, no 
eran de inflación penal o de otra naturaleza sino que, efec- 
tivamente, estaban dentro del marco de la defensa del 
Estado de derecho. Así que tuvimos que esperar veinte 
años para que existiera conciencia de todo el sistema polí- 
tico y estas normas, que antes eran represivas, cuasi fascis- 
tas, hoy sean de defensa y de rango garantista, como se dice 
ahora. Llama poderosamente la atención que hayamos teni- 
do que esperar tanto para que se entendiera algo que era tan 
obvio, tan elemental. 


Ni qué hablar del tema de la cédula. En este país, en algún 
momento, con la teoría de demonización en torno a la acción 
policial, se hablaba de las razias. Hay un artículo que ahora 
consagra de manera puntillosa el requerimiento de la cédu- 
la. Y no olvido que cuando asumió este Gobierno eliminó el 
Decreto N* 690 y barrió con todo. O sea que hemos ido de 
una postura naif, romántica, a un cierto autoritarismo a 
caballo para el otro lado. Lo de "caballo" lo digo con un 
poco de sorna, pero no mucho más que eso. 


La verdad es que ha cambiado mucho el Uruguay. ¡Claro 
que ha cambiado! ¿Cómo no va a cambiar sien el año 1990 
las rapiñas alcanzaban a 2.560 y en el año 2007 llegaron a 
9.173? Seguimos con la misma población, con la misma 
emigración, y la tasa de natalidad es aún menor. Entonces, 
no se puede explicar por el hecho de que la sociedad tenga 
una mutación de otra naturaleza. No; la sociedad ha cambia- 
do. Esta sociedad posmoderna es más violenta, más comple- 
ja, más difícil. 


Decía con acierto el señor Legislador Moreira, con rela- 
ción a los centros de detención, que el Comisionado Parla- 
mentario fue estigmatizado cuando dijo que la proyección 
de crecimiento en los centros de reclusión es alarmante si 
alcanza el orden del 10%, y que fue poco menos que puesto 
en la pira. En realidad, se refirió a estos números. En materia 
de delitos sexuales pasa exactamente lo mismo. 


Entonces, me parece que sí, que hay que decir con 
seriedad que hubo colaboración de todos. El señor Legis- 
lador Sanguinetti, en el Capítulo de la Detención sin Orden 
Judicial y la Conducción Policial, hizo un aporte sustantivo 
que está incluido en el proyecto. Hay que revisar las versio- 
nes taquigráficas. Hay que ver los aportes del doctor Dardo 
Presa para saber qué es lo que están diciendo. Todo eso se 
detuvo. Aquellos que son tan afectos a la defensa de los 
derechos humanos deberían entender que IELSUR y otra 
gente especializada en el tema estaban reclamando la con- 
tención de estos excesos. No eran los partidos conservado- 
res O la derecha, como se nos denomina, de la que no nos 
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apropiamos ni queremos saber absolutamente nada. Eran 
esos históricos centros de análisis de los derechos huma- 
nos que decían: "Este proyecto está desbordado. Este 
proyecto es inconstitucional. Este proyecto violenta nor- 
mas básicas del Estado de derecho". Por suerte se lo enten- 
dió. 


¿Este es un problema que se arregla con esto? No. ¿Cuál 
es la experiencia exitosa de los países en materia de combate 
a la delincuencia? Es multicausal. Es un encare en todo el 
terreno. No sé qué está faltando en la vida del país para que 
exista un Consejo de Seguridad Pública, integrado por 
varios Ministerios, y que tenga luego un aterrizaje departa- 
mental. Lo hemos conversado en más de una oportunidad 
con las autoridades del Ministerio y no hemos logrado 
perforar ese tejido tan difícil que allíexiste pero, francamen- 
te, me parece que esos son los caminos. 


Lo positivo hoy es que, afortunadamente, el sistema 
político se entiende en un tema de esta naturaleza. Lo 
positivo hoy es que los grandes principios del Estado de 
derecho se han preservado. Lo positivo hoy es que nos 
vamos air tranquilos de que la Constitución no fue violen- 
tada. Lo positivo hoy es que este tema se empieza a 
calendarizar como un asunto de Estado. Lo positivo hoy es 
que aquellos que miraban esto de manera diabólica han 
dulcificado su perspectiva y empiezan a comprender la 
realidad de la sociedad. Lo positivo hoy, entonces, es que 
de una vez por todas los ideologismos van quedando de 
lado para pensar y trabajaren la política práctica de la gente. 


¡Que no se equivoque nadie, señor Presidente! En el 
Uruguay la gente tiene miedo. Tiene miedo al atardecer, 
tiene miedo de las esquinitas de pasta base, tiene miedo de 
las esquinas de los muchachos que muchas veces no lim- 
pian un parabrisas, sino que se exceden en sus atribucio- 
nes. La gente tiene miedo y necesita confianza. Y durante 
muchos años el Gobierno, con la Policía, construyó un eje 
de desconfianza y se le ha tenido desconfianza desde el 
histórico quebranto institucional hasta el presente. Es im- 
posible gobernar un país si un partido político tiene des- 
confianza de la autoridad que tiene que velar por el orden 
y la seguridad. Quizás esta sea una señal de madurez y de 
cambio al respecto. 


Era cuanto quería decir, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Legis- 
lador Posada. 


SEÑOR POSADA.- Señor Presidente: el Partido Inde- 
pendiente va a acompañar las modificaciones que surgen 
como fruto de un acuerdo en el Senado de la República, en 
el entendido de que introducen un cambio sustantivo en 
algunos de los artículos que habían sido aprobados por la 
Cámara de Representantes. 


No se hubiera entendido por la ciudadanía que en un 
tema básico, cuasi elemental, como es legislar con respecto 
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al procedimiento policial, hubieran subsistido diferencias 
insalvables entre los partidos políticos representados en 
esta Asamblea General. En ese sentido, señor Presidente, 
esta votación, que va a ratificar la Asamblea General en 
forma unánime, es una buena señal ante una situación que 
nos preocupa a todos, que con el paso del tiempo ha ido 
deteriorándose aún más y cuya solución, ciertamente, de- 
bemos asumir -como aquí ya se ha dicho- como una verda- 
dera política de Estado. 


No creo que el procedimiento policial suponga una 
panacea para solucionar los problemas de la seguridad 
pública, que exceden claramente los cometidos de la Policía, 
pero en todo caso es una herramienta más que resulta 
absolutamente imprescindible en la medida en que otorga 
un marco a la acción policial. A nuestro juicio, señor Presi- 
dente, Uruguay debe encarar como una política de Estado 
la seguridad pública y, a su vez, debería pensar en una 
reestructura profunda de la Policía. La actual Ley Orgánica 
Policial que rige al instituto policial es de 1970. Fue redac- 
tada por un grupo de trabajo del Ministerio del Interior, 
donde participaron militares, y la estructura que se dio a la 
Policía a partir de la Ley Orgánica fue copiada de la estruc- 
tura militar. Está claro, señor Presidente, que es muy distin- 
ta una estructura para el combate que la que deberá pensar- 
se para que quienes permanecen en la calle estén prepara- 
dos para tomar decisiones; es algo muy diferente de lo que 
ocurre en la estructura militar, en la que el último escalafón 
no está preparado para tomar decisiones sino exclusiva- 
mente para actuar. 


Desde este punto de vista, hay un gran debe de parte de 
este Parlamento y de los Gobiernos que se han sucedido al 
no encarar este tema como sustancial y lograr que ese gran 
instrumento que se ha dado la sociedad para combatir el 
delito, la Policía, tenga la organización que corresponda. 
Pero principio tienen las cosas, señor Presidente. Rescata- 
mos este acuerdo que se ha logrado en el ámbito del Senado 
y que en el día de hoy ratificará la Asamblea General, con el 
sentimiento de que ciertamente deberíamos trabajar para 
encontrar acuerdos sustanciales como el que planteába- 
mos, por ejemplo, en cuanto a la reestructura orgánica de 
toda la Policía. 


Es todo lo que queríamos expresar, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dando cumplimiento tácito al 
acuerdo político, corresponde votar si se pasa a la discu- 
sión particular. 


(Se vota) 
-112en 112. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 


SEÑOR HACKENBRUCH LEGNANI.- Pido la palabra. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Legis- 
lador. 


SEÑOR HACKENBRUCH LEGNANI.- Señor Presidente: 
habiendo unanimidad, mocionamos que se suprima la lectu- 
ra y se vote el proyecto en bloque. 


SEÑOR MICHELINI.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Legis- 
lador. 


SEÑOR MICHELINI.- Señor Presidente: si se va a votar 
en bloque y se suprime la lectura, habría que dar potestad 
a la Secretaría para que introduzca algunas correcciones, 
pues al no votarse algunos artículos se corren algunas 
disposiciones referidas. Yo tengo tres anotadas; en los 
artículos 50, 86 y 138 quedaron las referidas del proyecto de 
ley aprobado por la Cámara de Diputados y, en realidad, 
deben corregirse. 


Por lo tanto, en la moción podríamos dar potestad a la 
Secretaría para que corrija las disposiciones referidas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Silos señores Legisladores es- 
tán de acuerdo, incluiríamos esta propuesta en la moción 
anterior, aefectos de facilitar que la Secretaría corrija esos 
percances de redacción. 


SEÑOR CUSANO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Legis- 
lador. 


SEÑOR CUSANO.- Señor Presidente: mociono para que 
se vote por separado la supresión de la lectura y la votación 
en bloque. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se vota en blo- 
que, facultando a la Secretaría para hacer las modificacio- 
nes sugeridas por el señor Legislador Michelini. 

(Se vota) 

- 114en 114. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Se va a votar si se suprime de la lectura. 

(Se vota) 

-111en 114: Afirmativa. 

Se va a votar en bloque el proyecto de ley. 


(Se vota) 


- 114en 114. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
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Ha quedado sancionado el proyecto y se comunicará al 
Poder Ejecutivo. 


(Texto del proyecto sancionado:) 


TITULOI 
PARTE GENERAL 
CAPITULOI 
PRINCIPIOS GENERALES 


ARTICULO 1”. (Del alcance de la presente ley).- Las 
disposiciones incorporadas a la presente ley se aplicarán al 
personal policial que cumple funciones ejecutivas, confor- 
me al marco establecido por la Constitución de la República, 
los Tratados Internacionales sobre la materia ratificados 
por la República, la Ley Orgánica Policial y demás normas 
cuya vigencia efectiva está encomendada al contralor de la 
Policía Nacional. 


ARTICULO 2”. (Atribuciones).- El servicio policial ejer- 
cerá, en forma permanente e indivisible, las actividades de 
observación, información, prevención, disuasión y repre- 
sión. 


El objetivo de las actividades referidas es impedir y, en 
su caso, reprimir, la comisión de delitos, faltas o infraccio- 
nes, procediendo a la detención de los autores de las 
mismas para someterlos a la Justicia competente en los 
plazos y condiciones legalmente establecidos, acompañan- 
do las pruebas correspondientes. 


El servicio policial también cumplirá las órdenes de 
libertad emitidas por la Justicia competente, y remitiráa los 
establecimientos de detención a las personas que ésta 
disponga, con las condiciones de seguridad que, previo 
estudio técnico, determine la autoridad penitenciaria. 


ARTICULO 3". (Fases de la actuación policial).- Las 
fases del accionar de la policía son la observación, la 
prevención, la disuasión y, excepcionalmente, la represión 
cuando sea necesario para garantizar los derechos indivi- 
duales de todos los habitantes de la República consagrados 
en el marco jurídico constitucional y legal vigente. 


A los efectos de esta ley: 


A) Observación es la acción policial de vigilancia pasiva 
que tiene por finalidad detectar, analizar, procesar y 
utilizar información sobre situaciones que, eventual- 
mente, puedan constituir actividades presuntamente 
ilícitas, incidir en la iniciación del proceso delictivo 
O alterar la seguridad ciudadana. 


B) Prevención policial es el conjunto de medidas técni- 
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co Operativas para incidir en forma temprana sobre 
los factores que favorecen la violencia interpersonal 
y social y constituyen delitos, infracciones o faltas, 
disminuyendo los riesgos y posibilidades de ocu- 
rrencia de los mismos. 


C) Disuasión es la acción policial de vigilancia activa 
que ejerce la policía cuando ya se ha instalado una 
situación que afecta la seguridad ciudadana que 
puede derivar en acciones ilícitas que generen daños 
mayores. Previo al uso de la fuerza legítima, la policía 
deberá agotar los medios disuasivos adecuados que 
estén a su alcance, como el diálogo y la negociación 
con las personas involucradas. 


D) Represión es la acción policial que implica el uso de 
la fuerza física y las armas de fuego o cualquier otro 
medio material de coacción, en forma racional, pro- 
gresiva y proporcional, a los efectos de restablecer 
el estado de cosas anterior a la conducta ilícita que 
lo ha alterado. 


E) Consumada la fase represiva, el uso de la fuerza debe 
cesar de inmediato, una vez que el orden haya sido 
restablecido y los presuntos infractores del derecho 
protegido dejen de ofrecer resistencia. A partir de 
ese momento, se aplicarán las medidas de seguridad 
necesarias, sin perjuicio de brindar atención médica 
o de otro tipo, a quien la necesite. 


ARTICULO 4". (Principios de actuación policial).- 


1) En el cumplimiento de su deber, y como encargados 
de hacer cumplir la ley, el personal policial respetará 
y protegerá los derechos humanos de todas las per- 
sonas. 


2) El personal policial tratará a todas las personas que 
requieran sus servicios de manera diligente, correcta 
y respetuosa, sin ningún tipo de discriminación por 
razones de edad, género, etnia, religión, posición 
económica o social, o de cualquier otra índole. 


3) En todo momento, el personal policial debe cumplir 
las obligaciones que le impone el Código de conduc- 
ta para funcionarios encargados de hacer cumplir la 
ley, aprobado por la Asamblea General de las Nacio- 
nes Unidas (Resolución 34/169, de 17 de diciembre de 
1979). 


ARTICULO 5". (Procedimientos con niños, niñas o 
adolescentes).- 


A) En procedimientos con adolescentes infractores o, 
niños o niñas que vulneren derechos de terceros, la 
policía aplicará en su totalidad las normas de actua- 
ción contenidas en la presente ley, con excepción de 
los procedimientos especiales que disponga el Códi- 
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go de la Niñez y la Adolescencia (Ley N* 17.823, de 


7 de setiembre de 2004) y de lo que expresamente se 
establezca sobre la materia en la presente ley. 


B 


= 


En procedimientos con niños, niñas o adolescentes 
con derechos vulnerados se actuará conforme a lo 
dispuesto por el referido Código, en estrecha coor- 
dinación con el Instituto del Niño y Adolescente del 
Uruguay (INAU). 


0 


— 


El Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay 
(INAU) dará cuenta de inmediato a la policía de las 
fugas de adolescentes infractores de la ley penal de 
los establecimientos a su cargo. 


ARTICULO 6”. (Comunicación inmediata al Juez com- 
petente).- En los casos señalados expresamente en esta ley, 
se entiende por comunicación inmediata aquella que contie- 
ne la información imprescindible para que el Juez pueda 
obtener una clara representación de lo actuado, contando 
con los elementos primarios necesarios para tomar la deci- 
sión que a su juicio corresponda. 


El plazo para la comunicación inmediata al Juez compe- 
tente en estos casos, no podrá ser superior a las dos horas, 
contadas a partir del momento en que se produce la actua- 
ción policial. 


CAPITULO II 
ELMANDOPOLICIAL 


ARTICULO 7”. (Concepto de disciplina).- La disciplina 
es la relación jurídica que vincula el derecho de mandar y el 
deber de obedecer. Es la base imprescindible para el cumpli- 
miento orgánico profesional de las atribuciones de la Poli- 
cía Nacional. 


ARTICULOS". (Manifestación dela disciplina y límites 
ala obediencia debida).- La disciplina policial se manifiesta 
en la subordinación de grado a grado y por el respeto y la 
obediencia sin dilaciones a la orden legítima del superior. 


El personal policial tiene especialmente prohibido cum- 
plir órdenes manifiestamente ilegales o que atenten contra 
los derechos humanos o el sistema republicano democráti- 
co de gobierno. En estos casos, la obediencia a una orden 
superior nunca será considerada como eximente o atenuan- 
te de responsabilidad. 


ARTICULO 9”. (Concepto de mando).- El mando es la 
facultad reglamentaria que tiene el superior sobre sus su- 
bordinados e implica la capacidad de tomar las decisiones 
adecuadas, desde el punto de vista técnico profesional, 
frente a cada circunstancia, con rapidez y seguridad. 


ARTICULO 10. (La autoridad del superior).- La autori- 
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dad del superior emana de la aceptación del deber y de su 
propio valor como profesional que aplica su autoridad en el 
marco y para el cumplimiento de la Constitución y de la ley. 


ARTICULO 11. (Concepto de subordinación).- La sub- 
ordinación es la sujeción jurídica marcada por la dependen- 
cia orgánica funcional. Por ser la esencia de la disciplina, es 
la primera obligación y cualidad del personal policial. 


ARTICULO 12. (Obediencia al superior en grado).- 
Todo integrante del personal policial debe obediencia al 
superior en el marco del artículo 8” de esta ley. A igualdad 
de grado, existe subordinación del policía de menor anti- 
giedad hacia el funcionario más antiguo en lo que concier- 
ne al servicio. 


ARTICULO 13. (Relaciones de superioridad y depen- 
dencia).- 


A) Jerarquía ordinaria o de grado: Será determinada por 
la autoridad competente, de acuerdo a lo establecido 
en la Escala Jerárquica Policial que se detalla en la 
Ley Orgánica Policial. 


B) Jerarquía accidental o de destino: Se constituye por 
la superioridad que, en ciertos casos, corresponde a 
un integrante del personal policial sobre sus iguales 
en grado ordinario. La misma se ejerce por razón del 
lugar en que se encuentre y de las funciones que 
desempeñe. 


C) Jerarquía extraordinaria o de servicio: Se confiere al 
integrante del personal policial que ejerce la direc- 
ción de lo concerniente al desempeño de una diligen- 
ciao al servicio que la motiva, invistiéndolo al efecto, 
de autoridad sobre sus iguales en grado ordinario o 
accidental. 


TITULO H 
PARTE ESPECIAL 
CAPITULOI 


DEL USO DE LA FUERZA FISICA, LAS ARMAS U 
OTROS MEDIOS DE COACCION 


ARTICULO 14. (Seguridad estrictamente necesaria).- 
El personal policial tendrá presente en todo momento que 
solamente se adoptarán las medidas de seguridad defensi- 
vas u ofensivas estrictamente necesarias para el cumpli- 
miento de su función, de acuerdo a la normativa vigente. 


ARTICULO 15. (Torturas o tratos crueles, inhumanos 
o degradantes).- El personal policial tiene especialmente 
prohibido inflingir, instigar o tolerar torturas o tratos crue- 
les, inhumanos o degradantes sobre cualquier persona. En 
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el marco del artículo 8” de la presente ley, en ningún caso 
podrá invocar la orden de un superior o circunstancias 
especiales, como amenazas a la seguridad interna o inesta- 
bilidad política o social para justificar tales conductas, 
propias o de terceros. 


ARTICULO 16. (Atención a personas bajo custodia 
policial).- El personal policial asegurará la plena protección 
de la salud e integridad física de quienes estén eventual- 
mente bajo su custodia. En particular, tomará medidas inme- 
diatas para proporcionar atención médica y/o psicológica 
cuando sea necesario. 


ARTICULO 17. (Uso de la fuerza).- El personal policial 
solamente podrá usar la fuerza legítima cuando sea estric- 
tamente necesario y en la medida que lo requiera el desem- 
peño de sus tareas, conforme a lo preceptuado en esta ley. 


ARTICULO 18. (Principios que rigen el uso de la fuer- 
za).- El uso de la fuerza, incluyendo los distintos tipos de 
armas, debe ser moderado, racional, progresivo y propor- 
cional, considerando el riesgo a enfrentar y el objetivo 
legítimo que se persiga. 


ARTICULO 19. (Uso de medios no violentos).- La policía 
en el desempeño de sus funciones utilizará medios no 
violentos antes de recurrir al empleo de la fuerza física, 
medios de coacción o armas de fuego, los que se utilizarán 
solamente cuando los primeros resulten ineficaces o no 
garanticen el logro del resultado previsto mediante la ac- 
ción policial. 


ARTICULO 20. (Oportunidad para el uso de la fuerza).- 
La policía hará uso de la fuerza legítima para cumplir con sus 
cometidos cuando: 


A) No sea posible proteger por otros medios los dere- 
chos de los habitantes establecidos en la Constitu- 
ción de la República. 


B) Se ejerza contra el personal policial o terceras perso- 
nas violencia por la vía de los hechos o amenazas por 
persona armada, poniéndose en peligro su integri- 
dad física. 


C) Se oponga resistencia al accionar policial en 
allanamientos, lanzamientos y otras diligencias dis- 
puestas por las autoridades competentes. 


D) No puedan inmovilizarse o detenerse de otra forma 
los vehículos u otros medios de transporte, cuyos 
conductores no obedecieren la orden de detenerse 
dada por un policía uniformado o de particular debi- 
damente identificado, o cuando se violare una barre- 
ra o valla previamente establecida por la policía. 


E) No se pueda defender de otro modo la posición que 
ocupa, las instalaciones que proteja o las personas 
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a las que deba detener o conducir o que hayan sido 
confiadas a su custodia. 


F) Deba disolver reuniones o manifestaciones públicas 
que no sean pacíficas y cuando en las mismas parti- 
cipen personas armadas o que esgriman objetos de 
forma tal que puedan ser utilizados para agredir. 


En toda circunstancia, el empleo de armas de fuego se 
regirá estrictamente por lo dispuesto en los artículos 22 y 
23 de la presente ley. 


ARTICULO21. (Identificación y advertencia policial).- 
En las circunstancias establecidas en los artículos prece- 
dentes, el personal policial se identificará como tal y dará 
una clara advertencia de su intención de emplear la fuerza, 
con tiempo suficiente para que los involucrados depongan 
su actitud, salvo que exista inminente peligro para su vida 
o integridad física o para la de terceras personas. 


ARTICULO 22. (Límites para el empleo de las armas de 
fuego).- En el marco establecido por el artículo 20 de la 
presente ley, el uso de armas de fuego es una medida 
extrema. No deberán emplearse las mismas excepto cuando 
una persona ofrezca resistencia armada al accionar policial 
oponga en peligro la integridad física o la vida del personal 
policial actuante o de terceros y no se la pueda reducir o 
detener utilizando medios no letales. 


ARTICULO 23. (Empleo de armas de fuego).- Cuando el 
empleo de armas de fuego sea inevitable, conforme con lo 
dispuesto por el artículo anterior, el personal policial, bajo 
su más seria responsabilidad: 


A) Actuará con moderación y en proporción a la grave- 
dad de la agresión o la conducta ilícita que se trate de 
reprimir. 


B) Reducirá al mínimo los daños y lesiones que pudieran 
causar al agresor. 


C) Garantizará que se preste de inmediato asistencia y 
servicio médico a las personas heridas o afectadas. 


D) Procurará que los familiares de las personas heridas 
o afectadas tomen conocimiento de lo sucedido en el 
plazo más breve posible. 


ARTICULO 24. (Deber de informar).- Toda vez que un 
policía dispare su arma de fuego deberá informar de inme- 
diato y por escrito a su superior. 


Se exceptúan de la presente disposición los disparos 
que serealicen con fines de instrucción en establecimientos 
policiales autorizados y equipados a esos efectos. 


ARTICULO 25. (Comunicación al Juez).- El superior 
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responsable del servicio deberá enterar en forma inmediata 
al Juez competente (artículo 6% de la presente ley) del 
resultado de la labor desarrollada por la policía según lo 
dispuesto en el presente Capítulo. 


CAPITULO II 
DELA COMUNICACION A LA JUSTICIA 


ARTICULO 26. (Comunicaciones regulares a la Justi- 
cia).- Fuera de los casos expresamente establecidos en los 
que se aplica el mecanismo de comunicación inmediata 
dispuesto por el artículo 6* de la presente ley, las comuni- 
caciones policiales regulares a la Justicia se realizarán 
según lo preceptuado por los artículos siguientes. 


ARTICULO 27. (Comunicación judicial. Procedimien- 
to).- La comunicación con el Juez competente se hará a 
través del superior responsable del servicio, en principio en 
forma telefónica. Eventualmente, la comunicación se hará 
en forma personal, ya sea por la relevancia de la noticia, 
porque así lo ordene el Juez o por cualquier otra circunstan- 
cia que razonablemente así lo amerite. 


ARTICULO 28. (Forma de documentar la comunicación 
judicial).- En todas las dependencias policiales que tengan 
contacto con la Justicia, habrá un libro de comunicaciones 
judiciales debidamente foliado. Una vez completado el mis- 
mo, se dispondrá su archivo para eventuales consultas 
futuras. 


ARTICULO 29. (Contenido de la comunicación).- Cada 
comunicación deberá contar con la siguiente información: 
fecha y hora de la misma, nombre y turno del magistrado 
receptor, breve y específica reseña del hecho que se comu- 
nica y resolución judicial con el correspondiente número si 
éste es proporcionado. Similar procedimiento se realizará 
cuando la comunicación proceda de la sede judicial, la que 
será consignada alos registros que aesos efectos se lleven. 


TITULO HI 
LA POLICIA AUXILIAR DE LA JUSTICIA 
CAPITULOI 
DOCTRINA DE PROCEDIMIENTO 


ARTICULO 30. (Ponderación de los efectos de la inter- 
vención policial).- En toda circunstancia, el personal poli- 
cial debe actuar de forma tal que, racionalmente, evite 
generar un daño mayor al que pretende impedir. 


ARTICULO 31. (Alcances del concepto).- A los efectos 
de dar cumplimiento a lo estipulado en el artículo anterior, 
el personal policial está exento de responsabilidad cuando 
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actúa en legítima defensa propia o de terceros; o en cum- 
plimiento de la ley (artículos 26, 27 y 28 del Código Penal). 


CAPITULOII 


DE LA PROTECCION DELOS DERECHOS DELAS 
VÍCTIMAS, TESTIGOS Y PERSONAS QUE BRINDEN 
INFORMACION CALIFICADA 


ARTICULO 32. (Derecho a recibir la adecuada protec- 
ción).- Toda víctima, testigo o persona que brinde informa- 
ción calificada a la policía, tiene derecho a recibirla adecua- 
da protección por parte de las instituciones competentes 
del Estado. 


ARTICULO 33. (Registro y archivo de información).- 
La policía deberá llevar un registro y archivo sobre la 
información a que se refiere el artículo anterior, procesán- 
dola y utilizándola para la prevención e investigación de 
hechos ilícitos. 


ARTICULO 34. (Información anónima).- La policía re- 
gistrará también la información que tenga el carácter de 
anónima, lo que se deberá consignar como tal. 


ARTICULO 35. (Carácter confidencial).- Toda infor- 
mación o denuncia de víctima, testigo o persona que brinde 
información calificada cuya identidad esté comprobada, se 
asentará en el archivo y tendrá carácter de confidencial y 
secreta, sólo pudiéndose revelar la misma por orden de la 
Justicia competente. 


ARTICULO 36. (Derecho a la información).- La víctima 
tiene derecho a ser informada por la policía de todo lo 
actuado en el caso que la afecta, en la medida que ello no 
afecte u obstruya la investigación, salvo orden expresa de 
la Justicia competente. 


Cuando el denunciado o el denunciante sea funcionario 
policial, las autoridades competentes habrán de extremar 
las medidas de supervisión para garantizar el adecuado 
manejo de la información y de todo el proceso de interven- 
ción policial. 


ARTICULO 37. (Responsabilidad del personal poli- 
cial).- El personal policial será responsable de las medidas 
que se le ordenen para la protección de víctimas, testigos 
y personas que brinden información calificada. 


CAPITULO HMI 
DETENCIONES 


ARTICULO38. (Concepto de detención).- Por detención 
se entiende privar de la libertad ambulatoria a una persona, 
haciéndose responsable de ella, conforme con lo estableci- 
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do por el artículo 15 de la Constitución de la República y las 
leyes vigentes. 


ARTICULO 39. (Justificación de las medidas de segu- 
ridad policiales).- Las medidas de seguridad policiales son 
aquellas que impiden o limitan la libertad de movimientos de 
una persona detenida. En ningún caso estas medidas afec- 
tarán la integridad física o la dignidad de la persona dete- 
nida. 


Las medidas de seguridad se impondrán a una persona 
detenida exclusivamente por su propia seguridad, la del 
personal policial actuante o la de terceras personas, en 
forma racional, progresiva y proporcional. 


ARTICULO 40. (Seguridad del personal policial).- El 
personal policial debe llevar a cabo cualquier detención en 
forma eficiente y con el menor riesgo posible para su vida 
o integridad física o la de los efectivos que participen en el 
procedimiento, sin aplicar la fuerza en forma innecesaria u 
ostentosa. 


ARTICULO 41. (Seguridad de terceros).- En todas las 
detenciones se debe tener en cuenta la seguridad de perso- 
nas ajenas al hecho que se encuentren presentes. 


ARTICULO 42. (Seguridad delas personas detenidas).- 
La fuerza física, medios de coacción o armas de fuego deben 
utilizarse por la policía tras agotar todos los medios 
disuasivos posibles y deben cesar en forma inmediata una 
vez que la o las personas objeto del procedimiento de 
detención dejen de ofrecer resistencia, conforme con lo 
dispuesto por el Capítulo I del Título II de la presente ley. 


Sección I 
Identificación eidentidad 


ARTICULO 43. (Solicitud de identificación).- En el 
marco de procedimientos que tienen por objeto la detención 
de personas requeridas por la Justicia competente o fuga- 
das, la policía puede solicitar la identificación correspon- 
diente a personas que razonablemente puedan coincidir con 
la requerida. A los efectos de confirmar la identidad mani- 
festada por una persona, la policía podrá requerirle la exhi- 
bición de su cédula de identidad, credencial cívica, libreta 
de conducir o cualquier otro tipo de documento idóneo para 
tal fin. 


En la hipótesis del inciso anterior, cuando una persona 
se niegue a identificarse (numeral 6” del artículo 360 del 
Código Penal), deberá ser conducida a la dependencia 
policial y se dará cuenta de inmediato al Juez competente en 
los términos establecidos en el artículo 6” de la presente ley. 


En caso que la persona declare su identidad pero se 
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tengan dudas fundadas sobre la veracidad de su declara- 
ción, o presente documentos o testimonios sobre los que la 
policía tenga motivos suficientes o fundados para dudar de 
su validez, ni se pueda, en el lugar, establecer la identidad 
por otros métodos alternativos, podrá ser conducida a la 
dependencia policial correspondiente con la finalidad de 
confirmar su identidad, enterándose de ello, de inmediato, 
al Juez competente, conforme a lo dispuesto por el artículo 
6” de la presente ley. 


Sección II 
Registro personal 


ARTICULO 44. (Alcance de la medida).- La policía 
podrá realizar registros personales únicamente cuando de 
acuerdo a los criterios del numeral 1) del artículo 47 de la 
presente ley, exista flagrante actividad delictiva de la per- 
sona sometida a registro, o cuando, en el curso de un 
operativo policial debidamente dispuesto, existan motivos 
suficientes o fundados para dar cumplimiento a medidas de 
resguardo imprescindibles para garantizar la seguridad de 
cualquier persona involucrada en un procedimiento, inclui- 
da la del personal policial interviniente o de terceros. El 
registro personal debe respetar en todo lo posible las limi- 
taciones previstas en el artículo 55 de la presente ley, 
incluida la de ser realizado por persona del mismo sexo que 
la persona registrada, exceptuándose de este requisito sólo 
los casos, cuando no haya personal policial de dicho sexo 
en el lugar y resulte indispensable proceder al registro. En 
los casos del primer inciso de este artículo y con el mismo 
objetivo, podrá registrar bultos, bolsos, valijas, portafolios 
o similares que la persona transporte. 


ARTICULO 45. (Registros de vehículos).- La policía 
podrá registrar cualquier tipo de vehículo de transporte de 
personas o de carga en procura de elementos que puedan 
poner en riesgo la seguridad propia, la de terceros o la de 
objetos relacionados con la comisión de hechos ilícitos. 


ARTICULO 46. (Incautación de efectos).- Cuando en 
los procedimientos referidos en los artículos anteriores se 
incaute cualquier tipo de objeto, se labrará acta, que será 
firmada por el personal policial actuante y las personas 
involucradas en el procedimiento, extendiéndose a estas 
últimas copia de la actuación correspondiente y enterando 
de inmediato al Juez competente, estándose a lo que éste 
resuelva. 


Sección HI 
Detención sin orden judicial y conducción policial 


ARTICULO 47. (Detención sin orden judicial).- La po- 
licía deberá detener, aun sin orden judicial: 


1) A toda persona sorprendida in fraganti delito (artícu- 
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lo 111 del Código del Proceso Penal). Se entiende que 
hay delito flagrante: 


A) Cuando se sorprendiere a una persona en el mis- 
mo acto de cometerlo. 


B) Cuando, inmediatamente después de la comisión 
de un delito, se sorprendiere a una persona hu- 
yendo, ocultándose, o en cualquier otra situación 
o estado que haga presumir su participación y, al 
mismo tiempo, fuere designada por la persona 
ofendida o damnificada o testigos presenciales 
hábiles, como partícipe en el hecho delictivo. 


C) Cuando, en tiempo inmediato a la comisión del 
delito, se encontrare a una persona con efectos u 
objetos procedentes del mismo, con las armas o 
instrumentos utilizados para cometerlo, o presen- 
tando rastros o señales que hagan presumir firme- 
mente que acaba de participar en un delito. 


2) A toda persona que fugare estando legalmente dete- 
nida. 


ARTÍCULO 48. (Conducción de personas eventualmen- 
te responsables de un hecho delictivo).- 


1) La policía deberá conducir a dependencias policiales 
a cualquier persona si cuenta con motivos suficien- 
tes O fundados sobre su responsabilidad en un he- 
cho con apariencia delictiva recientemente acaecido 
y exista riesgo de que pueda fugarse del lugar donde 
el mismo se ha cometido o incidir sobre eventuales 
elementos probatorios. En todo caso, se dará cuenta 
de inmediato al Juez competente, conforme con lo 
dispuesto por el artículo 6* de la presente ley. 


2) Fuera de la hipótesis de conducción incorporada al 
numeral anterior, en procedimientos de investiga- 
ción de hechos ilícitos, la policía no podrá detener a 
ninguna persona ni testigos aun cuando se nieguen 
a concurrir voluntariamente a dependencias policiales 
sin la correspondiente orden del Juez competente. 


ARTICULO 49. (Derecho de la persona detenida o con- 
ducida a serinformada).- Toda persona conducida o dete- 
nida deberá ser informada de inmediato del motivo de su 
detención o conducción. 


En la dependencia policial se documentará por escrito de 
dicha información, labrando el acta correspondiente que 
será firmada por la persona detenida o conducida. En caso 
que la persona detenida o conducida no quiera o no pueda 
hacerlo, el acta mencionada será firmada por dos testigos. 


Toda persona detenida o conducida tiene derecho a 
comunicar inmediatamente su situación a sus familiares, 
allegados o a un abogado. 
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ARTICULO 50. (Familiares del detenido).- Los familia- 
res del detenido incomunicado deberán ser informados por 
la policía respecto al lugar y la hora de detención, el Juzgado 
que interviene en el caso y el motivo de la detención. Otro 
tipo de información requerida podrá proporcionarse, siem- 
pre y cuando lo autorice la Justicia competente, fuera de las 
hipótesis contenidas en los artículos 75 y 76 de la presente 
ley. 


CAPITULOIV 


PROCEDIMIENTOS CON PERSONAS DETENIDAS O 
CONDUCIDAS EN DEPENDENCIA POLICIAL 


Sección I 


Registro de personas detenidas y conducidas 


ARTICULO 51. (Constatación del estado de salud de la 
persona detenida o conducida).- En caso que una persona 
que registre ingreso como detenida o conducida en depen- 
dencias policiales se encuentre herida o en presunto estado 
de intoxicación por alcohol u otro tipo de sustancia, la 
policía deberá solicitar apoyo médico para brindarle inme- 
diata atención (artículo 16 de la presente ley). 


ARTICULO $52. (Libreta de personas detenidas y condu- 
cidas).- En las dependencias policiales se llevará una Libre- 
ta de Personas Detenidas y Conducidas, empastada y foliada, 
donde se harán constar todos los datos filiatorios de las 
mismas, hora de entrada, motivo de la detención o conduc- 
ción, antecedentes, requisitorias y señas físicas particula- 
res que puedan ser útiles para su identificación. Posterior- 
mente, si así correspondiere, se incluirán las resoluciones 
judiciales referentes a la situación de la persona detenida o 
conducida, hora de su puesta en libertad y autoridad judi- 
cial que la ordena o motivo de su procesamiento por dicha 
autoridad o cualquier otra derivación ordenada. 


ARTICULO 53. (Registro de valores).- A toda persona 
que registra entrada como conducida o detenida en una 
dependencia policial, se le debe solicitar que entregue sus 
pertenencias personales y todo aquello con lo cual se 
puede causar daño físico o causarlo a terceros, como cintos, 
cordones de zapato, alhajas, corbata, entre otros objetos 
similares. 


ARTICULO 54. (Registro personal).- Una vez cumplida 
con la actividad reseñada en el artículo anterior, la policía 
puede realizarle un registro personal a la persona detenida 
o conducida para contribuir a preservar la medida de segu- 
ridad establecida en dicho artículo. El procedimiento deberá 
realizarse exclusivamente en la dependencia policial. 


ARTICULO 55. (Limitaciones al registro de personas 
detenidas o conducidas).- El registro personal deberá 
practicarse con el mayor cuidado y respeto hacia la digni- 
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dad de la persona y realizarse exclusivamente por personal 
policial del mismo sexo de la persona. 


La policía no puede desnudar a una persona detenida o 
conducida ni revisar sus partes íntimas, salvo cuando se 
trate de una situación excepcional en que esté en riesgo la 
vida o la integridad física de la misma, enterando de inme- 
diato al Juez competente, de acuerdo con lo establecido por 
el artículo 6” de la presente ley. 


Fuera de dichas hipótesis, el procedimiento deberá rea- 
lizarse exclusivamente por personal médico previa orden 
judicial y siempre que resulte estrictamente necesario y no 
exista medida alternativa alguna. 


ARTICULO 56. (Documentación delos valores y orden 
de entrada y registro).- Cada dependencia policial llevará 
una libreta como registro de valores, empastada y foliada. 
Se le extenderá copia de la constancia de los valores entre- 
gados a la persona detenida o conducida, donde constarán: 
sus nombres y apellidos completos, relación de valores y de 
efectos personales y su firma junto a la del personal policial 
actuante. 


ARTICULO 57. (Alojamiento de personas detenidas o 
conducidas).- El superior a cargo del servicio dispondrá del 
alojamiento adecuado para cada persona detenida o condu- 
cida, valorando su decisión según criterios técnico profe- 
sionales fundados, evitando la permanencia conjunta. 


El personal policial no debe permitir el contacto entre 
personas detenidas o conducidas mayores y menores de 
edad, como tampoco entre personas detenidas o conduci- 
das de diferentes sexos. 


ARTICULO 58. (Dependencias policiales especializa- 
das en familia, mujer, niñez y adolescencia).- Las depen- 
dencias policiales especializadas adoptarán similares medi- 
das de seguridad a las mencionadas en los artículos ante- 
riores, sin perjuicio de lo que pueda disponer la Justicia 
competente. 


ARTICULO 59. (Limitaciones en el manejo de personas 
detenidas o conducidas).- El superior a cargo del servicio no 
permitirá el contacto de ningún tipo con personas deteni- 
das o conducidas por parte de personal policial que no esté 
debidamente autorizado o supervisado. 


ARTICULO 60. (Trato con la persona detenida o condu- 
cida).- Está prohibido al personal policial utilizar palabras 
agraviantes, humillantes o que provoquen la reacción de la 
persona detenida o conducida. 


ARTICULO 61. (Actitudes prohibidas con personas 
detenidas o conducidas).- Está prohibido al personal poli- 
cial utilizar forma alguna de coacción física ilegítima o 
maltrato psicológico con las personas detenidas o condu- 
cidas. 


ASAMBLEA GENERAL 


A.G.-135 


ARTICULO 62. (Orden delibertad).- Ninguna persona 
detenida por orden del Juez competente o con conocimiento 
de él, podrá ser puesta en libertad sin mediar orden judicial, 
la que deberá constar en la libreta de entrada, en la que 
figurará la fecha, hora de salida y el magistrado de turno que 
la ordena. 


En caso de personas conducidas a dependencias 
policiales, se estará a lo que disponga el Juez competente, 
conforme al procedimiento establecido en el artículo 6* de 
la presente ley. 


Sección II 


Procedimientos de averiguación en dependencias 
policiales 


ARTICULO 63. (Interrogatorio en dependencia poli- 
cial).- Se puede interrogar en dependencia policial a perso- 
nas detenidas y conducidas, testigos, víctimas y denun- 
ciantes, para consignar el resultado en el parte policial que 
se eleva a la Justicia competente. 


El resultado del interrogatorio policial no tiene valor 
probatorio, sino que es indicativo de la actividad probato- 
ria. 


ARTICULO 64. (Intervención de la defensa en depen- 
dencia policial).- La intervención de la defensa en depen- 
dencia policial se regirá por lo dispuesto en el Código del 
Proceso Penal. 


En todo caso, la defensa deberá ser informada sobre la 
hora y motivo de la detención y sobre la hora de comunica- 
ción de la misma al Juez competente. 


Cuando se trate de procedimientos que involucren a 
adolescentes presuntamente infractores de la ley penal, se 
estará a lo dispuesto por el literal F) del artículo 74 del 
Código de la Niñez y la Adolescencia (Ley N* 17.823, de 7 
de setiembre de 2004). 


ARTICULO 65. (Labrado de actas).- En toda circunstan- 
cia, el interrogatorio policial deberá ser recogido bajo acta 
firmada. 


ARTICULO 66. (Delos reconocimientos).- El Juez com- 
petente puede ordenar la realización de reconocimientos en 
dependencia policial. En ese caso, se seguirán las siguien- 
tes reglas: 


1) Cada testigo o víctima, por separado, describirá pre- 
viamente a la persona presuntamente involucrada en 
el hecho que se investiga, debiendo reconocerla 
desde un lugar donde no pueda ser visto por ésta. 
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2) La persona sometida a reconocimiento elegirá lugar 
en una fila de varias personas de aspecto semejante. 


3) El testigo ola víctima, dirá si en la fila está la persona 
presuntamente involucrada en el hecho que se inves- 
tiga y la señalará, manifestando las diferencias que 
encuentre con su percepción anterior. 


4) El personal policial actuante consignará en el parte el 
procedimiento seguido en el reconocimiento, ente- 
rando a la Justicia del resultado del mismo. 


5) Entodos los casos, el personal policial deberá evitar 
cualquier tipo de contacto físico y/o visual entre la 
persona sometida a reconocimiento y el testigo o 
víctima. 


ARTICULO 67. (Limitaciones al reconocimiento).- No 
se podrán efectuar reconocimientos en la vía pública o fuera 
de la dependencia policial. 


ARTICULO 68. (Otras formas de reconocimiento).- Si 
no fuera posible efectuar el reconocimiento en forma perso- 
nal, podrá solicitarse la colaboración de personal de Policía 
Técnica. 


ARTICULO 69. (Otros objetos de reconocimiento).- 
Para reconocer objetos vinculados al hecho ilícito investi- 
gado, como armas o ropa, entre otros, se procederá de la 
misma forma que la establecida en los artículos anteriores. 


ARTICULO 70. (Galería de fotos).- La policía podrá 
exhibir a los testigos, víctimas y/o denunciantes, una gale- 
ría de fotos a los efectos de favorecer el reconocimiento de 
la persona presuntamente involucrada en el hecho que se 
investiga. 


ARTICULO 71. (Solicitud de información por los me- 
dios de comunicación).- La policía podrá solicitar informa- 
ción al público, a través de los medios de comunicación, 
referente a personas extraviadas, fugadas o requeridas por 
la Justicia competente. Asimismo, podrá solicitar por los 
mismos medios cualquier otro tipo de información que 
pueda ser útil para esclarecer hechos que se investigan. 


El uso de la imagen de niños, niñas y adolescentes o 
víctimas de delitos deberá ser autorizado por el Juez com- 
petente. 


ARTICULO 72. (Solicitud de cierre de fronteras, 
requisitorias y capturas).- Previa orden judicial, la policía 
podrá implementar el cierre de fronteras y las requisitorias 
y Órdenes de capturas, departamentales y nacionales, de 
aquellas personas presuntamente autoras de delitos o fuga- 
das. 


ARTICULO 73. (Información e inteligencia policial).- 
La policía podrá realizar actividades de información e inte- 
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ligencia para la prevención y represión de hechos ilícitos, 
actuando estrictamente en el marco de lo dispuesto por los 
artículos 1% a 4” de la presente ley. 


ARTICULO 74. (Archivo de antecedentes).- Exclusiva- 
mente a los efectos del cumplimiento de sus funciones de 
información e inteligencia, la policía podrá llevar un archivo 
de antecedentes de las personas que se encuentren vincu- 
ladas a actividades ilícitas, o que las practiquen o las hayan 
practicado en nuestro país o en el exterior, contando para 
ello con los mecanismos correspondientes de cooperación 
policial internacional. 


Sección HI 
Laincomunicación 


ARTICULO 75. (Procedencia de la incomunicación).- 
Estrictamente como medida de urgencia, alos solos efectos 
de preservar la escena del hecho, la policía podrá disponer 
la incomunicación de la persona presuntamente responsa- 
ble en el hecho investigado, como forma de evitar que se 
afecte la indagatoria o se incida sobre los elementos proba- 
torios, enterando de inmediato al Juez competente, de acuer- 
do con el artículo 6* de la presente ley. 


Cuando se trate de procedimientos que involucren a 
adolescentes presuntamente infractores de la ley penal, se 
estará a lo dispuesto por los literales D) y G) del artículo 74 
del Código de la Niñez y la Adolescencia (Ley N* 17.823, de 
7 de setiembre de 2004). 


ARTICULO 76. (Concepto de la incomunicación).- La 
incomunicación de las personas presuntamente responsa- 
bles en el hecho implica una medida de coerción personal 
por la que se les impide mantener contacto de cualquier tipo 
con terceros (incluidos sus familiares, otros testigos, abo- 
gados defensores, víctimas o allegados, entre otros), con la 
finalidad establecida en el artículo anterior. 


ARTICULO 77. (Régimen general).- Fuera de la hipóte- 
sis contenida en los artículos 75 y 76 de la presente ley, 
serán de aplicación las normas pertinentes del Código del 
Proceso Penal. 


Sección IV 
Detenidos en centros asistenciales 


ARTICULO 78. (Desempeño de la custodia).- El perso- 
nal policial encargado de la custodia procurará armonizar su 
accionar con la actividad del centro asistencial, sin desme- 
dro del estricto cumplimiento de las medidas de seguridad 
que le sean ordenadas respecto a la persona detenida que 
se encuentra custodiando. 


El personal policial asignado a la tarea no podrá abando- 
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nar la custodia bajo ninguna circunstancia, debiendo man- 
tener contacto visual permanente con la persona detenida, 
sin perjuicio de lo dispuesto por el artículo 84 de la presente 
ley. 


ARTICULO 79. (Equipo de custodia).- En el caso de que 
participen dos policías en la custodia, uno deberá permane- 
cer constantemente en contacto con la persona detenida y 
otro se colocará fuera del recinto donde éste se encuentre. 
Los integrantes del equipo de custodia se mantendrán en 
permanente contacto radial y, eventualmente, lo harán con 
sus superiores. El relevo se hará en presencia de ambos, 
controlando debidamente los aspectos del servicio y su 
seguridad. 


ARTICULO 80. (Medidas de seguridad policiales).- Las 
medidas de seguridad respecto a una persona detenida en 
centro asistencial deberán disponerse por el superior a 
cargo del operativo de conformidad con la autoridad del 
centro asistencial, sin perjuicio de lo establecido por el 
artículo 84 de la presente ley. 


El personal policial está obligado a brindar a la persona 
detenida un trato adecuado y respetuoso de su dignidad. 


En ningún caso se mantendrán esposadas a mujeres 
detenidas en el trabajo de parto ni en el momento del mis- 
mo. 


ARTICULO 81. (Precauciones del personal asignado a 
la custodia).- En ninguna circunstancia el personal policial 
asignado a la custodia deberá desarmarse ni dejar abando- 
nado el correaje, a los efectos de evitar que su armamento 
quede al alcance del custodiado. 


ARTICULO 82. (Obligación de respetar la consigna).- 
El personal policial de servicio no deberá cumplir ninguna 
otra tarea que no sea la de custodia. No brindará a la persona 
detenida ninguna información, tratando al máximo de limitar 
la conversación con ésta. 


ARTICULO $83. (Discreción y reserva en el servicio).- 
El personal policial no deberá confraternizar con terceros ni 
brindar ningún tipo de información a médicos, visitas O 
personal del centro de asistencia sobre forma de traslado, 
horario, itinerario, operativo y demás, respecto ala persona 
detenida. 


ARTICULO $84. (Excepciones a las medidas de seguri- 
dad).- A pedido y bajo la responsabilidad de la autoridad del 
centro asistencial, y con la finalidad de cumplir con un acto 
médico, el personal policial asignado a la custodia deberá 
liberar al detenido de las medidas de seguridad, previa 
autorización del superior a cargo del servicio. En ese mo- 
mento deberá extremar su vigilancia, advirtiendo, además, 
al personal médico sobre el posible grado de peligrosidad 
de la persona custodiada. 
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En caso de discrepancia del superior se dará cuenta 
inmediata al Juez competente, quien resolverá. 


ARTICULO 85. (Coordinación de las medidas de segu- 
ridad).- En el caso de que el acto médico sea coordinado con 
antelación, el personal policial asignado a la custodia ente- 
rará a sus superiores de inmediato, a los efectos de que se 
implementen las medidas de seguridad que correspondan. 


ARTICULO 86. (Relación con personal técnico o médi- 
c0).- El personal policial asignado a la custodia no aceptará 
órdenes del personal técnico o médico en la medida que 
éstas comprometan el cumplimiento de su misión, excepto 
en lo dispuesto por el artículo 84 de la presente ley. En todo 
caso, se relacionará con dicho personal en forma respetuo- 
sa, enterando de inmediato al superior a cargo del servicio 
de producirse algún conflicto o duda en cumplimiento de la 
tarea. 


Ante cualquier incidente que se plantee en estos casos, 
el superior a cargo del servicio dará cuenta de inmediato al 
Juez competente, quien resolverá en definitiva y bajo su 
más seria responsabilidad. 


Sección V 
Traslado de personas detenidas 


ARTICULO 87. (Medidas de seguridad).- Toda persona 
detenida deberá ser trasladada con las medidas de seguri- 
dad ordenadas por el superior a cargo del servicio. 


ARTICULO 88. (Incomunicación).- Cuando se trate del 
traslado de dos o más personas detenidas, las mismas serán 
mantenidas en régimen de incomunicación. A estos efectos 
se requerirá previa orden judicial, excepto en la hipótesis 
definida en el artículo 75 de la presente ley. 


ARTICULO 89. (Otras medidas de seguridad).- Cuando 
el traslado se realice en cualquier tipo de vehículo, deberá 
previamente procederse al exhaustivo registro del mismo 
para verificar que no se encuentren objetos que puedan 
facilitar la fuga de la persona detenida. 


ARTICULO 90. (Limitaciones a las medidas de seguri- 
dad).- En los traslados en vehículos las personas detenidas 
nunca serán esposadas a partes fijas de los mismos, a los 
efectos de preservar su integridad física en caso de que se 
produzca un accidente de tránsito. 


ARTICULO 91. (Traslado específico).- El vehículo para 
el traslado debe estar debidamente identificado como móvil 
policial, con excepción del utilizado para el traslado de 
personas detenidas que, por orden superior, requieran 
medidas excepcionales de seguridad. En todo caso, se 
deberá coordinar con la Justicia el procedimiento corres- 
pondiente. 
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CAPITULO V 
PROCEDIMIENTOS DE AVERIGUACION DEDELITOS 
Sección I 
Denuncia 


ARTICULO 92. (Concepto de denuncia). A los efectos 
de la presente ley, se entenderá por denuncia la mera toma 
de conocimiento por parte de la autoridad policial, a través 
de cualquier medio, de un hecho que determine su interven- 
ción, sin perjuicio de la actuación de oficio que procede en 
caso de in fraganti delito o toda vez que lo requieran las 
circunstancias del caso. 


En caso de denuncia anónima, previo a cualquier tipo de 
actuación, la policía deberá ponderar razonablemente todos 
los elementos de juicio a su disposición sobre los hechos 
denunciados, a los efectos de no causar ningún tipo de 
perjuicio a las personas indebidamente involucradas en los 
mismos. 


ARTICULO 93. (Carácter de denunciante).- Cualquier 
persona puede realizar una denuncia, incluso si es menor de 
dieciocho años de edad o no es la persona damnificada. 


ARTICULO 94. (Puesta en conocimiento).- Basta la 
simple mera puesta en conocimiento del hecho denunciado 
para que la policía deba actuar. 


ARTICULO 95. (Formalidad administrativa).- La forma- 
lidad administrativa de la denuncia puede ser previa, simul- 
tánea o posterior a la misma, pero nunca será un requisito 
imprescindible para la inmediata actuación policial. 


La policía debe actuar en forma inmediata y con la mayor 
diligencia para impedir o reprimir cualquier hecho ilícito y 
luego proceder a la documentación de la denuncia. La 
información necesaria e imprescindible para fundamentar la 
actuación primaria no debe impedir, bajo ninguna circuns- 
tancia, la actuación policial. 


ARTICULO 96. (Atención a la persona denunciante).- 
El personal policial no desestimará ninguna denuncia, aun- 
que el hecho denunciado no pertenezca a su jurisdicción. 
En todo caso deberá atender correcta y respetuosamente al 
denunciante, tomando conocimiento del hecho y enterando 
a su superior, a los efectos que éste disponga el trámite que 
corresponda. 


ARTICULO 97. (Denuncia escrita).- Si el comparecien- 
te presenta denuncia escrita, la policía debe recibirla con las 
formalidades del caso y, oportunamente, enterar al Juez 
competente. 


ARTICULO 98. (No exigencia de denuncia escrita).- El 
personal policial no puede exigir en ningún caso una denun- 
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cia escrita como requisito previo a su actuación. Ante 
alguna duda al respecto, el personal policial actuante ente- 
rará al superior a cargo del servicio, quien, en sucaso, podrá 
enterar y/o consultar al Juez competente. 


ARTICULO 99. (Resolución de situaciones).- De plan- 
tearse algún conflicto o cuestionamiento con o por parte del 
denunciante, el personal policial actuante enterará de inme- 
diato al superior a cargo del servicio, quien adoptará las 
decisiones pertinentes, previa comunicación al Juez com- 
petente, estándose a lo que éste resuelva en definitiva. 


ARTICULO 100. (Abstención de comentarios).- El per- 
sonal policial se abstendrá de hacer comentarios sobre 
aspectos de la denuncia, presuntos autores u otro tipo de 
información relativa a la misma. 


ARTICULO 101. (Prioridades de actuación).- El perso- 
nal policial no dispensará ningún tipo de tratamiento 
discriminatorio ni dará prioridad alos procedimientos sobre 
la base de la condición social, económica o de cualquier otra 
índole de la persona denunciante. 


El personal policial atenderá en forma inmediata los 
hechos denunciados que, por su gravedad, impliquen tomar 
medidas urgentes para asistir ala víctima, impedir la conti- 
nuación de la actividad delictiva, preservar elementos pro- 
batorios o perseguir a los presuntos autores del ilícito. 


ARTICULO 102. (Identificación del personal policial 
actuante).- El personal policial actuante, a requerimiento de 
la persona denunciante, debe proceder a identificarse, pro- 
porcionando su grado, nombre y apellido y número de 
funcionario, así como exhibiendo la identificación que lo 
acredita como tal cuando le sea solicitada. 


ARTICULO 103. (Constancia).- La policía debe exten- 
der a toda persona que realiza una denuncia una constancia 
escrita de la misma. 


ARTICULO 104. (De la reserva de la denuncia).- La 
policía mantendrá absoluta reserva del desarrollo de la 
investigación a que diere lugar la denuncia y de la identidad 
de la persona denunciante, víctimas, testigos y otras perso- 
nas presuntamente involucradas en los hechos denuncia- 
dos. 


En especial, la policía no debe concurrir al domicilio de 
la persona denunciante para realizar cualquier diligencia 
referida a los hechos denunciados. En caso que sea nece- 
sario convocar a la misma a la dependencia policial para 
ampliar o aclarar cualquier aspecto de la denuncia, la cita- 
ción deberá realizarse por personal policial de particular o 
através de comunicación telefónica si ello fuera posible, de 
forma tal que se garantice la máxima reserva para la seguri- 
dad de la persona denunciante y de su familia. 


ARTICULO 105. (Denuncias que no determinen inter- 
vención policial).- En caso de denuncias que, prima facie, 
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por su naturaleza no determinen la intervención policial, el 
policía actuante informará al superior a cargo del servicio. 
En caso de duda, se dará cuenta de inmediato al Juez 
competente, estándose a lo que éste disponga. 


Sin perjuicio de lo anterior, en todo caso, se brindará a 
la persona denunciante la información necesaria respecto al 
organismo público o institución privada donde puede diri- 
gir la denuncia referida. 


ARTICULO 106. (Falta de documento de identidad).- La 
falta de documento que permita identificar a la persona 
denunciante no impedirá el accionar de la policía respecto 
al hecho denunciado. 


ARTICULO 107. (Responsabilidad de la policía).- Por 
los dichos y testimonios del denunciante, incluso indocu- 
mentado, se realizará el procedimiento correspondiente. En 
caso que los hechos denunciados sean falsos, no se con- 
figurará ningún tipo de responsabilidad respecto del perso- 
nal policial actuante. 


ARTICULO 108. (Identificación de la persona denun- 
ciante indocumentada).- Cuando la persona denunciante 
esté indocumentada y no exista ningún otro medio de 
comprobar su identidad, deberá requerírsele, junto a su 
firma, la impresión dígito pulgar. 


ARTICULO 109. (Falta de documentación de los efectos 
involucrados en hechos denunciados).- No será impedimen- 
to para el accionar policial el hecho de que la persona 
denunciante carezca de la documentación de los bienes 
involucrados en los hechos denunciados. 


En estos casos, de producirse la recuperación de bienes 
involucrados en la denuncia, si la persona denunciante 
reconoce los mismos como de su propiedad, se enteraráa la 
Justicia competente. 


De igual forma se procederá cuando exista toda la docu- 
mentación necesaria de los bienes mencionados. 


ARTICULO 110. (Entrega bajo recibo).- Todas las de- 
voluciones de bienes involucrados en los hechos denun- 
ciados que sean recuperados por la policía, se harán a su 
propietario bajo recibo. 


ARTICULO 111. (Formalidades administrativas del re- 
cibo).- En los recibos deberá hacerse constar el detalle de 
los bienes que se devuelven, la autoridad judicial que 
dispuso la devolución y las firmas del superior responsable 
del servicio y de la persona denunciante. 


Los recibos se confeccionarán en cuatro copias: original 
para el denunciante, copia para la Justicia competente y las 
restantes para archivo en la dependencia policial. 
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Sección II 
La escena del hecho 


ARTICULO 112. (Concepto de escena del hecho).- Se 
entiende por escena del hecho a los efectos de esta ley, el 
lugar físico donde ha ocurrido un hecho que determine la 
intervención policial. 


ARTICULO 113. (Preservación de la escena del he- 
cho).- La policía debe disponer las medidas necesarias para 
la preservación de la escena del hecho, enterando de inme- 
diato al Juez competente. 


ARTICULO 114. (Intervención de la defensa en la esce- 
na del hecho y en las pericias realizadas por la Policía 
Técnica).- La intervención de abogados defensores en la 
escena del hecho y en las pericias a cargo de la Policía 
Técnica puede ser ordenada exclusivamente por el Juez 
competente. 


ARTICULO 115. (Personal policial responsable de la 
preservación de la escena del hecho).- El personal policial 
que llegue primero a la escena del hecho será responsable 
de su preservación. De inmediato enterará a sus superiores 
y solicitará el apoyo necesario, debiendo tomar nota de sus 
primeras observaciones. 


Una vez constituido el Juez competente en la escena del 
hecho, éste dirigirá el cumplimiento de las diligencias res- 
pectivas. 


ARTICULO 116. (Primeras diligencias).- El personal 
policial deberá, antes que cualquier otra diligencia, prestar 
atención a la víctima en la escena del hecho. Si la misma se 
encuentra presumiblemente con vida, deberá procurarle los 
primeros auxilios. De tener que movilizar el cuerpo, anotará 
la posición en que se encontraba el mismo y otros detalles 
que ayudarán a reconstruir la escena posteriormente. 


ARTICULO 117. (Asistencia a la víctima y responsabi- 
lidad de la policía).- La policía no será responsable por la 
fuga del presunto autor del hecho que determine su inter- 
vención si debe asistir ala víctima en el caso de que no haya 
quien le preste auxilio o colaboración. 


ARTICULO 118. (Persecución del autor).- En caso de 
que la víctima cuente con auxilio de terceros o no lo nece- 
site, sin descuidar la escena del hecho, la policía procederá 
a la detención del presunto autor del ilícito o a su persecu- 
ción. 


ARTICULO 119. (Protección de los indicios).- El perso- 
nal policial tomará los recaudos para impedir el deterioro de 
la escena del hecho, protegiendo los indicios de posibles 
alteraciones por factores climáticos o de otra naturaleza. 
Para ello, deberá aislar la escena en un radio mayor al de la 
misma, mientras se produce la llegada al lugar de sus su- 
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periores, Policía Técnica y demás autoridades competen- 
tes. 


ARTICULO 220. (Facultades para detener o conducir).- 
Los procedimientos de detención y/o conducción de perso- 
nas en la escena del hecho se regirán por lo dispuesto en los 
artículos 47, 48 y 49 de la presente ley. 


ARTICULO 121. (Incomunicación en la escena del he- 
cho).- De ser necesario, el personal policial procederá a la 
incomunicación, como medida de urgencia (artículo 75 de la 
presente ley), de los presuntos responsables a quienes 
identificará debidamente, procurando, en lo posible, mante- 
nerlo en el lugar hasta la llegada del superior a cargo del 
servicio o del Juez competente. 


ARTICULO 122. (Intervención de peritos crimi- 
nalísticos policiales).- Los peritos criminalísticos de la 
Policía Nacional podrán estar presentes en las pericias que 
se ordenen por la Justicia competente para el esclarecimien- 
to de los hechos investigados. 


Sección HI 


Allanamiento y registro domiciliario 


ARTICULO 123. (Principio general).- Entre la salida y 
la puesta del sol, solamente se podrá ingresar a una morada 
con orden escrita del Juez competente. En horas de la noche, 
se requiere el consentimiento de la persona adulta jefe o jefa 
de hogar (artículo 11 de la Constitución de la República), sin 
perjuicio de la comunicación inmediata al Juez competente, 
de acuerdo con lo establecido por el artículo 6* de la presen- 
te ley. 


ARTICULO 124. (Facultades de la orden de allanamien- 
to).- La policía deberá conducir a dependencias policiales a 
las personas flagrantemente responsables de hechos 
delictivos que se encuentren en la morada allanada aunque 
la orden de allanamiento, no incluya la orden de detención, 
dando cuenta de inmediato al Juez competente, conforme al 
artículo 6* de la presente ley. 


ARTICULO 125. (Allanamiento sin presencia de perso- 
nas mayores de edad o en ausencia de moradores).- Si el 
Juez ordena el allanamiento en una vivienda y no seencuen- 
tran personas mayores de edad en la misma, o en caso de 
ausencia total de sus moradores, la diligencia se realizará 
por el personal superior a cargo del servicio, dándose 
cuenta previamente al Juez competente. En todo caso se 
dejará constancia en acta de lo actuado con la firma de dos 
testigos, disponiéndose de un cerrajero para las diligencias 
del caso cuya actuación quedará documentada en el acta. 


ARTICULO 126. (Limitaciones y medidas de seguri- 
dad).- En todos los casos, se velará por la seguridad de las 
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personas involucradas y se procurará ocasionar el menor 
daño posible a bienes u objetos que se encuentren en la 
morada allanada. Del resultado de lo actuado se enterará al 
Juez competente. 


ARTICULO 127. (Incautación en un allanamiento).- La 
orden de allanamiento debe autorizar la incautación de 
cualquier objeto o artículo vinculado a los hechos investi- 
gados que se encuentre en la morada o como resultado del 
registro personal de quienes se encuentren en el lugar, o 
sobre los cuales la policía cuente con motivos suficientes 
o fundados respecto a su origen ilícito. 


ARTICULO 128. (Acta de actuación eincautación).- En 
ocasión del procedimiento policial al que se refiere el artí- 
culo anterior se deberá labrar acta de lo actuado e incauta- 
do. 


ARTICULO 129. (Formas de documentar el procedi- 
miento).- La policía puede utilizar equipos de grabación, 
videos, cámaras fotográficas u otros, sin obviar la interven- 
ción de Policía Técnica y solicitar el apoyo de grupos 
especiales, de ser necesario. 


ARTICULO 130. (Responsabilidad del superior).- Sin 
perjuicio de lo ya expuesto, será responsabilidad del supe- 
rior a cargo del servicio: 


A) Planificar y comandar los allanamientos. 


B) Dar órdenes precisas a sus subalternos, asignándo- 
les cometidos específicos y señalándoles claramente 
los límites de su accionar. 


C) Sin descuidar la seguridad, no involucrar más perso- 
nal que el necesario. 


D) Prever el armamento y otros medios de intervención 
convenientes. 


E) Asegurar los medios de comunicación. 


F) Velar por la seguridad de las personas involucradas, 
el personal policial y los terceros circundantes. 


ARTICULO 131. (Limitaciones al uso de la fuerza).- El 
superior a cargo del servicio también deberá actuar de 
acuerdo a las siguientes disposiciones: 


A) No permitirá que se esgriman armas sin causa justi- 
ficada, ni que se exagere el uso de la fuerza o que el 
personal subalterno tenga actitudes violentas o in- 
convenientes. 


B) Extremará su control cuando hayan menores de edad 
en el lugar. 
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C) En todo momento el personal subalterno actuará 
mediante sus órdenes. 


ARTICULO 132. (Límites de tiempo. Vigencia).- Las 
limitaciones establecidas en el artículo 202 del Código del 
Proceso Penal no regirán cuando el registro o inspección se 
efectúa en lugares no destinados a una morada (artículo 203 
del Código del Proceso Penal). 


ARTICULO 133. (Control y prevención).- Los lugares 
comerciales, de reunión o de recreo con acceso público, 
podrán ser inspeccionados sin orden judicial. Cumplida la 
diligencia, se informará de inmediato al Juez competente. 


ARTICULO 134. (Inspecciones oculares).- La policía 
está facultada a efectuar inspecciones oculares en los loca- 
les destinados a hospedaje, como pensiones, hoteles y 
afines, con el fin de comprobar los movimientos de pobla- 
ción flotante y verificar la identidad de los pasajeros. El 
ingreso a las habitaciones de los huéspedes se regirá por lo 
dispuesto en la Sección III del Capítulo V de la presente ley. 


Sección IV 
Prestación de garantías 


ARTÍCULO 135. (Concepto).- Por prestación de garan- 
tías seentiende el apoyo que presta la policía a requerimien- 
to de autoridades públicas nacionales o departamentales 
para el cumplimiento de diligencias específicas. 


Del mismo modo, integra el concepto de prestación de 
garantías el apoyo que presta la policía a solicitud de 
cualquier persona física o jurídica con la anuencia del Juez 
competente. 


ARTICULO 136. (Orden del superior a cargo del ser- 
vicio).- Si la prestación de garantías la realiza el personal 
subalterno, la cumplirá siempre a partir de la orden del 
superior a cargo del servicio, el que deberá proporcionarle 
directivas precisas y concretas para su cumplimiento, asig- 
nándole el apoyo que fuere necesario. 


ARTICULO 137. (Tipos de prestación de garantías).- El 
superior a cargo del servicio ordenará una prestación de 
garantías: 


A) De oficio, para evitar un daño superior al que se 
pretende evitar. 


B) A requerimiento de autoridades públicas nacionales 
o departamentales. 


C) Por orden de la Justicia competente. 


D) A iniciativa de la policía y con autorización de la 
Justicia competente. 
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E) A requerimiento de una o más personas físicas o 
jurídicas, siempre que medie autorización judicial. 


ARTICULO 138. (Responsabilidad de las operaciones).- 
En los casos que la prestación de garantías obedezca a las 
causales identificadas en los literales B), C), D) y E) del 
artículo 137 de la presente ley, una vez solicitada la misma 
el personal policial solamente cumplirá las órdenes 
Operativas emitidas por el superior a cargo del servicio. 


El superior a cargo del servicio asumirá la responsabili- 
dad exclusiva de la planificación y operación de las accio- 
nes que estime adecuadas disponer de acuerdo a las cir- 
cunstancias del caso. 


ARTICULO 139. (Actuación de la policía).- El superior 
a cargo del servicio advertirá al personal actuante que no 
debe tomar posición a favor de una de las partes en conflic- 
to, indicándole con claridad los límites de su accionar. 


Conforme al inciso anterior, el personal actuante debe 
serimparcial. Ello implica actuar en forma objetiva, ajustado 
alas directivas que le fueran impartidas, no involucrándose 
en la problemática del procedimiento. 


ARTICULO 140. (Control del superior a cargo del 
servicio).- El superior a cargo del servicio controlará lo 
actuado dejando debida constancia en el parte policial y 
enterando a la Justicia competente. 


CAPITULO VI 


PROCEDIMIENTOS DE PREVENCION Y CONTROL EN 
VEHICULOS Y CONDUCTORES 


Sección I 
Control de vehículos y conductores 


ARTICULO 141. (Facultades de la policía).- La policía 
puede realizar los controles, registros y detención de vehí- 
culos, en cumplimiento de sus funciones de prevención, 
como encargada de hacer cumplir la ley y como auxiliar de 
la Justicia. 


ARTICULO 142. (Espirometría).- Se puede investigara 
cualquier persona que conduzca un vehículo ante la even- 
tual presencia y concentración de alcohol u otras drogas en 
su organismo através del procedimiento de espirometría. Al 
conductor que se rehusare a los exámenes antes referidos 
se le retendrá la licencia de conducir y se le advertirá que la 
negativa supone presunción de responsabilidad en la vio- 
lación de las normas de reglamentación de tránsito. 


ARTICULO 143. (Casos de accidentes graves o fata- 
les).- Cuando ocurran accidentes de tránsito con víctimas 
O fallecidos, se someterá preceptivamente a los conducto- 
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res de los vehículos involucrados a los exámenes mencio- 
nados en el artículo anterior. 


ARTICULO 144. (De las pruebas corporales).- De ser 
necesarias pruebas corporales (sangre, orina, semen, cabe- 
llo, piel, ADN u otras), las mismas deben ser ordenadas por 
el Juez competente y practicadas por los peritos que éste 
designe. 


ARTICULO 145. (Aliento alcohólico).- Constatada la 
existencia de aliento alcohólico en el conductor de un 
vehículo, la policía puede impedirle reanudar la marcha y 
conducirlo a la dependencia policial para someterlo a la 
prueba de espirometría, enterando al Juez competente del 
resultado de la misma y estándose a lo que éste disponga. 


ARTICULO 146. (Controles de rutina).- La policía po- 
drá llevar a cabo la prueba de espirometría en el lugar de la 
detención del conductor. En caso que el mismo no supere 
los límites permitidos según las normas vigentes, se auto- 
rizará al conductor intervenido a reanudar la marcha, de- 
biéndose dejar constancia de lo actuado. 


ARTICULO 147. (Casos de presunta ebriedad del con- 
ductor).- En los casos que se presuma la ebriedad de un 
conductor, la policía podrá detenerlo y someterlo al proce- 
dimiento antes reseñado, enterando de inmediato al Juez 
competente, y estándose a lo que éste disponga. 


Sección II 


Persecución y detención de vehículos sospechosos 


ARTICULO 148. (Responsabilidad del superior res- 
ponsable del servicio).- El superior responsable del servicio 
deberá instruir adecuadamente al personal subalterno res- 
pecto a que las acciones a que se refiere la presente sección 
se desarrollarán en el marco de lo dispuesto por el artículo 
40 de la presente ley. 


ARTICULO 149. (Actitudes prohibidas del personal 
policial).- Conforme con lo dispuesto por el artículo ante- 
rior, el personal policial no debe asumir este tipo de proce- 
dimiento a partir de impulsos personales, fuera del marco de 
cumplimiento de las órdenes recibidas. En todo caso debe 
asumir su obligación de evitar daños mayores a los que 
pretende evitar y tener presente que siempre deberá rendir 
cuenta del resultado de su accionar. 


ARTICULO 150. (Uso del arma de fuego y de otros 
medios).- Sólo se podrá usar el arma de fuego, la fuerza física 
u otros medios de coacción, estrictamente de acuerdo con 
lo dispuesto por el Capítulo I del Título II de la presente ley. 


ARTICULO 151. (Responsabilidad del superior a cargo 
del procedimiento).- El superior a cargo del procedimiento 
deberá ordenar, dirigir y controlar el operativo, disponien- 
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do del apoyo armado pertinente al personal que tomará 
contacto directo con los presuntos infractores. Será res- 
ponsable por las consecuencias de lo actuado, por los 
excesos o errores. 


ARTICULO 152. (Advertencia policial).- La policía pro- 
curará, en todos los casos, advertir al conductor del vehí- 
culo que se pretende detener para que el mismo pueda tener 
adecuado conocimiento de la condición de policía del per- 
sonal actuante. 


ARTICULO 153. (Precaución).- En el momento de dis- 
ponerse a la persecución de un vehículo, es indispensable 
que la policía se asegure que el mismo está requerido o que 
existen datos fidedignos de que el mismo ha participado en 
un hecho delictivo. 


ARTICULO 154. (Mesa Central de Operaciones).- En 
todos los casos de persecución se informará inmediatamen- 
te a la Mesa Central de Operaciones, proporcionando la 
mayor cantidad de datos posibles. Al mismo tiempo, se 
procurará no perder de vista el vehículo involucrado para, 
con el apoyo de otras unidades y efectivos, lograr la deten- 
ción de la manera menos riesgosa posible. 


ARTICULO 155. (Límites de velocidad).- El personal 
policial que participa en el procedimiento no debe exceder 
los límites razonables de velocidad en la persecución de un 
vehículo, si ello puede comprometer el dominio del vehículo 
policial. 


ARTICULO 156. (Responsabilidad en el procedimien- 
to).- Si se pierde de vista el vehículo perseguido se informa- 
rá de ello a la Mesa Central de Operaciones. El personal 
policial actuante no será responsable si dicho resultado es 
la consecuencia de un accionar que haya priorizado evitar 
un daño mayor al que se pretende evitar. 


ARTICULO 157. (Uso del sistema de emergencias).- 
Previa comunicación y autorización de la Mesa Central de 
Operaciones, se hará uso discrecional de los sistemas de emer- 
gencias, recordando siempre que ello no exime al personal 
policial actuante de responsabilidad en caso de accidentes 
o daños, conforme a la normativa de tránsito vigente. 


CAPITULO VU 


ARMAMENTO REGLAMENTARIO, EQUIPOS U 
OTROS MEDIOS 


ARTICULO 158. (Concepto de equipo reglamentario).- 
Por equipo reglamentario, a los efectos de esta ley, se 
entiende todo aquel que está expresamente establecido y 
ordenado en un reglamento orgánico. 


ARTICULO 159. (Armas de fuego de uso reglamentario 
en la policía).- Las armas de fuego de uso reglamentario son 
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exclusivamente aquellas que las autoridades competentes 
del Estado proveen al personal policial según su jerarquía 
y especialidad operativa. Pueden distinguirse en armas 
cortas O largas, automáticas o no. 


ARTICULO 160. (Armas de fuego prohibidas).- Está 
expresamente prohibido el uso de armas de fuego que no 
sean las que proveen las autoridades competentes del 
Estado, ni aquellas cuyo calibre y munición no esté debida- 
mente reglamentado para el servicio, salvo expresa y funda- 
da autorización por escrito del comando policial respectivo. 


ARTICULO 161. (Otras armas de uso reglamentario).- 
Está autorizado el uso del bastón policial o "tonfa", confor- 
me a los reglamentos e instructivos que rigen su forma y 
uso. 


ARTICULO 162. (Otras armas prohibidas).- Queda pro- 
hibido terminantemente el uso de cualquier otro tipo de 
arma contundente, como ser: cachiporras de metal (de las 
llamadas extensibles), con bola de metal en su extremo, y 
otras. Tampoco se permite el uso de cualquier otra arma que 
no esté reglamentada o autorizada por el comando policial 
respectivo, aun en los casos que su venta sea libre al 
público. 


Queda prohibido asimismo el uso de cualquier otro tipo 
de arma para el servicio, como cuchillos, hachas o similares, 
salvo en aquellas unidades policiales especiales (bombe- 
ros, grupos tácticos) que, debido a su operativa, puedan ser 
autorizados a ello por el comando policial respectivo. 


ARTICULO 163. (Uso de gas químico u orgánico).- Se 
autoriza el uso de gas químico u orgánico en la medida que 
sea provisto al personal por las autoridades competentes 
del Estado y esté autorizado su uso por el comando policial 
respectivo. 


ARTICULO 164. (Uso racional y responsable).- Del uso 
racional, necesario y proporcional del gas químico u orgá- 
nico será responsable el personal policial actuante, el que 
deberá recibir instrucción previa al respecto. 


ARTICULO 165. (Uso de equipamiento neutralizante 
no letal).- El personal policial está autorizado para la utili- 
zación del equipamiento neutralizante no letal denominado 
"stun guns” y "stun baton", con función de disuasión, 
defensa y protección. 


Dichos dispositivos podrán ser utilizados por el perso- 
nal policial, previa capacitación, y en aquellos casos o 
situaciones en los que se requiera proceder a neutralizar a 
un individuo, ya sea por su peligrosidad o resistencia, a fin 
de evitar un daño propio o ajeno. 


Los distintos servicios, en particular los establecimien- 
tos carcelarios y centros de reclusión del país y las corres- 
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pondientes unidades ejecutoras, instruirán al personal so- 
bre la forma y condiciones de la utilización de los mismos, 
así como también dispondrán quiénes están autorizados a 
emplearlos. 


ARTICULO 166. (Uso de esposas como medio de conten- 
ción y defensa).- Está autorizado el uso de esposas. Las 
mismas no se consideran un arma sino un medio de conten- 
ción. 


En caso de ser necesario para evitar daños al personal 
policial o terceros, podrán utilizarse esposas en adolescen- 
tes detenidos por su participación en hechos tipificados 
como infracciones a la ley penal. 


ARTICULO 167. (Otros medios de protección).- Está 
autorizado el uso de cascos, escudos, chalecos y todo otro 
tipo de protección no agresiva para la seguridad de los 
policías actuantes. 


ARTICULO 168. (Uniformes, insignias, distintivos je- 
rárquicos y otros).- Su uso se regirá por el reglamento de 
uniformes, de acuerdo a las jerarquías y especialidades 
policiales. 


ARTICULO 169. (Uso de otros uniformes).- Se autoriza 
el uso de uniformes "orgánicos", "de tareas" o "internos" 
para unidades especiales o centros docentes policiales. 


CAPITULO VIII 


APLICACIÓN Y OBSERVANCIA DELA PRESENTE 
LEY 


ARTICULO 170. (Responsabilidades por incumplimien- 
to).- El incumplimiento de las normas establecidas en la 
presente ley tendrá como consecuencia la aplicación de las 
sanciones administrativas que correspondan, sin perjuicio 
de las responsabilidades penales y/o civiles que puedan 
determinarse por la Justicia. 


Específicamente, el incumplimiento de las normas de 
naturaleza prohibitiva constituye falta grave a los efectos 
disciplinarios. 


ARTICULO 171. (Capacitación einformación).- El Mi- 
nisterio del Interior tiene la obligación de capacitar e infor- 
mar adecuadamente al personal policial para el cumplimien- 
to de las responsabilidades que le impone la presente ley. 


ARTICULO 172. (Denuncias por mal funcionamiento 
del servicio policial).- El Poder Ejecutivo reglamentará el 
procedimiento de presentación, recepción e investigación 
de denuncias ante la Fiscalía Letrada de Policía del Minis- 
terio del Interior, en cualquier caso de mal funcionamiento 
del servicio policial por acción u omisión del personal 
actuante. 
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CAPITULO IX 6) SE LEVANTA LA SESION 


DISPOSICIONES FINALES Y TRANSITORIAS SEÑOR PRESIDENTE.- No habiendo más asuntos enel 
Orden del Día, se levanta la sesión. 


ARTICULO 173. (Derogaciones).- Se derogan todas las 
disposiciones legales y reglamentarias que se opongan a lo (Es la hora 11 y 3) 
dispuesto en la presente ley. 
SENADOR JOSE MUJICA 


Sala de Sesiones de la Asamblea General, en Montevi- PRESIDENTE 


deo, a 24 de junio de 2008. 
Arq. Hugo Rodríguez Filippini 
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